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§ 1

Nota de autor

A iniciativa del Foro Justicia y Discapacidad, en el año 2015 fue publicado el Código del 
Derecho de la Discapacidad. Legislación Estatal, con la finalidad de sistematizar y divulgar la 
normativa estatal con rango de ley más importante en el ámbito de la discapacidad.

Conscientes de que este propósito codificador resulta incompleto en un Estado como el 
español, organizado territorialmente en Comunidades Autónomas, con importantes y 
numerosas competencias legislativas, quienes integramos el Foro Justicia y Discapacidad 
tenemos la satisfacción de presentar ahora un compendio de Códigos Autonómicos del 
Derecho de la Discapacidad, colección que nace de nuevo gracias a la colaboración e 
inestimable ayuda de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, y que se incorpora a la 
amplia y magnífica biblioteca jurídica digital del propio BOE.

En concreto, el Código del Derecho de la Discapacidad. Legislación del Principado de 
Asturias, está conformado por 26 disposiciones legales, de las cuales 7 leyes se recogen a 
texto completo, y 19 de manera fraccionada. En la elaboración de este Código se ha 
procurado seguir el modelo del Código de Legislación Estatal, al ordenarse sistemáticamente 
la legislación asturiana de la discapacidad, con distinción entre la normativa general básica y 
la normativa específica por materias, poniéndose así de relieve algunas de las 
características más significativas de esta rama del ordenamiento jurídico, cuales son su 
riqueza y transversalidad.

Nuestro propósito es que este Código sea una herramienta útil, fiable y 
permanentemente actualizada para la ciudadanía en general, para los operadores jurídicos, 
entidades del Tercer Sector y responsables públicos en particular y, de modo muy especial, 
para sus principales destinatarios, las personas con discapacidad. Creemos que esta 
modesta contribución posibilitará un mayor conocimiento del derecho de la discapacidad de 
la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, lo que redundará también en su 
continua evolución y mejora, con el deseo de que la plena autonomía personal e inclusión 
social de las personas con discapacidad dejen de ser meras utopías y se conviertan pronto 
en realidades tangibles e inexcusables en nuestra sociedad.
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§ 2

Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía 
para Asturias

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 9, de 11 de enero de 1982
Última modificación: 17 de julio de 2010

Referencia: BOE-A-1982-634

Esta ley pasa a denominarse "Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía del 
Principado de Asturias", según establece el art. único.1 de la Ley Orgánica 1/1999, de 5 de enero. Ref. BOE-
A-1999-338

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley Orgánica:

TITULO PRELIMINAR

Artículo 1.  
Uno. Asturias se constituye en Comunidad Autónoma de acuerdo con la Constitución y el 

presente Estatuto que es su norma institucional básica.
Dos. La Comunidad Autónoma, comunidad histórica constituida en el ejercicio del 

derecho al autogobierno amparado por la Constitución, se denomina Principado de Asturias.

Artículo 2.  
El territorio del Principado de Asturias es el de los concejos comprendidos dentro de los 

límites actuales de la provincia de Asturias, para cuya modificación se estará a lo dispuesto 
en el artículo 56 de este Estatuto.

Artículo 3.  
Uno. La bandera del Principado de Asturias es la tradicional con la Cruz de la Victoria en 

amarillo sobre fondo azul.
Dos. El Principado de Asturias tiene escudo propio y establecerá su himno por Ley del 

Principado.
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Artículo 4.  
1. El bable gozará de protección. Se promoverá su uso, su difusión en los medios de 

comunicación y su enseñanza, respetando en todo caso las variantes locales y la 
voluntariedad en su aprendizaje.

2. Una ley del Principado regulará la protección, uso y promoción del bable.

Artículo 5.  
La sede de las instituciones del principado de Asturias es la ciudad de Oviedo, sin 

perjuicio de que por Ley del Principado se establezca alguno de sus organismos, servicios o 
dependencias en otro lugar del territorio.

Artículo 6.  
Uno. El Principado de Asturias se organiza territorialmente en municipios, que recibirán 

la denominación tradicional de Concejos y en Comarcas.
Dos. Se reconocerá personalidad jurídica a la parroquia rural como forma tradicional de 

convivencia y asentamiento de la población asturiana.
Tres. Podrán crearse Áreas Metropolitanas.

Artículo 7.  
Uno. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición política de asturianos los 

ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad 
administrativa en cualesquiera de los Concejos de Asturias.

Dos. Como asturianos, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los 
ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad 
administrativa en Asturias y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de 
España. Gozarán también de estos derechos, si así lo solicitan, sus descendientes inscritos 
como españoles en la forma que determine la ley del Estado.

Artículo 8.  
Las comunidades asturianas asentadas fuera de Asturias podrán solicitar como tales, el 

reconocimiento de su asturianía, entendida como el derecho a colaborar y compartir la vida 
social y cultural de Asturias. Una ley del Principado de Asturias regulará, sin perjuicio de las 
competencias del Estado, el alcance y contenido de dicho reconocimiento, que en ningún 
caso implicará la concesión de derechos políticos.

El Principado de Asturias podrá solicitar del Estado que para facilitar lo dispuesto 
anteriormente, celebre los oportunos Tratados o Convenios Internacionales con los Estados 
donde existan dichas comunidades.

Artículo 9.  
Uno. Los derechos y deberes fundamentales de los asturianos, son los establecidos en 

la Constitución.
Dos. Las instituciones de la Comunidad Autónoma de Asturias, dentro del marco de sus 

competencias, velarán especialmente por:
a) Garantizar el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de cuantos 

residen en el territorio del Principado.
b) Impulsar una política tendente a la mejora de las condiciones de vida y trabajo.
c) Adoptar aquellas medidas que tiendan a fomentar el incremento del empleo y la 

estabilidad económica.
d) Procurar la adopción de medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los 

obstáculos, para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra, 
sean efectivas y reales.

e) Facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, 
cultural y social de Asturias.
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TITULO I
De las competencias del Principado de Asturias

Artículo 10.  
1. El Principado de Asturias tiene la competencia exclusiva en las materias que a 

continuación se señalan:
1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
2. Alteración de los términos y denominaciones de los concejos comprendidos en su 

territorio, así como la creación de organizaciones de ámbito inferior y superior a los mismos, 
en los términos establecidos en el artículo 6 de este Estatuto.

3. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
4. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del Estado ni 

afecten a otra Comunidad Autónoma.
5. Los ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el 

territorio de la Comunidad Autónoma, y en los mismos términos el transporte terrestre, 
fluvial, por cable o tubería.

6. El transporte marítimo exclusivamente entre puertos o puntos de la Comunidad 
Autónoma sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.

7. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
8. Establecimiento de bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de 

contratación de mercaderías, conforme a la legislación mercantil.
9. Puertos de refugio, puertos, aeropuertos y helipuertos que no sean de interés general 

del Estado.
10. Agricultura, ganadería e industria agroalimentaria, de acuerdo con la ordenación 

general de la economía.
11. Tratamiento especial de las zonas de montaña.
12. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, incluidos 

los hidroeléctricos, canales y regadíos de interés para la Región. Aguas minerales y 
termales. Aguas subterráneas cuando discurran íntegramente por el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma.

Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas 
discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.

13. Pesca en aguas interiores, fluviales y lacustres, marisqueo, acuicultura, alguicultura, 
así como el desarrollo de cualquier otra forma de cultivo industrial. Caza. Protección de los 
ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades.

14. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación 
de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. 
Ferias y mercados interiores. Denominación de origen, en colaboración con el Estado.

15. Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la 
Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica general. 
Creación y gestión de un sector público de la Comunidad Autónoma.

16. Artesanía.
17. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas, servicios de Bellas Artes y demás 

centros de depósito cultural o colecciones de naturaleza análoga y conservatorios de música 
de interés del Principado de Asturias, que no sean de titularidad estatal.

18. Patrimonio cultural, histórico, arqueológico, incluida la arqueología industrial, 
monumental, arquitectónico, científico y artístico de interés para el Principado de Asturias.

19. Investigación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.15.ª de la Constitución. 
Academias con domicilio social en el Principado de Asturias.

20. Cultura, con especial atención a la promoción de sus manifestaciones 
autóctonasyalaenseñanza de la cultura asturiana, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 149.2 de la Constitución.

21. Fomento y protección del bable en sus diversas variantes que, como modalidades 
lingüísticas, se utilizan en el territorio del Principado de Asturias.

22. Turismo.
23. Deporte y ocio.
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24. Asistencia y bienestar social. Desarrollo comunitario. Actuaciones de reinserción 
social.

25. Protección y tutela de menores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª y 
8.ª de la Constitución.

26. Casinos, juegos y apuestas con exclusión de las apuestas mutuas deportivo-
benéficas.

27. Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema de 
Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.6. a de la Constitución.

28. Espectáculos públicos.
29. Estadísticas para los fines de la Comunidad Autónoma, en coordinación con la 

general del Estado y con la de las demás Comunidades Autónomas.
30. Fundaciones que desarrollen principalmente sus actividades en el Principado de 

Asturias.
31. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las disposiciones del Estado en el 

ejercicio de sus competencias por razones de seguridad, sanitarias o de interés militar y las 
relacionadas con las industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y 
energía nuclear. El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la 
ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, en los 
términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11. ª y 13. ª de la Constitución.

32. Instalaciones de producción, distribución y transporte de cualesquiera energías y 
fluidos energéticos, cuando su transporte no salga de Asturias o su aprovechamiento no 
afecte a otra Comunidad Autónoma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 
22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

33. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades del derecho sustantivo y 
de la organización propia de la Comunidad Autónoma.

34. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y medios 
específicos, de acuerdo con el artículo 149.1.1.ª ,6.ª y 8.ª de la Constitución.

35. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
36. Cajas de Ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el 

marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que en 
uso de sus facultades dicte el Estado.

2. En el ejercicio de estas competencias corresponderá al Principado de Asturias la 
potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, que ejercerá 
respetando, en todo caso, lo dispuesto en la Constitución.

Artículo 11.  
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la 

misma establezca, corresponde al Principado de Asturias el desarrollo legislativo y la 
ejecución en las siguientes materias:

1. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y espacios 
naturales protegidos.

2. Sanidad e higiene.
3. Coordinación hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social.
4. Ordenación farmacéutica.
5. Protección del medio ambiente, incluidos los vertidos industriales y contaminantes en 

ríos, lagos y aguas interiores y normas adicionales de protección del medio ambiente.
6. Régimen minero y energético.
7. Ordenación del sector pesquero.
8. Defensa del consumidor y del usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de la 

actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y la coordinación 
general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en los 
números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

9. Corporaciones de Derecho público representativas de intereses económicos y 
profesionales. Ejercicio de las profesiones tituladas.

10. Régimen local.
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11. Sistema de consultas populares en el ámbito del Principado de Asturias, de 
conformidad con lo que disponga la Ley a que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y 
demás leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria.

Artículo 12.  
Corresponde al Principado de Asturias la ejecución de la legislación del Estado, en los 

términos que en la misma se establezca, sobre las siguientes materias:
1. Ejecución, dentro de su ámbito territorial, de los tratados internacionales en lo que 

afectan a las materias propias de las competencias del Principado de Asturias.
2. Asociaciones.
3. Ferias internacionales.
4. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social. 

INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para establecer 
las condiciones del beneficiario y la financiación se efectuará de acuerdo con las normas 
establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias de conformidad con lo 
dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

5. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas y colecciones de naturaleza análoga de 
titularidad estatal cuya gestión no se reserve la Administración del Estado. Los términos de 
la gestión serán fijados mediante convenios.

6. Pesas y medidas. Contraste de metales.
7. Planes establecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de sectores 

económicos.
8. Productos farmacéuticos.
9. Propiedad intelectual e industrial.
10. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la 

Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre la legislación laboral y la alta 
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migraciones 
interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo sin perjuicio de lo que 
establezcan las normas del Estado sobre estas materias.

11. Protección civil. Salvamento marítimo.
12. Puertos, aeropuertos y helipuertos de interés general cuando el Estado no se reserve 

su gestión directa.
13. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto 

en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el Estado la 
alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este precepto.

14. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y 13 del 
apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

15. Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el territorio 
del Principado de Asturias, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve el Estado.

Artículo 13.  
De conformidad con las leyes del Estado, el Consejo de Gobierno nombrará a los 

notarios y registradores de la propiedad y mercantiles, así como a los corredores de 
comercio y participará en la fijación de las demarcaciones correspondientes.

Artículo 14.  
1. La Junta General del Principado de Asturias podrá ejercer la iniciativa legislativa 

prevista en el artículo 87.2 de la Constitución para la aprobación por el Estado de las leyes 
previstas en el artículo 150.1 y 2 de la Constitución.

2. En cualquier caso, el Principado de Asturias podrá asumir las demás competencias 
que la legislación del Estado reserve a las Comunidades Autónomas.

Artículo 15.  
1. Todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y en los demás del 

presente Estatuto se entenderán referidas al territorio del Principado de Asturias.
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2. En el ejercicio de sus competencias, el Principado de Asturias gozará de las 
potestades y privilegios propios de la Administración del Estado, entre los que se 
comprenden:

a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los poderes de 
ejecución forzosa y revisión en vía administrativa.

b) La potestad de expropiación, incluida la declaración de urgente ocupación de los 
bienes afectados y el ejercicio de las restantes competencias de la legislación expropiatoria 
atribuidas a la Administración del Estado cuando se trate de materias de competencia de la 
Comunidad Autónoma.

c) La potestad de sanción dentro de los límites que establezca el ordenamiento jurídico.
d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de prelación, 

preferencia y demás, reconocidos a la Hacienda pública para el cobro de sus créditos, sin 
perjuicio de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado y en igualdad de 
derechos con las demás Comunidades Autónomas.

f) La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier organismo 
administrativo o Tribunal jurisdiccional.

No se admitirán interdictos contra las actuaciones del Principado en materias de su 
competencia, realizadas de acuerdo con el procedimiento legal.

3. En el ejercicio de la competencia prevista en el artículo 10.1.1 del presente Estatuto y 
de acuerdo con la legislación del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma, entre 
otras materias, el establecimiento del régimen estatutario de sus funcionarios, el régimen 
jurídico-administrativo derivado de las competencias asumidas, la regulación de los bienes 
de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma, 
así como las servidumbres públicas en materia de su competencia y la regulación de los 
contratos y concesiones administrativas en el ámbito del Principado de Asturias.

Artículo 16.  
El Principado de Asturias impulsará la conservación y compilación del derecho 

consuetudinario asturiano.

Artículo 17.  
1. En materia de medios audiovisuales de comunicación social del Estado, el Principado 

de Asturias ejercerá todas las potestades y competencias que le correspondan, en los 
términos y casos establecidos en la legislación básica del Estado.

2. Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el 
desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los medios 
de comunicación social.

3. En los términos establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, la Comunidad 
Autónoma podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y, en general, 
todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 18.  
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y 

ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y 
especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes 
orgánicas que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarrollen, y sin 
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 
149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.

2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la 
educación que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la 
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta le 
solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y 
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de 
seguimiento y evaluación del sistema educativo nacional.
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3. En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma fomentará la 
investigación, especialmente la referida a materias o aspectos peculiares del Principado de 
Asturias, y a la creación de centros universitarios en la Comunidad Autónoma.

Artículo 19.  
Uno. En los términos y número que establezca la legislación general del Estado, el 

Principado de Asturias propondrá las personas que hayan de formar parte de los órganos de 
administración de aquellas Empresas públicas de titularidad estatal implantadas en Asturias 
que dicha legislación determine.

Dos. El Principado de Asturias podrá elaborar y remitir al Gobierno cualesquiera 
informes, estudios o propuestas relativos a la gestión de dichas Empresas o a su incidencia 
en la socioeconomía de la Comunidad Autónoma. Dichos informes, estudios o propuestas 
darán lugar a resolución motivada del Gobierno o de los organismos o Entidades titulares de 
la participación de las Empresas.

Artículo 20.  
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias la vigilancia y 

protección de los edificios e instalaciones de la propia Comunidad y la coordinación de las 
policías locales asturianas, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales.

2. Para el ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, la Comunidad 
Autónoma podrá convenir con el Estado la adscripción de unidades del Cuerpo Nacional de 
Policía en los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgánica 
referida en el artículo 149.1.29.ª de la Constitución.

Artículo 21.  
Uno. El Principado de Asturias podrá celebrar convenios con otras Comunidades 

Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de 
las mismas. La celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor, deberá 
ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales, o algunas de las Cámaras, 
manifestaran reparos en el plazo de treinta días a partir de la recepción de la comunicación, 
el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo siguiente. Si transcurrido dicho 
plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio, entrará en vigor.

Dos. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con 
otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

TITULO II
De los órganos institucionales del Principado de Asturias

Artículo 22.  
Los órganos institucionales del Principado de Asturias son la Junta General, el Consejo 

de Gobierno y el Presidente.

CAPITULO I
De la Junta General del Principado de Asturias

Artículo 23.  
Uno. La Junta General del Principado de Asturias representa al pueblo asturiano, ejerce 

la potestad legislativa, aprueba los presupuestos, orienta y controla la acción del Consejo de 
Gobierno y ejerce las restantes competencias que le confiere la Constitución, este Estatuto y 
demás normas del ordenamiento jurídico.

Dos. La Junta General es inviolable.
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Artículo 24.  
Compete también a la Junta General:
Uno. Elegir de entre sus miembros al Presidente del Principado de Asturias.
Dos. Designar los Senadores a que se refiere el artículo sesenta y nueve coma cinco, de 

la Constitución, con arreglo a lo que establezca una ley de la Junta, que asegurará, en todo 
caso, la adecuada representación proporcional.

Tres. Ejercitar la iniciativa legislativa según lo dispuesto en la Constitución.
Cuatro. Fijar las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo con 

el artículo ciento treinta y uno coma dos, de la Constitución, haya de suministrar el 
principado de Asturias al Gobierno para la elaboración de los proyectos de planificación.

Cinco. Ejercer las competencias atribuidas por el artículo 10.1.2, al Principado de 
Asturias en lo relativo a la alteración de los términos y denominaciones de los Concejos, así 
como las facultades en relación a la creación de organizaciones territoriales en los términos 
establecidos en dicho artículo.

Seis. Regular la delegación de competencias administrativas del Principado en uno o 
varios municipios o en las organizaciones territoriales a que se hace referencia en el artículo 
sexto.

Siete. Autorizar al Consejo de Gobierno la prestación del consentimiento para obligarse 
en los convenios y acuerdos del Principado de Asturias con otras Comunidades Autónomas, 
así como supervisar su ejecución. El Consejo de Gobierno dará cuenta a la Junta General 
del resto de los convenios y acuerdos que obliguen al Principado.

Ocho. Establecer tributos. Autorizar el recurso al crédito.
Nueve. Aprobar el programa del Consejo de Gobierno y exigir su responsabilidad política 

en la forma que determine una Ley de la Junta.
Diez. Examinar y aprobar la Cuenta General del Principado, sin perjuicio de lo dispuesto 

en los artículos 35 ter y 55 de este Estatuto.
Once. Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal 

Constitucional en los supuestos y términos previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional.

Doce. Recibir la información que ha de remitirle el Consejo de Gobierno sobre tratados y 
convenios internacionales en cuanto se refieran a materias de particular interés para el 
Principado de Asturias, emitiendo su parecer sobre los mismos.

Artículo 24 bis.  
1. La Junta General podrá delegar en el Consejo de Gobierno la potestad de dictar 

normas con rango de ley.
2. Las disposiciones del Consejo de Gobierno que contengan legislación delegada 

recibirán el título de Decretos legislativos.
3. No podrá delegarse la aprobación de la Ley de Presupuestos ni la de normas con 

rango de ley para las que este Estatuto, las leyes o el Reglamento de la Junta General 
requieran mayorías cualificadas.

4. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Consejo de Gobierno de forma expresa 
para materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el 
uso que de ella haga el Consejo de Gobierno mediante la publicación de la norma 
correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo 
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio 
Consejo de Gobierno.

5. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su 
objeto sea la formación de textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de 
refundir varios textos legales en uno solo.

6. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación 
legislativa y los principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio. Las leyes de bases 
no podrán en ningún caso autorizar su propia modificación ni facultar para dictar normas con 
carácter retroactivo.

7. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se 
refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación 
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de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que 
han de ser refundidos.

8. Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a la delegación 
legislativa en vigor, el Consejo de Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. 
En tal supuesto, podrá presentarse una proposición de ley para la derogación total o parcial 
de la ley de delegación.

9. Sin perjuicio del control jurisdiccional, el Reglamento de la Junta General y las leyes 
de delegación podrán establecer fórmulas adicionales de control.

Artículo 25.  
1. La Junta General es elegida por un período de cuatro años mediante sufragio 

universal, libre, igual, directo y secreto, con aplicación de un sistema de representación 
proporcional.

2. Por ley del Principado, cuya aprobación y reforma requiere el voto de la mayoría 
absoluta de la Junta General, se fijará el número de miembros, entre 35 y 45, sus causas de 
inelegibilidad e incompatibilidad y las demás circunstancias del procedimiento electoral.

3. El Presidente del Principado, previa deliberación del Consejo de Gobierno y bajo su 
exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución de la Cámara, con anticipación al 
término natural de la legislatura.

La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones, 
conteniéndose en el mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.

El Presidente no podrá acordar la disolución de la Cámara durante el primer período de 
sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación, ni cuando se 
encuentre en tramitación una moción de censura. Tampoco podrá acordar la disolución antes 
de que transcurra el plazo de un año desde la última disolución por este procedimiento.

En ningún supuesto podrá el Presidente disolver la Cámara cuando se encuentre 
convocado un proceso electoral estatal.

En todo caso, la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un 
mandato limitado por el término natural de la legislatura originaria.

4. Las elecciones serán convocadas por el Presidente del Principado en los términos 
previstos en la Ley de Régimen Electoral General, de manera que se celebren el cuarto 
domingo de mayo de cada cuatro años, sin perjuicio de lo que dispongan las Cortes 
Generales, con el fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas 
electorales.

5. La Junta General electa será convocada por el Presidente del Principado cesante, 
dentro de los quince días siguientes a la celebración de las elecciones.

 

Artículo 26.  
Los miembros de la Junta General del Principado:
Uno. No están vinculados por mandato imperativo.
Dos. Gozarán, aún después de haber cesado en su mandato de inviolabilidad por las 

opiniones manifestadas en actos parlamentarios y por los votos emitidos en el ejercicio de su 
cargo. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delictivos 
cometidos en el territorio de Asturias, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo 
decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior 
de Justicia de la Comunidad Autónoma. Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal 
será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Tres. Tienen derecho a formular preguntas, interpelaciones y mociones en los términos 
en que el Reglamento determine. También les asiste el derecho a obtener de las autoridades 
de la Comunidad Autónoma la información precisa para el desarrollo de sus funciones.

Cuatro. Por el ejercicio de su cargo representativo, los Diputados de la Junta General 
percibirán retribuciones. Las modalidades de las asignaciones serán fijadas de acuerdo con 
lo que prevea el Reglamento de la Cámara.
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Artículo 27.  
Uno. La Junta General se reunirá anualmente en dos períodos de sesiones, 

comprendidos entre septiembre y diciembre el primero, y entre febrero y junio el segundo.
Dos. A petición del Consejo de Gobierno, de la Diputación Permanente o de la cuarta 

parte de los miembros de la Junta, ésta podrá reunirse en sesión extraordinaria, que se 
clausurará al agotar el orden del día determinado para el que fue convocada.

Tres. Las sesiones plenarias de la Junta son públicas, salvo en los casos previstos en el 
Reglamento.

Cuatro. Para la deliberación y adopción de acuerdos, la Junta ha de estar reunida 
reglamentariamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. Los acuerdos se 
adoptan por mayoría de los presentes si el Estatuto, las Leyes o el Reglamento no exigen 
otras mayorías más cualificadas.

Cinco. El voto es personal y no delegable.

Artículo 28.  
Uno. La Junta General aprueba su Presupuesto y el estatuto de su personal, y establece 

su propio Reglamento, en el que se contendrá, además, el estatuto de sus miembros. La 
aprobación del Reglamento y su reforma precisarán el voto favorable de la mayoría absoluta.

Dos. La Junta, en su primera sesión, elige su Presidente y demás componentes de la 
Mesa, que no podrán ser en ningún caso miembros del Consejo de Gobierno ni Presidente 
del mismo.

Artículo 29.  
Uno. La Junta General del Principado funciona en Pleno y en Comisiones.
Dos. Las Comisiones son permanentes y, en su caso, especiales o de investigación.
Tres. Mientras la Junta General del Principado no esté reunida o cuando hubiere 

expirado su mandato, habrá una Diputación Permanente, cuyo procedimiento de elección, 
composición y funciones regulará el Reglamento.

Artículo 30.  
Los componentes de la Junta se constituyen en Grupos, cuyas condiciones de 

formación, organización y funciones fijará el Reglamento. Todo miembro de la Cámara 
deberá estar adscrito a un Grupo y se garantizará la presencia de cada uno de éstos en las 
Comisiones y Diputación Permanente en proporción a su importancia numérica.

Artículo 31.  
1. La iniciativa para el ejercicio de la potestad legislativa reconocida en el artículo 23 de 

este Estatuto corresponde a los miembros de la Junta General y al Consejo de Gobierno. 
Por ley del Principado se regulará la iniciativa de los Ayuntamientos y la iniciativa popular 
para las materias que sean competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma.

2. Las leyes aprobadas por la Junta General serán promulgadas, en nombre del Rey, por 
el Presidente del Principado, que dispondrá su publicación en el "Boletín Oficial del 
Principado de Asturias", en el plazo de quince días desde su aprobación, y en el "Boletín 
Oficial del Estado". Los Reglamentos serán publicados por orden del Presidente del 
Principado, dentro del mismo plazo, en el "Boletín Oficial del Principado de Asturias".

CAPITULO II
Del Presidente del Principado de Asturias

Artículo 32.  
Uno. El Presidente del Principado de Asturias será elegido por la Junta General de entre 

sus miembros y nombrado por el Rey.
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La elección se hará por mayoría absoluta de los miembros de la Junta en primera 
convocatoria, y por mayoría simple en las posteriores, debiendo mediar entre cada 
convocatoria al menos cuarenta y ocho horas.

Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la constitución de la Junta ningún 
candidato hubiera sido elegido, la Junta General electa quedará disuelta, procediéndose a la 
convocatoria de nuevas elecciones. El mandato de la nueva Junta durará en todo caso hasta 
la fecha en que debiera concluir el de la primera.

Dos. El Presidente del Principado de Asturias es el del Consejo de Gobierno, cuya 
actividad dirige, coordina la administración de la Comunidad Autónoma, designa y separa a 
los consejeros y ostenta la suprema representación del Principado y la ordinaria del Estado 
en Asturias.

Tres. El Presidente del Principado de Asturias responde políticamente ante la Junta 
General.

Cuatro. Una ley del Principado, aprobada por el voto favorable de la mayoría absoluta, 
determinará el estatuto personal, el procedimiento de elección y cese y las atribuciones del 
Presidente.

CAPITULO III
Del Consejo de Gobierno

Artículo 33.  
Uno. El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que dirige la política de la 

Comunidad Autónoma y al que corresponden las funciones ejecutiva y administrativa y el 
ejercicio de la potestad reglamentaria.

Dos. Por ley del Principado, aprobada por mayoría absoluta, se regularán las 
atribuciones del Consejo de Gobierno, así como el Estatuto, forma de nombramiento y cese 
de sus componentes.

Tres. Una ley de la Junta regulará al régimen de publicación de las normas y publicidad 
de las disposiciones y actos emanados del Consejo de Gobierno y de la Administración del 
Principado de Asturias.

Cuatro. El Consejo de Gobierno será informado de los convenios y tratados 
internacionales que puedan afectar a materias de su específico interés.

Artículo 34.  
Uno. El Consejo de Gobierno responde políticamente ante la Junta General de forma 

solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su 
gestión.

Dos. Una ley de la Junta, aprobada por el voto favorable de la mayoría de sus miembros, 
regulará la responsabilidad establecida en el número anterior y, en general, las relaciones 
entre dicha Junta y el Consejo.

Artículo 35.  
Uno. El Presidente del Consejo de Gobierno previa deliberación del mismo puede 

plantear ante la Junta General la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una 
declaración de política general en el marco de las competencias que se atribuyen al 
Principado en este Estatuto. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la 
misma la mayoría simple de los miembros de la Junta.

Dos. La Junta General puede exigir la responsabilidad política del Consejo de Gobierno 
mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Esta habrá de ser 
propuesta al menos por un quince por ciento de los miembros de la Junta y habrá de incluir 
un candidato a Presidente del Principado de Asturias. La moción de censura no podrá ser 
votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos primeros días de 
dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. Si la moción de censura no fuese 
aprobada por la Junta General, sus signatarios no podrán presentar otras mientras no 
transcurra un año desde aquélla dentro de la misma legislatura.
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Tres. Si la Junta General negara su confianza, el Presidente del Principado presentará 
su dimisión ante la misma, cuyo Presidente convocará en el plazo máximo de quince días la 
sesión plenaria para la elección de nuevo Presidente del Principado de acuerdo con el 
procedimiento del artículo treinta y dos coma uno sin que en ningún caso suponga la 
disolución de la Junta General.

Cuatro. Si la Junta General adoptara una moción de censura, el Presidente del 
Principado presentará su dimisión ante la misma y el candidato incluido en aquélla se 
entenderá investido de la confianza de la Junta. El Rey le nombrará Presidente del 
Principado.

Cinco. El Presidente del Principado no podrá plantear la cuestión de confianza mientras 
esté en trámite una moción de censura.

Seis. El Consejo de Gobierno cesante continuará en sus funciones hasta la toma de 
posesión del nuevo Consejo.

Artículo 35 bis.  
1. La responsabilidad penal del Presidente del Principado y de los miembros del Consejo 

de Gobierno será exigible ante el Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias por 
los actos cometidos en el territorio del Principado. Fuera de éste, la responsabilidad penal 
será exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Ante los mismos Tribunales respectivamente será exigible la responsabilidad civil en 
que dichas personas hubieren incurrido con ocasión del ejercicio de sus cargos.

TITULO II BIS
De los órganos auxiliares del Principado de Asturias.

Artículo 35 ter.  
1. Se crea la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias. Por ley del Principado 

se regulará su composición y funciones.
2. Dependerá directamente de la Junta General del Principado y ejercerá sus funciones 

por delegación de ella en el examen y comprobación de la Cuenta General del Principado.

Artículo 35 quater.  
Se crea el Consejo Consultivo del Principado de Asturias como superior órgano de 

consulta de la Comunidad Autónoma. Por ley del Principado se regularán su composición y 
competencias.

TITULO III
De la Administración de Justicia

Artículo 36.  
El Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, en el que se integrará la 

actual Audiencia Territorial de Oviedo, es el órgano jurisdiccional en el que culminará la 
organización judicial en su ámbito territorial y ante el que se agotarán las sucesivas 
instancias procesales, en los términos del artículo ciento cincuenta y dos de la Constitución y 
de acuerdo con el presente Estatuto y la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 37.  
Uno. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Asturias se extiende:
a) En el orden civil a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de 

casación y revisión.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los 

recursos de casación y revisión.
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c) En el orden contencioso-administrativo, a los recursos que se deduzcan contra los 
actos y disposiciones de las Administraciones públicas, en los términos que establezca la 
Ley Orgánica del Poder Judicial.

d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en Asturias.
Dos. En las restantes materias se podrán interponer, cuando proceda, ante el Tribunal 

Supremo el recurso de casación o el que corresponda según las leyes del Estado y, en su 
caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también las cuestiones de competencia 
entre los Tribunales de Asturias y los del resto de España.

Artículo 38.  
Uno. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias será 

nombrado por el Rey a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente del 
Principado de Asturias ordenará la publicación de dicho nombramiento en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias».

Dos. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de 
Justicia de Asturias se efectuará en la forma prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 39.  
A instancia del Principado, el órgano competente convocará los concursos y oposiciones 

para cubrir las plazas vacantes en Asturias de Magistrados, Jueces, Secretarios Judiciales y 
restante personal al servicio de la Administración de Justicia, de acuerdo con lo que 
disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 40.  
(Suprimido)

Artículo 41.  
En relación a la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde al 

Principado:
Uno. Ejercer todas las facultades que la Ley Orgánica del Poder Judicial reconozca o 

atribuya al Gobierno del Estado.
Dos. Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos 

jurisdiccionales en Asturias y la localización de su capitalidad.

TITULO IV
Hacienda y economía

Artículo 42.  
El Principado de Asturias, dentro de los principios de coordinación con las Haciendas 

estatal y local y de solidaridad entre todos los españoles, tiene autonomía financiera, 
dominio público y patrimonio propio, de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y la 
Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 43.  
Uno. Son bienes del Principado de Asturias:
a) Los pertenecientes al Ente Preautonómico y a la Diputación Provincial.
b) Los bienes que estuvieren afectos a servicios traspasados al Principado.
c) Los que adquiriere por cualquier título jurídico válido.
Dos. El Principado tiene plena capacidad para adquirir, administrar y enajenar los bienes 

que integran su patrimonio.
Tres. El régimen jurídico de los bienes patrimoniales y de dominio público del Principado 

deberán regularse por una ley de la Junta General, en los términos del presente Estatuto.
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Artículo 44.  
La Hacienda del Principado de Asturias está constituida por:
1. Los rendimientos procedentes de los tributos propios.
2. Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado especificados en la 

disposición adicional.
3. Los recargos sobre impuestos estatales.
4. Un porcentaje de participación en los ingresos del Estado
5. En su caso, los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial y de 

otros Fondos para el desarrollo regional.
6. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos del Estado.
7. La emisión de Deuda y el recurso al crédito.
8. Los rendimientos procedentes de su patrimonio.
9. Ingresos de derecho privado.
10. Multas y sanciones impuestas en el ámbito de sus competencias.
10 bis. Cualquier otro tipo de ingresos que la legislación prevea en el marco del artículo 

157 de la Constitución.

Artículo 45.  
Uno. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos, así como 

el conocimiento de las reclamaciones relativas a ellos corresponderá al Principado, el cual 
dispondrá de plenas atribuciones para la ejecución y organización de dichas tareas, sin 
perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la Administración Tributaria del 
Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

Dos. En el caso de impuestos cedidos, el Principado asumirá por delegación del Estado 
la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los mismos sin 
perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas Administraciones, todo ello 
de acuerdo con lo especificado en la ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.

Tres. La gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los 
demás impuestos del Estado recaudados en Asturias corresponderá a la Administración 
Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que el Principado pueda recibir de éste y 
de la colaboración que pueda establecerse especialmente cuando así lo exija la naturaleza 
del tributo.

Artículo 46.  
Se regularán necesariamente mediante ley de la Junta General las siguientes materias:
Uno. El establecimiento, la modificación y supresión de sus impuestos propios, tasas y 

contribuciones especiales.
Dos. El establecimiento y la modificación y supresión de los recargos sobre los 

impuestos del Estado.
Tres. El régimen general presupuestario del Principado.

Artículo 47.  
Uno. Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración del Presupuesto del Principado 

y a la Junta General su examen, enmienda, aprobación y control.
Dos. El Consejo de Gobierno presentará el proyecto de presupuesto a la Junta antes del 

último trimestre del año.
Tres. El presupuesto tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los gastos e ingresos 

del Principado y de los organismos e instituciones de él dependientes.
Cuatro. Si la Ley del Presupuesto no se aprobara antes del primer día del ejercicio 

económico correspondiente, se considerará prorrogado el Presupuesto del ejercicio anterior 
hasta la aprobación del nuevo.
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Artículo 48.  
Uno. El Principado de Asturias, autorizado por una Ley de la Junta General y para 

financiar gastos de inversión, podrá concertar operaciones de crédito o emitir Deuda Pública 
representada en títulos valores o en otros documentos.

Dos. El volumen y características de estas operaciones se adecuarán también a las 
normas generales del Estado.

Tres. Los títulos emitidos tendrán la consideración de Fondos Públicos, a todos los 
efectos.

Cuatro. El Principado de Asturias podrá realizar operaciones de crédito por plazo no 
superior a un año, con objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería.

Cinco. Lo dispuesto en los apartados anteriores se hará de acuerdo con lo establecido al 
respecto en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 49.  
Uno. El Principado de Asturias, de acuerdo con las disposiciones del Estado, impulsará 

el establecimiento de instituciones públicas de crédito y ahorro territoriales y podrá adoptar 
las medidas que considere necesarias para garantizar su funcionalidad y posibilitar la 
captación y afirmación del ahorro regional.

Dos. El Principado de Asturias queda facultado para crear entidades que fomenten la 
plena ocupación y desarrollo económico y social, en el marco de sus competencias. 
Asimismo, podrá constituir empresas públicas como medio de ejecución de las funciones 
que sean de su competencia, según lo establecido en el presente Estatuto.

Artículo 50.  
El Principado de Asturias promoverá los objetivos establecidos en los artículos 129.2 y 

130.1 de la Constitución.

Artículo 51.  
El Principado de Asturias gozará del tratamiento fiscal que la ley establezca para el 

Estado.

Artículo 51 bis.  
Corresponde al Principado de Asturias la tutela financiera de las Corporaciones Locales 

sin perjuicio de la autonomía que les garantiza el artículo 140 de la Constitución y en el 
marco de lo dispuesto en los artículos 142 y 149.1.18.ª de la misma.

TITULO V
Del control sobre la actividad de los órganos del Principado

Artículo 52.  
Las Leyes del Principado solamente se someterán al control de constitucionalidad que 

ejerce el Tribunal Constitucional.

Artículo 53.  
(Suprimido)

Artículo 54.  
Los actos y disposiciones de la Administración del Principado están sometidos al control 

de la jurisdicción contencioso-administrativa.
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Artículo 55.  
1. El control económico y presupuestario del Principado de Asturias se ejercerá por la 

Sindicatura de Cuentas del Principado, sin perjuicio de las funciones del Tribunal de Cuentas 
del Reino.

2. El informe de la Sindicatura de Cuentas del Principado será remitido a la Junta 
General para su tramitación de acuerdo con lo que prevea el Reglamento de la Cámara.

TITULO VI
De la reforma del Estatuto

Artículo 56.  
La reforma de este Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:
Uno. La iniciativa corresponderá a una cuarta parte de los miembros de la Junta General, 

a dos tercios de los municipios asturianos o al Consejo de Gobierno, así como al Gobierno y 
a las Cortes Generales del Estado.

Dos. El proyecto de reforma será aprobado por la Junta General del Principado por 
mayoría de tres quintos de sus miembros y sometido ulteriormente a la aprobación de las 
Cortes Generales como Ley Orgánica.

Artículo 56 bis.  
Cuando la reforma de este Estatuto tenga únicamente por objeto la ampliación de 

competencias en materias que no estén constitucionalmente reservadas al Estado, la 
iniciativa será la prevista en el artículo anterior, y el proyecto de reforma deberá ser 
aprobado por la mayoría absoluta de los miembros de la Junta General, antes de su ulterior 
aprobación por las Cortes Generales como Ley Orgánica.

Disposición adicional.  
1. Se cede a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias el rendimiento de los 

siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 50 por ciento.
b) Impuesto sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los Tributos sobre el Juego.
f) El Impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, en el porcentaje del 50 por 

ciento.
g) El Impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, en el porcentaje del 58 

por ciento.
h) El Impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, en el porcentaje del 

58 por ciento.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, en el 

porcentaje del 58 por ciento.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.
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La eventual supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes 
señalados implicará la extinción o modificación de la cesión.

Dos. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno 
con la Comunidad Autónoma, siendo tramitado por el Gobierno como proyecto de ley 
ordinaria.

Tres. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta a que 
se refiere la disposición transitoria tercera con sujeción a los criterios establecidos en el 
artículo diez, apartado cuatro, de la Ley Orgánica ocho/mil novecientos ochenta, de veintidós 
de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas. El Gobierno tramitará el 
acuerdo de la Comisión como proyecto de ley, en el plazo de seis meses a partir de la 
constitución de la primera Junta General del Principado.

Disposición transitoria primera.  
(Suprimida)

Disposición transitoria segunda.  
(Suprimida)

Disposición transitoria tercera.  
(Suprimida)

Disposición transitoria cuarta.  
El traspaso de los servicios inherentes a las competencias que según el presente 

Estatuto corresponden al Principado se hará de acuerdo con las bases siguientes:
Uno. En el término máximo de un mes desde el nombramiento del Presidente por el Rey 

quedarán designados los vocales de una Comisión Mixta encargada de inventariar los 
bienes y derechos del Estado que deban ser objeto de traspaso al Principado, de concretar 
los servicios y funcionarios que deban traspasarse y de proceder a la adaptación, si es 
preciso, de los que pasen a la competencia del Principado.

Dos. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por vocales designados por el 
Gobierno de la nación y por el Consejo de Gobierno y ella misma establecerá sus normas de 
funcionamiento.

Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno de la 
nación, que los aprobará mediante decreto figurando aquéllos como anejos al mismo, y 
serán publicados simultáneamente en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial 
del Principado», adquiriendo vigencia a partir de esta publicación

Tres. La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada 
servicio. En todo caso, la referida Comisión deberá determinar en un plazo de dos años, 
desde la fecha de su constitución, el término en que habrá de completarse el traspaso de 
todos los servicios que correspondan al Principado, de acuerdo con este Estatuto.

Cuatro. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de 
naturaleza homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comisiones 
sectoriales, de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será 
determinar con la representación de la Administración del Estado los traspasos de medios 
personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma.

Las Comisiones sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta, 
que las habrá de ratificar.

Cinco. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del 
traspaso de bienes inmuebles del Estado al Principado la certificación por la Comisión Mixta 
de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certificación deberá 
contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.

El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas 
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir o 
renovar el contrato.
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Seis. El Principado asumirá con carácter definitivo y automático y sin solución de 
continuidad, los servicios que hayan sido traspasados el Consejo Regional de Asturias. En 
relación a las competencias cuyo traspaso esté en curso de ejecución se continuará su 
tramitación de acuerdo con los términos establecidos por el correspondiente decreto de 
traspaso. Tanto en uno como en otro caso las transferencias realizadas se adaptarán, si 
fuera preciso, a los términos del presente Estatuto.

Disposición transitoria quinta.  
Mientras no se dicten las disposiciones que permitan la financiación de los servicios 

transferidos correspondientes a competencias propias del Principado, el Estado contribuirá a 
su sostenimiento partiendo de una cantidad igual al coste efectivo del servicio en el momento 
de la transferencia, actualizándola de acuerdo con las circunstancias.

Para garantizar esta financiación, la Comisión Mixta paritaria Estado-Principado 
determinará en cada momento su alcance.

Disposición transitoria sexta.  
Serán respetados todos los derechos adquiridos de cualquier orden o naturaleza que en 

los momentos de las diversas transferencias tengan los funcionarios y personal adscritos a 
los servicios estatales o a los de otras instituciones públicas objeto de dichas transferencias.

Disposición transitoria séptima.  
Hasta tanto se promulgue la legislación del Estado a que hace referencia el artículo 

diecinueve coma uno, de este Estatuto, el Principado de Asturias propondrá, de entre 
personas de reconocida capacidad para el cargo, tres de los miembros de cada uno de los 
Consejos de Administración de las Empresa pública «Hunosa».

Dicha propuesta será formulada por la Junta General del Principado dentro de los treinta 
días siguientes a su constitución. Cada uno de los miembros de ésta podrá votar, como 
máximo, a dos candidatos propuestos.

Disposición transitoria octava.  
(Suprimida)

Disposición transitoria novena.  
(Suprimida)
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§ 3

Ley 10/2001, de 12 de noviembre, del Voluntariado

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 266, de 16 de noviembre de 2001

«BOE» núm. 10, de 11 de enero de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-549

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado y yo, en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del 
Voluntariado.

PREÁMBULO
El artículo 9.2 de la Constitución impone a los poderes públicos la obligación de facilitar 

la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 
Dicho mandato exige establecer un marco jurídico adecuado para que los ciudadanos 
puedan organizarse libremente con objeto de contribuir a la satisfacción de los intereses 
generales.

Es indudable que un Estado moderno debe potenciar la participación ciudadana en 
cuanto al principio democrático de intervención directa y activa en las responsabilidades de 
la comunidad, de modo que quede garantizada la implicación de ésta en la satisfacción de 
los intereses generales, que en modo alguno puede ser hoy considerada como una 
responsabilidad exclusiva del Estado.

Para la consecución de tan importante fin ocupa un lugar destacado el voluntariado, 
entendiendo por tal el conjunto de actividades de interés general desarrolladas por personas 
físicas, agrupadas en entidades de voluntariado, de modo libre, solidario y altruista, sin 
buscar beneficio material alguno.

Dichas actividades abarcan las relativas a los servicios sociales y de la salud, las de 
protección civil, las educativas y culturales, las de cooperación internacional, la defensa de 
los derechos humanos y, en definitiva, todas aquéllas que contribuyen de manera decisiva a 
la construcción de una sociedad más igual, libre y solidaria.

Esta Ley, amparada en el citado título competencial, que ha sido sometida a la 
consideración del Consejo Asesor de Bienestar Social, configura el marco jurídico en que 
debe desenvolverse la acción voluntaria, promoviendo, fomentando y ordenando la 
participación solidaria y altruista de los voluntarios asturianos, regulando al mismo tiempo las 
relaciones que se establezcan entre las Administraciones Públicas, las entidades de 
voluntariado, a través de las cuales los voluntarios realizan su actividad, y estos últimos.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto:
a) Promover, fomentar y ordenar la participación solidaria y altruista de los ciudadanos 

en actuaciones de voluntariado que se ejerzan en el ámbito territorial del Principado de 
Asturias, a través de entidades de voluntariado públicas o privadas.

b) Regular las relaciones que se establezcan entre las administraciones públicas, las 
entidades de voluntariado y los voluntarios.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley será de aplicación a toda actividad de voluntariado que se desarrolle en el 

Principado de Asturias, con independencia del lugar donde la entidad colaboradora a través 
de la que se realicen las actuaciones de voluntariado tenga su domicilio social.

2. Las entidades de voluntariado estatales o supraautonómicas que desarrollen su 
actividad en el territorio del Principado de Asturias deberán adecuar su actuación a las 
prescripciones de esta Ley, de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior.

Artículo 3.  Voluntariado.
1. Se entiende por voluntariado el conjunto de actividades de interés general 

desarrolladas por personas físicas que cumplan los siguientes requisitos:
a) Que tengan un carácter solidario y altruista.
b) Que su realización sea resultado de una decisión libremente adoptada y no 

consecuencia de un deber jurídico o de una obligación personal.
c) Que se realicen sin contraprestación económica, no buscando beneficio material 

alguno.
d) Que se desarrollen a través de organizaciones públicas o privadas y en función de 

programas o proyectos concretos.
2. No se considerarán actividades de voluntariado las realizadas de forma aislada y 

esporádica que se presten al margen de las entidades de voluntariado, así como aquéllas 
hechas por razones familiares, de amistad o de mera vecindad.

3. La actividad de voluntariado en ningún caso podrá sustituir prestaciones de trabajo o 
servicios profesionales remunerados.

Artículo 4.  Actividades de interés general.
A efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, se consideran actividades de interés 

general:
a) Las desarrolladas en el ámbito de los servicios sociales y de la salud.
b) Las de protección civil.
c) Las de carácter educativo, cultural, científico y deportivo.
d) Las de cooperación internacional.
e) Las de defensa del medio ambiente.
f) Las desarrolladas para promocionar la igualdad de oportunidades entre hombres y 

mujeres.
g) Las de promoción y desarrollo del voluntariado y de desarrollo de la vida asociativa.
h) Las de defensa de los derechos humanos.
i) Las de inserción sociolaboral.
j) Cualquier otra actividad de análogo contenido a las anteriores que desarrollándose 

mediante el voluntariado se ajuste a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 5.  Principios rectores.
Son principios básicos de actuación del voluntariado los siguientes:
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a) La libertad como opción personal del compromiso social, respetando, en todo caso, 
las convicciones y creencias tanto del voluntario como de los beneficiarios de la acción.

b) La solidaridad con otras personas o grupos, que se traduzca en acciones a favor de 
los demás o de los intereses sociales colectivos.

c) La participación como principio democrático de intervención activa y directa en las 
responsabilidades de la comunidad, promoviendo la implicación de ésta en la articulación del 
tejido asociativo a través de las entidades de voluntariado.

d) La gratuidad en el servicio que presta, no buscando beneficio material alguno.
e) La autonomía respecto a los poderes públicos.
f) El compromiso de las entidades de voluntariado para atender las necesidades sociales 

de manera estable en el tiempo, con la máxima calidad y evaluando permanentemente los 
resultados.

g) La complementariedad respecto a la actuación realizada por las Administraciones 
Públicas en el ámbito de la acción social.

h) En general, todos aquellos principios que inspiran la convivencia en una sociedad 
democrática, abierta, moderna y participativa.

CAPÍTULO II
Estatuto del Voluntariado

Sección 1.ª De los voluntarios

Artículo 6.  Voluntario.
1. Se entiende por voluntario, a los efectos de la presente Ley, toda persona física que 

por libre determinación y sin mediar obligación o deber y de forma gratuita realice cualquiera 
de las actividades contempladas en esta Ley, a través de una entidad de voluntariado, 
cumpliendo los requisitos establecidos en la misma.

2. Los menores de edad no emancipados podrán participar en programas o proyectos 
del voluntariado específicamente adaptados a sus circunstancias personales, previa 
autorización expresa de sus representantes legales.

Artículo 7.  Derechos.
Las entidades de voluntariado a través de las cuales el voluntario desarrolle su actividad 

deberán garantizarle los siguientes derechos:
a) A ser informado de los fines, organización y funcionamiento de la entidad en la que 

intervenga. En el caso de voluntarios de cooperación internacional, deberán ser informados 
además sobre el marco en el que se desarrollará su actuación, de la normativa básica del 
país al que irán destinados y de la obligación de respetarla, así como de los derechos que 
puedan corresponderles derivados de acuerdos internacionales suscritos por España.

b) A participar activamente en la entidad en la que se integren, de conformidad con sus 
Estatutos, y disponer por parte de la misma del apoyo y los medios necesarios para el 
desarrollo de su actividad.

c) A recibir la formación adecuada para el desarrollo de su actividad, debiendo ser 
orientados hacia la más adecuada a sus aptitudes, en orden a mantener la calidad de la 
acción voluntaria.

d) A disponer de la formación y los medios necesarios para garantizar que su actividad 
se desarrolle con las debidas garantías en materia de seguridad e higiene.

e) A disponer de una acreditación identificativa de su condición de voluntario.
f) A ser asegurados de los daños y perjuicios que el correcto desempeño de su actividad 

pudiera reportarles.
g) A participar en el desarrollo, diseño y evaluación de los programas que se realicen.
h) A no ser asignados a la ejecución de tareas ajenas a los fines y naturaleza de la 

entidad.
i) Al cambio de programa asignado cuando existan causas que lo justifiquen, dentro de 

las posibilidades de la entidad.
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j) A obtener el certificado de la actividad del voluntario en el que consten, como mínimo, 
la fecha, la duración de la prestación y la naturaleza de la misma.

k) En general, todos aquellos que se deriven de la presente Ley y del resto del 
ordenamiento jurídico.

Artículo 8.  Deberes.
Son deberes del voluntario:
a) Cumplir el compromiso adquirido con la entidad de la que forma parte, respetando sus 

objetivos y fines.
b) Respetar los derechos de los beneficiarios del programa, adecuando su actuación a la 

consecución de los objetivos del mismo, acatando las instrucciones que reciba para el 
desarrollo de su actuación.

c) Mantener la confidencialidad de la información recibida y conocida en el desarrollo de 
su actividad, guardando secreto análogo al secreto profesional.

d) Observar las medidas de seguridad e higiene que se adopten.
e) Rechazar cualquier tipo de contraprestación económica.
f) Participar en las acciones de formación que organice la entidad y que afecten a las 

tareas encomendadas.
g) Colaborar con la entidad y el resto de voluntarios en la mejora de la eficacia y 

eficiencia de los programas que se apliquen.
h) Mantener un compromiso individual que pueda servir de estímulo o de movimiento 

colectivo.
i) En general, los demás que se deriven de la presente Ley y del resto del ordenamiento 

jurídico.

Artículo 9.  Reconocimiento de servicios.
1. La acreditación de la condición de voluntario se efectuará mediante certificación 

expedida por la entidad de voluntariado, en la que deberán constar, como mínimo, además 
de los datos personales e identificativos del voluntario y de la entidad, la fecha, duración y 
naturaleza de la prestación.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejo del Voluntariado del Principado de 
Asturias, reconocerá anualmente a la «Persona voluntaria de Asturias», en atención a la 
persona física o jurídica que haya destacado por su dedicación al voluntariado, por su 
ejemplo social en su actividad voluntaria o bien porque sus actuaciones voluntarias hayan 
alcanzado especial relevancia.

Sección 2.ª De las Entidades de Voluntariado

Artículo 10.  Concepto.
1. Se entiende por entidades de voluntariado aquéllas que bajo la forma jurídica 

adecuada a la obtención de sus fines estén legalmente constituidas, tengan personalidad 
jurídica propia, carezcan de ánimo de lucro, desarrollen sus actividades y programas en 
alguno de los campos de actuación señalados en el artículo 4 de esta Ley y se encuentran 
inscritas en el Registro de Voluntariado del Principado de Asturias.

2. Al solo objeto de garantizar el funcionamiento estable de las entidades de 
voluntariado, podrán tener a su servicio personal asalariado.

3. Las entidades de voluntariado podrán recibir la colaboración de trabajadores externos 
en el desarrollo de actividades que requieran un grado de especialización concreto.

Artículo 11.  Incorporación de voluntarios.
1. La incorporación de los voluntarios a las entidades de voluntariado se realizará a 

través de la suscripción de un compromiso entre ambas partes, que contendrá como mínimo 
los siguientes extremos:

a) El carácter solidario y altruista de la relación.
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b) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, respetando, en 
todo caso, las prescripciones de esta Ley.

c) El contenido de las funciones, actividades y horario que se compromete a realizar el 
voluntario, así como el lugar donde desarrollará su actividad.

d) El proceso de formación que se requerirá para el cumplimiento de sus funciones.
e) La duración del compromiso y las causas y formas de desvinculación por ambas 

partes.
2. La condición de voluntario es compatible con la de socio o miembro de la misma 

entidad colaboradora, siendo incompatible, en todo caso, con el desempeño de actividades 
remuneradas dentro de la misma.

Artículo 12.  Obligaciones de las entidades de voluntariado.
1. Las entidades de voluntariado en su funcionamiento y en sus relaciones con los 

voluntarios deberán:
a) Adecuarse a la normativa vigente, especialmente en lo que hace referencia a la 

organización y al funcionamiento democrático y no discriminatorio.
b) Cumplir los compromisos adquiridos con los voluntarios en el acuerdo de 

incorporación a la entidad, respetando sus derechos.
c) Suscribir una póliza de seguros que cubra los siniestros de los propios voluntarios y 

los que eventualmente puedan producir a terceros como consecuencia del desarrollo de su 
actividad.

d) Formar adecuadamente al voluntario para el desarrollo de su actividad.
e) Llevar un registro de altas y bajas del personal voluntario.
f) Cumplir con el resto de obligaciones establecidas en la presente Ley y en el resto del 

ordenamiento jurídico.
2. Las entidades de voluntariado aprobarán sus Estatutos, que deberán regular su 

organización, funcionamiento y las relaciones con los voluntarios, cumpliendo las 
obligaciones establecidas en el párrafo anterior.

Artículo 13.  Responsabilidad frente a terceros.
Las entidades de voluntariado responderán frente a terceros de los daños y perjuicios 

causados por los voluntarios que participen en sus programas como consecuencia de la 
realización de las funciones que les hayan sido encomendadas.

Artículo 14.  Registro de Entidades de Voluntariado.
1. Se crea en la Consejería con competencias en materia de asistencia y bienestar social 

el Registro de Entidades de Voluntariado del Principado de Asturias, en el que se inscribirán 
las entidades que reúnan los requisitos establecidos en esta Ley.

2. La inscripción en el Registro se realizará a solicitud de la entidad interesada previa 
tramitación del correspondiente procedimiento administrativo, que deberá ser resuelto y 
notificado en un plazo máximo de seis meses, transcurrido el cual sin resolución expresa, 
deberá entenderse estimada la pretensión de la entidad.

3. La inscripción en el Registro se cancelará cuando se produzca la pérdida de la 
condición de entidad colaboradora de voluntariado, previa tramitación del correspondiente 
procedimiento administrativo, por alguna de las siguientes causas:

a) Petición expresa de la entidad.
b) Extinción de su personalidad jurídica.
c) Revocación de la inscripción por incumplimiento de las obligaciones establecidas en la 

presente Ley y disposiciones de desarrollo, tal y como reglamentariamente se determine.
4. La organización y funcionamiento del Registro de Entidades de Voluntariado del 

Principado de Asturias se regulará reglamentariamente.
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CAPÍTULO III
Medidas de fomento

Artículo 15.  Subvenciones.
1. Las Consejerías con competencias en las áreas de actuación previstas en el artículo 4 

de esta Ley podrán ofertar y subvencionar la participación del voluntariado en programas de 
actuación en actividades de carácter cívico o social.

2. Dichas subvenciones sólo podrán tener por beneficiario a las entidades inscritas en el 
Registro de Entidades de Voluntariado del Principado de Asturias.

Artículo 16.  Campañas de información y participación.
1. El Principado de Asturias fomentará las campañas de información dirigidas a la 

opinión pública, con el fin de facilitar la participación ciudadana, la captación de nuevos 
voluntarios y el apoyo económico. Además, promoverá, con la participación de las entidades 
de voluntariado, la organización de cursos de formación para el voluntariado.

2. El Principado de Asturias impulsará la participación de los ciudadanos y potenciará la 
integración de las entidades de voluntariado en programas o proyectos de ámbito superior al 
regional, promoviendo y favoreciendo la colaboración y el trabajo conjunto de una o varias 
entidades.

3. Las Entidades Locales podrán promover iniciativas de voluntariado en beneficio de la 
comunidad para fomentar la participación ciudadana, en las que el Principado de Asturias 
podrá participar mediante subvenciones que contribuyan a financiar dichas iniciativas.

CAPÍTULO IV
Consejo del Voluntariado del Principado de Asturias

Artículo 17.  Objeto.
Se crea, como órgano de asesoramiento y participación, el Consejo del Voluntariado del 

Principado de Asturias, adscrito a la Consejería con competencias en materia de asistencia y 
bienestar social, cuyo objeto será promover y proteger el voluntariado, velar por la 
coordinación de los programas y la calidad de las prestaciones que ofrece, así como 
asesorar e informar sobre asuntos relacionados con el desarrollo de lo contemplado en la 
presente Ley.

Artículo 18.  Funciones.
Son funciones del Consejo:
a) Informar preceptivamente los anteproyectos y proyectos de disposiciones normativas 

de carácter general que afecten directamente al voluntariado. Reglamentariamente se 
determinarán el plazo y forma de emisión de dicho informe.

b) Informar preceptivamente el Plan Regional del Voluntariado.
c) Proponer los criterios y prioridades que deben regir la actividad del voluntariado.
d) Analizar las necesidades básicas del voluntariado.
e) Elevar propuestas en relación con los distintos campos en los que se desarrolla la 

actividad voluntaria y proponer los criterios que pudieran considerarse preferentes para 
subvencionar la actividad de los programas de voluntariado.

f) Elevar propuestas a las Administraciones Públicas sobre medidas de fomento del 
voluntariado.

g) Aprobar la memoria anual de sus actividades.

Artículo 19.  Composición.
1. El Consejo, presidido por el titular de la Consejería a la que está adscrito, estará 

integrado por los siguientes miembros:
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a) Siete representantes de la Administración del Principado de Asturias nombrados por el 
Consejo de Gobierno, que deberán ostentar la condición de alto cargo y desempeñar sus 
funciones en el ámbito de las actividades de interés general referidas en el artículo 4.

b) Un representante de cada uno de los Grupos Parlamentarios de la Junta General del 
Principado.

c) Tres representantes designados por la Federación Asturiana de Concejos.
d) Ocho representantes de las entidades de voluntariado elegidas de entre las que estén 

inscritas en el Registro de Entidades de Voluntariado del Principado de Asturias.
e) Dos representantes de las organizaciones sindicales más representativas de la 

Comunidad Autónoma, según se establece en la legislación vigente, en proporción a la 
representación que ostenten.

f) Dos representantes de las organizaciones empresariales intersectoriales de ámbito 
territorial en toda la Comunidad Autónoma, en proporción a la representación que ostenten.

g) Un representante designado por el Consejo de la Juventud.
2. La Secretaría del Consejo, con voz pero sin voto, será desempeñada por un 

funcionario designado por el Presidente del Consejo. Además de las funciones habituales 
inherentes a su condición de Secretario, le corresponderá impulsar y coordinar la ejecución 
de los acuerdos y actividades organizadas por el Consejo y auxiliar al Presidente en el 
desarrollo de sus funciones.

3. La Presidencia del Consejo del Voluntariado podrá recabar la participación, en sus 
sesiones, de personas especializadas en los temas que fuesen objeto de tratamiento en las 
mismas, que asistirán con voz pero sin voto.

4. Los miembros del Consejo que no ostenten la representación de la Administración del 
Principado de Asturias serán nombrados por resolución del titular de la Consejería 
competente en materia de asistencia y bienestar social a propuesta de las entidades u 
organizaciones a las que vayan a representar, que podrán proponer también suplentes, así 
como efectuar sustituciones de los designados a lo largo del mandato.

Su mandato tendrá una duración de cuatro años, renovable por períodos de igual 
duración, que comenzará a computarse desde el día de la publicación en el «Boletín Oficial 
del Principado de Asturias».

5. El Consejo del Voluntariado del Principado de Asturias, una vez constituido, elaborará 
y aprobará su propio Reglamento de Organización y Funcionamiento.

Artículo 20.  Comisiones.
1. En el seno del Consejo existirán Comisiones para el estudio y seguimiento de 

materias o asuntos concretos o para dar respuesta inmediata a situaciones imprevistas que 
necesiten una intervención urgente por parte del Consejo.

2. Existirán las siguientes Comisiones, sin perjuicio de la facultad del Consejo de 
constituir otras sobre aquellas materias que considere oportunas:

a) Asuntos Sociales y Salud.
b) Educación y Cultura.
c) Protección Civil y Medio Ambiente.
d) Cooperación Internacional.
3. La composición, organización y funcionamiento de las Comisiones vendrá regulada en 

el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo.

CAPÍTULO V
Financiación

Artículo 21.  Recursos y financiación.
1. Las entidades de voluntariado se financiarán con los siguientes recursos:
a) Aportaciones económicas que reciban con cargo a los presupuestos de cualquiera de 

las Administraciones Públicas.
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b) Adquisiciones a título gratuito de bienes o derechos, susceptibles de valoración 
económica, o aportaciones económicas voluntarias.

c) Rendimientos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio.
d) Ingresos obtenidos por actividades secundarias de carácter comercial, subastas y 

juegos de azar, siempre que estén autorizados para ello.
e) Cualesquiera otros que puedan establecerse.
2. Todos los recursos indicados en el número anterior constituyen el patrimonio de las 

entidades de voluntariado.

CAPÍTULO VI
Plan Regional del Voluntariado

Artículo 22.  Plan Regional del Voluntariado.
Para el cumplimiento de los objetivos previstos en la presente Ley, el Consejo de 

Gobierno aprobará el Plan Regional del Voluntariado, que tendrán una vigencia de cuatro 
años y contendrá como directrices:

a) El fomento de la solidaridad en el seno de la sociedad civil.
b) El apoyo a las iniciativas de las distintas Administraciones Públicas en sus distintos 

niveles y de las entidades de voluntariado.
c) La potenciación de nuevas entidades de voluntariado y de las ya existentes.
d) La promoción de actividades formativas básicas y específicas que permitan el mejor 

desarrollo de las acciones de los voluntarios.
e) El establecimiento de medidas destinadas a lograr un mayor reconocimiento social de 

la figura del voluntario.

Disposición adicional.  
La colaboración del voluntario con la Administración Pública no supondrá la existencia de 

vínculo laboral, administrativo o mercantil alguno, se ajustará a lo dispuesto en esta Ley y se 
desarrollará siempre a través de entidades de voluntariado.

Disposición transitoria primera.  
Hasta tanto no se apruebe el Reglamento por el que se regule el Registro de Entidades 

de Voluntariado, las organizaciones y entidades de voluntariado continuarán inscribiéndose 
en los Registros existentes.

Disposición transitoria segunda.  
Las organizaciones y entidades de voluntariado deberán adaptar sus Estatutos a las 

revisiones de la presente Ley en el plazo máximo de un año desde su entrada en vigor.

Disposición transitoria tercera.  
Para la constitución del Consejo del Voluntariado del Principado de Asturias, la 

designación de los representantes de las entidades de voluntariado podrá realizarse por las 
organizaciones y entidades aun cuando no estén inscritas en el Registro de Entidades de 
Voluntariado del Principado de Asturias.

Disposición final primera.  
El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias queda facultado para desarrollar 

reglamentariamente la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 3  Ley del Voluntariado

– 27 –



§ 4

Ley 1/2003, de 24 de febrero, de servicios sociales

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 56, de 8 de marzo de 2003
«BOE» núm. 86, de 10 de abril de 2003

Última modificación: 25 de marzo de 2019
Referencia: BOE-A-2003-7404

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de servicios 
sociales.

PREÁMBULO
La Ley del Principado de Asturias 5/1987, de 11 de abril, de servicios sociales, estableció 

un régimen público unificado de servicios sociales con el objetivo fundamental de garantizar 
la coordinación de los recursos y las iniciativas, de carácter público o procedentes de la 
iniciativa social, en dicho ámbito. En la década de los años ochenta se inició la 
modernización de los servicios sociales y se produjo un notable avance de las políticas 
sociales; esta ley contribuyó a ello dándoles expresión a las competencias en materia de 
asistencia social que otorga al Principado de Asturias el Estatuto de Autonomía.

Al amparo de dicha norma se fue desarrollando un conjunto de medidas de protección 
social pública dirigidas a facilitar el desarrollo de los individuos y de los grupos sociales, a 
satisfacer carencias y a prevenir y paliar los factores y circunstancias que producen 
marginación y exclusión social.

El tiempo transcurrido desde la aprobación de la citada ley, los cambios operados en la 
sociedad asturiana, así como el importante desarrollo de los servicios sociales en estos 
últimos años hacen necesario establecer un nuevo marco legal que permita profundizar el 
sistema de protección dando respuesta a las nuevas necesidades en materia de asistencia 
social y constituyendo una verdadero sistema público de servicios sociales que contribuya a 
la consolidación de derechos sociales. Efectivamente, desde el año 1987 hasta la actualidad, 
hemos asistido a la producción de cambios que influyen de manera evidente en la política de 
servicios sociales. Por un lado, el impacto de las variaciones sociodemográficas, que 
generaron un envejecimiento de la población asturiana y evidentes modificaciones en la 
estructura familiar. De otro, la transformación del tejido económico asturiano, determinado 
por el declive de los sectores industriales tradicionales, que ha dado lugar a un incremento 
del desempleo, lo que afecta de forma negativa al bienestar social, menoscaba la cohesión y 
da lugar a una mayor vulnerabilidad social. A todo ello hay que añadir las corrientes 
migratorias, que cada día tienen mayor importancia en nuestro país e inciden claramente en 
la utilización de los servicios sociales.
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Los fenómenos señalados configuran una nueva situación caracterizada por el 
incremento de la demanda de servicios sociales y por la aparición de nuevas necesidades. 
De gran importancia son los cuidados de larga duración, la atención que necesitan las 
personas mayores dependientes y las exigencias de coordinación sociosanitaria. También en 
este período han aparecido nuevas organizaciones sociales y se experimenta una 
participación cada vez más activa de ellas y un incremento de las actividades altruistas y de 
voluntariado. Los ciudadanos quieren más participación y tener más capacidad de decisión, 
lo que influye en la organización y concepción y control de los servicios sociales.

La Comunidad Autónoma del Principado de Asturias ha aumentado su capacidad de 
autogobierno con el traspaso de competencias que en los años ochenta eran gestionadas 
por la Administración General del Estado. El tiempo transcurrido desde 1987 ha permitido 
profundizar en el concepto de servicios sociales y valorar la intervención social no solo por 
su capacidad para dispensar prestaciones, sino también por las interrelaciones que fomenta 
y el entramado social que crea.

Asimismo, las líneas de actuación con las personas con discapacidad han avanzado 
hacia la integración social y requieren medidas y actuaciones que favorezcan la convivencia 
y la participación social y el fortalecimiento personal.

Además, hoy es evidente que el sector de los servicios sociales y su desarrollo tiene una 
gran importancia como nuevo yacimiento de empleo y como sector generador de actividad 
económica. De otro lado, la descentralización de los servicios contribuye a mejorar las 
dotaciones de pequeñas entidades de población, a mejorar su calidad de vida y a fijar 
población.

La presente Ley recoge todas esas referencias y tiene por objeto la ordenación, 
organización y desarrollo de un sistema público de servicios sociales que dé respuesta a las 
necesidades actuales para conseguir una mejor calidad de vida, evitar la exclusión de los 
sectores más desfavorecidos e impulsar el bienestar social.

Por lo que se refiere a la estructura de la Ley, en el título I se define el objeto de la Ley, 
así como los titulares de derechos y los principios generales.

En el título II se establece la distribución de competencias, determinando las 
correspondientes al Principado de Asturias en atención a las peculiaridades de su condición 
de comunidad autónoma uniprovincial y a las entidades locales de acuerdo con lo dispuesto 
en la ley reguladora de las bases del régimen local. Se contempla también la posibilidad de 
que las Administraciones públicas competentes en materia de servicios sociales establezcan 
convenios de colaboración o se deleguen o encomienden la prestación de sus servicios.

El título III incluye la ordenación del sistema público de servicios sociales, que se aborda 
tanto desde el punto de vista funcional como territorial.

Para un mejor cumplimiento de sus fines, la Ley establece que los centros de servicios 
sociales contarán con un equipo multidisciplinar, cuya composición se determinará en 
función de las características de la zona básica de servicios sociales a través del mapa 
asturiano de servicios sociales, que se aprobará reglamentariamente.

Para la gestión del área de servicios sociales existirá una estructura de gestión unitaria 
de los centros, programas y prestaciones de titularidad del Principado de Asturias que se 
desarrollen en dicha demarcación territorial.

El núcleo esencial del sistema público de servicios sociales lo constituyen sin duda sus 
prestaciones, que se establecen en el título IV, constituidas por el conjunto de servicios, 
intervenciones técnicas, programas y ayudas destinadas al cumplimiento de los fines del 
mismo, que no son otros que la mejora de la calidad de vida y del bienestar social.

En ese sentido, la Ley obliga a la aprobación, en un plazo de dos años, de un catálogo 
de prestaciones que contendrá el conjunto de prestaciones del sistema público de servicios 
sociales.

Constituye uno de los aspectos esenciales de la Ley el reconocimiento, a través del 
referido catálogo, de aquellas prestaciones que tendrán el carácter de fundamentales y que 
serán exigibles como derecho subjetivo.

La Ley garantiza la participación de las ciudadanas y ciudadanos mediante las 
disposiciones y los órganos que se establecen en el título V. Asimismo, se elevan a rango 
legal los derechos y deberes de las personas usuarias del sistema público de servicios 
sociales.
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En el título VI se garantiza la participación de asociaciones e instituciones sin ánimo de 
lucro en la realización de actividades en materia de acción social, se regula la autorización 
administrativa para la puesta en funcionamiento de centros de servicios sociales con el fin 
fundamental de garantizar la calidad en la prestación de sus servicios, especificando también 
las formas de relación con la iniciativa privada.

La financiación del sistema público de servicios sociales se determina en el título VII, 
donde se establece la responsabilidad en esta cuestión de las administraciones públicas y la 
posible participación de las personas usuarias.

La Ley atribuye la Consejería competente en materia de asuntos sociales la obligación 
de velar por el cumplimiento de la normativa en dicha materia y de garantizar la calidad del 
servicio, a través de la función inspectora de las entidades, centros y servicios de servicios 
sociales, ya sean públicos o privados.

El título VIII regula la Inspección de Servicios Sociales, a la que corresponde velar por el 
cumplimiento de la normativa en materia de servicios sociales y garantizar una adecuada 
calidad en la prestación de los servicios.

Para dar cumplimiento a los principios de legalidad y tipicidad establecidos en los 
artículos 127 y 129 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común, en desarrollo de lo 
dispuesto en el artículo 25 de la Constitución, el título IX establece un régimen sancionador 
que tipifica las infracciones administrativas en materia de servicios sociales y fija las 
correspondientes sanciones.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto la ordenación, organización y desarrollo de un sistema 

público de servicios sociales, así como la regulación de la iniciativa privada en esta materia, 
para la consecución de una mejor calidad de vida y bienestar social.

Artículo 2.  Sistema público de servicios sociales.
1. El sistema público de servicios sociales está integrado por el conjunto de recursos, 

equipamientos y prestaciones de titularidad pública.
2. El sistema público de servicios sociales actuará en coordinación y colaboración con 

aquellos otros servicios cuya meta sea alcanzar mayores cotas de bienestar social, tales 
como los culturales, formativos, laborales y urbanísticos, y especialmente con los sistemas 
sanitario y educativo.

3. El sistema público de servicios sociales regulado por la presente Ley tendrá carácter 
complementario en relación con las prestaciones de la Administración General del Estado en 
el ámbito de la Seguridad Social.

Artículo 3.  Funciones del sistema público de servicios sociales.
Corresponde al sistema público de servicios sociales:
a) Desarrollar actividades preventivas para promover la autonomía y superar las causas 

de marginación y de exclusión.
b) Promover la integración social de las personas y de los grupos.
c) Cubrir carencias y satisfacer necesidades en materia de asistencia social.
d) Prestar apoyos a personas o grupos en situación de dependencia.
e) Favorecer la participación y el pleno y libre desarrollo de las personas y de los grupos 

dentro de la sociedad, así como el fomento del desarrollo comunitario.

Artículo 4.  Titulares del derecho.
1. Son titulares del derecho a acceder al sistema público de servicios sociales regulado 

en la presente Ley los nacionales de los estados miembros de la Unión Europea 
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empadronados en cualesquiera de los concejos de Asturias, así como los transeúntes en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan, atendiendo siempre las situaciones de 
emergencia social.

Asimismo, gozarán de tal derecho los emigrantes asturianos y sus descendientes en los 
términos establecidos en el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias.

2. También se beneficiarán de dichos servicios quienes no siendo nacionales de ningún 
estado miembro de la Unión Europea se encuentren en el Principado de Asturias, así como 
los refugiados y apátridas de acuerdo con lo que se disponga al respecto en los tratados 
internacionales y en la legislación sobre derechos y deberes de los extranjeros, atendiendo 
en su defecto al principio de reciprocidad, sin perjuicio de lo que se establezca 
reglamentariamente para aquellas personas que se encuentren en reconocido estado de 
necesidad.

Artículo 5.  Principios generales.
El sistema público de servicios sociales se regirá por los siguientes principios:
a) Responsabilidad pública, que constituye la garantía del derecho de las ciudadanas y 

ciudadanos al acceso a dichos servicios. Los poderes públicos deberán proveer los recursos 
financieros, técnicos y humanos que permitan la promoción y eficaz funcionamiento de los 
servicios sociales, dando prioridad en cualquier caso a la cobertura de las necesidades más 
urgentes.

Para la prestación de los servicios sociales los poderes públicos contarán con la 
iniciativa privada a efectos subsidiarios de la iniciativa pública en los términos previstos en 
esta ley, correspondiéndoles promover y fomentar la participación de las entidades sin ánimo 
de lucro en el ámbito de la acción social.

b) Universalidad: el acceso al sistema público de servicios sociales tendrá lugar en 
condiciones de igualdad efectiva con independencia de las condiciones sociales, 
económicas y territoriales.

c) Igualdad: todos las ciudadanas y ciudadanos tienen derecho a las prestaciones del 
sistema público de servicios sociales sin discriminación por razones de raza, sexo, 
orientación sexual, estado civil, edad, discapacidad, ideología o creencia, debiendo 
atenderse a las necesidades sociales de una forma integral.

Asimismo, los poderes públicos deberán adoptar medidas de acción afirmativa y políticas 
de igualdad de oportunidades y de trato para la prevención y superación de las 
discriminaciones existentes en el seno de la sociedad.

d) Descentralización: atendiendo al principio de proximidad que deben cumplir los 
servicios sociales, éstos se organizarán y distribuirán con criterios territoriales de modo que 
su gestión se realice desde el nivel más cercano a las ciudadanas y ciudadanos.

e) Coordinación y cooperación: las Administraciones Públicas del Principado de Asturias 
con competencias en materia de servicios sociales se regirán por el criterio de cooperación y 
de coordinación entre sí, garantizando la continuidad de la atención.

f) Atención personalizada e integral: la actuación del sistema público de servicios 
sociales debe centrarse en el bienestar social de las personas usuarias del mismo, 
realizando la intervención social mediante la evaluación integral de sus necesidades y con 
pleno respeto a su dignidad y a sus derechos.

g) Eficiencia: la optimización de recursos en materia de política social debe presidir toda 
actuación para el logro pleno de los objetivos del sistema público de servicios sociales. Para 
ello se atenderá a criterios de programación y prioridad de los recursos disponibles para 
aplicarlos a la satisfacción de las necesidades, previo análisis de las mismas y de sus 
causas, determinando con criterios técnicos las actuaciones y servicios que deban 
ejecutarse.

h) Prevención, normalización e integración: el sistema público de servicios sociales se 
aplicará de forma prioritaria a la prevención de las causas que originan situaciones de 
marginación o de limitación al desarrollo de una vida autónoma, sin perjuicio de la actuación 
simultánea para su superación una vez sobrevenidas.
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Asimismo, facilitará a las ciudadanas y ciudadanos la atención a través de instituciones 
de carácter general salvo cuando por sus características personales requieran una atención 
específica, procurando en todo caso la permanencia y contacto con su entorno habitual.

i) Participación, creando los cauces y las condiciones para impulsar la participación de 
las ciudadanas y ciudadanos en la gestión del sistema público de servicios sociales, así 
como en la planificación, seguimiento y evaluación de los planes y programas en los 
términos establecidos en la presente Ley.

j) Calidad: el sistema público de servicios sociales establecerá criterios de evaluación 
que velen por la calidad de los programas y prestaciones teniendo como eje el concepto de 
calidad de vida de las personas.

TÍTULO II
Distribución de competencias

Artículo 6.  Funciones de la Administración del Principado de Asturias.
La Administración del Principado de Asturias ejercerá las siguientes funciones:
a) Estudio, diagnóstico y análisis actualizado de las situaciones de riesgo y necesidad 

social de la población asturiana para el mejor diseño y estrategias preventivas y del resto de 
intervenciones sociales.

b) Planificación general de los servicios sociales en el territorio del Principado de 
Asturias, al objeto de evitar desequilibrios territoriales y garantizar niveles mínimos de 
protección en coordinación con los ayuntamientos.

c) Desarrollo del sistema de información de servicios sociales que se configura en el 
título X, que tiene como aplicación fundamental para la atención e intervención social la 
Historia Social Única Electrónica.

d) Creación, mantenimiento, dirección y gestión de los servicios, recursos y programas 
de su titularidad.

e) Coordinación de las acciones de las distintas Administraciones Públicas competentes 
en materia de servicios sociales y de la iniciativa privada concertada.

f) Ordenación de los servicios sociales, regulando las condiciones y requisitos para la 
autorización, registro y acreditación de los centros de atención de servicios sociales.

g) Cooperación y ayuda técnica a los ayuntamientos y demás entidades locales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones en este ámbito, así como el asesoramiento a la 
iniciativa privada concertada.

h) Promoción y fomento de servicios sociales municipales mancomunados.
i) Inspección y control de calidad de los programas, centros de atención y servicios de su 

titularidad y de los municipales que reciban aportaciones económicas específicas, así como 
de los privados radicados en el territorio del Principado de Asturias.

j) Fomento del estudio y de la investigación en el ámbito de los servicios sociales.
k) Ejercicio de la potestad sancionadora en el ámbito de su competencia en los términos 

establecidos en el título IX de la presente Ley y demás normativa aplicable.
l) Apoyar y fomentar a las entidades de la iniciativa social en el ejercicio de sus acciones 

de ayuda mutua y en el desarrollo de actividades altruistas.

Artículo 7.  Administración local.
La Administración local, sin perjuicio de las obligaciones establecidas en la legislación de 

régimen local, ejercerá las siguientes funciones:
a) El análisis de las necesidades y de la problemática social existentes en su ámbito 

territorial.
b) El tratamiento de datos, información y documentos de las personas usuarias de los 

servicios sociales, al objeto de su incorporación al sistema de información de servicios 
sociales y a la Historia Social Única Electrónica en los términos establecidos en el título X.

c) La titularidad y gestión de los servicios sociales generales en los términos 
establecidos en los artículos 9 y 10 de la presente Ley.
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d) La programación de los servicios sociales de su competencia conforme a la 
planificación de la Administración del Principado de Asturias y la coordinación de sus 
actividades con las instituciones y asociaciones privadas en el ámbito de su territorio.

e) La gestión de los programas y de las ayudas económicas que le pueda encomendar la 
Administración del Principado de Asturias según se determine mediante convenio entre 
ambas Administraciones.

Artículo 8.  Delegación o encomienda de gestión.
Las Administraciones Públicas competentes en materia de servicios sociales, con el fin 

de mejorar la eficacia de la gestión pública y la atención a las personas usuarias, podrán 
delegar o encomendar la prestación o gestión de sus servicios o establecer convenios de 
colaboración de conformidad con los instrumentos previstos en el ordenamiento jurídico.

TÍTULO III
Ordenación del sistema público de servicios sociales

CAPÍTULO I
Ordenación funcional

Artículo 9.  Estructura del sistema.
El sistema público de servicios sociales se organiza en los siguientes niveles de 

actuación:
a) Servicios sociales generales.
b) Servicios sociales especializados.

Artículo 10.  Servicios sociales generales.
1. Los servicios sociales generales constituyen el punto de acceso inmediato al sistema 

público de servicios sociales, el primer nivel de éste y el más próximo a la persona usuaria y 
a los ámbitos familiar y social.

2. El centro de servicios sociales es la unidad básica de funcionamiento del sistema y 
estará dotado con un equipo multidisciplinar integrado por profesionales del campo de las 
ciencias sociales cuyo ámbito de actuación es la zona básica de servicios sociales.

Su composición se determinará en función de las características de la zona básica de 
servicios sociales a través del Mapa asturiano de servicios sociales.

3. A efectos de cumplir con el principio de proximidad, los centros de servicios sociales 
podrán organizar su actividad a través de unidades de trabajo social, que desarrollarán su 
labor de acuerdo con una metodología de trabajo en equipo.

Artículo 11.  Funciones de los servicios sociales generales.
Corresponde a los servicios sociales generales el ejercicio de las siguientes funciones:
a) Realización de actuaciones preventivas de las situaciones de riesgo y necesidad 

social del conjunto de la población asturiana.
b) Ser centros de información, valoración, diagnóstico y orientación para la población en 

cuanto a los derechos y recursos sociales existentes y a las intervenciones sociales que les 
puedan corresponder.

c) Prestar servicios de ayuda a domicilio y apoyos a la unidad convivencial.
d) Desarrollar programas de intervención orientados a proporcionar los recursos y 

medios que faciliten la integración y la participación social de las personas, familias y grupos 
en situación de riesgo.

e) Desarrollar programas de alojamientos alternativos temporales destinados 
principalmente a transeúntes.

f) Gestionar prestaciones de emergencia social.
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g) Ordenar y disponer sus actuaciones de manera coordinada con los planes y 
actuaciones dependientes de la Comunidad Autónoma.

h) Gestionar la tramitación de las prestaciones económicas que correspondan al ámbito 
municipal o aquellas otras que se les puedan delegar o encomendar.

i) Detección de necesidades sociales en su ámbito territorial, proporcionando la 
información necesaria para la planificación en dicho ámbito y en el general.

Artículo 12.  Servicios sociales especializados.
1. Los servicios sociales especializados son aquellos que diseñan y ejecutan 

intervenciones de mayor complejidad técnica e intensidad de atención que las realizadas por 
los servicios sociales generales a través de centros, servicios y programas dirigidos a 
personas y colectivos que requieren de una atención específica.

2. Los servicios sociales especializados se ordenarán tomando como referencia las 
áreas territoriales en las que se dispondrán los distintos recursos que los integran 
atendiendo a características sociodemográficas según se determine reglamentariamente a 
través del Mapa asturiano de servicios sociales.

Artículo 13.  Funciones de los servicios sociales especializados.
1. Los servicios sociales especializados realizarán las siguientes funciones:
a) Realización de actuaciones preventivas de las situaciones de riesgo y necesidad 

social del conjunto de la población asturiana.
b) Evaluar y diagnosticar situaciones de severa desprotección o dependencia.
c) Valorar y determinar el acceso a las prestaciones económicas propias de este nivel de 

actuación.
d) Elaborar y ejecutar intervenciones técnicas adecuadas al grado de complejidad 

detectado en el proceso de evaluación diagnostica.
e) Proporcionar apoyos para prevenir y corregir las situaciones de grave riesgo de 

exclusión, dependencia o desprotección social.
f) Promover medidas de reinserción en su ámbito de actuación.
g) Gestionar centros, dispositivos, programas y prestaciones específicas.
h) Prestar colaboración a los servicios sociales generales.
2. Estas funciones podrán realizarse en el nivel de los servicios sociales especializados o 

mediante el apoyo a los servicios sociales generales, estableciendo los mecanismos de 
coordinación precisos con la Federación Asturiana de Concejos, para garantizar el mejor 
servicio a los ciudadanos y evitar duplicidades y situaciones de carencia asistencial.

CAPÍTULO II
Ordenación territorial

Artículo 14.  Organización territorial.
1. El sistema público de servicios sociales se organizará territorialmente en áreas, 

distritos, zonas básicas y zonas especiales de servicios sociales.
2. La organización territorial vendrá establecida en el Mapa asturiano de servicios 

sociales que se aprobará reglamentariamente. En todo caso, las áreas de servicios sociales 
coincidirán con las establecidas en el Mapa sanitario de Asturias.

Artículo 15.  Áreas de servicios sociales.
1. Las áreas de servicios sociales constituyen las estructuras territoriales del sistema 

público de servicios sociales, en cuyo ámbito se organizarán y distribuirán los centros y 
programas de los servicios sociales especializados, así como los de apoyo a los servicios 
sociales generales.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el número anterior, de acuerdo con la planificación 
general podrán existir recursos de servicios sociales especializados de ámbito general en 
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atención a sus características y la extensión de su cobertura no adscritos a un área de 
servicios sociales.

3. En cada área de servicios sociales se establecerá una estructura de gestión unitaria 
de los centros, programas y prestaciones que se desarrollen en su demarcación territorial 
dependientes de la Administración del Principado de Asturias, en los términos establecidos 
en el Mapa asturiano de servicios sociales.

Artículo 16.  Distritos.
Los concejos de más de 20.000 habitantes constituirán un distrito, que englobará una o 

varias zonas básicas de servicios sociales.

Artículo 17.  Zonas básicas de servicios sociales.
La zona básica de servicios sociales es la unidad primaria de la organización de los 

servicios sociales generales y abarcará demarcaciones de entre 3.000 y 20.000 habitantes 
que corresponderán a un concejo o a la agrupación de varios en los términos de la 
legislación básica de régimen local, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior 
respecto de los concejos de más de 20.000 habitantes.

Artículo 18.  Zonas especiales de servicios sociales.
Los territorios que por sus características geográficas, demográficas y de medios de 

comunicación no reúnan las condiciones establecidas reglamentariamente para constituir 
una zona básica tendrán la consideración de zona especial.

TÍTULO IV
Prestaciones del sistema público de servicios sociales

Artículo 19.  Prestaciones.
1. A efectos de lo dispuesto en la presente Ley son prestaciones del sistema público de 

servicios sociales los servicios, las intervenciones técnicas, los programas y las ayudas 
destinadas al cumplimiento de los fines del mismo.

2. El sistema público de servicios sociales comprenderá las siguientes prestaciones:
a) Información general y personalizada.
b) Valoración y diagnóstico.
c) Orientación individual o familiar.
d) Medidas dirigidas a prevenir la exclusión social y a promover la autonomía de las 

personas.
e) Actuaciones dirigidas a garantizar la protección de los menores.
f) Medidas de apoyo familiar.
g) Medidas de apoyo a las personas dependientes y sus familias, entendiendo como 

tales a las personas que por razones ligadas a la falta o a la pérdida de capacidad física, 
psíquica o intelectual tienen necesidad de una asistencia o ayuda importante para la 
realización de las actividades de la vida diaria.

h) Medidas y ayudas técnicas para la atención, rehabilitación y el fomento de la inserción 
social de personas con necesidades especiales por causa de su discapacidad.

i) Medidas dirigidas a garantizar ingresos mínimos y fomentar la inclusión social.
j) Medidas de apoyo, individuales o familiares, en situaciones de emergencia social.
k) Medidas dirigidas a la protección jurídica de las personas que tengan disminuida su 

capacidad de obrar y les impida valerse por sí mismas.
l) Medidas dirigidas a incrementar la autonomía personal, la participación social y el 

desarrollo comunitario.
m) Prestaciones económicas.
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Artículo 20.  Catálogo de prestaciones.
1. El catálogo de prestaciones, que será aprobado por decreto, detallará el conjunto de 

prestaciones del sistema público de servicios sociales.
2. El catálogo de prestaciones distinguirá como fundamentales aquellas que serán 

exigibles como derecho subjetivo en los términos establecidos en el mismo directamente o 
previa indicación técnica y prueba objetiva de su necesidad, con independencia, en todo 
caso, de la situación económica de los beneficiarios.

3. El catálogo de prestaciones tendrá carácter complementario respecto de las 
prestaciones de la Administración General del Estado en el ámbito de la Seguridad Social y 
su desarrollo será progresivo.

Artículo 21.  Información general y especializada.
1. La información general y especializada consistirá en ofrecer a las personas usuarias la 

información que resulte necesaria para que conozcan el contenido de las prestaciones del 
sistema público de servicios sociales y de otros sistemas de bienestar y, en su caso, para 
que puedan acceder a las mismas.

2. Asimismo, las personas usuarias tendrán derecho a conocer, en cualquier momento, 
el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de 
interesados.

Artículo 22.  Valoración y diagnóstico.
La prestación de valoración y diagnóstico tiene por objeto el estudio conveniente para 

realizar la valoración individualizada y hacer una evaluación integral de necesidades que 
permitan fundamentar el diagnóstico del caso.

Artículo 23.  Orientación individual y familiar.
La prestación de orientación individual y familiar tiene por objeto, una vez evaluadas y 

diagnosticadas las necesidades de la persona usuaria, orientarla hacia las prestaciones que 
resulten más idóneas, debiendo elaborar al efecto un plan individual de atención siempre 
que se estime necesario algún tipo de intervención que requiera seguimiento y que la 
persona usuaria preste su consentimiento para ello.

Artículo 24.  Prevención de la exclusión social.
Las medidas dirigidas a prevenir la exclusión social y a promover la autonomía de las 

personas consistirán en programas o acciones de tipología diversa dirigidas tanto a personas 
como a grupos específicos y a la comunidad a la que pertenecen para favorecer su propia 
promoción y las posibilidades de participación social, evitando los efectos de la marginación 
y la exclusión social, movilizando los recursos y estrategias necesarias para la adquisición y 
desarrollo de habilidades y capacidades que permitan la inserción y la autonomía individual 
dentro de la comunidad.

Artículo 25.  Protección de los menores.
Las prestaciones en materia de protección de menores garantizarán que el menor, en 

toda actuación protectora, goce de los derechos individuales y colectivos reconocidos por la 
Constitución, la legislación del Principado de Asturias en la materia y el resto del 
ordenamiento jurídico, así como los convenios, tratados y pactos internacionales que forman 
parte del ordenamiento interno, especialmente la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los derechos del niño de 1989.

Artículo 26.  Apoyo familiar.
Las medidas de apoyo familiar tienen por finalidad orientar, asesorar y dar apoyo a la 

familia favoreciendo el desarrollo de la convivencia y previniendo la marginación social.
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Artículo 27.  Apoyo a las personas dependientes.
Las prestaciones en materia de apoyo a las personas dependientes consistirán en el 

conjunto de actuaciones, recursos y medidas que tengan por fin dar una respuesta adecuada 
a sus necesidades y los correspondientes apoyos a sus familias cuidadoras.

Artículo 28.  Inserción social de personas con discapacidad.
Las prestaciones para el cuidado y el fomento de la inserción social de las personas con 

necesidades especiales por causa de su discapacidad consistirán en el conjunto de medidas 
y ayudas técnicas dirigidas a prestar los cuidados necesarios, a desarrollar sus 
competencias y fomentar su autonomía y a favorecer la integración social y la participación. 
Se incluyen aquí los programas de atención temprana dirigidos a recién nacidos y niños para 
favorecer su evolución y desarrollo.

Artículo 29.  Inclusión social.
1. Las prestaciones dirigidas a garantizar ingresos mínimos y fomentar la inclusión social 

tendrán por objeto facilitar el apoyo para la satisfacción de las necesidades básicas a 
personas en situación de riesgo social, así como remover los obstáculos que dificulten que 
las condiciones de igualdad y participación del individuo y de los grupos sean reales y 
efectivas.

2. Las prestaciones económicas de ingreso mínimo se podrán complementar con 
medidas que desarrollen la adquisición de habilidades sociales y competencias laborales 
para facilitar mejor la integración social. Igualmente, se fomentarán pautas de convivencia 
que faciliten el acceso a la vivienda.

Artículo 30.  Situaciones de emergencia social.
Las medidas individuales o familiares en situaciones de emergencia tienen como objetivo 

paliar de una manera urgente y temporal las situaciones de necesidad surgidas como 
producto de problemática diversa.

Artículo 31.  Protección jurídica de las personas que tengan disminuida su capacidad de 
obrar.

Las medidas dirigidas a la protección jurídica de las personas que tengan disminuida su 
capacidad de obrar y que no puedan valerse por sí mismas tienen por objeto defender los 
intereses y derechos de las personas que se encuentren en dicha situación y conllevan la 
adopción de medidas tendentes a asegurar su bienestar.

Artículo 32.  Participación social y desarrollo comunitario.
Las medidas dirigidas a incrementar la participación social y el desarrollo comunitario 

suponen un conjunto de programas y acciones dirigidas tanto a individuos como a grupos 
específicos y a la comunidad a la que pertenecen para favorecer su propia promoción y las 
posibilidades de participar tanto en la movilización de recursos comunitarios como las 
estrategias necesarias para estimular su implicación en la solución de problemas y el 
fortalecimiento de las redes sociales de apoyo.

Artículo 33.  Prestaciones económicas.
1. Las prestaciones económicas del sistema público de servicios sociales se regirán por 

su normativa específica y consistirán en subvenciones y ayudas económicas ordinarias o de 
emergencia.

2. El titular de la Consejería con competencia en materia de servicios sociales podrá 
conceder a propuesta de las correspondientes comisiones de valoración, con carácter 
excepcional, a las personas que se encuentren en situaciones de extrema necesidad ayudas 
económicas de emergencia, tanto de carácter periódico como no periódico.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 4  Ley de servicios sociales

– 37 –



TÍTULO V
Participación

CAPÍTULO I
Órganos consultivos y de participación

Artículo 34.  Garantía de participación.
Las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma garantizarán la participación 

de la ciudadanía en la planificación y gestión del sistema público de servicios sociales de 
acuerdo con lo establecido en el presente capítulo.

Artículo 35.  Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias.
1. El Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias se constituye como 

órgano de carácter consultivo adscrito a la Consejería competente en materia de servicios 
sociales.

2. El Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias estará integrado por 
los siguientes miembros:

a) Presidencia: quien ostente la titularidad de la Consejería competente en materia de 
servicios sociales.

b) Vicepresidencia: quien sea designado por la Presidencia de entre los vocales 
representantes de la Consejería competente en materia de bienestar social.

c) Vocales:
Un máximo de ocho miembros representantes de la Administración del Principado de 

Asturias, de los cuales cuatro habrán de proceder de la Consejería competente en materia 
de servicios sociales.

Cinco representantes de los concejos asturianos, designados por la Federación 
Asturiana de Concejos.

Dos representantes de las organizaciones empresariales más representativas en el 
ámbito del Principado de Asturias, designados por la Federación Asturiana de Empresarios.

Dos representantes de las organizaciones sindicales de mayor implantación en la 
Comunidad Autónoma, designados por éstas.

Dos representantes del Consejo de Personas Mayores del Principado de Asturias.
Dos representantes del órgano representativo que aglutina a las asociaciones de las 

personas con discapacidad. Un representante del Consejo Asturiano de la Mujer.
Un representante del Consejo de la Juventud del Principado de Asturias.
Dos representantes de la Universidad de Oviedo.
Tres representantes de entidades de la iniciativa social que trabajen en el campo de los 

servicios sociales.
Un máximo de cinco representantes de las diferentes asociaciones, federaciones, 

etcétera, representativas de los diferentes sectores que desarrollan su actividad en el campo 
de los servicios sociales.

Aquellos otros que reglamentariamente se determine.

Artículo 36.  Funciones del Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias.
Serán funciones del Consejo Asesor de Bienestar Social del Principado de Asturias:
a) Informar los anteproyectos y proyectos de disposiciones normativas de carácter 

general que afecten al ámbito de los servicios sociales.
b) Informar los programas y planes en materia de servicios sociales.
c) Asesorar y elevar a la Administración del Principado de Asturias propuestas e 

iniciativas sobre cualquier materia relativa a la acción de los servicios sociales.
d) Cualquier otra que se le atribuya en el desarrollo reglamentario de la presente Ley o 

pueda atribuirle la normativa vigente.
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Artículo 37.  Consejos locales de bienestar social.
1. Podrán constituirse consejos de bienestar social de ámbito local con carácter 

consultivo y asesor para los temas relativos a la planificación, organización y funcionamiento 
del sistema público de servicios sociales dentro del concejo o zona básica de servicios 
sociales.

2. Estos consejos deberán fomentar, en todo caso, la participación ciudadana.
3. La determinación de su composición y régimen de funcionamiento será competencia 

de las propias Administraciones locales.

Artículo 38.  Consejos asesores de carácter sectorial.
Las Administraciones Públicas promoverán la constitución de consejos asesores y 

consultivos, que realizarán dichas funciones en los distintos ámbitos de actuación de los 
servicios sociales.

CAPÍTULO II
Derechos y deberes de las personas usuarias de los servicios sociales

Artículo 39.  Derechos.
Las personas usuarias de los servicios sociales, en los términos establecidos en el 

ordenamiento jurídico, gozarán de los siguientes derechos:
a) A acceder y disfrutar del sistema público de servicios sociales en condiciones de 

igualdad, sin discriminación por razón de raza, sexo, orientación sexual, estado civil, edad, 
discapacidad, ideología o creencia, condiciones económicas y territoriales.

b) A la libertad ideológica, religiosa y de culto.
c) A no ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
d) Al ejercicio de la libertad individual para el ingreso, permanencia y salida de los 

centros de atención de servicios sociales, sin perjuicio de lo establecido en la legislación civil 
respecto a las personas con capacidad de obrar limitada.

e) Al secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y 
telefónicas, salvo lo que se disponga en resolución judicial.

f) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión.
g) A participar en la toma de decisiones que le afecten individual o colectivamente 

mediante los cauces establecidos legalmente o en el Reglamento de régimen interior.
h) A asociarse al objeto de favorecer su participación en la programación y en el 

desarrollo de actividades.
i) A la consideración en el trato debida a la dignidad de la persona, tanto por parte del 

personal de los servicios sociales como de las otras personas usuarias.
j) Al secreto profesional de los datos de su expediente personal, historial clínico o social.
k) A recibir información en términos comprensibles completa y continuada, verbal o 

escrita sobre su situación, así como al acceso a su expediente individual y a la obtención de 
un informe cuando así lo soliciten, siempre que ostenten la condición de interesado.

l) A mantener relaciones interpersonales, respetando el derecho a recibir visitas.
m) A una asistencia individualizada acorde con sus necesidades específicas.
n) A la máxima intimidad en la convivencia en función de las condiciones estructurales 

de los centros y servicios.
o) Los demás reconocidos en la presente Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 40.  Deberes.
1. Son deberes de las personas usuarias:
a) Cumplir las normas para el acceso al sistema público de servicios sociales, 

observando veracidad en la solicitud así como una correcta y adecuada utilización de las 
prestaciones.

b) Observar una conducta basada en el mutuo respeto, tolerancia y colaboración 
encaminada a facilitar una mejor convivencia.
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c) Cumplir el Reglamento de régimen interior.
d) Seguir el programa y las orientaciones prescritas por los profesionales competentes, 

cumpliendo las disposiciones contenidas en los referidos instrumentos.
e) Usar, cuidar y disfrutar de manera responsable y conforme a las normas de las 

instalaciones, colaborando al mantenimiento de su habitabilidad.
f) Abonar la contraprestación económica que, en su caso, se determine para acceder y 

disfrutar de los servicios y prestaciones, contribuyendo así a la financiación del sistema 
público de servicios sociales.

g) Cumplir los compromisos, contraprestaciones y obligaciones que la naturaleza de las 
prestaciones determine.

2. La exigencia de los deberes recogidos en el número anterior se modulará en función 
de la capacidad de la persona usuaria y, cuando proceda, deberán ser cumplidos por sus 
padres o tutores.

CAPÍTULO III
Voluntariado

Artículo 41.  Voluntariado.
El Principado de Asturias promoverá y fomentará la participación solidaria y altruista de 

las ciudadanas y ciudadanos en actuaciones de voluntariado a través de entidades de 
voluntariado públicas o privadas.

TÍTULO VI
Responsabilidad pública e iniciativa social

Artículo 42.  Creación de centros y servicios públicos.
La creación de centros y servicios sociales de titularidad pública estará sujeta a las 

condiciones y requisitos de calidad y garantía en las prestaciones que se establecen en la 
presente Ley y en las normas reglamentarias que la desarrollen.

Artículo 43.  Autorización administrativa de centros y servicios privados.
1. Con el fin de garantizar la calidad en la prestación de los servicios sociales, los 

centros y servicios de titularidad privada que desarrollen sus actividades en el ámbito del 
Principado de Asturias requerirán de autorización administrativa previa para su instalación y 
funcionamiento, así como para las modificaciones que respecto de su estructura y régimen 
inicial puedan establecerse.

2. Reglamentariamente se determinarán las condiciones de autorización, registro y 
acreditación de los centros y servicios a que se refiere el número anterior, que, al objeto de 
garantizar la calidad en la prestación de los servicios, podrán establecer:

a) Condiciones de emplazamiento y edificación.
b) Condiciones materiales y de equipamiento exigibles.
c) Número mínimo de efectivos del personal asistencial.
d) Exigencia de titulación para los profesionales.
e) Requisitos funcionales, tales como los referidos, entre otros, a planes generales de 

intervención, desarrollo de programas y metodología y procedimientos de trabajo.
3. De acuerdo con lo establecido en el número anterior, los centros de atención de 

servicios sociales que hayan obtenido la correspondiente autorización, deberán inscribirse 
en el Registro de centros de atención de servicios sociales adscrito a la Consejería 
competente en materia de servicios sociales.

También se inscribirá en dicho Registro la acreditación de los centros de atención de 
servicios sociales que cumplan los requisitos reglamentariamente establecidos para tal fin.
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Artículo 44.  Formas de prestación de los servicios sociales. Régimen de actuación de las 
entidades de iniciativa privada.

1. El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, puede organizar la 
prestación a las personas de los servicios sociales previstos en el catálogo de prestaciones o 
en su planificación autonómica, a través de las siguientes formas:

a) Gestión directa o con medios propios, que será la forma preferente.
b) Prestación de servicios a las personas por la Administración local, a través de 

cualesquiera de las fórmulas de colaboración y cooperación entre Administraciones públicas 
previstas en el ordenamiento jurídico.

c) Acuerdos de acción concertada con entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro.
d) Gestión indirecta en el marco general de la normativa de contratación del sector 

público.
2. Se reconoce el derecho de la iniciativa privada, a participar en los servicios sociales 

mediante la creación de centros y servicios, y la gestión de programas y prestaciones de 
esta naturaleza.

3. El ejercicio de este derecho por las entidades de iniciativa privada y su integración en 
el sistema de servicios sociales quedarán sujetos al régimen de autorización, acreditación y 
registro establecido en esta ley y en las disposiciones reglamentarias que la desarrollen.

4. La actividad de la iniciativa privada en materia de servicios sociales se regula por lo 
dispuesto en esta ley y en la planificación autonómica de los servicios sociales previstos 
para cada caso.

5. El Principado Asturias promoverá, facilitará e impulsará la participación de entidades 
de iniciativa social en la realización de actividades y programas en materia de acción social, 
entidades a las que se dotará de un estatuto propio de colaboración con la Administración 
del Principado. A los efectos de esta Ley se entiende por entidades de iniciativa social 
aquellas que siendo sin ánimo de lucro, realicen actividades de servicios sociales.

Artículo 44 bis.  Régimen del concierto social.
(Derogado).

Artículo 44 ter.  Objeto de los conciertos sociales.
(Derogado).

Artículo 44 quater.  Efectos de los conciertos sociales.
(Derogado).

Artículo 44 quinquies.  Requisitos exigibles para acceder al régimen de concierto social.
(Derogado).

Artículo 44 sexies.  Duración, modificación, renovación y extinción de los conciertos 
sociales.

(Derogado).

Artículo 44 septies.  Formalización de los conciertos sociales.
(Derogado).

Artículo 44 octies.  Convenios para la gestión de las prestaciones del catálogo de servicios 
sociales y acuerdos de colaboración.

(Derogado).

Artículo 44 nonies.  Financiación pública de la iniciativa social.
(Derogado).
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Artículo 45.  Declaración de interés.
El Principado de Asturias podrá, en los términos previstos en la legislación específica de 

sus correspondientes formas jurídicas, declarar de interés para la Comunidad Autónoma 
aquellas entidades sin ánimo de lucro que presten servicios sociales y cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Realizar las prestaciones de carácter social e interés general que den origen a la 
declaración dentro del territorio de la Comunidad Autónoma.

b) Figurar inscritas en el Registro de Entidades de Interés Social cuya organización y 
funcionamiento se determinarán reglamentariamente.

TÍTULO VII
Financiación

Artículo 46.  Fuentes de financiación.
El sistema público de servicios sociales se financiará con cargo a:
a) Los presupuestos generales del Principado de Asturias.
b) Los presupuestos de los ayuntamientos.
c) Las aportaciones de las personas usuarias.
d) Cualquier otra aportación económica que amparada en el ordenamiento jurídico vaya 

destinada a tal fin.

Artículo 47.  Colaboración entre Administraciones Públicas.
1. La colaboración entre las distintas Administraciones se instrumentará a través de 

convenios o cualquier otra figura prevista en el ordenamiento jurídico a fin de condicionarla al 
cumplimiento de los objetivos determinados en la planificación general de los servicios 
sociales en el territorio del Principado de Asturias y a un estricto control financiero.

2. Para la financiación de los convenios o de las subvenciones que el Principado de 
Asturias formalice con las entidades locales se podrán adquirir compromisos de gasto que se 
extiendan a ejercicios futuros, con el objeto de garantizar que la prestación de los servicios 
sociales y el desarrollo de los programas en materia de asistencia o acción social objeto de 
aquellos se realice en un marco estable. A estos efectos, los compromisos de gastos que se 
asuman tendrán el carácter a efectos contables y de tramitación de plurianuales y se 
ajustarán a las condiciones y limitaciones previstas en su normativa reguladora.

Artículo 48.  Aportaciones de las personas usuarias.
1. Las Administraciones públicas competentes podrán establecer la participación de las 

personas usuarias en la financiación de los servicios y prestaciones del sistema público de 
servicios sociales. Dicha participación se basará en los principios de solidaridad y 
redistribución de acuerdo con los criterios generales que se establecen en la presente Ley y 
en las normas que la desarrollen.

2. La participación de las personas usuarias en la financiación del sistema público de 
servicios sociales vendrá determinada por la ponderación de los siguientes criterios:

a) El coste del servicio.
b) El grado de utilización por la persona usuaria de los servicios o prestaciones.
c) Los ingresos y el patrimonio de la persona usuaria en los términos que 

reglamentariamente se determinen.
3. Ninguna persona usuaria quedará excluida de los servicios o de las prestaciones del 

sistema por carecer de recursos económicos.
4. La calidad del servicio o de las prestaciones no podrá ser determinada en ningún caso 

en función de la participación de las personas usuarias en el coste de los mismos.
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TÍTULO VIII
Inspección y calidad

Artículo 49.  Función inspectora.
1. Corresponde a la Consejería competente en materia de asuntos sociales la función 

inspectora de las entidades, centros y servicios ya sean públicos o privados con el fin de 
verificar el exacto cumplimiento de la normativa que les es de aplicación, de tal manera que 
quede garantizada la calidad de los servicios sociales que se presten en el territorio del 
Principado de Asturias.

2. Para el desarrollo de la función inspectora la Consejería competente en materia de 
asuntos sociales contará, además de con su propio servicio de Inspección, con el apoyo de 
los servicios de inspección adscritos a otros departamentos de la Administración del 
Principado de Asturias y con la colaboración de otras Administraciones Públicas con 
facultades inspectoras.

Artículo 50.  Personal inspector.
1. El personal inspector tendrá la condición de funcionario público.
2. El personal inspector tiene en el ejercicio de sus funciones la condición de autoridad 

pública, para lo cual los inspectores actuantes deberán acreditarse como tales, pudiendo 
recabar si lo estiman oportuno para el cumplimiento de sus atribuciones el auxilio de otras 
instituciones públicas.

3. En el ejercicio de sus funciones los inspectores de servicios sociales estarán 
autorizados para:

a) Entrar libremente en cualquier momento y sin previa notificación en todo centro, 
establecimiento o servicio sujeto a esta Ley.

b) Efectuar las pruebas, tomas de muestras, investigaciones o exámenes necesarios 
para comprobar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley y sus normas 
de desarrollo.

c) Realizar cuantas actuaciones sean precisas para el cumplimiento de sus funciones.
4. La Inspección actuará de oficio por denuncia, orden superior o a petición razonada de 

otros órganos administrativos. La inspección también podrá realizarse a petición de la propia 
entidad, centro o servicio.

Artículo 51.  Funciones básicas de la Inspección.
Las funciones básicas de la Inspección de Servicios Sociales, sin perjuicio de las que 

pudieran corresponder a otros organismos, son las siguientes:
a) Velar por el respeto de los derechos de los usuarios de los servicios sociales.
b) Controlar el cumplimiento de la normativa vigente y el nivel de calidad de los servicios 

sociales que se presten en el Principado de Asturias.
c) Supervisar el destino y la adecuada utilización de los fondos públicos del Principado 

de Asturias concedidos a personas físicas o jurídicas por medio de subvenciones, contratos, 
convenios o cualquier otra figura similar contemplada en la normativa vigente.

d) Formular propuestas de mejoras en la calidad de los servicios sociales.

Artículo 52.  Desarrollo de la función inspectora.
Para el desarrollo de sus funciones, la Inspección de Servicios Sociales llevará a cabo 

las siguientes actividades:
a) Vigilar el cumplimiento de la normativa vigente en materia de servicios sociales, 

proponiendo al órgano competente la incoación del correspondiente procedimiento 
sancionador cuando comprobase la existencia de una posible infracción o del procedimiento 
de adopción de las medidas correctoras necesarias.

b) Obtener información que facilite el control de calidad de los servicios sociales que se 
presten en el ámbito del Principado de Asturias.
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c) Asesorar e informar sobre la manera más efectiva de cumplir las disposiciones cuya 
vigilancia tiene encomendada.

d) Elaborar informes y estudios en relación con las materias objeto de inspección.
e) Cualquier otra que le atribuya la normativa vigente en materia de servicios sociales.

TÍTULO IX
Régimen sancionador

Artículo 53.  Responsabilidad administrativa.
1. Son sujetos responsables de las infracciones en materia de servicios sociales las 

personas físicas o jurídicas titulares o gestores de las entidades, centros o servicios que 
actúen en las áreas de intervención señaladas en la presente Ley.

2. También serán responsables las personas usuarias de centros o servicios públicos en 
los términos establecidos en la presente Ley.

3. Las responsabilidades administrativas derivadas de la presente Ley se exigirán sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o laborales en que pudiera haber incurrido 
el infractor con su actuación.

Artículo 54.  Infracciones.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de servicios sociales las acciones 

u omisiones tipificadas en esta Ley, sin perjuicio de las contempladas en otras leyes 
especiales.

2. Las infracciones establecidas en esta Ley se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 55.  Infracciones leves.
1. Son infracciones leves las acciones u omisiones siguientes:
a) El cambio de titularidad de los servicios sin autorización administrativa.
b) Mantener los locales, instalaciones, mobiliario o enseres con deficiencias en su 

estado, funcionamiento, limpieza o higiene sin que se derive de ello riesgo para la integridad 
física o la salud de los usuarios.

c) Prestar una asistencia inadecuada a las personas usuarias, siempre que no se les 
causen perjuicios de carácter grave.

d) Todas aquellas que constituyan un incumplimiento de las obligaciones o vulneración 
de las prohibiciones establecidas por la normativa reguladora de las condiciones materiales y 
funcionales mínimas que han de cumplir las entidades, centros o servicios que presten 
servicios sociales y que no estén tipificadas expresamente por la ley como graves o muy 
graves, siempre que la acción u omisión no ponga en peligro la seguridad o salud de los 
usuarios.

e) Las cometidas por imprudencia, siempre que la alteración o riesgo para la salud o 
seguridad de los usuarios fuese de escasa entidad.

2. También constituyen infracciones leves los incumplimientos de los deberes inherentes 
a la condición de personas usuarias de centros o servicios públicos consistentes en:

a) Promover o participar en discusiones o altercados violentos en perjuicio de la 
convivencia.

b) Faltar levemente a la consideración debida a la dirección, personal del centro, resto de 
usuarios o visitantes.

c) Incumplir las normas que sobre el régimen de permanencia o continuidad en el centro 
o servicio prevea el correspondiente Reglamento de régimen interior sobre permanencia en 
el centro.

d) Utilizar de forma inadecuada las instalaciones medios y servicios o perturbar las 
actividades del mismo alterando las normas de convivencia y respeto mutuo.

e) Incumplir las obligaciones recogidas en el Reglamento de régimen interior que por su 
naturaleza y gravedad no sean tipificadas como graves o muy graves.
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Artículo 56.  Infracciones graves.
1. Son infracciones graves las acciones u omisiones siguientes:
a) La apertura y funcionamiento de un centro o servicio sin tener la autorización 

administrativa adecuada.
b) Realizar modificaciones sustanciales en la estructura física de los edificios o en sus 

dependencias cuando aquéllas puedan afectar al mantenimiento o supresión de la 
autorización administrativa.

c) Mantener los locales, instalaciones, mobiliario o enseres con deficiencias en su 
estado, funcionamiento, limpieza o higiene derivándose de ello riesgo para la integridad 
física o la salud de los usuarios.

d) Prestar una asistencia inadecuada a las personas usuarias con riesgo para la 
integridad física o la salud de los usuarios.

e) Obstruir la labor inspectora de modo que se retrase el cumplimiento de las 
obligaciones de información, comunicación o comparecencia.

f) Incumplir los requerimientos específicos que formulen las autoridades, siempre que se 
produzcan por primera vez.

g) La alteración dolosa de los aspectos sustantivos para el otorgamiento de la 
autorización de los centros o servicios.

h) Dificultar o impedir a las personas usuarias de los servicios el disfrute de los derechos 
reconocidos por la normativa vigente.

i) Falsear los documentos y datos requeridos por la Administración.
j) Incumplir el deber de sigilo y confidencialidad con respecto a los datos personales y 

sanitarios de los usuarios.
2. También constituyen infracciones graves los incumplimientos de los deberes 

inherentes a la condición de personas usuarias de centros o servicios públicos consistentes 
en:

a) La reincidencia en las faltas leves.
b) Faltar gravemente a la consideración debida a la dirección, personal del centro, resto 

de usuarios o visitantes.
c) Ocasionar daños graves en los bienes del centro o perjuicios notorios al normal 

desarrollo de los servicios o a la convivencia del centro.
d) Incumplimiento grave de las normas que sobre el régimen de permanencia o 

continuidad en el centro o servicio prevea el correspondiente Reglamento de régimen 
interior.

e) Incumplimiento grave de las obligaciones recogidas, en su caso, en el Reglamento de 
régimen interior que por su naturaleza y gravedad no estén tipificadas como muy graves.

Artículo 57.  Infracciones muy graves.
1. Son infracciones muy graves las acciones u omisiones siguientes:
a) La apertura y funcionamiento de un centro o servicio careciendo de la autorización 

adecuada con perjuicio para la integridad física o la salud de los usuarios.
b) Mantener los locales, instalaciones, mobiliario o enseres con deficiencias en su 

estado, funcionamiento, limpieza o higiene derivándose de ello perjuicio grave para la 
integridad física o la salud de los usuarios.

c) Prestar una asistencia inadecuada a las personas usuarias causándoles con ello un 
perjuicio grave.

d) Obstruir la labor inspectora por impedir el acceso al centro o servicio, resistencia 
reiterada, coacción, amenazas, violencia o cualquier otra forma de presión ejercida sobre los 
inspectores.

e) No salvaguardar el derecho a la intimidad de las personas usuarias.
f) Proporcionar a los usuarios un trato degradante que afecte a su dignidad.
g) Prestar servicios sociales tratando de ocultar o enmascarar su verdadera naturaleza al 

objeto de eludir la aplicación de la legislación vigente en la materia.
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2. También constituyen infracciones muy graves los incumplimientos de los deberes 
inherentes a la condición de personas usuarias de centros o servicios públicos consistentes 
en:

a) La reincidencia en las faltas graves.
b) Agresión física o malos tratos hacia la dirección, personal del centro, resto de usuarios 

o visitantes.
c) Sustraer bienes del centro, del personal o del resto de residentes o visitantes.
d) Ocasionar daños o perjuicios muy graves en los bienes, instalaciones o en el normal 

desarrollo de los servicios o en la convivencia del centro.

Artículo 58.  Sanciones.
La aplicación de las sanciones se realizará de la siguiente forma:
a) Por las infracciones leves se podrán imponer las siguientes sanciones:
Apercibimiento.
Multa de 301 a 3.005 euros.
Para el caso de infracción de las personas usuarias, suspensión de los derechos de 

usuario por un período no superior a 15 días.
b) Por las infracciones graves se podrán imponer las siguientes sanciones:
Multa de 3.005,01 a 15.025 euros.
Asimismo, el órgano sancionador podrá acordar con carácter accesorio la imposición de 

las sanciones siguientes:
Prohibición de acceder a la financiación pública del Principado de Asturias durante un 

período de hasta un año.
Suspensión del funcionamiento del servicio o centro por un período máximo de un año.
Para el caso de infracción de las personas usuarias:
Suspensión de los derechos de usuario por un período no superior a seis meses.
Traslado temporal por un período no superior a dos meses.
c) Por las infracciones muy graves se podrán imponer las siguientes sanciones:
Multa de 15.025,01 a 601.012 euros.
Asimismo, el órgano sancionador podrá acordar con carácter accesorio la imposición de 

las sanciones siguientes:
Prohibición de acceder a la financiación pública del Principado de Asturias durante un 

período de hasta tres años.
Suspensión del funcionamiento por un período de hasta tres años o cierre del centro o 

servicio.
Para el caso de infracción de las personas usuarias:
Suspensión de los derechos de usuario por un período no superior a dos años.
Traslado temporal por un período no superior a seis meses.
Traslado definitivo.
2. Las cuantías de las multas fijadas en este artículo podrán ser revisadas 

periódicamente por el Consejo de Gobierno en atención a la variación que experimente el 
índice de precios al consumo.

Artículo 59.  Graduación de las sanciones.
Las infracciones serán sancionadas de conformidad con lo establecido en el presente 

artículo aplicando una graduación de mínimo, medio y máximo a cada nivel de infracción, en 
función de la negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, fraude o connivencia, 
incumplimiento de las advertencias previas, reincidencia, cifra de negocios de la empresa, 
número de personas afectadas, perjuicio causado, beneficios obtenidos a causa de la 
infracción y permanencia o transitoriedad de los riesgos:
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a) Infracciones leves:
Grado mínimo: de 301 hasta 601 euros.
Grado medio: desde 601,01 hasta 1.803 euros.
Grado máximo: desde 1.803,01 hasta 3.005 euros.
b) Infracciones graves:
Grado mínimo: de 3.005,01 hasta 6.912 euros.
Grado medio: desde 6.912,01 hasta 10.818 euros.
Grado máximo: desde 10.818,01 hasta 15.025 euros.
c) Infracciones muy graves:
Grado mínimo: desde 15.025,01 hasta 210.354 euros.
Grado medio: desde 210.354,01 hasta 405.683 euros.
Grado máximo: desde 405.683,01 hasta 601.012 euros.

Artículo 60.  Prescripción.
La prescripción de las infracciones y sanciones en materia de servicios sociales de 

producirá en los plazos y términos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

Artículo 61.  Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento administrativo para la imposición de sanciones por la comisión de las 

infracciones tipificadas en la presente Ley se ajustará al general establecido a tal fin por la 
Administración del Principado de Asturias.

2. El plazo máximo de resolución y notificación del expediente sancionador en materia de 
servicios sociales será de 12 meses.

Artículo 62.  Medidas provisionales.
1. De conformidad con lo previsto en los artículos 72 y 136 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
administrativo común, el órgano competente para resolver podrá adoptar en cualquier 
momento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter provisional que resulten 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, el buen fin del 
procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y las exigencias de los 
intereses generales.

Cuando así venga exigido por razones de urgencia inaplazable, el órgano competente 
para iniciar el procedimiento podrá adoptar las medidas provisionales que resulten 
necesarias.

2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para 
iniciar el procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la 
protección provisional de los intereses implicados podrá adoptar las medidas 
correspondientes. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o 
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de 
los 15 días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en 
dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso 
acerca de las mismas.

3. Las medidas provisionales, que deberán ajustarse a la intensidad, proporcionalidad y 
necesidades de los objetivos que se pretenda garantizar en cada supuesto concreto, podrán 
consistir en:

a) Medidas para evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción.
b) Suspensión, total o parcial, del funcionamiento del centro, de la prestación del servicio 

o de la realización de actividades, incluyendo en esta última categoría la prohibición de 
aceptación de nuevos usuarios.
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c) Prestación de fianza hasta una cuantía equivalente al importe mínimo de la multa que 
podría corresponder por la comisión de la presunta infracción.

4. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del 
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o 
que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción.

En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin 
al procedimiento correspondiente.

Artículo 63.  Órgano competente para la imposición de las sanciones.
1. Los órganos competentes para la imposición de las sanciones a que se refiere la 

presente Ley serán:
a) El Consejero competente en materia de servicios sociales para las multas cuya 

cuantía no supere los 15.025 euros, incluidas las accesorias correspondientes.
b) El Consejo de Gobierno para las multas superiores a los 15.025 euros, incluidas las 

accesorias correspondientes.
2. Lo dispuesto en el párrafo anterior se establece sin perjuicio de la competencia 

sancionadora atribuida a los órganos referidos en la disposición adicional tercera de la Ley 
del Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la 
Administración del Principado de Asturias.

Artículo 64.  Publicidad de las sanciones.
Por razones de ejemplaridad y siempre que concurra alguna circunstancia de riesgo para 

la salud o seguridad de los usuarios, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o 
acreditada intencionalidad en la infracción, el órgano competente para la resolución del 
procedimiento sancionador podrá acordar la publicidad de las sanciones impuestas, una vez 
que hayan adquirido firmeza en vía administrativa, en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias y a través de los medios de comunicación social que se consideren oportunos.

Artículo 65.  Carácter supletorio del régimen sancionador.
El régimen sancionador establecido en la presente Ley será de aplicación supletoria 

respecto al establecido en otras leyes especiales en materia de servicios sociales.

TÍTULO X
Configuración del sistema de información de los Servicios Sociales

CAPÍTULO I
El sistema de información de los Servicios Sociales

Artículo 66.  Contenido y garantías del sistema.
1. El sistema de información de los servicios sociales de la Administración del Principado 

de Asturias contendrá toda la información del sistema público de servicios sociales y en 
especial la relativa a:

a) Derechos y prestaciones.
b) Servicios, programas, recursos, centros y equipamientos.
c) Organismos y entidades públicas y privadas responsables de su gestión y ejecución.
d) Mapas de procesos y procedimientos.
e) La Historia Social Única Electrónica.
2. Se garantizará un sistema de información seguro, actualizado, coordinado, 

interoperable y accesible a la ciudadanía y a las distintas personas que intervengan en 
materia de servicios sociales por su cometido profesional.
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Artículo 67.  Bases del sistema.
Las Administraciones públicas y entidades del sector público, cualquiera que sea su 

naturaleza, así como las entidades de iniciativa social y las entidades privadas que, en 
general, ejerzan funciones relacionadas con la prestación de servicios sociales en Asturias, 
estarán obligadas a suministrar al sistema de información de los servicios sociales los datos 
e información que sean necesarios para desarrollar la atención y la intervención social.

CAPÍTULO II
La Historia Social Única Electrónica

Artículo 68.  Contenido.
1. La Historia Social Única Electrónica (en adelante, HSUE) es una plataforma 

electrónica cuyo propósito es gestionar y tratar el conjunto de información y documentos en 
formato electrónico que componen el expediente de la persona usuaria del sistema público 
de servicios sociales, en los que se contienen los datos, las valoraciones, las prestaciones e 
informaciones de cualquier tipo, sobre la situación y la evolución de la atención social de una 
persona usuaria del sistema público de los servicios sociales y su unidad de convivencia 
familiar, integrada por las personas que conviven con la persona interesada y guardan con 
ella algún tipo de parentesco o afinidad que se consideren relevantes para la intervención 
social, así como la identificación de todas las personas que intervengan por su cometido 
profesional a lo largo de su proceso de intervención social.

2. A efectos de identificar de forma única, segura e inequívoca a cada persona usuaria 
se podrán tomar de referencia los datos contenidos en la base de datos poblacional del 
sistema de la tarjeta sanitaria.

Artículo 69.  Bases jurídicas para el tratamiento de datos personales.
1. El Reglamento de la Unión Europea 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (en adelante, 
Reglamento) y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales (en adelante, Ley estatal) habilitan para un 
tratamiento lícito de los datos de carácter personal en el sistema de información de servicios 
sociales, en tanto este tratamiento se lleva a cabo en cumplimiento de una misión realizada 
en interés público o en el ejercicio de los poderes públicos conferidos al responsable del 
tratamiento (artículo 6.1.e del Reglamento).

2. Será también base legítima para este tratamiento de datos personales el propio valor 
jurídico de la asistencia y protección social realizada a través de los objetivos que con el 
desarrollo e implantación de esta HSUE se pretenden, que son los siguientes:

a) La orientación en los procesos de atención e intervención social.
b) La integración de toda la información que el sistema público de servicios sociales tiene 

sobre una persona y su unidad familiar.
c) La continuidad y complementariedad de las atenciones e intervenciones entre los 

distintos niveles de actuación de los servicios sociales, derivadas de las necesidades 
surgidas a lo largo del ciclo vital de la persona.

d) La realización de los procesos de atención e intervención social con una gestión más 
eficaz y sostenible.

e) La coordinación y cooperación entre los diferentes sistemas de protección que permita 
el intercambio de información relativa a un proceso de intervención y protección social de 
una persona y su unidad familiar.

3. A su vez, el Reglamento autoriza el tratamiento de las categorías especiales de datos 
personales que se recogen en el apartado 1 del artículo 9 del mismo, al ser necesario para 
lograr una mejor protección social de las personas a las que correspondan dichas categorías 
especiales de datos o a sus unidades familiares, así como para la gestión de los sistemas y 
servicios de atención social.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 4  Ley de servicios sociales

– 49 –



4. Asimismo, el Reglamento y la Ley estatal amparan el tratamiento de datos de 
naturaleza penal al ser necesario para la protección de intereses vitales de la persona 
interesada o de otra persona física (artículo 6.1.d del Reglamento).

5. En virtud del interés público, del ejercicio de los poderes públicos y de los objetivos 
que se persiguen, el tratamiento de cualesquiera datos personales en la HSUE, necesarios 
para la gestión de los sistemas y servicios de asistencia y protección social comprende:

a) La gestión de derechos subjetivos, recursos u otras prestaciones de cualquier tipo del 
sistema público de los servicios sociales, sean económicas o no económicas.

b) Actuaciones de la entidad pública, de las entidades de iniciativa social y de las 
entidades privadas autorizadas en materia de protección de menores, de la familia, de 
personas con discapacidad o dependencia, de personas mayores y en situación de mayor 
vulnerabilidad social o económica, u otras actuaciones en que se protejan intereses de 
personas no capacitadas física o jurídicamente para dar su consentimiento.

6. El intercambio de los datos personales necesarios para documentar todos los 
procesos de atención e intervención social, mediante el sistema de HSUE, en el marco 
estricto y a los efectos únicamente de la tramitación de dichos procesos de intervención 
social, en razón a las bases jurídicas establecidas en los apartados anteriores, es una 
obligación impuesta, en virtud de esta ley, a:

a) La propia Administración del Principado de Asturias y al resto de Administraciones 
públicas del ámbito territorial del Principado de Asturias, incluidas las entidades locales u 
otras entidades del sector público, y a las diferentes entidades privadas o entidades de 
iniciativa social, cuando participen y realicen actividades y programas en materia de 
protección social en el sistema público de servicios sociales.

b) Los órganos, entidades y organismos competentes sobre otros sistemas de 
protección.

c) Los órganos, entidades u organismos competentes de otros sistemas diferentes de 
protección de servicios sociales, de acuerdo con el reparto territorial de competencias 
administrativas en materia de protección social.

d) Los organismos de carácter público con funciones estadísticas, docentes o 
investigadoras.

e) Todas las personas que intervengan por su cometido profesional en el proceso de 
atención e intervención social de las personas usuarias del sistema público de los servicios 
sociales.

7. Los datos de la HSUE serán compartidos con otros ámbitos de la Comunidad 
Autónoma, así como con los ámbitos estatal y europeo, según la normativa que en cada 
momento esté vigente, debiendo, por tanto, cumplir los criterios de normalización, 
interoperabilidad y seguridad que, en cada momento, se exijan.

8. Los datos e información objeto de intercambio entre las diferentes administraciones se 
concretarán a través de protocolos normalizados que apruebe el Consejo de Gobierno del 
Principado de Asturias, o mediante requerimiento individualizado de la Administración del 
Principado de Asturias, atendiendo a los principios de calidad de los datos, necesidad y 
proporcionalidad, para los distintos ámbitos de información que conforman la HSUE. Dichos 
protocolos serán objeto de publicación en el “Boletín Oficial del Principado de Asturias”.

9. Los datos personales relativos a las personas usuarias de la HSUE se conservarán 
mientras sigan siendo usuarias de los servicios sociales y durante el tiempo necesario para 
cumplir con las finalidades para las que fueron recabados.

Artículo 70.  Régimen jurídico y obligaciones legales.
1. El tratamiento de los datos personales necesarios para documentar el proceso de 

atención e intervención social en la HSUE se regulará por lo dispuesto en esta ley, sin 
perjuicio de lo que específicamente también se recoja en la normativa especial en materia de 
protección de datos personales, de protección de la infancia, de protección de las personas 
con discapacidad, de igualdad de género y de cualesquiera otras legislaciones sociales 
aplicables, así como en la normativa sobre derechos fundamentales y libertades que la 
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Constitución reconoce, sobre legislación procesal y sobre régimen jurídico y procedimiento 
administrativo de las Administraciones públicas.

2. Los órganos, entidades y organismos responsables de los ficheros de origen de los 
datos incluidos en la HSUE serán responsables de su corrección y calidad, sin perjuicio 
también de las responsabilidades del cesionario.

3. Todas las personas que intervengan por su cometido profesional en el proceso de 
atención e intervención social tienen el deber de cooperar en la actualización y 
mantenimiento de la HSUE.

Artículo 71.  Acceso a la información contenida en la HSUE.
1. Tendrán acceso a la información contenida en la HSUE aquellas personas que lo 

requieran para el ejercicio de su cometido profesional. Se establecerán diferentes perfiles de 
acceso limitados al contenido necesario, adecuado y pertinente, en atención a las concretas 
funciones que cada profesional tenga encomendadas, en los términos en que se desarrolle 
reglamentariamente.

2. El uso de la HSUE estará sujeto a los deberes de secreto profesional y de 
confidencialidad.

3. El acceso a la información contenida en la HSUE, así como el tratamiento de datos 
personales, con fines estadísticos, de investigación o docencia, se regirá por lo dispuesto en 
la legislación vigente en materia de protección de datos.

4. Cualquier otro acceso a la información contenida en la HSUE se realizará en los 
términos y con los requisitos exigidos por la normativa reguladora de protección de datos de 
carácter personal y en el resto de la normativa que resulte de aplicación.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  Atención sociosanitaria en programas y centros de atención de servicios sociales.
(Derogada)

Segunda.  Desarrollo reglamentario.
El Consejo de Gobierno aprobará por decreto, en el plazo máximo de ocho meses a 

partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Mapa asturiano de servicios sociales.
Asimismo, en el plazo máximo de dos años desde la entrada en vigor de esta Ley, el 

Consejo de Gobierno aprobará el Catálogo de prestaciones del sistema público de servicios 
sociales.

Tercera.  Herramienta tecnológica.
En el plazo de dos años se llevarán a cabo las tareas necesarias para la implantación 

progresiva de la plataforma informática HSUE.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  
Hasta tanto se apruebe el mapa asturiano de servicios sociales, la organización 

administrativa de los servicios sociales será la establecida en la Ley del Principado de 
Asturias 5/1987, de 11 de abril, de servicios sociales.

Segunda.  
Asimismo, hasta tanto se apruebe la organización complementaria del Consejo Asesor 

de Bienestar Social del Principado de Asturias prevista en el último párrafo del apartado 2.c) 
del art. 35 de esta Ley, así como su funcionamiento, conservará su vigencia el Decreto 
56/1988, de 28 de abril, por el que se regula la organización y funcionamiento del Consejo 
Asesor de Bienestar Social.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 4  Ley de servicios sociales

– 51 –



DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 5/1987, de 11 de abril, de servicios 

sociales, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango contradigan lo dispuesto en la 
presente Ley.

DISPOSICIÓN FINAL
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 

del Principado de Asturias.
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§ 5

Ley 3/2019, de 15 de marzo, sobre acción concertada con entidades 
de iniciativa social sin ánimo de lucro para la prestación de servicios 

de carácter social

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 58, de 25 de marzo de 2019
«BOE» núm. 108, de 6 de mayo de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-6662

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias sobre acción concertada con entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro 
para la prestación de servicios de carácter social.

PREÁMBULO
1. La Unión Europea y los Estados miembros deben tener como objetivo de sus acciones 

y políticas en el ámbito social, la mejora de las condiciones de vida de su ciudadanía, su 
adecuada protección social y la lucha contra las exclusiones, bajo el estímulo programático 
de los derechos sociales fundamentales recogidos en la Carta Social Europea y en la 
Recomendación (UE) 2017/761 de la Comisión de 26 de abril de 2017, sobre el pilar europeo 
de derechos sociales.

2. El Estado español, como manifestación del Estado social, a través de la previsión 
establecida en el artículo 9.2 de la Constitución Española, encomienda a los poderes 
públicos la tarea de facilitar la participación de todos los ciudadanos y las ciudadanas en la 
vida social. La confianza depositada en que las nuevas acciones de gobierno y políticas 
sociales sirvan como instrumentos eficaces de gestión para ofrecer avances importantes en 
la protección de los derechos sociales, refuerza la convicción de que a través del diseño y la 
ejecución de estas nuevas fórmulas de participación social se pueden alcanzar los objetivos 
sociales fijados como metas en el desarrollo de nuestra sociedad.

3. Las entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro, que son el principal exponente de 
esta participación, surgen de las propias personas y colectividades afectadas por 
determinadas problemáticas sociales y aportan en la actualidad un valor añadido a la gestión 
de los servicios sociales. La experiencia del hoy denominado tercer sector de acción social 
debe ser incorporada en la actuación pública, reconociendo su incalculable valor, no solo por 
la mejora continua en la atención a las personas beneficiarias de estos servicios, sino por la 
calidad de los recursos que ofertan.
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4. El artículo 148.1.20 de la Constitución establece que las Comunidades Autónomas 
pueden asumir competencias en materia de asistencia social. Al amparo de dicho precepto, 
el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, en el artículo 10 apartados 24 y 25, 
atribuye al Principado de Asturias la competencia exclusiva en materia de asistencia y 
bienestar social, desarrollo comunitario y actuaciones de reinserción social, y en materia de 
protección y tutela de menores, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación estatal penal, 
procesal y civil; y a su vez, el artículo 11.2 y 10 del Estatuto de Autonomía le atribuye la 
competencia de desarrollo legislativo y ejecución en materia de sanidad y régimen local.

5. La regulación contenida en esta ley se ampara en dichas competencias, y además, en 
la competencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo derivado de las 
especialidades del derecho sustantivo y de la organización propia de la comunidad 
autónoma, según el artículo 10.1.33 del Estatuto de Autonomía, al dictado del artículo 
149.1.18 de la Constitución.

6. En coherencia con este contexto legal, la acción concertada se configura así, en el 
marco de la reciente jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea, 
como un instrumento de colaboración entre las Administraciones públicas y las entidades sin 
ánimo de lucro, basado en los principios de solidaridad y de eficiencia presupuestaria.

7. La no onerosidad de los acuerdos de acción concertada sitúa a esta nueva forma de 
prestación de servicios en un ámbito ajeno a la normativa en materia de contratación, y ello 
porque los contratos administrativos sometidos a la legislación de contratos del sector 
público, son siempre onerosos, lo que conlleva necesariamente que los operadores 
económicos que colaboran con la Administración a través de un procedimiento de 
contratación, obtengan siempre legítimamente un beneficio económico por su realización.

8. El reconocimiento comunitario que se hace en el artículo 49 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea a la libertad de establecimiento y en el artículo 56 de 
dicho Tratado a la prohibición de restricciones a la libertad de servicios por nacionales de 
Estados miembros en otros Estados, no se opone ni resulta contrario a la promulgación de 
una normativa autonómica que prevea el suministro de servicios por organizaciones que 
persigan únicamente objetivos sociales y solidarios, siempre que la compensación a éstas se 
limite al abono de los costes producidos.

9. El considerando 6 de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 
2004/18/CE, reconoce de forma expresa que los servicios no económicos de interés general 
deben quedar excluidos de su ámbito de actuación.

10. El considerando 114 de la misma Directiva, relativo a los servicios a las personas, 
como los servicios sociales, sanitarios y educativos, señala en su último párrafo que «Los 
Estados miembros y los poderes públicos siguen teniendo libertad para prestar por sí 
mismos esos servicios u organizar los servicios sociales de manera que no sea necesario 
celebrar contratos públicos, por ejemplo, mediante la simple financiación de estos servicios o 
la concesión de licencias o autorizaciones a todos los operadores económicos que cumplan 
las condiciones previamente fijadas por el poder adjudicador, sin límites ni cuotas, siempre 
que dicho sistema garantice una publicidad suficiente y se ajuste a los principios de 
transparencia y no discriminación».

11. Esta Directiva asienta así las bases de que la aplicación normativa de contratación 
pública no es la única posibilidad de la que gozan las autoridades competentes para la 
gestión de los servicios a las personas, más allá de la posibilidad existente de la prestación 
por sí mismas de esos servicios sociales.

12. Las formas actuales de prestación de servicios sociales a las personas, diseñadas al 
amparo de este marco jurídico europeo, estatal y autonómico, se basan en una combinación 
equilibrada entre la gestión directa, la acción concertada y la gestión indirecta, con el fin 
último de dar la mejor y más eficaz y eficiente respuesta a la cobertura de las necesidades 
de las personas en situaciones de vulnerabilidad.

13. Sin embargo y pese a las posibilidades que se establecen en la normativa europea 
antes citada, el régimen jurídico al que debe ajustarse la celebración de estos acuerdos de 
acción concertada no siempre ha estado claro, hasta el punto de que, en los últimos años, se 
ha venido asimilando este régimen de acuerdos a la modalidad de contratos públicos 
denominada conciertos.
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14. En el Principado de Asturias, la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 24 de 
febrero, de Servicios Sociales, en su redacción originaria, ya garantizaba en su título VI la 
participación de las instituciones sin ánimo de lucro en la realización de actividades en 
materia de acción social, mediante diferentes formas de relación, –a través de programas de 
subvenciones y convenios plurianuales–, en el marco de los objetivos señalados por la 
planificación autonómica.

15. La Ley del Principado de Asturias 9/2015, de 20 de marzo, de primera modificación 
de la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 24 de febrero, de Servicios Sociales 
fortaleció dichas relaciones, estableciendo el concierto social como modalidad diferenciada 
respecto a la modalidad contractual del concierto general, recogido en el entonces vigente y 
hoy ya derogado Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

16. La citada Directiva y su trasposición al ordenamiento jurídico español mediante la 
reciente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, han previsto un nuevo marco 
regulatorio que permite a las Comunidades Autónomas legislar «articulando instrumentos no 
contractuales para la prestación de servicios públicos destinados a satisfacer necesidades 
de carácter social» (disposición adicional cuadragésimo novena de la Ley estatal). En este 
sentido, varias Comunidades Autónomas han promulgado ya normas que configuran esta 
forma de prestación de servicios de carácter social.

17. La norma proyectada articula así, de forma específica y en el ámbito territorial de 
nuestra Comunidad Autónoma, dichos instrumentos no contractuales, mediante la regulación 
de la acción concertada con entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro, actualizando, 
además, las formas posibles de organización de la prestación de los servicios sociales a las 
personas en nuestro ordenamiento autonómico, mediante una nueva modificación de la Ley 
del Principado de Asturias 1/2003, de 24 de febrero.

18. La ley regula el régimen jurídico de la acción concertada con entidades de iniciativa 
social sin ánimo de lucro, asegurando tanto una respuesta eficaz a la satisfacción de 
necesidades sociales de colectivos desfavorecidos, como la garantía de una atención 
personalizada e integral, coherente con el arraigo de las personas en su entorno, así como 
con su participación en la elección de los servicios, y asegurando una continuidad y una 
calidad en los servicios necesaria para la consecución plena de los objetivos sociales 
propuestos en nuestra Comunidad Autónoma.

19. Con estos criterios, se dicta la ley para establecer las medidas y actuaciones 
necesarias para la aplicación del régimen de acción concertada y disponer el marco jurídico 
general aplicable a los acuerdos que se formalicen a su amparo. Sus previsiones buscan 
alcanzar un equilibrio adecuado entre la regulación sustantiva y la parte procedimental, a fin 
de procurar que sus preceptos sean suficientes para establecer el marco jurídico 
configurador de la acción concertada, sin caer un exceso regulatorio innecesario.

20. La ley se configura como un instrumento necesario, idóneo y adecuado para el logro 
de la mejor cobertura de los objetivos sociales fijados en la planificación autonómica, sin que 
haya otras medidas alternativas a su aprobación que permitan alcanzar una similar 
satisfacción de las necesidades de las personas, permitiendo, todo ello, afirmar su 
proporcionalidad, utilidad y eficacia en la consecución de una mejor protección social a las 
personas a través de la prestación de servicios en el marco de la equidad y cohesión social.

21. A partir de todas estas consideraciones, esta normativa resulta necesaria, al 
requerirse una regulación completa y detallada de esta nueva fórmula organizativa de los 
servicios sociales que es la acción concertada, como paso previo a la formalización de los 
concretos acuerdos con las entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro.

22. La promulgación de una norma que define con el detalle necesario los 
procedimientos que se deben seguir para garantizar la colaboración a través de la acción 
concertada entre la iniciativa pública y la privada sin ánimo de lucro, permite que los 
operadores jurídicos encargados de la puesta en práctica de este nuevo sistema de 
prestación de servicios no se alejen del cumplimiento de los principios informadores que se 
imponen por la normativa europea y estatal en esta materia de concertación.
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23. Estos principios también regirán para los acuerdos directos de acción concertada, 
cuya existencia está justificada en la experiencia adquirida dentro del ámbito de los servicios 
sociales y que evidencia el surgimiento imprevisto de nuevos fenómenos sociales a los que 
el sistema debe dar respuesta, como aquellos ligados a movimientos migratorios (menores 
no acompañados), u otros de naturaleza psicosocial asociados a conductas cuyo abordaje 
necesita de dispositivos singulares e innovadores de atención.

24. Pieza importante de este nuevo diseño es el esfuerzo que se realiza por dotar al 
sistema normativo que se crea de la máxima sencillez y coherencia. Se trata, como es fácil 
de advertir, de favorecer la seguridad jurídica, tanto para las entidades prestadoras de 
servicios, como para las personas usuarias y la propia Administración del Principado de 
Asturias, facilitando así la continuidad de los servicios y programas que se desarrollen por 
esta vía.

25. A todo lo anterior debe añadirse que la eficacia y eficiencia de esta nueva forma 
regulatoria de la prestación de servicios sociales está garantizada a través de la 
compensación por los costes de la acción concertada, que se limitan al reembolso 
únicamente de aquellos costes variables, fijos y permanentes, sin inclusión de ningún 
beneficio industrial, y sin proporcionar ningún beneficio a los miembros de las entidades sin 
ánimo de lucro.

26. La ley se presenta como una norma completa que consta de treinta y uno artículos, y 
concluye con dos disposiciones adicionales, una disposición derogatoria, además de incluir 
cuatro disposiciones finales.

27. Se agrupan en el capítulo I, bajo la rúbrica de disposiciones generales, cuatro 
artículos que configuran el objeto y el ámbito de aplicación, el concepto de acuerdos de 
acción concertada y otras definiciones, además de los principios rectores y los principios 
generales de intervención. En el capítulo II, se delimitan las prestaciones y los servicios 
susceptibles de acción concertada. En el capítulo III se recoge la regulación del 
procedimiento de concertación, detallando junto a los requisitos de las entidades, las normas 
relativas a este procedimiento administrativo especial, las características del documento 
administrativo de formalización de los acuerdos de acción concertada y las referencias 
normativas a la duración y extinción de dichos acuerdos, así como a la evaluación. Este 
capítulo III finaliza con una regulación del procedimiento especial de acción concertada 
directa y las precisiones necesarias para su aplicación. Por último, se regula en el capítulo IV 
el régimen jurídico relativo a la ejecución de los acuerdos de acción concertada y en el 
capítulo V las disposiciones en materia de financiación.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta ley tiene por objeto el establecimiento del régimen jurídico de la acción 

concertada con entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro para la prestación de 
servicios de carácter social.

2. La presente ley se aplica a la Administración del Principado de Asturias, a las 
entidades locales comprendidas en su territorio y a sus respectivos sectores públicos.

3. Cuando la acción concertada se lleve a cabo por la Administración del Principado de 
Asturias, las funciones atribuidas al órgano concertante en la presente ley corresponderán a 
los titulares de las Consejerías competentes en la materia, de acuerdo con el contenido de 
los servicios concertados.

4. Las funciones atribuidas al órgano concertante corresponderán a la persona titular de 
su dirección o gerencia, cuando la acción concertada se lleve a cabo por las entidades del 
sector público de la Administración del Principado de Asturias. En el Servicio de Salud del 
Principado de Asturias, corresponderán a la persona titular de su Dirección Gerencia.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de esta ley, se entiende por:
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a) Acuerdos de acción concertada: los instrumentos organizativos de naturaleza no 
contractual suscritos con entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro, a través de los 
cuales se podrá realizar la prestación de servicios sociales.

b) Administración concertante: la Administración del Principado de Asturias, la de las 
entidades locales del Principado de Asturias o la entidad del sector público de éstas que 
asuma los compromisos derivados del acuerdo de acción concertada.

c) Órgano concertante: el órgano de la Administración concertante facultado para 
formalizar en nombre de ésta los respectivos acuerdos de acción concertada, previa 
tramitación del procedimiento previsto en esta ley.

d) Entidades de iniciativa social: las definidas como tales en el artículo 44.5 de la Ley del 
Principado de Asturias 1/2003, de 24 de febrero, de Servicios Sociales.

Artículo 3.  Principios rectores.
La acción concertada se regirá por los siguientes principios rectores:
a) Financiación, acceso y control público.
b) Eficiencia presupuestaria, utilización racional de los recursos públicos y control de los 

costes de los servicios.
c) Garantía de no discriminación, estableciendo condiciones de acceso a la acción 

concertada que garanticen la igualdad entre las entidades que opten a ella y entre los 
posibles beneficiarios de los servicios.

d) Publicidad en los procedimientos de tramitación, en la selección de las entidades y en 
la formalización, modificación y renovación de los acuerdos de acción concertada.

e) Transparencia en la utilización de fondos públicos, con sujeción a lo dispuesto en la 
Ley del Principado de Asturias 8/2018, de 14 de septiembre, de transparencia, buen 
gobierno y grupos de interés.

f) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos sociales fijados.
g) Responsabilidad en la gestión de los servicios concertados.
h) Subordinación de la acción concertada a la utilización óptima de recursos propios.

Artículo 4.  Principios generales de intervención.
La elección y el desarrollo de la forma de prestación de los servicios sociales a través de 

la acción concertada se ajustarán a los siguientes principios generales de intervención:
a) Atención a las especificidades y heterogeneidad de la demanda de las personas 

usuarias de los servicios sociales, en función de las necesidades específicas de apoyo que 
presentan.

b) Arraigo de la persona en el entorno de atención social y elección de la persona.
c) Calidad asistencial como criterio determinante de la elección de la entidad que 

prestará el servicio.
d) Atención continuada e integral de la persona.
e) Solidaridad, potenciando la implicación de las entidades del tercer sector en la 

consecución de objetivos sociales.
f) Igualdad, garantizando que la atención que se preste a las personas usuarias se 

realice en plena igualdad con quienes sean atendidos directamente por la Administración 
pública.

g) Promoción de la iniciativa social, de la igualdad de género y de la protección social y 
medioambiental.

h) Innovación en la gestión de las entidades y de los servicios públicos.
i) Participación, estableciendo mecanismos para la implicación efectiva de las personas 

usuarias en la prestación y evaluación de los servicios.
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CAPÍTULO II
Delimitación de la acción concertada

Artículo 5.  Prestaciones susceptibles de acción concertada.
1. Las prestaciones sociales del sistema público de servicios sociales a las que podrá 

aplicarse el régimen de acción concertada serán las siguientes:
a) Medidas dirigidas a prevenir la exclusión social y a promover la autonomía de las 

personas.
b) Actuaciones dirigidas a garantizar la protección de los menores.
c) Medidas de apoyo familiar.
d) Medidas de apoyo a las personas dependientes y sus familias, entendiendo como 

tales a las personas que por razones ligadas a la falta o a la pérdida de capacidad física, 
psíquica o intelectual, tienen necesidad de una asistencia o ayuda importante para la 
realización de las actividades de la vida diaria.

e) Medidas y ayudas técnicas para la atención, rehabilitación y el fomento de la inserción 
social de personas con necesidades especiales por causa de su discapacidad.

f) Medidas dirigidas a la protección jurídica de las personas que tengan disminuida su 
capacidad de obrar y les impida valerse por sí mismas.

g) Medidas dirigidas a incrementar la autonomía personal, la participación social y el 
desarrollo comunitario.

2. También podrán ser objeto de acción concertada, en los términos de la presente ley, 
las medidas preventivas y promocionales en el ámbito de las adicciones y las medidas de 
carácter sociosanitario y socioeducativo que se consideren susceptibles de complementar, 
desde estos ámbitos, a las prestaciones sociales del sistema público de servicios sociales.

3. La provisión de servicios sociales de atención residencial, de centros de día y de 
ayuda a domicilio para personas mayores queda expresamente excluida del ámbito de 
aplicación del régimen de acción concertada regulado en esta ley, pudiendo realizarse 
dichas prestaciones mediante cualquiera de las otras formas de gestión previstas en la 
normativa en materia de servicios sociales.

Artículo 6.  Servicios susceptibles de acción concertada.
1. Los servicios concretos de atención a las personas incluidos en las prestaciones del 

artículo 5 que podrán ser objeto de acción concertada, se determinarán por acuerdo del 
órgano competente de la Administración concertante. En el caso de la Administración del 
Principado de Asturias y de su sector público, el órgano competente será el Consejo de 
Gobierno.

2. La acción concertada en el marco de estos servicios podrá incluir:
a) La reserva y la ocupación de plazas para uso exclusivo de las personas usuarias de 

servicios sociales de responsabilidad pública.
b) La gestión integral de prestaciones sociales, servicios, programas, recursos o centros.

CAPÍTULO III
Procedimiento de concertación

Sección 1.ª Requisitos y selección de entidades

Artículo 7.  Requisitos de las entidades.
1. Las entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro prestadoras de servicios sociales 

para suscribir acuerdos de acción concertada deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Contar con la oportuna justificación de haber cumplido el deber de comunicación 

previa o disponer de la autorización, acreditación o habilitación administrativa, cuando así se 
exija por la normativa sectorial correspondiente.
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b) Estar debidamente inscritas en cualesquiera registros, cuando dicha inscripción sea 
exigible.

c) Encontrarse al corriente en el pago de las obligaciones tributarias y de la Seguridad 
Social.

2. El órgano concertante que determine las bases de la convocatoria de cada acción 
concertada determinará otros requisitos que deban cumplir las entidades con relación a:

a) La exigencia de la solvencia financiera y técnica mínima necesaria para desarrollar la 
prestación objeto de la acción concertada.

b) La experiencia mínima en la prestación de servicios sociales que se requiera y su 
forma de acreditación, en razón a las condiciones del servicio a prestar.

c) Los estándares mínimos y adecuados de calidad que deban cumplir las entidades en 
la prestación de los servicios.

d) Los medios profesionales y materiales adecuados y suficientes que las entidades 
deben disponer para la prestación del servicio objeto del acuerdo.

e) La disponibilidad de un inmueble por cualquier título jurídico válido en derecho y por 
un periodo no inferior a la vigencia del acuerdo de acción concertada, cuando sea necesaria 
para la prestación del servicio.

f) El importe mínimo de cobertura del seguro de responsabilidad civil que sea exigible.
g) Las prohibiciones para concertar que se establezcan con las entidades que hubieran 

sido objeto de sanciones firmes por incumplimientos graves de la normativa, en la ejecución 
de otros acuerdos de acción concertada.

h) Cualquier otro tipo de requisito que sea obligado por la legislación general o la 
normativa sectorial para la prestación de un servicio social concreto.

Artículo 8.  Selección de entidades.
La selección de entidades, cuando sea necesario debido a las limitaciones 

presupuestarias o al número o características de las prestaciones susceptibles de la acción 
concertada, se hará por el órgano concertante en atención a criterios de selección basados 
en:

a) La implantación en la localidad donde vaya a prestarse el servicio.
b) La valoración favorable de las personas atendidas, si ya se hubiera prestado el 

servicio anteriormente, efectuada o supervisada por el órgano concertante.
c) Las certificaciones de calidad y la experiencia acreditada en la gestión y mejora de los 

servicios.
d) La continuidad en la atención y calidad prestada.
e) El arraigo de la persona en el entorno de atención.
f) Las buenas prácticas sociales y de gestión de personal, así como la eventual 

incorporación de mejoras voluntarias en materia laboral, salarial o de seguridad en el trabajo.
g) La formación específica del equipo humano que prestará el servicio en la materia 

social específica que sea clave para su prestación.
h) La incorporación al equipo de trabajadores y colaboradores de la entidad de una 

proporción significativa de personas con dificultades de acceso al mercado de trabajo.
i) El cumplimiento del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al 

empleo, en la promoción profesional y en las condiciones de trabajo, y la eventual mejora de 
los requisitos mínimos exigibles en materia de igualdad y conciliación en la normativa 
autonómica.

j) El establecimiento de mecanismos para la participación efectiva de los usuarios y sus 
familias, en la prestación y evaluación de los servicios.

k) El trabajo en red con otras entidades en la gestión de prestaciones y servicios 
análogos conforme a criterios de proximidad y participación.

l) La promoción de la participación del voluntariado en el desarrollo de sus acciones.
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Sección 2.ª Aspectos procedimentales básicos

Artículo 9.  Planificación sobre concertación.
1. El órgano concertante, en ejercicio de sus competencias sobre planificación de su 

actividad, deberá realizar una previsión de las prestaciones y servicios que pretende 
concertar.

2. Esta planificación deberá incorporar un informe justificativo sobre la carencia de 
medios propios para la prestación de los servicios que se planifica concertar.

Artículo 10.  Estudio de costes.
El órgano concertante deberá disponer, con anterioridad al inicio del procedimiento, de 

un estudio de costes que calculará el importe económico del acuerdo teniendo en cuenta 
todos los costes del servicio que se pretende concertar, así como su fiscalidad.

Artículo 11.  Iniciación del procedimiento.
1. El órgano concertante iniciará de oficio el procedimiento de acción concertada 

motivando la concurrencia de las circunstancias que hagan necesario acudir a la acción 
concertada, atendiendo a la insuficiencia de medios propios, a la idoneidad de dicha forma 
de gestión por el contenido concreto del servicio o a criterios de planificación autonómica.

2. El órgano concertante aprobará las bases de cada convocatoria de acción concertada 
en las que determinará las condiciones administrativas, técnicas y económicas conforme a 
las que se deba prestar el servicio, las obligaciones exigibles, los requisitos mínimos y 
actividades específicas que deben ser asumidas y desarrolladas por las entidades que 
puedan llegar a suscribir el acuerdo, así como todas las restantes precisiones necesarias 
para garantizar su cumplimiento.

3. Las bases de cada convocatoria establecerán también el contenido específico de los 
servicios que se pretenden concertar, junto con las siguientes precisiones:

a) La necesidad o no de llevar a cabo un procedimiento previo de selección de entidades 
de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8, así como, en su caso, la determinación de los 
criterios de selección.

b) La documentación que han de presentar las entidades, la forma y el plazo de su 
presentación, así como cualesquiera otros plazos que se prevean para cada uno de los 
restantes trámites de la convocatoria.

c) El número de plazas o unidades concertadas, cuando proceda.
d) La vigencia temporal del acuerdo.
e) Los medios mínimos materiales y profesionales necesarios para la prestación del 

servicio, así como los requisitos del proyecto técnico que la entidad deba presentar.
f) La organización y el funcionamiento básico del servicio y el régimen de acceso a los 

servicios concertados.
g) Las causas específicas de modificación y extinción de esa acción concertada.
h) Las obligaciones de la entidad, y en especial aquellas consideradas esenciales, a 

efectos de aplicación del artículo 19.1.c).
i) Los estándares y parámetros de calidad exigibles.
j) El régimen económico y la documentación que deba aportarse para el abono de la 

compensación de costes derivados del acuerdo de acción concertada.
k) La forma de evaluación y su periodicidad.
l) La cobertura del seguro de responsabilidad civil y, en su caso, el régimen de garantías.
m) La información precisa sobre las condiciones de subrogación del personal si 

procediese dicha subrogación.
n) La obligación de constituir garantías y, en dicho caso, las garantías exigidas, así como 

su régimen de constitución, cancelación y devolución y las responsabilidades a que 
estuvieran afectas.

o) Las cláusulas sociales necesarias que favorezcan la inclusión de las condiciones más 
favorables posibles en el ámbito de la protección social a los trabajadores y de seguridad 
social, de innovación, responsabilidad e inversión social y de protección medioambiental.
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p) Las medidas necesarias para la elaboración, cumplimiento y evaluación de un plan de 
igualdad y de conciliación de la vida familiar y laboral, en relación con las personas 
trabajadoras y colaboradoras de la entidad concertada.

q) El régimen de resolución de las cuestiones litigiosas derivadas de la aplicación del 
régimen de acción concertada, que serán resueltas por el órgano concertante, previa 
audiencia de las personas o entidades interesadas.

r) Cualesquiera otras precisiones que se consideren necesarias para llevar a buen 
término la acción concertada.

4. La aprobación del gasto máximo previsto será previa o simultánea a la aprobación de 
las bases.

Artículo 12.  Instrucción del procedimiento.
1. La instrucción del procedimiento corresponderá a las Secretarías Generales Técnicas 

o a aquella unidad administrativa específica que designe el órgano concertante.
2. Las entidades interesadas deberán presentar sus solicitudes y la documentación 

exigida en la forma y en el plazo establecido en las bases de la convocatoria. Este plazo no 
podrá ser inferior a quince días ni superior a un mes.

3. Las solicitudes de las entidades serán valoradas por una comisión de valoración 
designada en la forma establecida en el artículo 15.

4. Se podrá solicitar a las entidades, cuantas aclaraciones y ampliaciones de información 
y documentación sean precisas, y en general, realizar cuantas actuaciones se considere 
necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos, en virtud de 
los cuales deba formularse la propuesta de resolución.

Artículo 13.  Finalización del procedimiento.
1. La persona titular del órgano concertante resolverá el procedimiento de concertación, 

previa propuesta de la comisión de valoración.
2. El procedimiento de concertación tendrá un plazo máximo de resolución y notificación 

de seis meses. Al vencimiento de dicho plazo máximo, las entidades de iniciativa social que 
hubieran comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio 
administrativo.

Artículo 14.  Tramitación de urgencia.
Se podrá acordar la tramitación de urgencia cuando razones de interés público lo 

aconsejen, en los términos previstos en la legislación de procedimiento administrativo común 
de las Administraciones públicas.

Artículo 15.  La comisión de valoración.
1. La comisión de valoración será la encargada de valorar el cumplimiento por las 

entidades de los requisitos y las condiciones que se establezcan en las bases de las 
convocatorias de acción concertada, a fin de proponer la formalización de los acuerdos, así 
como de realizar las evaluaciones recogidas en el artículo 21.

2. La comisión de valoración estará integrada por:
a) La persona que ostente la presidencia, que será designada por la persona titular del 

órgano concertante entre personas empleadas públicas de la Administración concertante y 
dirimirá con su voto los empates.

b) Tres personas que actuarán como vocales, que estarán adscritas a la Administración 
concertante o a la Administración pública a la que corresponda la tutela sobre la 
Administración concertante. Una será una empleada pública designada por la persona titular 
del órgano concertante y las otras dos, respectivamente, serán personas funcionarias 
designadas por las personas titulares de los órganos que tengan atribuidas las funciones de 
intervención económica y de asesoramiento jurídico a dicha Administración.

c) Una persona funcionaria de la Administración concertante, designada por la persona 
titular del órgano concertante, que actuará ejerciendo funciones de secretaría con voz y voto.
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3. Mediante resolución motivada del órgano concertante, se podrán incorporar además a 
la comisión de valoración, hasta un máximo de cuatro personas con voz y voto, empleadas 
públicas de la Administración concertante, profesionales del área de conocimiento objeto de 
la acción concertada, para la ponderación de aquellos criterios de selección que requieran 
conocimientos técnicos específicos.

4. La comisión de valoración, con dependencia funcional respecto del órgano 
concertante, ejercerá sus funciones, como órgano colegiado, de acuerdo con lo previsto en 
la legislación básica de aplicación. Su composición será pública y podrá ser designada de 
forma permanente o para cada uno de los concretos procedimientos de acción concertada.

Sección 3.ª Formalización de los acuerdos de acción concertada

Artículo 16.  Documento administrativo de formalización.
1. Los acuerdos de acción concertada se formalizarán en un documento administrativo 

suscrito por ambas partes que se ajustará con exactitud a las condiciones que se hubieran 
establecido en la concertación.

2. Los acuerdos concertados establecerán el contenido objetivo, subjetivo y temporal de 
la acción concertada, los derechos y obligaciones de cada parte en cuanto a la ejecución de 
la prestación del servicio, su régimen económico y el número de unidades concertadas, así 
como el resto de las determinaciones que se consideren necesarias.

3. Se podrá suscribir un único documento de acción concertada, para la gestión integral 
de una pluralidad de prestaciones sociales, servicios, programas, recursos o centros, así 
como para la reserva y la ocupación de plazas, cuando dependan de una misma entidad 
titular y se cumplan los restantes requisitos establecidos en esta ley.

4. Cuando la prestación del servicio conlleve procesos que requieran de diversos tipos 
de intervenciones en distintos servicios o centros, el órgano concertante podrá adoptar un 
solo acuerdo con dos o más entidades, regulando en dicho acuerdo los procedimientos de 
coordinación de obligado cumplimiento para éstas, todo ello sin perjuicio de cumplir los 
requisitos establecidos en esta ley para el procedimiento de concertación.

Sección 4.ª Duración y extinción

Artículo 17.  Duración.
1. Los acuerdos de acción concertada podrán tener una duración plurianual, con el fin de 

garantizar la estabilidad de la prestación de los servicios sociales a las personas.
2. La duración de los acuerdos se establecerá teniendo en cuenta la naturaleza de las 

prestaciones y las normas presupuestarias de la Administración concertante, sin que su 
duración inicial pueda ser superior a cuatro años.

Artículo 18.  Prórroga.
1. Los acuerdos de acción concertada podrán ser prorrogados, siempre que la duración 

total del acuerdo, incluidas las prórrogas, no exceda de ocho años, y que éstas no superen, 
aislada o conjuntamente, el plazo fijado originariamente.

2. La prórroga de los acuerdos de acción concertada requerirá la preceptiva autorización 
y disposición máxima del gasto, la evaluación positiva según el artículo 21 y el mutuo 
acuerdo de las partes, manifestado de forma expresa con la antelación suficiente prefijada 
en el acuerdo, a fin de poder resolver la continuidad del servicio antes de la extinción del 
acuerdo por vencimiento del plazo.

Artículo 19.  Extinción.
1. Los acuerdos de acción concertada podrán extinguirse por:
a) La finalización de su plazo de duración y de sus posibles prórrogas.
b) El acuerdo mutuo de las partes manifestado con la antelación suficiente que se 

determine en el acuerdo, a fin de garantizar la continuidad del servicio.
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c) El incumplimiento grave de las obligaciones esenciales derivadas del acuerdo por 
parte de la entidad concertada, previo requerimiento para su cumplimiento.

d) La extinción de la entidad con la que se ha establecido el acuerdo, excepto cuando la 
organización y el patrimonio pasen a ser de titularidad de otra entidad de iniciativa social sin 
ánimo de lucro que cumpla todos los requisitos exigidos en el acuerdo de acción concertada 
y asuma las obligaciones correspondientes a dicho acuerdo.

e) La pérdida por la entidad concertada de los requisitos exigidos para suscribir el 
acuerdo.

f) El cese voluntario de la entidad en la prestación del servicio, debidamente autorizado.
g) La inviabilidad económica o técnica de la entidad constatada por los informes de 

auditoría que se soliciten.
h) La modificación de las condiciones económicas o técnicas por parte del órgano 

concertante, cuando la entidad no preste su conformidad.
i) La negativa no justificada en la atención a las personas derivadas para la prestación de 

servicios concertados.
j) La baja demanda de las personas con derecho de acceso al servicio.
k) La infracción de limitaciones a la contratación o a la cesión de servicios concertados.
l) La evaluación negativa en los términos establecidos en el artículo 21.
m) Cualesquiera otras causas de extinción que se prevean en los acuerdos de acción 

concertada o que se establezcan en la normativa aplicable.
2. El órgano concertante deberá garantizar que los derechos de las personas receptoras 

de los servicios prestados bajo la modalidad de acción concertada no se vean perjudicados 
por la extinción del acuerdo.

3. La extinción de la acción concertada no consolidará, en ningún caso, al personal 
laboral adscrito al servicio concertado como personal de la Administración que concierta el 
servicio.

Artículo 20.  Procedimiento para la extinción del acuerdo de acción concertada.
1. El procedimiento para la extinción del acuerdo se podrá iniciar a instancia de parte o 

de oficio, con audiencia de la entidad concertada, cuando el órgano concertante tenga 
conocimiento de la existencia de cualquiera de las causas de extinción recogidas en el 
artículo 19.

2. La resolución que acuerde la extinción deberá indicar, además de la causa de 
extinción del acuerdo, la fecha a partir de la cual se entiende extinguido y la liquidación de 
las obligaciones económicas entre ambas partes.

Artículo 21.  Evaluación.
1. La Administración concertante, a través de la comisión de valoración, llevará a cabo 

de manera periódica la evaluación de los acuerdos de acción concertada que suscriba con 
las entidades.

2. Se realizará al menos una evaluación final y, en el caso de que el acuerdo suscrito 
tenga una duración superior a dos años, se realizará además una evaluación intermedia.

3. Las evaluaciones servirán de base para determinar si se mantiene o no la prestación 
de los servicios en régimen de acción concertada y para determinar si procede la prórroga 
de los acuerdos. Durante el periodo de prórroga, las evaluaciones se realizarán con la 
misma periodicidad que durante el acuerdo inicial.

4. La evaluación tendrá en cuenta el grado de cumplimiento de las condiciones 
establecidas para cada acuerdo, los objetivos de calidad establecidos y el grado de 
consecución de los mismos y contará también con la participación de las personas usuarias 
del servicio.

Sección 5.ª Acuerdos directos de acción concertada

Artículo 22.  Acuerdos directos de acción concertada.
1. Se podrán formalizar acuerdos de acción concertada de forma directa cuando razones 

de urgencia, la singularidad del servicio de que se trate o su carácter innovador y 
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experimental, aconsejen la no aplicación motivada del régimen de concurrencia de 
entidades, con respeto de los principios informadores de la normativa estatal y europea en 
materia de concertación.

2. El procedimiento se iniciará motivando las circunstancias a las que hace referencia el 
apartado anterior, siendo de aplicación las restantes características y requisitos propios del 
régimen de acción concertada previsto en esta ley en todo lo que no sea incompatible con su 
naturaleza. El procedimiento deberá garantizar, en todo caso, los principios de publicidad y 
transparencia.

3. La formalización del procedimiento de acción concertada directa se llevará a cabo de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 16 de esta ley.

CAPÍTULO IV
Régimen jurídico de los acuerdos de acción concertada

Artículo 23.  Obligaciones de las entidades concertadas.
1. El acuerdo de acción concertada obliga a la entidad que concierta a:
a) Proveer los servicios en las condiciones estipuladas en la legislación aplicable y en el 

acuerdo.
b) Ajustar el funcionamiento del servicio concertado a las directrices que dicte la 

Administración concertante en orden a la efectiva coordinación de los servicios, sin perjuicio 
de la autonomía de gestión de la entidad concertada en la ejecución del acuerdo.

c) Garantizar en todo momento a las personas beneficiarias de la prestación todos los 
derechos recogidos en la normativa de servicios públicos sociales en favor de las personas 
usuarias.

d) Indemnizar a las personas afectadas por los daños y perjuicios que se causen, por sí 
mismas o por terceros, como consecuencia de la ejecución de la acción concertada, salvo 
sea imputable a la Administración concertante al obrar en cumplimiento de una directriz clara 
y unívoca de ésta.

e) Hacerse cargo de forma exclusiva del personal adscrito al servicio concertado, de sus 
retribuciones, del resto de obligaciones en materia de seguridad social y salud laboral y de 
su formación continuada.

f) Realizar una auditoría técnica y económica externa con la periodicidad que le sea 
requerida para garantizar la calidad del servicio, así como para valorar el debido 
cumplimiento de los derechos de las personas usuarias atendidas y la aplicación de los 
fondos percibidos en concepto de compensación de costes.

g) Someterse al control financiero y técnico y a las funciones inspectoras y 
sancionadoras que se puedan exigir al amparo de la normativa de las Administraciones 
competentes en la materia y facilitar cuanta documentación le sea requerida en el ejercicio 
de dichas funciones de control.

h) Elaborar un proyecto técnico de la prestación, del programa, o de los servicios, 
recursos o centros, que permita comprobar la adecuación de la prestación del servicio objeto 
de dicha acción concertada a los principios generales de intervención recogidos en el 
artículo 4.

i) Cumplir con las obligaciones que se establezcan en las bases conforme al artículo 11.3 
h), así como las derivadas de cualquier normativa que, con carácter general o específico le 
sea de aplicación, tanto por la naturaleza jurídica de la entidad como por el tipo de servicio 
objeto de concertación.

2. Los incumplimientos de las obligaciones que se recojan en los acuerdos de acción 
concertada podrán dar lugar a la imposición de penalidades en los términos establecidos en 
dichos acuerdos, o incluso, a la incoación de un procedimiento de extinción de la acción 
concertada, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.1.c).

3. La interpretación de las cláusulas contenidas en los acuerdos de acción concertada 
corresponde al órgano concertante.
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Artículo 24.  Sistemas de información y protección de datos personales.
Las entidades concertadas están obligadas, en virtud de esta ley y en el marco jurídico 

de la normativa sobre protección de datos personales y demás legislación al respecto, a 
intercambiar con la Administración concertante toda la información y documentación que se 
precise derivada de sus actuaciones, para lo cual deberán disponer de los sistemas 
informáticos necesarios y de las medidas técnicas y organizativas adecuadas.

Artículo 25.  Acceso a los servicios concertados.
1. Las decisiones sobre el acceso de las personas usuarias a los servicios concertados 

corresponden al órgano concertante, teniendo en cuenta la elección de la persona.
2. El órgano concertante es competente para definir los criterios que establecen el orden 

de prelación para el acceso a esos servicios y para la gestión de la lista de espera cuando 
no se cubra toda la demanda.

3. La Administración concertante deberá garantizar la igualdad de trato y el derecho de 
atención de aquellas personas usuarias que, por causas médicas, conductuales o sociales 
graves, tienen un perfil de atención más difícil.

Artículo 26.  Modificación de los acuerdos.
1. El acuerdo de acción concertada podrá modificarse durante su vigencia para una 

mejor atención de las necesidades de las personas usuarias por circunstancias 
sobrevenidas.

2. La modificación del acuerdo conforme a lo previsto en este artículo no podrá alterar 
las condiciones esenciales de la concertación y deberá limitarse a introducir las variaciones 
estrictamente indispensables para responder a la causa objetiva que la haga necesaria.

3. El procedimiento para la modificación se iniciará de oficio, previa audiencia de la 
entidad concertada, o a instancia de la misma, por causas justificadas y motivadas.

4. Las modificaciones se formalizarán en un documento administrativo que será suscrito 
por ambas partes.

Artículo 27.  Contratación de actuaciones con terceros.
1. La contratación de actuaciones con terceros por la entidad concertada en el ámbito de 

la acción concertada no alterará en modo alguno la responsabilidad directa de dicha entidad.
2. No podrá realizarse la contratación de actuaciones con terceros cuando dicha 

contratación afecte a aquellas que hayan sido definidas en el acuerdo como esenciales o 
cuando del acuerdo se deduzca que son actuaciones que deben ser ejecutadas 
directamente por la entidad concertada, atendiendo a la naturaleza del servicio y a los 
objetivos de la acción concertada, salvo que exista autorización expresa del órgano 
concertante.

3. El importe contratado con terceros no podrá superar el cuarenta y cinco por ciento del 
importe total del acuerdo concertado.

4. Los contratistas no tendrán en ningún caso acción directa frente a la Administración 
concertante por las obligaciones contraídas con ellos por la entidad concertada como 
consecuencia de la ejecución del acuerdo.

Artículo 28.  Cesión de servicios concertados.
1. La cesión total o parcial de los servicios objeto del acuerdo concertado se permitirá 

únicamente cuando la cesión esté debidamente motivada y justificada y sea autorizada 
previamente y de forma expresa por el órgano concertante, que adoptará las medidas 
precisas para garantizar la continuidad y la calidad del servicio.

2. En los casos previstos en el apartado anterior, en que sea autorizada la cesión total o 
parcial de los servicios objeto del acuerdo de acción concertada, la nueva entidad cesionaria 
deberá acreditar, con carácter previo a la autorización de la cesión, el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 7 de esta ley, así como su capacidad para prestar los 
servicios concertados en las mismas condiciones que le fueron exigidas a la entidad 
cedente.
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CAPÍTULO V
Financiación de la acción concertada

Artículo 29.  Caracterización y delimitación de la compensación económica a las entidades.
1. La financiación de la acción concertada cubrirá los gastos de personal y de 

funcionamiento normal de los servicios prestados, compensando como máximo los costes 
variables, fijos y permanentes de las prestaciones concertadas.

2. La financiación de la acción concertada cubrirá los gastos de amortización de bienes 
muebles o inmuebles indispensables para la prestación de los servicios, siempre que no 
excedan de los que sean atribuibles al servicio prestado y al propio periodo de vigencia del 
acuerdo, y que su importe no supere el límite fijado en las bases de cada convocatoria.

3. Cuando las actividades de la entidad se limiten a la acción concertada, podrán tenerse 
en cuenta todos sus costes. Cuando realice también actividades fuera del ámbito de la 
acción concertada, solo podrán tenerse en cuenta los costes relacionados con dicha acción. 
Los costes asignados a la acción concertada podrán cubrir todos los costes directos 
ocasionados por la prestación de los servicios y una contribución adecuada a los costes 
comunes de la acción concertada y de otras actividades, en los términos que se prevean en 
las bases de cada convocatoria.

4. El importe abonado no podrá incluir ni beneficio industrial ni proporcionar beneficio 
alguno a las entidades ni a sus miembros. El acuerdo deberá prever mecanismos para 
garantizar el equilibrio entre la compensación y los gastos financiables, y corregir los 
desequilibrios que se produzcan con una periodicidad no superior a dos años. La entidad 
concertada tendrá la obligación de reembolsar cualquier compensación excesiva recibida.

5. La compensación de los costes del acuerdo concertado deberá ser suficiente para 
garantizar el sostenimiento de los servicios y cubrir los costes salariales del convenio 
colectivo sectorial que corresponda, así como los costes correspondientes de Seguridad 
Social.

6. Las entidades concertadas no podrán cobrar a las personas usuarias cantidad 
económica alguna por la prestación del servicio objeto de la acción concertada.

Artículo 30.  Tarifas, módulos o formas de cálculo.
1. La compensación de los costes a las entidades se hará mediante tarifas máximas y 

mínimas, módulos económicos u otras formas de cálculo que se determinen en las bases, 
que se aprobarán anualmente por el órgano concertante.

2. En la publicación de los acuerdos de acción concertada deberán incluirse las tarifas, 
módulos o formas de cálculo a las que se hace referencia el apartado anterior.

Artículo 31.  Incompatibilidad con subvenciones.
Los acuerdos de acción concertada supondrán la incompatibilidad en la concesión de 

cualquier tipo de subvención para la financiación de los concretos servicios objeto de la 
acción concertada.

Disposición adicional primera.  Aplicación del régimen de acción concertada a las 
Administraciones públicas de ámbito local.

1. Los órganos competentes de las entidades locales determinarán las prestaciones que 
pueden ser objeto de acción concertada, en el marco de las prestaciones a las personas de 
servicios de carácter social que desarrollen en ejercicio de sus competencias o en 
colaboración con el Principado de Asturias, de conformidad con la legislación de régimen 
local y lo previsto en esta ley.

2. Las entidades locales establecerán en el marco de su potestad de auto organización, 
la composición de la comisión de valoración a que se refiere el artículo 15, que estará 
formada por un mínimo de tres personas que deberán ser empleadas públicas de la propia 
entidad local que actúe como órgano concertante, o de la Administración del Principado de 
Asturias, o de otras entidades locales.
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Disposición adicional segunda.  Continuidad en la prestación de servicios.
La Administración concertante deberá disponer medidas para garantizar la continuidad 

de la prestación de los servicios a las personas por parte de las entidades que venían 
prestando aquellos servicios que se proponga concertar, a fin de garantizar la calidad y la 
continuidad en la atención de las personas, sin provocar desarraigo ni desproveer de una 
atención personalizada a las personas usuarias. Con esta finalidad, los acuerdos marco de 
plazas para personas con discapacidad y menores vigentes a la fecha de entrada en vigor 
de esta ley, se podrán prorrogar hasta la formalización de los acuerdos de acción concertada 
y en todo caso por un periodo máximo de doce meses.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogados expresamente los artículos 44 bis, 44 ter, 44 quáter, 44 quinquies, 

44 sexties, 44 septies, 44 octies, 44 nonies de la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 
24 de febrero, de Servicios Sociales.

2. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango en lo que 
contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 24 
de febrero, de Servicios Sociales.

El apartado 1 del artículo 44 de la Ley del Principado de Asturias 1/2003, de 24 de 
febrero, de Servicios Sociales, queda modificado en los términos siguientes:

«El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, puede organizar la 
prestación a las personas de los servicios sociales previstos en el catálogo de 
prestaciones o en su planificación autonómica, a través de las siguientes formas:

a) Gestión directa o con medios propios, que será la forma preferente.
b) Prestación de servicios a las personas por la Administración local, a través de 

cualesquiera de las fórmulas de colaboración y cooperación entre Administraciones 
públicas previstas en el ordenamiento jurídico.

c) Acuerdos de acción concertada con entidades de iniciativa social sin ánimo de 
lucro.

d) Gestión indirecta en el marco general de la normativa de contratación del 
sector público.»

Disposición final segunda.  Habilitación normativa y atribución de facultades de desarrollo.
Se habilita al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para dictar las 

disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de lo establecido en esta ley.

Disposición final tercera.  Régimen supletorio.
Tendrá carácter supletorio, respecto de lo no previsto en esta ley ni en las condiciones 

establecidas para cada acción concertada, la normativa sectorial en materia de servicios 
sociales y la legislación aplicable en materia de procedimiento administrativo y régimen 
jurídico del sector público.
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§ 6

Ley 2/2011, de 11 de marzo, para la igualdad de mujeres y hombres y 
la erradicación de la violencia de género. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 64, de 18 de marzo de 2011
«BOE» núm. 106, de 4 de mayo de 2011
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2011-7887

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente Ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas que contribuyan a 

garantizar la efectiva igualdad de derechos, trato y oportunidades entre mujeres y hombres y 
a promover la presencia equilibrada de unas y otros en los ámbitos público y privado del 
Principado de Asturias.

Con tal fin, se fomentará la colaboración entre todas las personas y entidades, públicas y 
privadas, que intervienen en las relaciones sociales desarrolladas en el Principado de 
Asturias, procurando que todas se rijan en el ejercicio de sus competencias y facultades por 
la aplicación transversal del principio de igualdad de trato y de oportunidades.

2. Del mismo modo es objeto de esta Ley la adopción de medidas integrales para la 
sensibilización, prevención y erradicación de la violencia de género, así como la protección, 
atención y asistencia a las víctimas y a sus hijos e hijas o personas sujetas a su tutela o 
acogimiento.

3. Las obligaciones y derechos establecidos en esta Ley serán de aplicación a toda 
persona, física o jurídica, que se encuentre o actúe en el territorio del Principado de Asturias, 
cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

[ . . . ]
TÍTULO I

Políticas públicas para la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres

CAPÍTULO I
Integración de la perspectiva de género en las políticas públicas

[ . . . ]
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Artículo 7.  Adecuación de estadísticas e investigaciones y estudios a la perspectiva de 
género.

1. Con la finalidad de garantizar de modo efectivo la integración de la perspectiva de 
género en su ámbito de actuación, en la elaboración de sus estudios y estadísticas, los 
poderes públicos del Principado de Asturias deberán:

a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida 
de datos que lleven a cabo.

b) Establecer e introducir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que 
posibiliten un mejor conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, 
condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres, su manifestación e 
interacción en la realidad que se vaya a analizar.

c) Diseñar e incluir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el 
conocimiento de la incidencia de otras variables cuya concurrencia resulte generadora de 
situaciones de discriminación múltiple en los diferentes ámbitos de intervención.

d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables 
incluidas puedan ser explotadas y analizadas en función de la variable de sexo.

e) Explotar los datos de que se dispone de modo que se puedan conocer las diversas 
situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los 
diferentes ámbitos de intervención.

2. Asimismo, los poderes públicos del Principado de Asturias promoverán las 
investigaciones y estudios sobre las causas y la situación de desigualdad por razón de sexo 
y la violencia de género y difundirán sus resultados, contemplando en ellos especialmente la 
situación de aquellos colectivos de mujeres sobre los que influyan múltiples factores de 
discriminación.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Acciones administrativas para la igualdad

[ . . . ]
Sección 3.ª Otras políticas públicas

[ . . . ]
Artículo 21.  La integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las 
políticas de bienestar social.

1. El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, integrará la perspectiva 
de género en el desarrollo de las políticas de bienestar social y adoptará las medidas 
oportunas para mejorar la calidad de vida de las mujeres de los colectivos desfavorecidos, 
así como para promover la integración de las que estén en riesgo de exclusión social.

2. Se establecerán actuaciones específicas para las mujeres de colectivos que se 
encuentran en situaciones de especial dificultad o vulnerabilidad, como pudieran ser, entre 
otras, las mujeres con discapacidad, las mujeres inmigrantes, las reclusas, las víctimas de la 
violencia de género y de la trata de mujeres con fines de explotación sexual, prestando una 
especial atención al colectivo de mujeres mayores dada su mayor vulnerabilidad.

3. La Administración del Principado de Asturias colaborará con aquellas organizaciones 
sin ánimo de lucro con experiencia y formación en materia de igualdad entre mujeres y 
hombres y violencia de género en el desarrollo de programas de atención a mujeres de 
colectivos especialmente vulnerables, así como con aquéllas que realicen programas que 
contribuyan a su inserción laboral.

4. Se impulsarán los servicios de cuidado de personas con la finalidad de promover la 
corresponsabilidad institucional.
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5. El Principado de Asturias desarrollará las actuaciones necesarias para la detección de 
situaciones de riesgo o existencia de violencia contra las mujeres a través de los servicios 
sociales.

6. Los servicios sociales de las Administraciones autonómica y local adoptarán un 
protocolo de atención a víctimas de la violencia de género en coordinación con el resto de 
servicios públicos implicados. Dicho protocolo formará parte del Protocolo 
Interdepartamental de Atención a Víctimas de la Violencia de Género.

7. Las políticas y planes que se desarrollen en el Principado de Asturias en materia de 
acceso a la vivienda incluirán medidas destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad 
entre mujeres y hombres.

8. El Principado de Asturias, en el ámbito de sus competencias, fomentará el acceso a la 
vivienda de las mujeres en situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las que 
hayan sido víctimas de violencia de género, en especial cuando en ambos casos tengan 
hijos o hijas menores exclusivamente a su cargo.

[ . . . ]
TÍTULO II

Igualdad de oportunidades en el empleo

CAPÍTULO I
Igualdad en el acceso al empleo

[ . . . ]
Artículo 31.  Políticas activas de empleo para la igualdad de oportunidades.

1. Las Administraciones Públicas asturianas, en el marco de sus respectivas 
competencias, integrarán la perspectiva de género en el diseño, ejecución, seguimiento y 
evaluación de las políticas activas de empleo, incluyendo y adoptando para tal fin las 
medidas y actuaciones necesarias.

2. En los programas de fomento del empleo se incluirán medidas destinadas a garantizar 
la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, superar las diferencias salariales por 
razón de género y combatir la segregación horizontal del mercado de trabajo.

3. En todos los casos previstos en los programas de fomento del empleo, la cuantía de 
las subvenciones se incrementará cuando la contratación se realice con mujeres de alguno 
de los colectivos beneficiarios según los citados programas.

4. En el diseño y ejecución de las políticas de empleo se incorporarán medidas 
específicas para las mujeres afectadas por varias causas de discriminación, con especial 
atención a las víctimas de la violencia de género.

5. El Servicio Público de Empleo del Principado de Asturias elaborará un protocolo de 
atención a víctimas de la violencia de género en coordinación con el resto de servicios 
públicos implicados. Este protocolo se incluirá dentro del Protocolo Interdepartamental de 
Atención a Víctimas de la Violencia de Género.

6. En el proceso de orientación laboral se informará a las mujeres demandantes de 
empleo de las posibilidades de acceder a ocupaciones o sectores de actividad con menor 
índice de empleo femenino, ofreciéndoles programas de reciclaje profesional.

7. Se garantizará la formación en materia de igualdad entre mujeres y hombres del 
personal que preste el servicio de orientación laboral.

[ . . . ]
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§ 7

Ley 3/2021, de 30 de junio, de Garantía de Derechos y Prestaciones 
Vitales. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 133, de 12 de julio de 2021

«BOE» núm. 190, de 10 de agosto de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-13685

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto garantizar la cobertura de las necesidades vitales de las 

personas que carezcan de los recursos suficientes en el ámbito del Principado de Asturias, 
así como promover la incorporación social y laboral de quienes se encuentren en situaciones 
de vulnerabilidad, mediante la creación de un Sistema Asturiano de Garantía de Derechos y 
Prestaciones Vitales, con la colaboración y participación de los concejos.

Artículo 2.  Objetivos de la ley.
En el marco de los principios generales del sistema público de servicios sociales del 

Principado de Asturias, son objetivos de la presente ley:
a) Establecer de manera efectiva los derechos vitales garantizados contemplados en 

esta ley para todas las personas que no dispongan, por sí mismas o en su unidad económica 
de convivencia independiente, de los recursos mínimos necesarios para una existencia 
acorde a la dignidad humana y alejada de la pobreza y la exclusión social, atendiendo a 
situaciones de especial vulnerabilidad que precisen una mayor atención, tales como 
presencia de menores de edad o personas con discapacidad, dificultades de acceso a una 
vivienda digna o a los servicios y suministros básicos o violencia de género.

b) Proporcionar a todos los menores tutelados por el Principado de Asturias la cobertura 
de sus necesidades vitales, contribuyendo con esta medida a la prioridad del acogimiento 
familiar sobre el acogimiento residencial.

c) Facilitar el acceso y permanencia indefinida en una vivienda digna y asequible, con el 
adecuado acceso a los suministros básicos.

d) Garantizar la equidad e igualdad en el acceso a las ayudas de emergencia social, 
mediante el establecimiento de unos criterios mínimos comunes.

e) Establecer cauces de coordinación y colaboración reales, eficaces y efectivos entre 
las Administraciones públicas competentes en la gestión de las prestaciones del sistema, de 
manera que se garanticen unas condiciones básicas en todo el territorio del Principado de 
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Asturias, así como el establecimiento de un nuevo mecanismo de financiación acorde a este 
fin.

f) Garantizar el derecho de las personas en situación de vulnerabilidad a los apoyos 
personalizados y la participación en programas integrales en materia de salud, vivienda, 
educación, formación y empleo que favorezcan su incorporación social y laboral.

TÍTULO I
Sistema Asturiano de Garantía de Derechos y Prestaciones Vitales

CAPÍTULO I
Estructura del Sistema

[ . . . ]
Artículo 4.  Principios del Sistema.

1. El Sistema se regirá por los principios generales propios del sistema público de 
servicios sociales.

2. Son principios específicos del Sistema los siguientes:
a) Igualdad y equidad: las Administraciones públicas competentes deberán procurar que 

el acceso a las prestaciones y a los instrumentos orientados a la incorporación social y 
laboral se realice de forma homogénea, garantizando un mínimo común y sin perjuicio de la 
aplicación de medidas de acción positiva orientadas a personas en situación de especial 
vulnerabilidad.

b) Cohesión social: se promoverá la colaboración de todos los agentes sociales, públicos 
y privados, así como de la ciudadanía, con el fin de promover la cohesión social a través de 
una mejor redistribución de rentas y de las medidas de incorporación social y laboral.

c) Doble derecho: las personas tendrán derecho tanto a acceder a medios económicos 
suficientes para hacer frente a las necesidades vitales como a disfrutar de apoyos 
personalizados orientados a la inclusión social y laboral.

d) Eficacia y celeridad: los procedimientos administrativos se regularán garantizando la 
obtención de los objetivos del Sistema con dinamismo y sin dilaciones injustificadas en su 
tramitación.

e) Atención preferente: los programas de empleo y formación profesional, salud, 
deshabituación de dependencias adictivas, compensación educativa, educación de personas 
adultas y acceso a la vivienda incluirán, entre las poblaciones de atención preferente, a los 
destinatarios del Sistema.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Elementos subjetivos del Sistema

[ . . . ]
Artículo 7.  Requisitos generales de las personas titulares y beneficiarias.

1. Podrán solicitar las prestaciones del Sistema las personas mayores de veinticinco 
años que, empadronadas y/o con residencia efectiva en el Principado de Asturias, en los 
términos que, para cada prestación del Sistema, se establezcan, reúnan los siguientes 
requisitos:

a) Ser nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea o transeúntes en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan, atendiendo siempre las situaciones de 
emergencia social, así como los emigrantes retornados y sus descendientes, en los términos 
establecidos en la presente ley.
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b) Quienes, no siendo nacionales de ningún Estado miembro de la Unión Europea, se 
encuentren en el Principado de Asturias, así como las personas refugiadas y apátridas, de 
acuerdo con lo que se disponga al respecto en los tratados internacionales y en la legislación 
sobre derechos y deberes de los extranjeros, sin perjuicio de lo que se establezca 
reglamentariamente para aquellas personas que se encuentren en situación de necesidad.

2. También podrán solicitar las prestaciones del Sistema las personas mayores de edad 
menores de veinticinco años que, cumpliendo el resto de requisitos exigibles, se encuentren 
en situación de orfandad absoluta, discapacidad en grado reconocido igual o superior al 
cuarenta y cinco por ciento, tengan menores o personas dependientes a su cargo, acrediten 
relación matrimonial o afectiva análoga y permanente, sean víctimas de violencia de género 
o concluyan su estancia en instituciones tutelares de menores por límite de edad, en 
instituciones de reforma de menores o en instituciones penitenciarias y cuenten en estos 
casos con informe social favorable de la Consejería competente en la materia.

3. En el supuesto de que en una misma unidad económica de convivencia independiente 
existieran varias personas que pudieran ostentar la condición de titular o persona 
beneficiaria, solo podrá concederse la prestación a una de ellas, teniendo preferencia la 
persona que ostente la patria potestad o, en su defecto, la que cuenta con menos ingresos.

4. Para el reconocimiento y concesión de las prestaciones no se exigirá estar al corriente 
de las obligaciones tributarias y con la seguridad Social, sin perjuicio de lo establecido en la 
normativa básica estatal que sea de aplicación, en los términos que se establezcan a lo largo 
de la presente ley para cada una de las prestaciones del Sistema.

5. Las personas extranjeras podrán acceder a las ayudas de emergencia social incluidas 
en el Sistema, independientemente de su situación administrativa, atendiendo a su 
consideración de prestaciones sociales básicas.

6. Para el caso de que en una unidad económica de convivencia independiente existan 
menores de edad, se requerirá, para el reconocimiento, concesión y pago de las 
prestaciones, la escolarización efectiva de los menores a su cargo.

[ . . . ]
TÍTULO II

Derechos vitales garantizados

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Complementos vitales

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 35.  Definición y naturaleza jurídica.
1. Los complementos vitales son prestaciones económicas adicionales al salario social 

básico cuyo fin es dar una mejor cobertura a aquellas unidades económicas de convivencia 
independiente que tienen una situación objetiva o subjetiva de mayor vulnerabilidad, debido 
a la existencia de menores, personas con dependencia o discapacidad o dificultades de 
acceso y mantenimiento en una vivienda digna.

2. Serán aplicables las disposiciones del capítulo I del presente título en materia de 
duración, devengo y pago, concesión y revisión, suspensión y extinción.

[ . . . ]
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Sección 3.ª Complemento vital por dependencia o discapacidad

Artículo 40.  Definición.
El complemento vital por dependencia o discapacidad es una prestación económica 

adicional al salario social básico destinada a aquellas unidades económicas de convivencia 
que incluyan personas dependientes o con discapacidad.

Artículo 41.  Requisitos específicos.
Podrán ser titulares del complemento vital por dependencia o discapacidad quienes 

tengan reconocido el derecho a percibir el salario social básico y pertenezcan a una unidad 
económica de convivencia independiente en la que existan personas que tengan reconocida 
la situación de dependencia o un grado de discapacidad igual o superior al cuarenta y cinco 
por ciento.

Artículo 42.  Importe.
El importe en concepto de complemento vital por dependencia o discapacidad se fijará 

anualmente en la Ley de Presupuestos Generales.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Medidas de incorporación social y laboral

[ . . . ]
Artículo 48.  Programa personalizado de incorporación social y laboral.

1. Con carácter general, para percibir el salario social básico será necesario acordar por 
escrito un programa personalizado de incorporación social y laboral en el plazo de tres 
meses desde la fecha de recepción de la notificación de su concesión.

2. Reglamentariamente se establecerán las circunstancias que, por razones de edad, 
dependencia, estado físico o similar, permitan exonerar de la obligación de suscripción del 
programa personalizado de incorporación social y laboral. Asimismo, reglamentariamente se 
fijarán las condiciones de homologación de los diferentes instrumentos de intervención social 
o laboral existentes por parte de las distintas Administraciones públicas competentes en la 
materia.

3. El programa personalizado de incorporación social y laboral recogerá los apoyos que 
la Administración facilitará, así como los compromisos de las personas beneficiarias en su 
itinerario de inserción personal, social y laboral, al objeto de prevenir el riesgo de exclusión 
de los miembros de la unidad económica de convivencia independiente.

4. Las acciones susceptibles de incluirse en este programa personalizado podrán ser:
a) Acciones que posibiliten el acceso a un puesto de trabajo, bien por cuenta ajena o 

mediante un proyecto de autoempleo.
b) Acciones que permitan la adquisición y desarrollo de habilidades y hábitos previos 

para la adquisición de nuevos conocimientos educativos y formativos.
c) Actividades específicas de formación, reglada o no, o que permitan adecuar el nivel 

formativo de base o las competencias profesionales a las exigencias del mercado laboral y 
del entorno productivo.

d) Acciones encaminadas a garantizar la escolarización efectiva de menores 
pertenecientes a la unidad económica de convivencia independiente.

e) Acciones encaminadas a promover la estabilidad personal, el equilibrio en la 
convivencia y la inserción y participación social, en especial en su entorno de vida cotidiana.

f) Acciones que faciliten el acceso al sistema general de salud, en especial en casos en 
que se requiera un tratamiento médico especializado o se requieran acciones específicas de 
deshabituación de adicciones.
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g) Acciones destinadas a facilitar el proceso de salida e inclusión social de menores 
acogidos en centros de protección, con enfermedad mental, o liberados de instituciones 
penitenciarias o centros de internamiento.

h) Acciones en el marco de la atención integral y asistencia a las mujeres víctimas de 
violencia, y cuantas resulten pertinentes para asegurar su plena integración sociolaboral y su 
protección frente al riesgo de pobreza o exclusión.

i) Acciones destinadas a capacitar digitalmente a las personas destinatarias en su 
relación con las Administraciones públicas o para el desarrollo pleno de su vida cotidiana, 
mediante el uso de nuevas tecnologías.

j) Cualesquiera otras acciones que faciliten la incorporación social y laboral.
5. Cuando no se aprecie riesgo de exclusión social, las medidas de incorporación social 

y laboral consistirán en el seguimiento de las medidas propuestas por el Servicio Público de 
Empleo del Principado de Asturias, en los términos en que se determine 
reglamentariamente.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Garantía para menores acogidos

[ . . . ]
Artículo 54.  Fijación del importe.

1. La cuantía de la garantía para menores acogidos cubrirá la cantidad necesaria para 
completar los recursos del menor hasta alcanzar, como mínimo, el importe fijado para el 
módulo básico del salario social básico.

2. La cuantía se incrementará en el mismo importe que se fije para el complemento vital 
para personas dependientes o con discapacidad en el caso de que el menor tenga 
reconocida la situación de dependencia o un grado de discapacidad superior al cuarenta y 
cinco por ciento.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Complemento a las pensiones no contributivas de la Seguridad Social

[ . . . ]
Artículo 60.  Fijación del importe.

1. El importe del complemento a las pensiones no contributivas cubrirá la cantidad 
necesaria para completar los recursos de la unidad económica de convivencia independiente 
hasta alcanzar la cuantía mensual garantizada que se fije para el salario social básico en su 
módulo básico, así como el complemento vital para personas dependientes o con 
discapacidad, en su caso.

2. La cuantía del complemento económico no podrá superar, en ningún caso, el límite 
fijado por la normativa estatal a estos efectos.

[ . . . ]
Disposición transitoria cuarta.  Contenido mínimo del programa municipal de acceso a la 
vivienda.

En tanto se determine reglamentariamente, el programa municipal de acceso a la 
vivienda deberá tener el siguiente contenido mínimo:

a) Una introducción en la que figuren las necesidades de vivienda asequible en su 
municipio y la enumeración de los principios básicos de la estrategia municipal para abordar 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 7  Ley de Garantía de Derechos y Prestaciones Vitales [parcial]

– 75 –



dichas necesidades, así como una relación de inmuebles, viviendas, medios físicos y 
económicos, públicos y privados, en su territorio para desarrollarla.

b) Una descripción de los colectivos o personas de atención prioritaria en materia de 
vivienda pública. Entre ellos, al menos deben figurar:

1.º Víctimas de violencia de género, residentes en Asturias.
2.º Personas o familias con lanzamiento judicial por ejecución hipotecaria o desahucio de 

alquiler de su vivienda habitual.
3.º Personas sin techo o sin alojamiento digno estable.
4.º Personas con discapacidad sobrevenida debidamente acreditada, con limitación 

funcional y siempre que existan barreras arquitectónicas no subsanables fácilmente.
5.º Personas liberadas de instituciones penitenciarias, que hubieran estado sometidas a 

tutela o provenientes de centros de tratamientos terapéuticos.
6.º Familias con menores a cargo.
c) Un sistema de baremación objetiva de las distintas circunstancias o prioridades de 

atención y que pueda ordenar por puntuación las solicitudes.
d) Un sistema de ajuste por idoneidad, en el que se tengan en cuenta el tamaño de la 

unidad económica de convivencia independiente con respecto al tamaño de la vivienda, el 
grado de accesibilidad de la vivienda y los problemas de movilidad de cualquier persona de 
la unidad económica de convivencia independiente, el grado de inclusión vecinal de la 
unidad económica de convivencia independiente con la vivienda y su entorno, u otras 
circunstancias análogas.

e) Una comisión de valoración de expedientes que realice propuestas de adjudicación 
cuando existan vacantes disponibles en el municipio.

f) Un sistema de transparencia para que cada persona o unidad económica de 
convivencia independiente conozca las viviendas propuestas para adjudicación, con qué 
puntuación y motivos fueron propuestas y su puntuación personal.

[ . . . ]
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§ 8

Ley 4/2015, de 6 de marzo, de atención integral en materia de drogas 
y bebidas alcohólicas

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 66, de 20 de marzo de 2015
«BOE» núm. 105, de 2 de mayo de 2015
Última modificación: 12 de julio de 2017

Referencia: BOE-A-2015-4847

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de atención integral en materia de drogas y bebidas alcohólicas.

PREÁMBULO

I
1. El problema de las drogas y de las bebidas alcohólicas se manifiesta con realidades 

cambiantes en el tiempo en cuanto a los tipos de sustancias psicoactivas, los modos de 
consumo, los contextos y la población afectada, así como a sus consecuencias sociales. Su 
corolario está en los cuantiosos daños a la salud de la población en términos de mortalidad, 
morbilidad y discapacidad. Por esa misma causa, la obligación pública de proteger mediante 
normas también adquiere vertientes diferentes en el tiempo, en función de la sensibilidad 
social, la capacidad de detección, la circulación, la reducción de riesgos y daños, los usos 
terapéuticos y no terapéuticos, los derechos de las personas consumidoras de drogas y de 
bebidas alcohólicas o de fenómenos nuevos como el botellón o las campañas de promoción 
de tabaco, bebidas alcohólicas y drogas dirigidas a los jóvenes.

2. El tabaco, las bebidas alcohólicas, la extensa psicofarmacología y las drogas ilegales 
son hoy las principales sustancias adictivas que generan preocupación social. Si bien, en las 
últimas décadas, la percepción pública sobre el tabaco ha ido cambiando, pasando de una 
aceptación sin cuestionamiento a un rechazo cada vez más generalizado, el tabaco aún 
sigue siendo la mayor causa evitable de muerte. No obstante, ese cambio de percepción, ha 
permitido impulsar medidas legislativas y preventivas y canalizar este rechazo, 
contribuyendo a una disminución importante de su uso.

3. Otras drogas, como la heroína, aparecieron en España en los años 80, en forma de 
una epidemia fatal, de rápida expansión, que diezmó una generación de jóvenes y llegó a 
poner a prueba todo el sistema de protección social y sanitario, incapaz de detenerla en los 
primeros años, para ir luego apagándose hasta casi desaparecer como fenómeno social, 
gracias a los múltiples esfuerzos realizados por los servicios públicos y por una parte 
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importante de la sociedad civil que se ha implicado en esta tarea, con frecuencia de forma 
heroica.

4. El consumo de otras sustancias, a menudo inducido por los usos sociales vinculados a 
formas y modas de disfrute del ocio, evoluciona hoy día en sentido contrario. Constituye así 
un motivo de preocupación el consumo inadecuado y excesivo de bebidas alcohólicas, la 
creciente aceptación social de los derivados del cannabis y la falsa percepción de su 
inocuidad, así como el consumo de otras drogas –las más conocidas las sintéticas– en 
proceso de renovación constante, ligadas al ocio y la diversión. También se produce, cada 
vez con mayor frecuencia, la utilización como drogas de algunos compuestos que, siendo 
autorizados para actividades y consumos perfectamente lícitos y sin relación alguna con su 
utilización como sustancias psicotrópicas, se utilizan como drogas de consumo, a veces con 
efectos demoledores. Entre ellas están fármacos anestésicos, productos químicos 
industriales o fertilizantes. Estas modas son cambiantes y de imprevisibles consecuencias, lo 
que justifica la alarma social que supone la aparición de estos nuevos consumos.

II
5. Esta ley aborda el problema social y sanitario derivado del uso y abuso de drogas y 

bebidas alcohólicas en base a los principios formulados en los sucesivos Planes sobre 
Drogas del Principado de Asturias y compartidos desde 1985 con el Plan Nacional sobre 
Drogas. En Asturias el Plan de Acción Regional sobre Toxicomanías planteó como objetivos 
la coordinación nacional, la cooperación internacional, la reducción de la oferta y de la 
demanda, la mejora del conocimiento y de la formación; en él se incluyeron medidas de tres 
tipos: preventivas, terapéuticas y de rehabilitación y reinserción social. Heredero de aquél, el 
actual Plan sobre Drogas para Asturias se basa en políticas de promoción de la salud, 
interdisciplinariedad y coordinación entre instituciones, asentado sobre los principios de 
atención bio-psico-social, normalización de la atención, evaluación permanente de la 
evidencia científica de las actuaciones y perspectiva de género.

6. En esta misma línea, los objetivos prioritarios de esta ley son la reducción de riesgos y 
daños causados por las drogas y las bebidas alcohólicas, a través de medidas de promoción 
de la salud y de prevención y la atención integral a las personas que usan drogas, mediante 
una oferta de calidad centrada en sus necesidades, la búsqueda de la incorporación social 
efectiva y el trabajo conjunto con la sociedad.

III
7. Como precedentes legales, el Código Penal de 1928 tipificó como falta la conducta de 

quienes, en establecimientos públicos, vendieren o sirvieren bebidas alcohólicas o 
permitieren la permanencia en dichos lugares a menores de dieciséis años. Junto a este tipo 
básico, más tarde se configuró con carácter agravado el ilícito consistente en ocasionar o 
agravar el estado de embriaguez de los menores, no omitiendo, tampoco, la referencia 
sancionadora al descuido o abandono de padres, tutores o guardadores de hecho.

8. Actualmente, la competencia de los poderes públicos para organizar y tutelar la salud 
pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios, 
fomentar la educación sanitaria, la educación física y el deporte, regulada en el artículo 43 
de la Constitución Española y en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y sus 
desarrollos normativos, fue base de nuevas normas, hasta llegar a la Ley 33/2011, de 4 de 
octubre, General de Salud Pública, que ampara un nuevo enfoque de las actuaciones de 
promoción y protección de la salud.

9. Son referentes también las leyes autonómicas sobre uso de drogas que, con carácter 
general y en el ámbito de las materias que forman parte de sus competencias, abordan 
numerosos aspectos relacionados con las drogodependencias y el consumo de bebidas 
alcohólicas. Además, las autonomías que aun no disponen de una ley de atención integral 
sobre la materia, también han regulado diversos temas relacionados y, muy especialmente, 
sobre bebidas alcohólicas y tabaco. La prevención es elemento capital en todas estas leyes, 
que establecen medidas para reducir tanto la demanda como la oferta de sustancias. Así, 
sobre la reducción de la oferta se establece en toda la legislación vigente una edad mínima 
de 18 años para el consumo de alcohol. Asimismo, la legislación estatal, en materias que 
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van desde las medidas contra el tabaquismo hasta la regulación de la actividad sanitaria de 
los Servicios de Prevención, está igualmente presente en esta ley.

10. En Asturias, la Ley del Principado de Asturias 5/1990, de 19 de diciembre, sobre 
prohibición de venta de bebidas alcohólicas a menores de dieciséis años supuso el primer 
hito protector de los menores frente al consumo de bebidas alcohólicas. El desarrollo 
legislativo en el Principado de Asturias abarcó también la regulación específica de los 
centros y servicios de atención socio-sanitaria a personas drogodependientes, la regulación 
de los centros y servicios de tratamiento con sustitutivos opiáceos, así como la creación del 
Consejo Asesor sobre drogodependencias, aunque existen otras normas vigentes que 
influyen o actúan sobre aspectos relacionados.

11. Los Tratados y Convenios de carácter internacional, así como las recomendaciones y 
directivas de la Unión Europea que afectan directamente a la legislación española son de 
obligada referencia. Cabe destacar, entre otras, el Convenio Marco de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) para el Control del Tabaco de Ginebra de 21 de mayo de 2003, y 
el Convenio de Viena sobre Sustancias Psicotrópicas de 21 de febrero de 1971, que incluye 
el listado de sustancias consideradas ilícitas, así como sus precursores. Además, en la 
presente ley se consideran muy especialmente las recomendaciones de la «Estrategia de la 
UE en materia de lucha contra la droga» y el «Plan de Acción Europeo para reducir el Uso 
Perjudicial del Alcohol 2012-2020» de la Organización Mundial de la Salud de la Región 
Europea.

IV
12. La ley se estructura en seis títulos y cincuenta y cinco artículos. El Título preliminar 

recoge las disposiciones generales, define el objeto y ámbito de la ley, los objetivos 
generales y las definiciones necesarias para una correcta interpretación del texto, 
delimitando el concepto de droga que se tendrá en cuenta para identificar las sustancias 
objeto de regulación. Se establecen también en este Título los principios rectores y el marco 
conceptual que inspira la norma, basada en la integralidad, transversalidad, normalización, la 
participación social, la equidad y la perspectiva de género.

13. Los derechos y deberes de los drogodependientes en materia de asistencia se 
inscriben en las normas del sistema de servicios, y se alude específicamente a aquéllos 
asociados a la condición de trastornos de la conducta para evitar, en el momento de su 
asistencia, el estigma y la discriminación injusta por razón de su propia condición adictiva. 
De modo recíproco se establecen algunas pautas de comportamiento para las personas 
consumidoras en cuanto a los deberes y obligaciones respecto a los servicios sociales y 
sanitarios.

14. El Título I, en consonancia con la consideración de la prevención como eje central 
del trabajo en drogodependencias, se dedica íntegramente a la prevención del consumo. La 
problemática de las adicciones vinculadas a usos sociales de gran aceptación como son las 
bebidas alcohólicas o los psicotrópicos, requiere de actuaciones transversales basadas en el 
principio de colaboración entre los servicios públicos y el compromiso de todos los agentes 
sociales, como las familias y las asociaciones, con el objetivo de generar cambios de 
conducta en la cultura de consumo, intensamente vinculada al disfrute del ocio. Los ámbitos 
de atención preventiva a nivel educativo, laboral y comunitario exigen una sólida cooperación 
entre instituciones y entre los diferentes organismos que intervienen en este campo. Se 
impulsará la cooperación institucional y con las asociaciones y ONGs para actuar 
coordinadamente frente a los daños que producen las drogas. La regulación que se 
establece parte de la base de que la disposición a solicitar, adquirir y consumir sustancias, 
se reducirá en la medida que se desplieguen actuaciones preventivas en todos los ámbitos 
posibles: comunitario, escolar, familiar, del ocio y el deporte, laboral, judicial y penitenciario.

15. Eje inspirador de esta ley para el papel de las familias es el concepto de parentalidad 
positiva, de acuerdo con la Recomendación Rec (2006) 19 del Comité de Ministros del 
Consejo de Europa a los Estados Miembros. Se trata de impulsar los valores de vinculación 
afectiva, el fortalecimiento de entornos estructurados, la estimulación y apoyo al aprendizaje 
escolar, el reconocimiento del valor de los hijos y su capacitación potenciando su percepción 
de que son agentes activos, competentes y capaces de cambiar las cosas e influir sobre los 
demás en una educación en valores que fije los límites del comportamiento.
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16. En cuanto a la prevención desde el control de la oferta, es decir, de la intervención 
sobre la disponibilidad y accesibilidad a las sustancias, la ley no incluye las denominadas 
drogas ilegales, ya que están sujetas al Código Penal y a la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de 
febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana. La prevención tiene por objeto evitar 
o, al menos, reducir el consumo de drogas y sus consecuencias, así como también evitar o, 
al menos, reducir el consumo abusivo e inadecuado de bebidas alcohólicas e impedir 
activamente su consumo y posesión por parte de menores de edad, para lo que es 
importante trabajar en herramientas de reducción de la demanda y de prevención del 
consumo de tales bebidas entre los menores de edad y de educación en un consumo 
moderado y responsable de las mismas en el caso de los adultos.

17. La ley se ocupa de regular la disponibilidad de aquellas sustancias que, estando 
definidas como drogas en esta norma, son de comercio e intercambio legal libre o sujeto a 
algunas restricciones.

18. Respecto al tabaco, la ley se remite a las limitaciones a la venta, consumo, 
publicidad y promoción del tabaco establecidas en la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de 
medidas sanitarias frente al tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y 
la publicidad de los productos del tabaco, a la que también se remite en lo que tiene que ver 
con los dispositivos electrónicos liberadores de nicotina.

19. Las recomendaciones de la comunidad científica señalan la prioridad de reducir el 
acceso de los jóvenes al consumo de bebidas alcohólicas y, a su vez, la evidencia constata 
la reducción de la mortalidad en el ámbito de los accidentes de todo tipo cuando se eleva la 
edad legal de consumo, lo que fundamenta la prohibición de la venta y consumo de bebidas 
alcohólicas a menores de 18 años, dejando sin efecto la Ley 5/1990 ya citada. Se regula, 
igualmente, la venta, la publicidad, el consumo y la promoción de dichas bebidas y su 
control, en particular por sus efectos sobre los jóvenes.

20. En materia de medicamentos, estupefacientes y psicotrópicos se regula la obligación 
de elaborar y proporcionar información actualizada a profesionales y ciudadanía sobre la 
utilización adecuada de medicamentos capaces de producir dependencia y el 
establecimiento de protocolos de detección de abuso de psicofármacos.

21. Asimismo, se prohíbe la venta, dispensación o publicidad de sustancias, que estando 
debidamente autorizadas para determinados usos y formas de administración, se vendan, 
dispensen o publiciten para otro uso o forma de administración que produzca efectos nocivos 
para la salud o cree dependencia, constituyendo un riesgo para la salud individual y 
colectiva.

22. En el Título II, sobre asistencia e incorporación social, se reconoce la igualdad 
efectiva en la atención sanitaria y social de las personas con drogodependencias respecto al 
resto de la población, de acuerdo con los principios expuestos y especialmente con la 
búsqueda permanente de la normalización. Se reconoce el carácter socio-sanitario de la 
atención que obliga a la colaboración entre los servicios asistenciales de la administración y 
la participación activa de la comunidad. La asistencia tiene por fin último la incorporación 
social normalizada de la persona drogodependiente, definiendo dicha incorporación como la 
plena integración en la sociedad, en condiciones de igualdad, como ciudadanos autónomos, 
proceso en que se requiere la cooperación de los servicios sociales, sanitarios, de empleo, 
educativos y otros.

23. En el Título III, referido a infracciones y régimen sancionador, bajo el principio de 
responsabilidad individual de los actos propios, se señalan las distintas personas 
responsables de las infracciones y, en particular, la responsabilidad solidaria de los 
representantes legales de los menores a efectos de la satisfacción pecuniaria de las multas 
derivadas de la infracción, así como la posibilidad de sustitución de la sanción económica 
por las medidas reeducadoras previstas en esta ley, en el caso de menores infractores. Se 
confirma así el carácter correctivo de las sanciones por conductas inapropiadas de los 
menores, siempre previo consentimiento de los padres o tutores y oído el menor, dejando 
clara la vocación reeducadora y promotora de salud de la norma. Por el contrario, se 
establecen sanciones de acuerdo a la gravedad, desde multa hasta, en su caso, el cierre 
temporal, total o parcial de los establecimientos infractores cuando se trate de adultos con 
plena capacidad de obrar en la venta, la publicidad o inducción al uso inadecuado de drogas 
o bebidas alcohólicas. Por último se establecen los ámbitos de competencia de inspección y 
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sanción, la consideración de agente de la autoridad del personal inspector y las tareas para 
las que está autorizado.

24. El Título IV, de la planificación sobre drogas y ordenación de centros y servicios, 
desarrolla las características del Plan sobre Drogas para Asturias, su naturaleza, 
elaboración, contenido y aprobación. Se establece en este Título la definición de centros y 
servicios socio-sanitarios para drogodependientes y se regulan sus condiciones de 
autorización y acreditación, actualizando las competencias de la Consejería competente en 
materia de sanidad para la autorización y acreditación de este tipo de centros y servicios.

25. Se dedica el Título V a la participación, información y fomento de la investigación y 
evaluación en materia de drogodependencias. En lo que se refiere a la participación 
comunitaria se recoge en esta ley el Consejo Asesor en materia de drogodependencias, 
creado y regulado por el Decreto 79/2006, de 29 de junio. Se establece asimismo el fomento 
de la participación ciudadana como parte de la política de drogodependencias a través de 
este organismo y de la colaboración con entidades y asociaciones del tercer sector.

26. El Observatorio sobre Drogas del Principado de Asturias, instancia que aglutina la 
información y la investigación en materia de drogodependencias, formará parte del 
Observatorio de Salud del Principado de Asturias, elaborando los indicadores, informes y 
análisis necesarios para orientar las políticas en esta materia y a los órganos que deberán 
llevarlas a cabo y proporcionando a la comunidad una visión de conjunto del fenómeno. 
También se promueve la actividad formativa en prevención de adicciones a las sustancias 
psicoactivas en todos los niveles de enseñanza y profesionales.

27. Finalmente, el Título VI, sobre financiación, prevé que los Presupuestos Generales 
del Principado de Asturias de cada ejercicio contemplen las dotaciones presupuestarias que 
financien las actividades reguladas en la ley, de acuerdo con las disponibilidades 
económicas. Así mismo, se prevé el carácter finalista de los ingresos correspondientes a las 
sanciones económicas tipificadas en la ley, que incrementarán las citadas dotaciones 
presupuestarias.

V
28. Resulta oportuno adecuar la normativa de nuestra Comunidad Autónoma al 

desarrollo de las actividades, planes y programas en esta materia, a la legislación existente, 
y a las directrices y recomendaciones internacionales, buscando recoger todos los aspectos 
que deben abordarse en este campo.

29. El Principado de Asturias tiene competencia para la regulación establecida en la 
presente ley de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía en sus artículos 
10.1.24, que otorga competencia exclusiva en materia de asistencia y bienestar social y 
actuaciones de reinserción social; 10.1.25, que reconoce competencia exclusiva en materia 
de protección y tutela de menores; 11.2, que establece la competencia de desarrollo 
legislativo en materia de sanidad e higiene y 11.4, desarrollo legislativo en materia de 
defensa del consumidor y del usuario.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta ley regula el conjunto de medidas y acciones dirigidas a la atención integral en 

materia de drogas y bebidas alcohólicas, incluyendo la promoción, la prevención, la 
asistencia y la incorporación social.

2. La ley se aplicará a las actuaciones individuales y colectivas, ya sean de carácter 
público o privado, en materia de drogodependencias y de consumo de bebidas alcohólicas 
que se desarrollen en el ámbito del Principado de Asturias.
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Artículo 2.  Competencias municipales.
1. En sus términos municipales, los ayuntamientos proveerán al cumplimiento de lo 

previsto en la presente ley en el ejercicio de las competencias reconocidas en la normativa 
básica de régimen local de la Ley General de Sanidad.

2. En todo caso, las autoridades municipales, además de ejercer labores de policía 
sanitaria y control de acceso por menores de dieciocho años a establecimientos en los que 
se dispensen bebidas alcohólicas, se ocuparán, a título de actividad concurrente con la 
desarrollada por la Administración autonómica, de la información y educación sanitaria de la 
población, adoptando cuantas medidas preventivas o restauradoras contribuyan a 
perfeccionar el objetivo de la presente ley.

3. Las autoridades municipales deberán suministrar a la Administración del Principado de 
Asturias la información que, sobre la situación existente en cada concejo, les sea solicitada, 
dentro de las competencias fijadas por la presente ley y en el respeto a los derechos 
fundamentales de las personas eventualmente implicadas.

Artículo 3.  Objetivos generales.
Son objetivos generales de la ley los siguientes:
a) Evitar o minimizar el consumo inadecuado de drogas y bebidas alcohólicas, así como 

la adquisición de conductas adictivas.
b) Retrasar la edad de inicio en el consumo de drogas y bebidas alcohólicas y evitarlo en 

menores de edad.
c) Disminuir los riesgos para la salud y reducir los daños que se deriven del consumo de 

drogas y bebidas alcohólicas.
d) Reducir los niveles de consumo de drogas y bebidas alcohólicas, mediante el control 

de la oferta y la disminución de la demanda y el fomento de estrategias educativas e 
informativas de prevención.

e) Mejorar la salud y calidad de vida de las personas adictas a sustancias psicoactivas.
f) Generar una conciencia social solidaria y participativa frente a las drogodependencias, 

mejorando las actitudes y comportamientos de la población.
g) Contribuir a la inserción social de las personas adictas a sustancias psicoactivas, 

mediante políticas activas.
h) Fomentar la participación comunitaria y el movimiento asociativo, promoviendo los 

programas de ocio saludable: culturales, deportivos, medioambientales y educativos.
i) Vigilar, controlar e inspeccionar el cumplimiento de la normativa vigente en esta 

materia.

Artículo 4.  Definiciones.
1. A efectos de la presente ley se entiende por:
a) Drogas: todas aquellas sustancias que introducidas en el organismo por cualquier vía 

son capaces de actuar sobre el sistema nervioso central, provocando una alteración física o 
psíquica, con capacidad de cambiar el comportamiento de la persona o de generar 
dependencia. Se incluyen también aquellos productos del comercio lícito cuando se usen 
para fines distintos de los autorizados, con el objeto de producir los efectos y consecuencias 
descritos de las drogas tales como los productos inhalantes, las colas, el óxido nitroso u 
otros.

b) Bebidas alcohólicas: se entiende por bebida alcohólica toda bebida con una 
concentración de etanol igual o superior al uno por ciento de su volumen. Las referencias a 
bebidas alcohólicas contenidas en esta ley responderán a esta definición.

c) Drogodependencia: adicción a una o más sustancias psicoactivas o alteración de la 
conducta caracterizada por el deseo fuerte, a veces insuperable, de obtener y consumir una 
o varias drogas; dicho deseo adquiere la máxima prioridad y puede acompañarse de un 
conjunto de manifestaciones fisiológicas, comportamentales y cognoscitivas.

d) Atención integral: conjunto de actuaciones de carácter biopsicosocial que se ofrecen a 
los pacientes, a las familias y a la comunidad, ya sean de promoción, prevención o 
asistencia e incorporación social, entendidas conforme a las siguientes definiciones:
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1.º Promoción de la salud: proceso destinado a proporcionar medios y herramientas para 
que las personas incrementen el control sobre su salud para mejorarla y que estudia las 
formas de favorecer una mejor salud en la población.

2.º Prevención: conjunto de actuaciones dirigidas a eliminar o modificar las condiciones 
asociadas al consumo de drogas y bebidas alcohólicas y a fomentar los entornos de 
protección.

3.º Asistencia: conjunto de servicios y actuaciones que se presta a las personas que 
sufren problemas causados por el consumo de drogas y bebidas alcohólicas. Los objetivos 
de la asistencia pueden ser la desintoxicación, deshabituación, disminución de riesgos y 
reducción de daños.

4.º Incorporación social: proceso dirigido a la integración plena de una persona en la 
sociedad como ciudadano responsable y autónomo.

5.º Evaluación: proceso de análisis de los indicadores establecidos sobre las actividades 
realizadas en la prevención, asistencia e incorporación social de las personas 
drogodependientes.

2. A los efectos del número 3º de la letra d) del apartado 1, se entiende por:
a) Desintoxicación: proceso terapéutico que tiene como objetivo la interrupción de la 

intoxicación producida por una sustancia psicoactiva exógena al organismo.
b) Deshabituación: conjunto de técnicas terapéuticas encaminadas al aprendizaje de 

habilidades y estrategias que permitan enfrentarse a los riesgos y problemas asociados al 
consumo de drogas y que tiene como finalidad el abandono del consumo y la desaparición 
de la dependencia.

c) Disminución de riesgos: intervenciones orientadas a modificar las conductas 
asociadas a efectos perjudiciales del uso de drogas.

d) Reducción de daños: intervenciones dirigidas a disminuir los efectos especialmente 
negativos del uso de drogas o de las patologías asociadas.

Artículo 5.  Principios rectores.
Son principios rectores de la presente ley los siguientes:
a) Responsabilidad pública y coordinación institucional de las intervenciones sectoriales 

necesarias para abordar la prevención, asistencia, inserción y control de las 
drogodependencias.

b) Normalización, dando respuesta a las distintas necesidades de atención desde la 
inclusión en los recursos comunitarios que la sociedad asturiana tiene para responder a los 
ciudadanos como son sanidad, educación, servicios sociales, policía y otros, evitando la 
estigmatización generada por rutinas o servicios exclusivos.

c) Intersectorialidad, cooperación y coordinación de todos los agentes que intervienen en 
la atención a las drogodependencias.

d) Efectividad y eficiencia, considerando la evidencia científica en las distintas 
intervenciones y su coste de oportunidad.

e) Participación, fomentando la necesidad de contar con los propios afectados y las 
distintas representaciones sociales del fenómeno en un marco de participación en salud 
imprescindible en la búsqueda de soluciones a las drogodependencias.

f) Carácter integral e interdisciplinar de la atención a las drogodependencias, 
contemplando las diferentes actuaciones sectoriales e institucionales en la ejecución y 
control de las intervenciones relacionadas con el consumo de drogas.

g) Promoción activa de estilos de vida saludables y de una cultura de salud dirigida a la 
prevención del consumo de drogas y/o bebidas alcohólicas, que incluya el rechazo al 
consumo perjudicial de drogas legales en adultos, a cualquier consumo de drogas ilegales y 
a cualquier tipo de consumo en menores, así como el fomento de actitudes y 
comportamientos de la sociedad respecto a las drogas que dificulten estos consumos, 
generando, además una conciencia solidaria de apoyo y asistencia a las personas con 
problemas de uso de drogas o de consumo de alcohol.

h) Enfoque bio-psico-social, considerando que las drogodependencias y otros trastornos 
adictivos conllevan alteraciones de la conducta con repercusiones en las esferas biológica, 
psicológica y social de la persona así como en la comunidad en la que vive.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 8  Ley de atención integral en materia de drogas y bebidas alcohólicas

– 83 –



i) Equidad en la salud, promoviendo el derecho de todas las personas a disfrutar de 
igualdad de oportunidades, en función de sus necesidades, para desarrollar y mantener su 
salud y eliminar las desigualdades injustas y evitables.

j) Perspectiva de género, como enfoque particular de la equidad que busca eliminar las 
desventajas o desigualdades existentes entre hombres y mujeres.

Artículo 6.  Derechos de las personas drogodependientes.
Las prestaciones en materia de atención a personas consumidoras de drogas o de 

bebidas alcohólicas garantizarán que, en toda actuación, gocen de los derechos individuales 
y colectivos reconocidos por el ordenamiento jurídico, especialmente:

a) A que se respete su dignidad humana, la autonomía de su voluntad, su intimidad y su 
personalidad, sin que puedan ser discriminadas por motivos de salud mental o física, raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole o condición personal, 
social o económica.

b) A la seguridad jurídica, incluyendo los mecanismos y vías para formular las quejas y 
reclamaciones que estime pertinentes y que éstas sean respondidas adecuadamente.

c) A la voluntariedad para iniciar y cesar un proceso terapéutico y a conocer las 
diferentes opciones terapéuticas y sus implicaciones.

d) A conocer el nombre del terapeuta al que esté asignado y el nombre y categoría 
profesional de todas las personas que intervengan en su tratamiento.

e) A no ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar, 
correspondencia o cualquier tipo de comunicación, o de agresiones contra su honor y su 
reputación.

f) A la participación activa propia o de la familia o responsables del paciente a lo largo de 
todo el proceso.

g) A la constancia por escrito o en soporte técnico adecuado de todo su proceso 
asistencial.

h) A que se le extienda certificación acreditativa sobre su situación de salud, así como 
sobre el tratamiento que esté recibiendo o haya recibido.

i) A prestar consentimiento informado y, en particular, si el tratamiento que se le aplique 
puede ser utilizado para un proyecto docente o investigación, que en ningún caso podrá 
comportar peligro adicional para su salud.

j) A obtener la información sobre servicios y recursos a los que puede acceder y los 
requisitos y exigencias que plantea su proceso o tratamiento.

Artículo 7.  Garantía de los derechos.
La Administración del Principado de Asturias garantizará los derechos de las personas 

drogodependientes y/o adictas a las bebidas alcohólicas su ejercicio en el ámbito de los 
servicios asistenciales, estableciendo como mínimo que:

a) Los centros y servicios sanitarios, sociosanitarios y sociales, públicos y privados, de 
atención a las personas con adicciones dispondrán de información sobre los derechos y 
deberes de los pacientes y hojas de reclamaciones y sugerencias en formatos que 
garanticen su accesibilidad, incluidos los medios electrónicos.

b) El ingreso de una persona en un centro o servicio de carácter específico vendrá 
precedido de la firma del correspondiente contrato terapéutico, en el que se reflejen con 
claridad los derechos y obligaciones a observar en el proceso de recuperación.

Artículo 8.  Deberes de las personas drogodependientes.
Las personas con adicciones a drogas y/o bebidas alcohólicas, en relación a los 

servicios sociales y sanitarios, tendrán las siguientes obligaciones:
a) Cumplir las normas generales de naturaleza sanitaria comunes a toda la población, 

así como las normas internas de los centros y servicios asistenciales.
b) Facilitar los datos sobre su estado físico o sobre su salud, así como colaborar en su 

obtención, cuando sean necesarios por razones de interés público o con motivo de la 
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asistencia recibida, sin perjuicio de la salvaguardia del derecho a su intimidad y el respeto a 
las normas de protección de datos.

c) Hacer un uso adecuado de las prestaciones ofrecidas por el sistema de servicios 
sanitarios y sociales, tanto en lo que se refiere a su utilización, como a los procedimientos de 
incapacidad temporal o permanente y prestaciones terapéuticas y sociales.

d) Respetar la dignidad, honor e integridad del personal de los centros asistenciales.
e) Cuidar las instalaciones y colaborar en el mantenimiento de la habitabilidad de las 

instituciones sanitarias.

TÍTULO I
De la prevención del consumo de drogas y bebidas alcohólicas

Artículo 9.  Alcance y objeto de la prevención.
1. La prevención tendrá por objeto evitar o, al menos, reducir el consumo de drogas sus 

consecuencias, a través de la disminución de la demanda, entendida como disposición a 
solicitar, adquirir y consumir drogas por parte de las personas, y del control de la oferta, 
entendida ésta como la accesibilidad y disponibilidad para la obtención y adquisición de las 
mismas con fines de tráfico comercial o consumo.

2. Asimismo, el alcance de la prevención prevista en esta ley es evitar o, al menos, 
reducir el consumo abusivo e inadecuado de bebidas alcohólicas, así como impedir 
activamente el consumo y la posesión de éstas por parte de menores de edad.

CAPÍTULO I
Medidas para la reducción de la demanda

Artículo 10.  Criterios de actuación.
1. Las actuaciones desarrolladas en materia de prevención del consumo de drogas y/o 

bebidas alcohólicas se enmarcan en el ámbito general de la promoción, la información y la 
educación para la salud, teniendo en cuenta la perspectiva de género en todos los ámbitos 
programados, para favorecer la equidad entre mujeres y hombres y conseguir sensibilizar a 
la población desde esta óptica.

2. La Administración del Principado de Asturias y las entidades locales, cada una en el 
ámbito de sus competencias, establecerán los procedimientos necesarios para una 
coordinación efectiva de las actividades preventivas que se desarrollen en un área sanitaria 
o zona de salud determinada mediante el trabajo en equipo de todos los dispositivos 
asistenciales, educativos, sociales y de las organizaciones de la sociedad civil en las 
actividades encaminadas a la promoción, prevención, tratamiento y rehabilitación, tanto 
individual como colectiva, de los residentes de la comunidad.

3. Se favorecerán las alternativas sociales y de ocio libres de drogas y bebidas 
alcohólicas y se potenciarán la sensibilidad social y responsabilidad individual sobre la propia 
salud y la de la comunidad.

4. Se promoverá el principio de parentalidad positiva, o comportamiento de los padres 
fundamentado en el interés superior del niño, que cuida y desarrolla sus capacidades, no es 
violento y proporciona el reconocimiento y la orientación necesaria e incluye el 
establecimiento y la fijación de límites al comportamiento del niño, para posibilitar su pleno 
desarrollo.

5. La Administración del Principado de Asturias y las entidades locales, cada una en el 
ámbito de sus competencias y de forma coordinada, procurarán un desarrollo urbano 
equilibrado que contribuya a la disminución de desigualdades en el acceso a los recursos y, 
especialmente, a la eliminación de focos de marginalidad social, con objeto de superar las 
condiciones que inciden en la aparición de dependencia a las drogas o a las bebidas 
alcohólicas y especialmente las desigualdades sociales que favorecen las mismas.
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Artículo 11.  Actuaciones en el ámbito comunitario.
1. Las actuaciones preventivas dirigidas al ámbito comunitario tendrán como objetivos:
a) Potenciar la implantación y desarrollo de programas de prevención que integren sus 

actuaciones en todos los niveles formales e informales y, en particular, escolar, sanitario, 
social, familiar, de ocio y tiempo libre, laboral, judicial y penitenciario, de forma coordinada 
entre todas las administraciones e instituciones afectadas, cada una en el ámbito de sus 
competencias.

b) Promover de forma prioritaria acciones preventivas dirigidas a la población infantil y 
juvenil.

2. Se potenciarán las actuaciones en materia de servicios sociales en el ámbito 
comunitario destinadas a intervenir sobre las condiciones y circunstancias sociales, 
económicas y culturales asociadas a la aparición de problemas de adicción a las drogas o a 
las bebidas alcohólicas, especialmente aquéllas destinadas a mejorar las condiciones de 
vida y superar los factores personales, familiares o sociales de marginación, incluyendo las 
desigualdades de género, que incidan en el consumo de drogas o bebidas alcohólicas.

Artículo 12.  Actuaciones en el ámbito educativo.
1. Se fomentará la colaboración entre la Administración del Principado de Asturias y las 

entidades locales, cada una en el ámbito de sus competencias, en la promoción de la salud y 
la prevención del consumo de drogas o bebidas alcohólicas en todas las etapas educativas.

2. En el marco del proyecto educativo de los centros de enseñanza existirán programas 
de educación para la salud que incorporen, a lo largo del proceso educativo, la prevención 
del consumo de drogas y bebidas alcohólicas y la promoción de estilos de vida saludables, 
adecuando sus contenidos a cada ciclo educativo. En el desarrollo de estos programas 
colaborarán las consejerías competentes en materia de educación, servicios sociales y 
sanidad.

3. Se fortalecerán las habilidades socio-afectivas y las competencias personales y 
sociales positivas que refuercen el rechazo hacia el consumo de drogas y bebidas 
alcohólicas.

4. Las actuaciones se dirigirán a toda la comunidad educativa, incluyendo alumnado, 
familiares y personal docente y de servicios, teniendo en cuenta las condiciones particulares 
de la comunidad donde el centro educativo esté localizado.

5. Se priorizarán las acciones que permitan prevenir el inicio del consumo, incidiendo 
sobre factores de riesgo, como pueden ser situaciones del alumnado con problemas 
específicos, y las actuaciones que permitan desarrollar estrategias de detección temprana 
del consumo de drogas o bebidas alcohólicas, en aquellos jóvenes que ya se han iniciado en 
el consumo.

6. Los centros educativos, en colaboración con la red sanitaria y social, desarrollarán 
programas de intervención socio-educativa y comunitaria con menores en riesgo psicosocial.

7. El sistema educativo deberá planificar los recursos materiales y didácticos que 
garanticen la prevención del consumo de drogas y bebidas alcohólicas tanto en su desarrollo 
curricular como en actividades extraescolares y complementarias.

8. Los programas educativos en materia de prevención de toxicomanías contemplarán 
los mecanismos que aseguren unos niveles de calidad adecuados. Dichos programas 
deberán ser evaluados para conseguir el cumplimiento de los fines para los que se 
implantan.

9. La Administración educativa pondrá en marcha un programa continuado de formación 
del profesorado en prevención del consumo de drogas y bebidas alcohólicas.

Artículo 13.  Actuaciones en el ámbito familiar.
1. Se impulsarán actuaciones preventivas dirigidas a las familias y, especialmente, en los 

términos del artículo 23 de la Ley 1/2003, de 24 de febrero, de Servicios Sociales, a aquéllas 
que precisan apoyo social para superar las condiciones familiares, sociales y laborales 
asociadas al mayor riesgo de consumo de drogas o bebidas alcohólicas, teniendo en cuenta 
la perspectiva de género.
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2. Dichas actuaciones preventivas se inspirarán en este ámbito en los principios de la 
parentalidad positiva: refuerzo afectivo, entorno estructurado para el menor, reconocimiento, 
capacitación, orientación y no violencia.

3. Serán objeto de especial atención preventiva aquellas familias en situación de 
necesidad, entre otras:

a) Las de padres adolescentes o primerizos con necesidades especiales.
b) Aquellas con dificultad para conciliar la vida familiar y laboral.
c) Las familias con personas dependientes a cargo o con hijos con necesidades 

especiales.
d) Las familias reconstituidas o en situaciones de divorcio cuyos conflictos de 

convivencia perjudican y alteran el desarrollo personal y social de los menores.
e) Las familias monoparentales en circunstancias de dificultad socioeconómica.
f) Las familias ubicadas en barrios con escasos espacios y oportunidades para las 

relaciones sociales y el ocio constructivo de los menores.
g) Las familias de población migrante con escasas relaciones sociales y escasa red de 

apoyo natural.
h) Las familias con hijos en la adolescencia con comportamientos antisociales y 

consumo de bebidas alcohólicas y drogas.
i) Las familias con menores en situaciones de absentismo, abandono y fracaso escolar.
j) Las familias con situaciones de violencia en la pareja, maltrato hacia los hijos, o donde 

son los padres o los abuelos los que sufren la violencia por parte de sus hijos menores o 
jóvenes.

k) Las familias con menores en las que alguno de sus miembros tenga problemas de 
alcoholismo o drogadicción.

4. La Administración del Principado de Asturias y las entidades locales, cada una en el 
ámbito de sus competencias, colaborarán en la planificación y ejecución de estas 
actuaciones.

Artículo 14.  Actuaciones en los ámbitos deportivo y de tiempo libre.
1. Con el objeto de prevenir el consumo de drogas y bebidas alcohólicas, se fomentarán 

modelos alternativos de uso del tiempo libre y prácticas deportivas saludables.
2. Se promoverá la colaboración con las federaciones deportivas y las organizaciones 

empresariales y sindicales del sector de los espectáculos públicos y de las actividades 
recreativas y deportivas para mejorar la formación del personal, a fin de dar respuestas 
adecuadas ante los problemas de abuso de drogas o de bebidas alcohólicas y aplicar 
medidas de prevención y reducción de riesgos.

Artículo 15.  Actuaciones en el ámbito judicial.
La Administración del Principado de Asturias, de acuerdo con los órganos competentes 

de la Administración de Justicia, desarrollará de forma prioritaria los siguientes programas en 
el ámbito judicial:

a) Atención, asesoramiento y seguimiento a personas con adicción a las bebidas 
alcohólicas y/o a las drogas en Juzgados y Tribunales.

b) Asesoramiento a Juzgados y Tribunales, Ministerio Fiscal y Policía Judicial en materia 
de adicción a las bebidas alcohólicas y/o a las drogas.

c) Control y seguimiento de toxicomanías en personas con programas sustitutivos de 
privación de libertad.

d) Formación de los profesionales del ámbito judicial en materia de adicción a las 
bebidas alcohólicas y/o a las drogas.

Artículo 16.  Actuaciones en el ámbito de la justicia juvenil.
La Administración del Principado de Asturias prestará, dentro de su ámbito de actuación, 

asistencia y asesoramiento a aquellos menores y jóvenes con problemas de adicción a las 
bebidas alcohólicas y/o a las drogas sobre los que la propia Comunidad Autónoma esté 
ejecutando una medida judicial o extrajudicial.
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En este sentido, se promoverá la articulación de protocolos o acuerdos de colaboración 
entre las Consejerías y organismos competentes en materia de salud, bienestar social y 
justicia, que incluirán como mínimo:

a) Apoyo al desarrollo de programas de educación para la salud, tanto en centros de 
responsabilidad penal de menores como en el ámbito de las entidades colaboradoras que 
desarrollen en cada momento los programas de ejecución de medidas judiciales y 
extrajudiciales a menores y jóvenes infractores en el Principado de Asturias.

b) Atención especializada en adicción a las bebidas alcohólicas y a las drogas, tanto en 
centros de responsabilidad penal de menores como en el ámbito de las entidades 
colaboradoras que desarrollen en cada momento los programas de ejecución de medidas 
judiciales y extrajudiciales a menores y jóvenes infractores en el Principado de Asturias.

c) Atención a la demanda de cumplimiento por parte de los menores de medidas 
judiciales y extrajudiciales que impliquen la realización por el infractor de programas de 
prevención y tratamiento de deshabituación de tóxicos, realización de tareas 
socioeducativas, tratamientos ambulatorios o asistencia a centros de día o a aquellos que se 
consideren más adecuados.

Artículo 17.  Actuaciones en el ámbito penitenciario.
La Administración del Principado de Asturias prestará, dentro de su ámbito de actuación, 

asistencia y asesoramiento a personas con adicción las bebidas alcohólicas y/o a las drogas 
internadas en sus distintos grados en las instituciones penitenciarias existentes en el 
Principado de Asturias, a través del establecimiento de las medidas de colaboración 
oportunas con la Administración Penitenciaria. En este sentido se promoverá la adopción de 
convenios de colaboración entre ambas administraciones que podrán incluir, entre otras 
actuaciones, las siguientes:

a) El desarrollo de programas libres de bebidas alcohólicas y de drogas y otros 
programas en unidades terapéuticas y educativas dentro del centro penitenciario.

b) La implantación de programas de educación para la salud en los centros dependientes 
de instituciones penitenciarias en el Principado de Asturias.

Artículo 18.  Actuaciones en el ámbito laboral.
1. La Administración del Principado de Asturias desarrollará e impulsará programas de 

formación, detección precoz, asistencia, inserción laboral e investigación en materia de 
adicción a las bebidas alcohólicas y/o a las drogas, dirigidos a los servicios de prevención de 
riesgos laborales, con el fin de implantar programas de promoción de la salud en el trabajo y 
propiciar entornos laborales libres de drogas y bebidas alcohólicas.

2. La Administración del Principado de Asturias trabajará conjuntamente con el resto de 
organismos competentes en materia sanitaria y laboral en la Comunidad Autónoma, 
impulsando la realización de programas de atención y de inserción laboral en materia de 
adicción a las bebidas alcoholicas y/o a las drogas, dirigidos a la población trabajadora, al 
personal directivo y a las estructuras y organizaciones de representación patronal y sindical. 
En este sentido, serán criterios prioritarios:

a) Crear el clima favorecedor para que la adicción a las bebidas alcohólicas y/o a las 
drogas o las patologías derivadas de su consumo no sean un instrumento de discriminación 
en el medio laboral.

b) Establecer programas de formación continuada, en colaboración con las 
organizaciones empresariales, sindicales y servicios de prevención de riesgos laborales.

c) Favorecer la detección temprana y la intervención precoz para evitar el uso de drogas 
y bebidas alcohólicas que produzcan alteración en el trabajador con riesgo para su salud o la 
de terceros.

d) Facilitar, desde el medio laboral, el acceso de las personas con adicción a las bebidas 
alcoholicas y/o a las drogas a los servicios especializados.

e) Utilizar el propio medio laboral, como mecanismo útil de deshabituación de consumo 
de drogas y bebidas alcohólicas.
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3. Se priorizarán las acciones sobre el consumo de bebidas alcohólicas y de tabaco y se 
tendrán en cuenta aquellos sectores y actividades o condiciones laborales en los que el 
consumo de sustancias tenga un mayor riesgo para la persona trabajadora u otras personas.

4. La Administración del Principado de Asturias trabajará conjuntamente con el resto de 
organismos competentes en materia sanitaria y laboral en la Comunidad Autónoma, 
impulsando la presencia de esta materia en la negociación colectiva y, muy especialmente, 
las medidas tendentes a la conservación del empleo y a la reducción de las causas de la 
incapacidad temporal o permanente producida por las drogas y/o las bebidas alcohólicas.

5. Los programas ocupacionales, tales como las escuelas taller o los talleres de empleo, 
incorporarán igualmente acciones en esta materia.

CAPÍTULO II
Medidas para el control de la oferta

Sección 1.ª Venta, consumo, publicidad y promoción de las bebidas 
alcohólicas

Artículo 19.  Prohibiciones a la venta y consumo de bebidas alcohólicas.
1. Se prohíbe la venta o suministro de bebidas alcohólicas a menores de 18 años.
2. Se prohíbe el consumo de bebidas alcohólicas por menores de 18 años.
3. A los efectos del presente artículo no exonerará de responsabilidad el consentimiento 

de compra, suministro o consumo otorgado por padres, madres o tutores, ni la autorización 
escrita para ello. Incurrirán en responsabilidad las personas mayores de edad que induzca a 
un menor al consumo de bebidas alcohólicas.

4. Se prohíbe el consumo de bebidas alcohólicas por el personal de los centros 
sanitarios, sociales o educativos, públicos o privados, durante su jornada de trabajo.

Artículo 20.  Medidas de control de la venta, suministro, publicidad o consumo de bebidas 
alcohólicas en espacios de uso público.

1. No se permite la venta, suministro, publicidad o consumo de bebidas alcohólicas en:
a) Centros y establecimientos sanitarios tanto públicos como privados.
b) Centros educativos, tanto públicos como privados. No obstante, en los centros 

universitarios y escuelas superiores estará permitida la venta o suministro de bebidas 
alcohólicas para su consumo en los lugares autorizados al efecto.

c) Centros de asistencia a menores de 18 años, tanto públicos como privados.
d) Centros de esparcimiento, ocio y deporte cuando se realicen actividades 

específicamente destinadas a menores de 18 años, salvo los lugares expresamente 
habilitados al efecto.

e) Centros de las administraciones públicas, salvo en los lugares autorizados al efecto.
f) Centros de atención socio-sanitaria, públicos o privados, salvo los lugares 

expresamente habilitados al efecto.
g) Centros específicos de atención socio-sanitaria a personas drogodependientes.
h) Centros de trabajo, salvo los lugares expresamente habilitados al efecto.
2. Todos los establecimientos habilitados para la expedición de bebidas alcohólicas 

deberán hacer constar, mediante el correspondiente cartel, situado en lugar perfectamente 
visible, la prohibición de venta de bebidas alcohólicas a menores de 18 años y de su 
consumo por éstos. Reglamentariamente se determinarán sus dimensiones y contenido.

La misma obligación compete a los propietarios de establecimientos de alimentación, 
que deberán situar la mencionada indicación en las inmediaciones de los lugares donde se 
encuentren los productos alcohólicos.

3. Queda prohibida la venta y suministro de cualquier producto que imite los envases de 
bebidas alcohólicas específicamente dirigido a menores de 18 años.

4. Las máquinas expendedoras de venta y suministro de bebidas alcohólicas han de 
contar con los mecanismos adecuados de activación o puesta en marcha por la persona 
responsable del establecimiento para impedir el acceso a menores de 18 años.
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Dichas máquinas expendedoras deben contar con la información explícita de la 
prohibición de venta a menores de 18 años y estar situadas en el interior de los locales en un 
lugar que permita la vigilancia directa y permanente de su uso por parte del titular del local, 
no pudiendo ubicarse en las áreas anexas o de acceso previo a los locales, como las zonas 
de cortavientos, pórticos, pasillos de centros comerciales, vestíbulos, distribuidores, 
escaleras, soportales o lugares similares que puedan ser parte del inmueble pero no 
constituyen propiamente el interior del establecimiento.

Las máquinas expendedoras de bebidas alcohólicas no podrán ubicarse en los locales, 
centros, establecimientos o lugares en los cuales esté prohibido la venta o el consumo de 
bebidas alcohólicas.

Artículo 21.  Limitaciones a la publicidad de bebidas alcohólicas.
Los periódicos y revistas editados y distribuidos específicamente, las emisiones de radio 

y televisión desde los centros emisores situados, los folletos y otros soportes físicos gráficos 
o sonoros distribuidos y la publicidad estática situada, en todos los casos, en el Principado 
de Asturias, estarán sometidos a las siguientes limitaciones, sin perjuicio de las establecidas 
por la normativa específica de publicidad:

a) Queda prohibida cualquier publicidad dirigida específicamente a embarazadas o 
menores de 18 años en la que se induzca, directa o indirectamente, al consumo de bebidas 
alcohólicas.

b) Queda prohibido el uso de imágenes, voz y sonidos de menores de 18 años en la 
publicidad, promoción y patrocinio de bebidas alcohólicas.

c) No se sugerirá que el consumo de estas bebidas contribuye al éxito social, sexual o 
mejora en el rendimiento físico o deportivo, ni se le atribuirán propiedades terapéuticas.

d) Queda prohibida la difusión entre menores de edad, directamente o por cualquier 
medio, de propaganda de bebidas alcohólicas, marcas, empresas elaboradoras o locales de 
degustación de las mismas.

e) Se prohíbe la publicidad de marcas, objetos o productos que por su denominación, 
vocabulario, grafismo, modo de presentación o cualquier otra causa, puedan derivar directa 
o indirectamente en publicidad de bebidas alcohólicas dirigidas a menores de 18 años.

f) Se prohíbe la publicidad de bebidas alcohólicas en cualquier tipo de soporte de 
titularidad pública o ubicado en terrenos de titularidad pública, ya sea digital, audiovisual o 
físico, como vallas publicitarias, marquesinas, mupis, mobiliario urbano o publicaciones. Esta 
prohibición no afectará a la publicidad de bebidas cuya graduación no supere los veinte 
grados centesimales, sin perjuicio de que, en el caso de tratarse de publicidad exterior, la 
misma ha de situarse, además, a más de doscientos metros del perímetro de centros 
educativos de enseñanza infantil, primaria y secundaria o de centros sociales destinados al 
apoyo a personas con problemas de alcoholismo.

g) La Administración del Principado de Asturias promoverá la celebración de acuerdos 
de autocontrol y autolimitación de la publicidad de bebidas alcohólicas en el ámbito de las 
empresas, productores o sus asociaciones, distribuidoras de dichos productos, así como con 
los anunciantes, agencias y medios de publicidad que operen en su territorio, en orden a 
lograr los objetivos de la presente ley.

Artículo 22.  Limitaciones a la promoción de bebidas alcohólicas.
1. No podrá realizarse promoción de bebidas alcohólicas dirigidas específicamente a 

menores de 18 años.
2. En las visitas a bodegas, lagares o plantas de producción o embotellado de bebidas 

alcohólicas no se podrá vender, suministrar ni ofertar a los menores de 18 años ninguna 
bebida alcohólica. De acceder a dichos lugares, los menores deberán acudir acompañados 
de personas mayores de edad, responsables de los mismos por razones familiares, legales o 
docentes.

3. Se prohíbe la promoción del consumo de bebidas alcohólicas en establecimientos, 
locales y demás espacios autorizados para su consumo, mediante prácticas incitadoras del 
consumo abusivo, como los concursos de resistencia alcohólica, el ofrecimiento de 
consumiciones a precios inferiores a los que correspondan según la carta de precios de los 
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establecimientos, locales o instalaciones u otros supuestos análogos. No se consideran 
incluidas en esta prohibición las celebraciones privadas, aunque se celebren en 
establecimientos, locales y demás espacios autorizados para el consumo de bebidas 
alcohólicas, siempre que, en este caso, se hubiera contratado de forma íntegra el servicio de 
hostelería y no se ofrezca a terceros por parte de los organizadores la venta de 
consumiciones de bebidas alcohólicas.

4. No estará sujeta a limitaciones la promoción económica de los productos con 
denominación de origen u otras figuras de protección oficial, cuando estén dirigidas al ámbito 
industrial, al comercio al por mayor, al fomento de la producción o a la difusión en ferias 
mercantiles o eventos vinculados al desarrollo del mercado de estos productos, siempre que 
se respete lo expresado en el artículo 20 y en los apartados 1, 2 y 3 del presente artículo.

Sección 2.ª Venta, consumo, publicidad y promoción de tabaco y dispositivos 
electrónicos de nicotina

Artículo 23.  Regulación.
1. Las limitaciones a la venta, consumo, publicidad y promoción del tabaco serán las 

establecidas en la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al 
tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los 
productos del tabaco, o normativa básica que la sustituya.

2. En cuanto al consumo, venta, suministro, publicidad y promoción de dispositivos 
susceptibles de liberación de nicotina se estará a las previsiones establecidas al respecto en 
la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo y reguladora 
de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los consumos del tabaco.

Sección 3.ª De las limitaciones aplicables a otras sustancias

Artículo 24.  Control de medicamentos, estupefacientes y sustancias psicotrópicas.
1. La Administración del Principado de Asturias elaborará y proporcionará información 

actualizada a los profesionales y a la ciudadanía sobre la utilización adecuada de 
medicamentos capaces de producir dependencia.

2. Al objeto de reducir el consumo de psicotrópicos los servicios sanitarios deberán 
establecer protocolos de usos y de detección de abuso de psicofármacos, incorporando 
medidas en relación con la sobreprescripción a colectivos de riesgo y la cronificación de los 
tratamientos.

Artículo 25.  Control de otras sustancias adictivas o nocivas.
1. Los productos que contengan sustancias adictivas no se podrán presentar de manera 

que por su color, forma, grafismo u otras circunstancias puedan atraer especialmente la 
atención de los menores de 18 años.

2. Queda prohibida la venta, dispensación o publicidad de sustancias, que estando 
debidamente autorizadas para determinados usos y formas de administración, se vendan, 
dispensen o publiciten para otro uso o forma de administración que produzca efectos nocivos 
para la salud o cree dependencia. A estos efectos en el ámbito del Principado de Asturias se 
prohíbe la venta, la dispensación y la publicidad para el consumo por inhalación de óxido 
nitroso (ON2).

3. A los mismos efectos se prohíbe la venta o dispensación a menores de 18 años de los 
productos definidos en el artículo 4.1 a) de la presente ley, excepto a mayores de 16 años 
que acrediten su uso profesional.

4. La Consejería competente en materia de sanidad determinará reglamentariamente la 
relación de las sustancias a las que se refiere el presente artículo, en función de la 
información disponible sobre usos y abusos con fines psicotrópicos de cualquier tipo de 
sustancia.
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TÍTULO II
De la asistencia e incorporación social

CAPÍTULO I
La asistencia

Artículo 26.  Igualdad en la asistencia.
La atención sanitaria y social a las personas adictas a drogas y/o bebidas alcohólicas se 

proporcionará en condiciones iguales al resto de la población, de acuerdo a sus necesidades 
y a los niveles de prestaciones existentes en la red de servicios sociales y de salud.

Artículo 27.  Criterios de prestación de la asistencia.
La asistencia se prestará de acuerdo con los siguientes criterios:
a) La prestación asistencial buscará en todo momento la normalización, entendiendo por 

tal la realización de la misma dentro de los dispositivos comunes a todo el sistema sanitario y 
social, evitando la aplicación de procedimientos que impliquen excepcionalismo o 
estigmatización de los pacientes, con las salvedades que las características de este tipo de 
asistencia requiera.

b) La Administración del Principado de Asturias desarrollará programas específicos 
dirigidos a la población con adicción a sustancias psicoactivas de alta cronicidad y máximo 
riesgo sanitario, incluidos los relacionados con la comorbilidad.

c) Los programas se basarán en la atención integral, incluirán los tratamientos avalados 
por la evidencia científica y considerarán, de manera prioritaria, actividades de educación 
sanitaria y consejo a personas usuarias de drogas y/o adictas a las bebidas alcohólicas en 
situación de incorporación social.

d) Se prestará especial atención a las situaciones de emergencia social, apoyando los 
programas que trabajen objetivos mínimos de socialización.

e) La Administración del Principado de Asturias, dentro del marco de la cartera de 
servicios del Servicio de Salud del Principado de Asturias, fomentará la implantación de 
nuevas técnicas y programas terapéuticos y de integración social que puedan contribuir a la 
mejora de la efectividad de la asistencia, de acuerdo con el conocimiento científico 
actualizado e independiente.

f) La asistencia se prestará de forma coordinada entre las diferentes consejerías con 
competencias en materia sanitaria, social, de formación y de empleo.

g) Para la prestación de la asistencia se buscará la participación activa de la comunidad 
en las distintas fases de la asistencia e integración social de las personas con adicciones.

Artículo 28.  Niveles de asistencia.
1. La prestación de la asistencia sanitaria en materia de drogas y bebidas alcohólicas a 

la población atendida por el Sistema Nacional de Salud se realizará por el Servicio de Salud 
del Principado de Asturias, en el marco de su cartera de servicios, directamente o a través 
de instituciones o entidades con quienes concierte esa asistencia.

2. Los centros y servicios prestadores de asistencia sanitaria en materia de uso de 
drogas o adicción a las bebidas alcohólicas proporcionarán servicios de desintoxicación, 
deshabituación, reducción de daños, incluyendo tratamiento sustitutivo, o atención a las 
complicaciones orgánicas y psíquicas y a las urgencias derivadas del consumo de tales 
sustancias.

3. A través del establecimiento de las medidas de colaboración oportunas con la 
Administración Penitenciaria, el Servicio de Salud del Principado de Asturias proporcionará 
en los centros penitenciarios atención especializada de acuerdo a las necesidades de las 
personas internas afectadas por adicción a sustancias psicoactivas.

4. La Administración del Principado de Asturias, de acuerdo con los órganos 
competentes de la Administración de Justicia y de la Administración Penitenciaria, podrá 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 8  Ley de atención integral en materia de drogas y bebidas alcohólicas

– 92 –



atender la demanda de cumplimiento de penas en centros terapéuticos y de cumplimiento de 
penas de trabajo en beneficio de la comunidad.

Artículo 29.  Formas de cooperación y colaboración.
La Administración del Principado de Asturias podrá apoyar los programas de 

desintoxicación, deshabituación, disminución de riesgos, reducción de daños y objetivos 
intermedios de otras administraciones públicas o entidades del tercer sector, a través de las 
formas de cooperación y colaboración previstas en el ordenamiento jurídico.

Artículo 30.  Actuaciones de asistencia sanitaria ante el consumo de drogas y/o bebidas 
alcohólicas en personas menores de edad.

1. Los centros y servicios de asistencia ordinaria y urgente dispondrán de protocolos, 
normas y herramientas para la detección del consumo de riesgo de bebidas alcohólicas, 
tabaco y drogas y para la actuación preventiva correspondiente.

2. En el ámbito de la atención primaria de salud se desarrollarán actividades de 
promoción, prevención y educación para la salud, dirigidas a modificar o potenciar hábitos y 
actitudes que conduzcan a formas de vida saludables y a promover conductas positivas en 
relación con las drogas para reducir o eliminar los riesgos de salud específicos y fomentar 
los autocuidados, incluyendo:

a) Información y asesoramiento sobre conductas o factores de riesgo y sobre estilos de 
vida saludables.

b) Actividades socio educativas y de consejo sobre hábitos que comporten riesgos para 
la salud, como el uso de tabaco, bebidas alcohólicas y sustancias adictivas.

3. En estrecha colaboración con los servicios de atención primaria de salud, corresponde 
a los servicios de salud mental:

a) El diagnóstico y tratamiento de conductas adictivas, incluidos alcoholismo y otras 
drogodependencias.

b) El diagnóstico y tratamiento de las conductas adictivas cuando se presenten 
asociadas con otros trastornos psicopatológicos, en infancia y adolescencia, reforzando las 
conductas saludables.

c) La información y asesoramiento a las personas vinculadas al drogodependiente, 
especialmente a los responsables legales.

4. Los centros y servicios sanitarios informarán y recabarán la presencia de padres, 
tutores o guardadores legales cuando atiendan a un menor de edad con motivo de una 
intoxicación etílica o del abuso de drogas legales o ilegales y les proporcionarán el 
asesoramiento necesario.

5. A los menores atendidos por intoxicación etílica o por abuso de drogas en los servicios 
de urgencia se les realizará una evaluación integral, implicando a sus responsables legales. 
Esta evaluación incluirá una valoración psicológica que asegure la continuidad de su 
atención tras el alta siempre que se considere necesaria.

Artículo 31.  Garantías sociales en la asistencia.
Con el objeto de facilitar el acceso de personas en situaciones sociales complejas a los 

programas de desintoxicación, deshabituación y reducción de daños en centros 
especializados, se establecen las siguientes garantías:

a) El ingreso en un centro especializado no conllevará la suspensión de ninguna 
subvención, ayuda o prestación de carácter social de la Administración del Principado de 
Asturias de la que pudiera ser beneficiario.

b) Cuando el ingreso implique la pérdida de los recursos económicos de una unidad 
familiar que genere una situación de emergencia social, se podrán solicitar las prestaciones 
contempladas en el sistema público de servicios sociales, de acuerdo con su normativa 
específica.
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c) Los recursos sociales y sanitarios se coordinarán especialmente para la atención de 
las necesidades de las personas con familiares a cargo que deban ingresar en un centro 
especializado.

CAPÍTULO II
La incorporación social

Artículo 32.  Incorporación social.
1. La incorporación social de las personas que sufren adicciones a drogas y/o bebidas 

alcohólicas es el objetivo final del proceso que debe estar presente desde su inicio en la fase 
asistencial.

2. Corresponde a la Administración del Principado de Asturias y a las entidades locales, 
cada una en el ámbito de sus competencias, la prevención de las causas que producen la 
marginación social y la desigualdad de las personas drogodependientes o alcohólicas, así 
como de las que limitan el desarrollo de una vida autónoma de dichas personas.

3. Corresponde al sistema de servicios sociales, de acuerdo con la Ley 1/2003, de 24 de 
febrero, de Servicios Sociales, la cobertura de las situaciones de necesidad social, la 
prevención de la exclusión social y el desarrollo de acciones dirigidas a la incorporación 
social de las personas adictas a sustancias psicoactivas.

4. Se impulsará la coordinación entre los recursos asistenciales y de incorporación social 
para conseguir la continuidad del itinerario terapéutico y de las intervenciones sectoriales 
necesarias para la inserción.

5. Se tendrá en cuenta la perspectiva de género en todo el proceso de incorporación 
social y, en particular, en situaciones de personas drogodependientes o alcohólicas con hijos 
a cargo o mujeres víctimas de violencia de género, se articularán las medidas de 
coordinación necesarias para atender su especial problemática.

6. La Administración del Principado de Asturias, de acuerdo con los órganos 
competentes de la Administración de Justicia y de la Administración Penitenciara, podrá 
facilitar procesos de incorporación en programas de centros de día, pisos de inserción u 
otros a personas afectadas por adicción a las drogas y/o las bebidas alcohólicas sometidas a 
alguna medida judicial o penitenciaria.

7. Para facilitar la incorporación en el mundo laboral de las personas dependientes de 
drogas o alcohol, se desarrollarán medidas dirigidas a la mejora de su ocupabilidad y, en 
especial, las siguientes:

a) Planes de formación.
b) Planes personalizados de inclusión social.
c) Desarrollo de los aspectos personales para la ocupación.
d) Información profesional para el empleo.
e) Formación en técnicas de búsqueda activa de empleo.
8. Con este mismo fin se impulsarán acuerdos entre organizaciones empresariales y 

sindicatos para considerar la drogodependencia como un problema de salud y facilitar la 
posibilidad de rehabilitación del afectado y la reserva de su puesto de trabajo una vez 
finalizado el tratamiento. Asimismo, se potenciará el desistimiento del ejercicio de las 
potestades disciplinarias que reconoce la legislación laboral en los casos de abusos de 
drogas y alcohol.

TÍTULO III
De las infracciones y sanciones

Artículo 33.  Infracciones.
1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley será objeto de 

las correspondientes sanciones administrativas, previa instrucción del oportuno expediente, 
sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir.
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2. Las infracciones cometidas por incumplimiento de la normativa sobre venta, 
suministro, publicidad y consumo de productos del tabaco se sancionarán de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al 
tabaquismo y reguladora de la venta, suministro, el consumo y la publicidad de los productos 
del tabaco.

3. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido ya sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho y 
fundamento.

4. Cuando, a juicio de la Administración, la infracción pudiera ser constitutiva de delito o 
falta, el órgano administrativo dará traslado al Ministerio Fiscal y se abstendrá de proseguir 
el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no se haya pronunciado.

5. Las infracciones administrativas en el ámbito de las materias reguladas en la presente 
ley se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 34.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves las acciones u omisiones siguientes:
a) El consumo de bebidas alcohólicas por menores de 18 años.
b) Permitir el consumo de bebidas alcohólicas por menores de 18 años por parte del 

titular de un establecimiento o local en que no esté prohibida su venta o dispensación, 
cuando el consumo se realice en el interior del local o en las terrazas o espacios asociados a 
su actividad, en los supuestos en que se hubieran dispensado a un mayor de edad, siempre 
que éste no sea el responsable legal del menor.

c) El consumo de bebidas alcohólicas por mayores de 18 años en lugares en los que 
esté prohibido.

d) El consumo de bebidas alcohólicas por personal que preste servicios en centros 
sanitarios, educativos o sociales durante su jornada de trabajo.

e) La venta, suministro o dispensación a menores de 18 años de cualquier producto que 
imite los envases de bebidas alcohólicas.

f) Carecer del cartel en lugar visible advirtiendo la prohibición de venta de bebidas 
alcohólicas a menores de 18 años y de su consumo por éstos.

g) Carecer las máquinas expendedoras de bebidas alcohólicas de información explícita 
de la prohibición de venta de bebidas alcohólicas a menores de 18 años.

h) La oposición a facilitar información o la falta de colaboración con la actuación de 
control de las Administraciones Públicas que perturbe o retrase la misma, pero que no 
impida o dificulte gravemente su realización.

i) El incumplimiento de los requerimientos específicos realizados por la autoridad 
sanitaria.

j) Todas aquéllas que se cometan por negligencia y no conlleven un perjuicio directo para 
la salud individual o colectiva.

Artículo 35.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves las acciones u omisiones siguientes:
a) La venta, suministro o dispensación de bebidas alcohólicas a menores de 18 años. No 

obstante, se calificará como infracción leve el suministro de bebidas alcohólicas a menores 
por parte de un menor de 21 años que haya facilitado su compra o dispensación 
amparándose en su mayoría de edad, por razones de amistad.

b) La inducción a beber de un adulto sobre un menor
c) La venta o dispensación de bebidas alcohólicas en los lugares en que esté prohibida.
d) La ubicación de máquinas expendedoras de bebidas alcohólicas en lugares no 

autorizados.
e) No disponer, las máquinas expendedoras de bebidas alcohólicas, del mecanismo 

adecuado de activación o puesta en marcha por el responsable del establecimiento, o que 
aquél no funcione correctamente.

f) El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en la presente ley 
sobre publicidad o promoción de bebidas alcohólicas.
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g) La oposición a facilitar información así como el suministro de la misma a sabiendas de 
su inexactitud o la falta de colaboración con la actuación de control de las Administraciones 
Públicas, cuando impida o dificulte gravemente su realización.

h) El incumplimiento o transgresión de las medidas cautelares adoptadas por las 
Administraciones Públicas o la resistencia a su ejecución.

i) El incumplimiento reiterado de los requerimientos específicos que se formulen por las 
autoridades sanitarias.

j) La venta, dispensación o publicidad de sustancias que, estando debidamente 
autorizadas por la normativa vigente para determinados usos y formas de administración se 
vendan o dispensen para otro uso o forma de administración, al objeto de que produzcan los 
efectos y consecuencias descritos para las drogas.

k) La reincidencia en la comisión de infracciones leves, en los últimos doce meses.
l) Todas aquellas que contravengan lo dispuesto en esta ley y conlleven un riesgo o 

perjuicio para la salud individual o colectiva.

Artículo 36.  Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves las acciones u omisiones siguientes:
a) La venta o dispensación de bebidas alcohólicas a menores de 18 años que genere un 

daño grave e inmediato para la salud del menor.
b) La negativa absoluta a facilitar información o prestar colaboración a los servicios de 

inspección y control.
c) La organización de pruebas de resistencia alcohólica.
d) La reincidencia en la comisión de infracciones graves, en los últimos cinco años.
e) El incumplimiento consciente y deliberado de los requisitos, obligaciones o 

prohibiciones establecidas en esta ley, siempre que ocasione alteraciones, riesgos o 
perjuicios graves para la salud individual o colectiva.

Artículo 37.  Personas responsables.
1. De las diferentes infracciones será responsable su autor, entendiendo por tal la 

persona física o jurídica que cometa los hechos tipificados como tales.
2. Asimismo, y en función de las distintas infracciones, también serán responsables de 

las mismas los titulares de las entidades, centros, locales o establecimientos en los que se 
cometiese la infracción; el explotador de la máquina expendedora; el beneficiario de la 
publicidad o promoción, entendiendo por tal tanto al titular de la marca o producto anunciado 
como al titular del establecimiento o espacio en el que se exhibiese la publicidad, así como, 
en su caso, la empresa publicitaria y el patrocinador.

3. Cuando sea declarada la responsabilidad de los hechos cometidos por un menor, 
responderán solidariamente con él sus padres, tutores, acogedores y guardadores legales o 
de hecho por este orden, en razón al incumplimiento de la obligación impuesta a éstos que 
conlleva un deber de prevenir la infracción administrativa que se impute a los menores. La 
responsabilidad solidaria vendrá referida a la pecuniaria derivada de la multa impuesta. 
Previo el consentimiento de las personas referidas y oído el menor, podrá sustituirse la 
sanción económica de la multa por las medidas reeducadoras previstas en esta ley.

Artículo 38.  Sanciones.
1. Las infracciones tipificadas en la presente ley darán lugar a la imposición de las 

siguientes sanciones:
a) Multa.
b) Suspensión temporal de la actividad y/o, en su caso, cierre temporal, total o parcial, 

del establecimiento, centro, servicio, local o empresa, con una duración máxima de cinco 
años.

2. La imposición de las anteriores sanciones podrá llevar consigo la consecuencia 
accesoria consistente en el decomiso de las mercancías u objetos directamente relacionados 
con los hechos constitutivos de la infracción.
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3. Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador 
serán compatibles con la exigencia a las personas responsables de la reposición al estado 
originario de la situación alterada por la infracción, así como con la indemnización de daños 
y perjuicios derivados de la misma, al objeto de reparar los daños o perjuicios ocasionados 
por la infracción.

Artículo 39.  Servicios a la comunidad y programas socioeducativos.
Las sanciones de multa impuestas a menores de 18 años como consecuencia de 

infracciones por consumo de bebidas alcohólicas o tabaco podrán sustituirse, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 37.3, por:

a) Realización de servicios a la comunidad o participación en programas socioeducativos 
contemplados en las correspondientes ordenanzas municipales.

b) Participación en intervenciones o programas socioeducativos previstos en el marco de 
los servicios sanitarios, educativos o sociales públicos o concertados.

Artículo 40.  Graduación de las sanciones.
Para la determinación de la cuantía de las multas y la aplicación de las demás 

sanciones, el órgano competente atenderá a los siguientes criterios de graduación:
a) Riesgo o perjuicio generado para la salud.
b) Grado de culpabilidad o intencionalidad.
c) Que la infracción se dirija contra menores de edad.
d) Alteración e incidencia social producidas.
e) Cuantía del beneficio obtenido.
f) Capacidad económica de la persona infractora.
g) Posición de la persona infractora en el mercado.
h) Grado de colaboración con la administración.
i) Reiteración y reincidencia.

Artículo 41.  Cuantía de las sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de hasta 600 euros.
2. Las infracciones graves serán sancionadas con multas desde 601 euros hasta 10.000 

euros.
3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa desde 10.001 hasta 

600.000 euros y/o cierre temporal, total o parcial, del establecimiento, centro, local o 
empresa, por un periodo de hasta cinco años.

Artículo 42.  Otras medidas.
1. No tendrán la consideración de sanción la clausura o el cierre de los establecimientos, 

centros y servicios que no dispongan de las preceptivas autorizaciones o registros o de cuya 
actuación se derive riesgo para la salud de la población, así como la suspensión del 
funcionamiento o la prohibición de las actividades que se lleven a cabo, hasta que se 
subsanen los defectos o se cumplan los requisitos establecidos. La adopción de tales 
medidas en la Administración del Principado de Asturias corresponderá al Consejero 
competente en materia de sanidad.

2. Si como consecuencia de la acción inspectora se apreciase razonablemente la 
existencia de un riesgo para la salud o la seguridad de las personas, la Consejería 
competente en materia de sanidad podrá adoptar cautelarmente las medidas a que hacen 
referencia los artículos 26 y 31.2 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.

Artículo 43.  Prescripción.
1. Las infracciones a que se refiere la presente ley calificadas como leves prescribirán al 

año; las calificadas como graves, a los dos años, y las calificadas como muy graves, a los 
tres años. En los mismos plazos prescribirán las sanciones.
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2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 
la infracción se hubiera cometido.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable.

4. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

5. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado más de 
un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 44.  Competencias de inspección y sanción.
1. Sin perjuicio de las competencias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

corresponde a la Consejería competente en materia de sanidad y a las entidades locales la 
realización de las inspecciones necesarias para asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en 
esta ley, en sus respectivos ámbitos competenciales de actuación.

2. El personal que tenga encomendadas las funciones de inspección tendrá la 
consideración de agente de la autoridad cuando ejerza tales funciones y, acreditando si es 
preciso su identidad, está autorizado para:

a) Entrar libremente y sin previa notificación, en cualquier momento, en todo centro o 
establecimiento sujeto a esta ley.

b) Proceder a las pruebas, investigaciones o exámenes necesarios para comprobar el 
cumplimiento de esta ley y de las normas que se dicten para su desarrollo.

c) Tomar o sacar muestras, en orden a la comprobación del cumplimiento de lo previsto 
en esta ley y en las disposiciones que se dicten para su desarrollo.

d) Realizar cuantas actuaciones sean precisas, en orden al cumplimiento de las 
funciones de inspección que desarrollen.

3. La Administración del Principado de Asturias será competente para sancionar las 
infracciones en materia de bebidas alcohólicas u otras sustancias adictivas o nocivas 
previstas en esta ley y las infracciones en materia de tabaco.

4. Las entidades locales podrán imponer sanciones por infracciones calificadas como 
leves o graves cometidas por incumplimiento de lo establecido en la presente ley en materia 
de bebidas alcohólicas, previa delegación de la correspondiente competencia por la 
Administración del Principado de Asturias, en los términos previstos en la legislación de 
régimen local.

La iniciación de los procedimientos y la imposición de sanciones serán comunicadas por 
las entidades locales a la Consejería competente en materia de sanidad para evitar la 
duplicidad de sanciones por los mismos hechos y en virtud de los mismos intereses públicos 
tutelados.

5. La iniciación del procedimiento sancionador podrá ser ordenada en la Administración 
del Principado de Asturias por el Consejero competente en materia de sanidad, el Secretario 
General Técnico de dicha Consejería o el Director General con competencia en materia de 
drogodependencias.

6. La competencia en la Administración del Principado de Asturias para la resolución de 
los procedimientos sancionadores incoados en las materias que regula la ley corresponde:

a) Al Director General competente en materia de drogodependencias, para la imposición 
de sanciones por infracciones calificadas como leves.

b) Al Consejero competente en materia de sanidad para la imposición de sanciones por 
infracciones calificadas como graves o muy graves.

Artículo 45.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento sancionador se ajustará, con carácter general, a los principios y 

disposiciones contenidos en las normas vigentes en materia sancionadora y, con carácter 
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particular, a las prescripciones establecidas en el Reglamento del procedimiento sancionador 
general vigente en la Administración del Principado de Asturias.

TÍTULO IV
De la planificación sobre drogas y de la ordenación de centros y servicios

Artículo 46.  Plan sobre Drogas para Asturias: naturaleza y contenido.
1. El Plan sobre Drogas para Asturias es el instrumento básico para la planificación, 

ordenación de los recursos y coordinación de las actuaciones en materia de 
drogodependencias que se lleven a cabo en el ámbito territorial del Principado de Asturias.

2. El Plan sobre Drogas para Asturias tendrá el siguiente contenido mínimo:
a) Análisis de la problemática sobre drogas y bebidas alcohólicas, aproximación 

epidemiológica a su consumo.
b) Criterios básicos de actuación.
c) Objetivos generales y específicos por área de actuación.
d) Programas de intervención.
e) Vigencia y calendario de actuaciones.
f) Mecanismos de control y seguimiento para la evaluación de sus actuaciones.
g) Recursos necesarios para alcanzar los objetivos del Plan.

Artículo 47.  Elaboración y aprobación del Plan sobre Drogas para Asturias.
1. Corresponde a la Consejería competente en materia de sanidad la elaboración del 

Plan sobre Drogas para Asturias de acuerdo con los principios señalados en esta ley.
2. En su elaboración se considerarán las directrices del Plan Nacional sobre Drogas y 

tendrán participación las administraciones públicas, entidades privadas e instituciones que 
desarrollen actuaciones en materia de drogas en el Principado de Asturias, así como el 
Consejo Asesor en materia de drogodependencias.

3. El Plan sobre Drogas para Asturias será aprobado por el Consejo de Gobierno a 
propuesta de la Consejería competente en materia de sanidad y remitido a la Junta General 
del Principado de Asturias a los efectos previstos en su Reglamento.

Artículo 48.  Centros y servicios de atención socio-sanitaria a personas drogodependientes.
1. Se consideran centros y servicios de atención socio-sanitaria a personas 

dependientes de drogas y/o bebidas alcohólicas aquellos que realicen actividades de 
orientación, desintoxicación, deshabituación, rehabilitación y reinserción de las mismas, o 
cualesquiera otras medidas tendentes a mejorar su estado físico, psicológico y social.

2. Para su funcionamiento será precisa la obtención de la correspondiente autorización. 
Los centros o servicios, previamente autorizados, que reúnan los niveles de calidad 
establecidos reglamentariamente podrán obtener la correspondiente acreditación, que les 
habilitará para el establecimiento de conciertos con la Administración del Principado de 
Asturias y, en su caso, para la obtención de subvenciones de la misma. El otorgamiento de 
las autorizaciones y acreditaciones corresponde al Consejero competente en materia de 
sanidad, previo informe de la Dirección General competente en materia de 
drogodependencias.

3. Por decreto del Consejo de Gobierno se regularán los requisitos y condiciones de 
autorización y acreditación de los citados centros y servicios, así como el procedimiento para 
su otorgamiento, registro, modificación, ampliación, renovación y revocación. En el caso de 
que los centros o servicios presten atención en régimen de internamiento y no dispongan de 
personal sanitario propio, deberán acreditar documentalmente el sistema mediante el cual 
quede garantizada la asistencia sanitaria a los residentes.

4. Para la celebración de convenios o conciertos con la Administración del Principado de 
Asturias tendrán una consideración preferente las entidades u organizaciones sin ánimo de 
lucro que trabajen en el cumplimiento de los fines perseguidos por esta Ley.
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Artículo 49.  Centros y servicios de tratamiento con opiáceos a personas dependientes.
Por decreto del Consejo de Gobierno se regularán las condiciones y requisitos que 

deben reunir los centros y servicios de tratamiento con opiáceos a personas dependientes 
de éstos, radicados en el territorio del Principado de Asturias, así como su régimen de 
acreditación o autorización.

TÍTULO V
De la participación, de la información, de la investigación y de la evaluación

Artículo 50.  Consejo Asesor en materia de drogodependencias.
1. El Consejo Asesor en materia de drogodependencias es el órgano colegiado de 

carácter consultivo de la Administración del Principado de Asturias en materia de drogas y 
bebidas alcohólicas, en el que participarán las administraciones públicas y los grupos 
sociales, profesionales y técnicos relacionados con la prevención, asistencia e integración 
social de las personas dependientes.

2. En el ejercicio de su actividad el Consejo Asesor en materia de drogodependencias 
promoverá la colaboración y cooperación con las entidades privadas del tercer sector y 
procurará un diálogo permanente entre las administraciones públicas y la iniciativa social, 
fomentando la sensibilización y la intervención sobre el fenómeno de las adicciones a drogas 
y/o bebidas alcohólicas en los distintos ámbitos relacionados con esta problemática.

3. El Consejo Asesor se adscribe a la Consejería competente en materia de sanidad. Su 
composición, organización y funcionamiento se regularán por decreto del Consejo de 
Gobierno.

Artículo 51.  Obligación de informar.
Las entidades y profesionales que presten atención en materia de adicciones a drogas 

y/o bebidas alcohólicas en el Principado de Asturias tendrán la obligación de suministrar a la 
Consejería competente en materia de sanidad los datos que obtengan como resultado de 
sus actividades, a los efectos de control y vigilancia epidemiológica, en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

Artículo 52.  Observatorio sobre Drogas y adicción a las bebidas alcohólicas del Principado 
de Asturias.

1. El Observatorio sobre Drogas y adicción a las bebidas alcohólicas del Principado de 
Asturias integrará la información y el análisis sobre el fenómeno de las drogodependencias y 
formará parte del Observatorio de Salud para Asturias.

2. Los objetivos básicos del Observatorio sobre Drogas del Principado de Asturias serán:
a) Disponer de los datos contrastados, para la formulación y la ejecución de políticas, 

programas y proyectos relacionados con las drogas y las bebidas alcohólicas.
b) Servir de barómetro permanente de la situación de los consumos de drogas y bebidas 

alcohólicas existentes en nuestra región, de su evolución o tendencias en el tiempo y de las 
consecuencias que de los mismos se deriven.

c) Establecer la comunicación y coordinación con otras instancias de ámbito 
internacional, europeo, estatal o autonómico en materia de información sobre adicción a 
sustancias psicoactivas.

d) Elaborar y mantener indicadores fiables y sensibles, así como criterios de evaluación 
de las políticas, planes y programas implementados en el marco del Plan sobre Drogas para 
Asturias.

e) Proporcionar a la comunidad una visión de conjunto del fenómeno de las 
drogodependencias y la dependencia del alcohol, recopilando de todos los agentes 
implicados la información que éstos posean.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 8  Ley de atención integral en materia de drogas y bebidas alcohólicas

– 100 –



Artículo 53.  Evaluación.
1. La Administración del Principado de Asturias evaluará los programas ejecutados en el 

marco del Plan sobre Drogas para Asturias, así como aquellos otros que, realizados por 
otras entidades públicas o privadas, tengan incidencia en materia de drogas y alcohol, en los 
términos previstos, en su caso, en el correspondiente acuerdo, convenio u otro instrumento 
de colaboración.

2. La evaluación abarcará, dentro de los recursos y conocimientos disponibles, el análisis 
de la estructura, el proceso y los resultados de la actividad. Incluirá en todo caso las 
recomendaciones para modificar la actividad con el fin de obtener una mejora de la misma.

Artículo 54.  Investigación y formación.
En el marco de la presente ley, la Administración del Principado de Asturias promoverá la 

actividad investigadora y formativa, en sus vertientes de pregrado, postgrado y formación 
continuada, de todos los profesionales y agentes sociales implicados en la materia.

TÍTULO VI
De la financiación

Artículo 55.  Compromisos presupuestarios.
1. Los Presupuestos Generales de la Comunidad del Principado de Asturias habrán de 

contemplar, para cada ejercicio económico, las dotaciones presupuestarias que, con arreglo 
a las disponibilidades económicas de cada ejercicio, se destinen a ejecutar las actividades 
reguladas en esta ley y que sean de su competencia.

2. Los ingresos que se produzcan por la imposición de sanciones tipificadas en esta ley 
generarán un crédito por la misma cuantía en la dotación presupuestaria prevista en el 
apartado 1 de este artículo, destinados a la prevención, asistencia e integración de las 
personas drogodependientes, a aquellos programas de salud pública relacionados con este 
colectivo y a las demás actividades previstas en la presente ley.

Disposición adicional.  Referencias a la Administración del Principado de Asturias.
Las referencias a la Administración del Principado de Asturias contenidas en la presente 

ley comprenderán también a los organismos, empresas y entes públicos integrantes de su 
sector público, de acuerdo con el artículo 4 del texto refundido del régimen económico y 
presupuestario, aprobado por el Decreto Legislativo del Principado de Asturias 2/1998, de 25 
de junio, en los casos en que se hubieran descentralizado en los mismos las 
correspondientes competencias o funciones.

Disposición derogatoria.  
1. Queda derogada la Ley del Principado de Asturias 5/1990, de 19 de diciembre, sobre 

prohibición de venta de bebidas alcohólicas a menores de dieciséis años.
2. Asimismo, quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a 

lo dispuesto en la presente ley.

Disposición final primera.  Desarrollo normativo.
1. Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y aplicación de la presente ley.
2. En el plazo de seis meses la Consejería competente en materia de sanidad definirá 

las características y contenido de la señalización a que hace referencia el artículo 20.2.
3. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la Ley se establecerá 

reglamentariamente la relación de sustancias adictivas o nocivas a que hace referencia el 
artículo 25.4.
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Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
1. La presente ley entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el Boletín Oficial 

del Principado de Asturias.
2. Se exceptúa de lo dispuesto en el apartado anterior los artículos 20.4, 21.c) y 21.f) que 

entrarán en vigor al año de la publicación de la presente ley en el Boletín Oficial del 
Principado de Asturias.
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§ 9

Ley 5/2018, de 22 de junio, sobre derechos y garantías de la dignidad 
de las personas en el proceso del final de la vida. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 154, de 4 de julio de 2018
«BOE» núm. 181, de 27 de julio de 2018
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2018-10580

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta ley tiene por objeto la regulación de los derechos que corresponden a las 

personas en el proceso del final de su vida, entendido como aquella situación en que la 
persona se encuentre en situación grave e irreversible, terminal o de agonía, que padezca 
un sufrimiento refractario, sea fruto de una enfermedad progresiva o de un proceso súbito. 
Asimismo, regula los deberes del personal del ámbito sanitario y social que atienden a la 
persona durante el proceso del final de su vida y las garantías que los centros e instituciones 
sanitarias y de servicios sociales en los que se presta asistencia sanitaria están obligados a 
proporcionar, tanto a las personas enfermas como a los profesionales, con respecto al 
mencionado proceso.

2. La presente ley se aplicará, dentro del ámbito de la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias, a las personas que se encuentren en el proceso del final de su vida o 
que afronten decisiones relacionadas con dicho proceso, ya sea en su domicilio, lugar de 
residencia o en un centro o institución sanitaria o social, a sus familiares y representantes, al 
personal implicado en su atención sanitaria, tanto de Atención Primaria como Hospitalaria, 
así como a los centros e instituciones sanitarias y de servicios sociales en los que se presta 
asistencia sanitaria, públicos o privados, y a las entidades aseguradoras que presten sus 
servicios en el Principado de Asturias.

Artículo 2.  Principios rectores.
Los principios rectores de la presente ley son los siguientes:
a) Protección de la dignidad de la persona en el proceso del final de su vida.
b) Impulso de la libertad, la autonomía y la voluntad de la persona, respetando sus 

deseos, prioridades y valores.
c) Respeto a la intimidad de la persona y a la confidencialidad.
d) Garantía de la igualdad y la no discriminación de las personas en el proceso del final 

de su vida a la hora de recibir servicios del ámbito social o sanitario.
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[ . . . ]
TÍTULO I

Derechos de las personas en el proceso del final de la vida

Artículo 5.  Derecho a un trato digno.
Toda persona que se encuentre en el proceso del final de su vida tiene derecho a que 

todas aquellas personas que le asisten durante el mismo le dispensen un trato digno, 
respetando sus convicciones personales, principalmente las relacionadas con sus creencias 
ideológicas, religiosas, socioculturales, de género y de pudor, cualquiera que sea el 
padecimiento que presente, y a que se haga extensivo a las personas vinculadas a la misma 
por razones familiares o de hecho.

[ . . . ]
Artículo 7.  Derecho a la información asistencial.

1. Toda persona que se encuentre en el proceso del final de su vida o que afronte 
decisiones relacionadas con el mismo tiene el derecho a recibir información derivada de su 
proceso asistencial de forma comprensible y adaptada a sus necesidades. Este derecho se 
ejercitará en los términos previstos en la legislación básica reguladora del derecho a la 
información asistencial.

2. Los sistemas de información de los centros sanitarios, públicos y privados, dispondrán 
de un apartado en la historia clínica de cada paciente, donde, en caso de encontrarse en 
situación terminal o padeciendo una enfermedad grave e irreversible con sufrimiento 
refractario, deberá constar dicha circunstancia, si ya recibió información, cuál, en qué fecha y 
sus instrucciones previas. Sin perjuicio de las consideraciones adicionales que corresponda 
añadir en cada caso en función de la patología, su evolución y la situación funcional de la 
persona, deberá proporcionarse siempre una información mínima estandarizada en la que se 
recojan los derechos reconocidos en la presente ley.

3. Cuando la persona rechace de manera libre y voluntaria recibir la información 
asistencial por parte de los profesionales sanitarios, estos deberán respetar la decisión del 
paciente y dejarán constancia de la misma en la historia clínica. En estos casos se 
consultará con el paciente qué persona desea que reciba la información y tome decisiones 
en su representación. Este derecho a rechazar la información quedará limitado en los casos 
previstos en la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en materia de 
Salud Pública, al igual que cuando la misma sea necesaria por el interés de su propia salud, 
de terceros o de la colectividad o por las exigencias terapéuticas del caso.

4. Cuando, a criterio del médico responsable, la persona que se halla bajo atención 
sanitaria esté en situación de falta de capacidad para tomar decisiones, la recepción de la 
información asistencial corresponderá, por este orden:

a) A la persona designada como representante en las instrucciones previas.
b) A quien ostente su representación legal.
c) Al cónyuge no separado legalmente o de hecho o persona vinculada por análoga 

relación de afectividad.
d) Al hijo mayor de edad; si hubiese varios, serán preferidos los que convivan con la 

persona afectada y el mayor al menor.
e) Al ascendiente más próximo de menos edad.
f) A los parientes de grado más próximo y, dentro del mismo grado, al de mayor edad.

[ . . . ]
TÍTULO II

Deberes de los profesionales que atienden a la persona durante el proceso del 
final de su vida

[ . . . ]
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Artículo 19.  Deberes con respecto a la información asistencial.
1. El facultativo responsable de la atención a la persona deberá garantizar el 

cumplimiento del derecho a la información con el alcance y en los términos previstos en el 
artículo 7, debiendo dejar constancia en la historia clínica, en el momento en que sea 
posible, de que ha proporcionado la información y de que la misma ha sido suficientemente 
comprendida por la persona.

2. El resto de profesionales sanitarios implicados en la atención a la persona también 
tienen obligación de facilitarle información clínica en función de su grado de responsabilidad 
y participación en el proceso de atención a la persona. En estos casos, el profesional 
sanitario deberá dejar constancia en la historia clínica, en el momento en que sea posible, de 
que ha proporcionado la información y de que la misma ha sido suficientemente 
comprendida por la persona.

3. Si el paciente es una persona con discapacidad, se le ofrecerán las medidas de apoyo 
pertinentes, incluida la información en formatos adecuados y adaptados a sus necesidades, 
de acuerdo con el principio de información accesible y comprensible para todos.

[ . . . ]
Artículo 22.  Deberes respecto a las personas que puedan hallarse en situación de falta de 
capacidad para tomar decisiones.

1. El facultativo responsable de atender a la persona durante el proceso del final de su 
vida es quien debe valorar si la persona atendida pudiera hallarse en una situación de falta 
de capacidad que le impidiere decidir por sí misma. Tal valoración deberá registrarse en la 
historia clínica.

2. Para determinar la situación de falta de capacidad para tomar decisiones se podrá 
solicitar la opinión de otros profesionales, especialmente de los implicados directamente en 
la atención de los pacientes. Asimismo, se podrá consultar a la familia con objeto de conocer 
su opinión.

3. Una vez determinada la falta de capacidad para tomar decisiones, el médico 
responsable deberá hacer constar en la historia clínica los datos de quién debe actuar en 
representación.

Artículo 23.  Deberes con respecto a la adecuación del esfuerzo terapéutico.
1. El facultativo responsable de la atención a la persona, en el ejercicio de una correcta y 

ética práctica clínica y manteniendo en todo lo posible la calidad de vida de la persona, 
adecuará el esfuerzo terapéutico a lo aconsejable según su situación clínica, evitándose toda 
obstinación terapéutica. La justificación de esta medida de adecuación del esfuerzo 
terapéutico quedará reflejada en la historia clínica.

2. En los supuestos de terapia de soporte vital, estado vegetativo permanente o de 
mínima consciencia y en aquellas situaciones en las que, por lo súbito del proceso 
patológico, no haya existido una relación asistencial previa entre paciente y facultativo, la 
decisión deberá ser discutida con, al menos, otro profesional sanitario dentro de los 
habituales cauces de toma de decisiones clínicas. De todo esto deberá dejarse constancia 
en la historia clínica.

3. En cualquier caso, el facultativo responsable de la atención sanitaria de la persona, 
así como los demás profesionales sanitarios que atienden a la misma, están obligados a 
ofrecerle aquellas intervenciones sanitarias necesarias para garantizar su adecuado cuidado 
y confort, teniendo en cuenta que la elección de las medidas terapéuticas a aplicar ha podido 
ser ya expresada previamente mediante un documento de instrucciones previas.

[ . . . ]
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TÍTULO IV
Infracciones y sanciones

[ . . . ]
Artículo 37.  Competencia.

La competencia para la resolución de los procedimientos sancionadores corresponde:
a) Al Director General competente en materia de atención sanitaria, para la imposición 

de sanciones por infracciones calificadas como leves.
b) Al Consejero competente en materia de sanidad, para la imposición de sanciones por 

infracciones calificadas como graves o muy graves.
c) Al Consejo de Gobierno, cuando proceda la imposición de la sanción de cierre 

temporal por infracciones calificadas como muy graves. En este caso, su competencia se 
extenderá también a la imposición de la sanción económica que procediera.

[ . . . ]
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§ 10

Ley 7/2019, de 29 de marzo, de Salud. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 71, de 11 de abril de 2019

«BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2019
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2019-7841

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho efectivo a la protección de la 

salud, reconocido en el artículo 43 de la Constitución Española, en el ámbito del Principado 
de Asturias, dentro del marco competencial que configura su Estatuto de Autonomía y la 
legislación básica del Estado, y constituye la base normativa para el diseño, desarrollo y 
aplicación de la política de salud del Principado de Asturias.

2. La garantía del derecho efectivo a la protección de la salud se establece mediante la 
regulación general de las actuaciones en materia de salud pública y de asistencia sanitaria y 
la ordenación del Sistema Sanitario del Principado de Asturias, en el marco de la legislación 
básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca.

3. El objeto de la presente ley comprende:
a) La definición de los derechos, incluyendo su garantía, y deberes de las personas con 

respecto a la salud y al sistema sanitario, sin perjuicio de las competencias exclusivas del 
Estado reconocidas en el artículo 149.1.1.ª y 16.ª de la Constitución.

b) La regulación de las competencias de las diferentes administraciones públicas del 
Principado de Asturias.

c) La planificación de la política de salud.
d) El ejercicio de la autoridad sanitaria, en términos de orientación, planificación y control 

de las actividades relativas al fomento y preservación de la salud en el Sistema Sanitario del 
Principado de Asturias.

e) La ordenación del Sistema Sanitario del Principado de Asturias para la atención 
integral a la salud, en términos de promoción y preservación de la salud individual y 
colectiva, prevención de las enfermedades y prestación de la asistencia sanitaria.

f) El reconocimiento de la participación ciudadana en la gestión del sistema sanitario y el 
favorecimiento de la toma de decisiones en salud de todas las personas.

g) Los criterios para la distribución territorial de los recursos y servicios asistenciales.
h) La ordenación de las actuaciones de salud pública, incluidas las referentes a la salud 

ambiental y laboral y al consumo.
i) La regulación de los servicios sanitarios y de sus prestaciones.
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j) La organización y funcionamiento del Servicio de Salud del Principado de Asturias, en 
lo sucesivo Sespa.

k) La ordenación sociosanitaria.
l) La regulación de la formación continuada y de la investigación e innovación relativas a 

las Ciencias de la Salud.

Artículo 2.  Ámbito subjetivo de aplicación.
Están sujetas a esta ley todas las personas físicas que se encuentren en el territorio de 

la Comunidad Autónoma y cualquier persona jurídica que desarrolle en dicho territorio las 
actividades que en aquella se regulan.

Artículo 3.  Principios rectores.
La presente ley se rige por los siguientes principios:
a) Universalización de la asistencia sanitaria pública, garantizando la equidad en las 

condiciones de acceso a los servicios y a las actuaciones sanitarias y de salud pública, sean 
de carácter individual o colectivo, y en especial el de los colectivos más vulnerables, de 
conformidad con la legislación vigente.

b) Concepción integral e integrada de la salud, lo que implica el diseño y aplicación de 
actuaciones sobre todos los factores determinantes de salud en cuanto a promoción, 
prevención, asistencia, investigación y formación, rehabilitación e inserción social.

c) Superación de las desigualdades en salud y de los desequilibrios territoriales en la 
prestación de servicios y, de modo particular, las diferencias sistemáticas, evitables e 
injustas en el nivel de salud de distintos grupos sociales definidos por identidad de género, 
orientación sexual, edad, etnia, clase social, situación de discapacidad o dependencia.

d) Fomento del conocimiento sobre el ejercicio de los derechos y deberes de las 
personas, con respecto al Sistema de Salud del Principado de Asturias.

e) Equidad, transparencia, accesibilidad y coordinación en el funcionamiento de los 
centros que componen el Sistema Sanitario Público del Principado de Asturias, así como 
racionalidad, eficiencia y efectividad en el uso de los recursos desarrollando modelos de 
atención mediante la innovación, la mejora continua de la calidad, la evaluación, la rendición 
de cuentas, la acreditación y la seguridad de las prestaciones y los servicios.

f) Integración funcional, coordinación efectiva, descentralización, desconcentración, 
autonomía y responsabilidad en la gestión de los centros y servicios sanitarios públicos.

g) Participación de sus profesionales, de los usuarios y de la comunidad en la 
organización del Sistema Sanitario Público del Principado de Asturias y en el uso racional de 
todos los recursos necesarios para prestar una atención sanitaria basada en la evidencia 
científica y en las necesidades de los usuarios y pacientes, en el marco de las prestaciones y 
servicios del Sistema Nacional de Salud.

h) Aseguramiento único y financiación pública del Sistema Sanitario Público del 
Principado de Asturias.

i) Separación dentro del Sistema Sanitario Público del Principado de Asturias, de las 
funciones de autoridad y provisión de servicios.

j) Cooperación intersectorial como elemento de cohesión de las actuaciones de todos los 
sectores con responsabilidad en salud.

k) Coordinación y cooperación en el marco del Sistema Nacional de Salud, la Unión 
Europea y con organismos internacionales.

l) Respeto pleno a la personalidad, dignidad humana, autonomía e intimidad de las 
personas y a la diversidad étnica, de género, cultural y religiosa, en todo el ámbito del 
Sistema de Salud.

m) Humanización de la asistencia sanitaria y atención personalizada.
n) Uso de las tecnologías de la información sanitarias y su interoperabilidad como 

facilitadores de una atención efectiva y eficiente y como salvaguarda de los derechos de las 
personas usuarias y pacientes.

ñ) Promoción del medio ambiente saludable y protección del consumo responsable.
o) Complementariedad de los medios privados y en especial los del denominado Tercer 

Sector, para facilitar las prestaciones a los usuarios del Sespa.
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p) Fomento de la investigación y la docencia como elementos fundamentales de los que 
se nutre el sistema público, sirviendo al único fin de la salud de la población del Principado 
de Asturias con garantía de absoluta independencia.

[ . . . ]
TÍTULO III

Del Sistema de Salud del Principado de Asturias

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Ordenación funcional del Sistema Sanitario Público del Principado de Asturias

Sección 1.ª Actividades del Sistema Sanitario Público del Principado de 
Asturias

[ . . . ]
Artículo 20.  Actuaciones de salud pública.

1. Las actuaciones de salud pública comprenden el conjunto de iniciativas, actividades y 
servicios organizados para mejorar la salud colectiva mediante intervenciones poblacionales, 
las cuales tienen como objetivo la identificación y modificación, en su caso, de los factores 
determinantes de la salud que evitan o condicionan la aparición de morbilidad, mortalidad 
prematura o discapacidad.

2. El Sistema Sanitario Público del Principado de Asturias desarrolla, al menos, las 
siguientes actuaciones de salud pública:

a) Promoción de la salud y prevención de la enfermedad, adoptando acciones 
sistemáticas de educación para la salud, y de generación de entornos saludables.

b) Elaboración de información y análisis epidemiológicos a nivel territorial para facilitar el 
conocimiento de las necesidades y de los principales activos para la salud.

c) Promoción y protección de la salud en relación con los riesgos medioambientales, y 
prevención de los factores de riesgo en este ámbito.

d) Promoción y protección de la salud, y prevención de los factores de riesgo a la salud 
en los establecimientos públicos y lugares de convivencia.

e) Vigilancia en salud pública.
f) Prevención de los factores de riesgo y protección de la salud frente a los efectos 

dañinos producidos por bienes de consumo.
g) Promoción y protección de la salud en relación con los productos farmacológicos, y 

prevención de los factores de riesgo en este ámbito.
h) Prevención de los factores de riesgo y protección de la salud frente a las sustancias 

susceptibles de generar dependencia.
i) Promoción y protección de la salud en relación con la seguridad alimentaria.
j) Prevención y protección de las zoonosis.
k) Promoción y protección de la salud sexual y reproductiva.
l) Protección de la salud materno-infantil.
m) Promoción y protección de la salud escolar.
n) Promoción y protección de la salud mental, y prevención de los factores de riesgo en 

este ámbito.
ñ) Fomento de los hábitos de vida saludables entre la población y atención a los grupos 

sociales de mayor riesgo y, en especial, a la infancia, jóvenes, personas con discapacidad y 
personas de mayor edad.

o) Promoción y protección de salud deportiva no profesional y prevención de los riesgos 
generados por su práctica.

p) Detección, análisis y prevención sanitaria de las enfermedades emergentes.
q) Policía sanitaria mortuoria.
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r) Control de la publicidad sanitaria.
s) Fomento de la participación y la responsabilidad de las personas en su salud.
t) Detección de inequidades y desigualdades en salud.
3. La Consejería competente en materia de sanidad garantizará de forma efectiva las 

actuaciones de salud pública descritas en el apartado 2 de este artículo y para ello pondrá 
en marcha las acciones de coordinación necesarias con el resto de Administraciones e 
instituciones públicas del Principado de Asturias implicadas para su desarrollo.

Artículo 21.  Actuaciones de asistencia sanitaria.
El Sistema Sanitario Público del Principado de Asturias desarrolla las siguientes 

actuaciones de asistencia sanitaria:
a) Atención primaria de salud, de carácter integral, así como la atención continuada 

propia de dicho nivel asistencial.
b) Atención hospitalaria en régimen domiciliario, ambulatorio y de hospitalización, 

incluyendo la asistencia en materia de salud mental, así como la atención continuada 
correspondiente.

c) Atención a las urgencias y emergencias sanitarias.
d) Prestación de productos farmacéuticos, terapéuticos, diagnósticos y auxiliares 

necesarios para la promoción de la salud, curación y rehabilitación de la enfermedad, 
desarrollando programas de uso racional de los mismos.

e) Ejecución de los programas específicos de protección frente a factores de riesgo, así 
como los programas de prevención de las deficiencias, tanto congénitas como adquiridas.

f) Atención bucodental.
g) Atención a personas con problemas de drogodependencia y otras adicciones.
h) Atención en materia de salud sexual y reproductiva.
i) Prevención y tratamiento de las personas con enfermedades crónicas.
j) Atención a las personas con enfermedades raras o poco frecuentes.
k) Atención a las personas que requieren cuidados paliativos.
l) Educación individual y grupal a cuidadores y pacientes en relación con programas de 

atención específicos.
m) Detección de supuestos y atención a víctimas de violencia de género, de maltrato 

infantil o maltrato a personas mayores o con discapacidad y, en definitiva, de cualquier 
colectivo que por su especial situación de vulnerabilidad social requiera una atención 
especializada y coordinada.

Artículo 22.  Asistencia sociosanitaria.
1. La atención coordinada social y sanitaria comprenderá un conjunto de actuaciones de 

carácter integral dirigidas a personas que por sus especiales características o por su 
situación de vulnerabilidad social pueden beneficiarse de la actuación simultánea y sinérgica 
de los sistemas de servicios sanitarios y sociales para aumentar su autonomía, paliar sus 
limitaciones y facilitar su reinserción social.

2. Se basará en la coordinación de las estructuras administrativas, asistenciales y de 
información de los sistemas sanitario y social y se realizará con el máximo aprovechamiento 
de recursos.

3. Para el desarrollo de la atención sociosanitaria se establecerán estructuras de 
coordinación estables entre los sistemas públicos sanitario y social, en las que participarán 
responsables de los departamentos con competencias en materias sanitarias y sociales, así 
como profesionales de los ámbitos sanitarios y sociales de las distintas Áreas de Salud del 
Principado de Asturias.

4. Con carácter plurianual, y con participación de los sistemas sanitario y social, se 
establecerá un Plan Sociosanitario en el que se reflejarán las distintas líneas de actuación, 
así como las iniciativas que las desarrollarán, incluida la atención domiciliaria.

[ . . . ]
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Artículo 24.  Actuaciones de salud mental.
1. La atención a la salud mental es el conjunto de actuaciones integrado en el sistema 

sanitario público del Principado de Asturias y que, coordinado con las distintas instituciones y 
organismos comunitarios, está destina a proporcionar una atención integral que responda a 
las necesidades básicas de autonomía y autocuidado de las personas con enfermedades 
mentales y sus familias.

2. La atención en salud mental requiere una ordenación territorial basada en el Área de 
Salud, debiendo adecuarse a las peculiaridades y necesidades de cada territorio, 
estableciendo la coordinación necesaria dentro del Área, tanto con Atención Primaria como 
con Atención Hospitalaria, y entre Áreas para el uso de los recursos existentes con el fin de 
asegurar la igualdad efectiva.

3. La Red de Salud Mental del Principado de Asturias, constituida por centros y servicios 
específicos, desarrolla el modelo comunitario de atención, el cual reconoce a las personas 
que presentan una enfermedad mental todos sus derechos y responsabilidades de 
ciudadano.

4. La Red de Salud Mental impulsará mecanismos de participación de la comunidad en 
la gestión y evaluación y desarrollará medidas de mejora continua, especialmente en el 
ámbito de la promoción de la salud mental, prevención de la enfermedad, investigación y 
formación del personal sanitario. La Red de Salud Mental tendrá una unidad de 
coordinación, dependiente del Sespa, a la que corresponderá la formulación de programas y 
objetivos asistenciales en relación con todos los dispositivos de la Red.

5. La Consejería competente en materia de sanidad y el Sespa promoverán actuaciones 
coordinadas sobre los determinantes que influyen en la salud mental de la población del 
Principado de Asturias, así como para la lucha contra el estigma.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

El Plan de Salud

Artículo 32.  El Plan de Salud.
1. En el marco de las directrices de política sanitaria establecidas por el Consejo de 

Gobierno del Principado de Asturias, se elaborará el Plan de Salud, que será el marco de 
referencia y el instrumento indicativo para todas las actuaciones en materia de salud y de 
servicios sanitarios en el ámbito del Principado de Asturias.

2. El Plan de Salud incluirá las líneas directivas y de planificación de actividades, 
programas, planes, estrategias y recursos necesarios para alcanzar, en cada periodo 
temporal, los objetivos de salud que guiarán la actuación de las administraciones públicas.

3. En particular, el Plan de Salud contemplará:
a) El análisis de la situación inicial y su valoración incluyendo la situación del estado de 

salud, de los servicios y productos generados, y de la ordenación sanitaria y jurídico-
administrativa existente.

b) Las acciones intersectoriales, interinstitucionales y colaborativas que se desarrollarán 
con otras consejerías, de acuerdo con el principio de salud en todas las políticas.

c) La identificación de las necesidades, los problemas y los activos para la salud de la 
Comunidad Autónoma.

d) Los objetivos de salud por áreas de actuación.
e) Las prioridades de intervención sobre las necesidades detectadas, de acuerdo a los 

recursos y activos disponibles.
f) La definición de las estrategias de intervención con respecto a:
1.º La vigilancia de la salud y la identificación de los indicadores necesarios.
2.º La acción comunitaria, la promoción de la salud y la educación para la salud.
3.º La prevención de la enfermedad, la atención sanitaria, sociosanitaria y rehabilitadora
4.º La equidad en salud y la reducción de desigualdades evitables.
5.º La reducción de la variabilidad en la atención sanitaria.
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6.º La efectividad, la eficiencia y la sostenibilidad de las actuaciones sanitarias
7.º La seguridad y la calidad de las actuaciones.
8.º La comunicación, la humanización y la autonomía.
9.º La satisfacción de los ciudadanos con los resultados alcanzados.
g) La determinación de los programas de salud a desarrollar definidos en términos de 

problemas de salud, población objetivo, actuaciones y servicios a prestar y objetivos a lograr.
h) Las herramientas de implantación del Plan en los diversos sectores: sanitario, 

educativo, laboral ambiental y servicios sociales o en aquellos otros donde se podría realizar 
un impacto en la salud poblacional.

i) Los presupuestos desglosados por áreas de intervención.
j) El presupuesto financiero global del Plan de Salud.
k) La monitorización de los principales indicadores que, en términos de resultados en 

salud y de equidad, permitan valorar el estado de salud de la población.
l) El calendario general de actuación.
m) Los recursos necesarios para atender el cumplimiento de las acciones propuestas en 

el Plan.
4. El Plan de Salud será elaborado por la Consejería competente en materia de sanidad. 

Una vez sometido a información pública e informado el por Consejo de Salud del Principado 
de Asturias, será aprobado por el Consejo de Gobierno a propuesta de la Consejería 
competente en materia de sanidad. Una vez aprobado, el Plan será enviado a la Junta 
General del Principado de Asturias a los efectos que procedan de acuerdo con el 
Reglamento de la Cámara. Tendrá un plazo mínimo de vigencia de 5 años.

5. Bienalmente, la Consejería competente en materia de sanidad elaborará y remitirá a la 
Junta General del Principado de Asturias un informe con la evaluación del cumplimiento de 
áreas y actuaciones propuestas en el Plan de Salud.

6. Reglamentariamente se regulará el procedimiento de elaboración, modificación y 
revisión del Plan, así como la evaluación de su cumplimiento.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Derechos y deberes en el ámbito de la salud

CAPÍTULO I
Derechos de los usuarios y pacientes

Artículo 49.  Régimen general y garantía ética en las actuaciones sanitarias.
1. La presente ley garantiza los derechos de los usuarios y pacientes de los centros, 

servicios y establecimientos sanitarios ubicados en el Principado de Asturias concretando, 
en algunos aspectos, los específicos de los usuarios y pacientes del Sistema Sanitario 
Público, de conformidad con lo previsto en el presente título, teniendo en cuenta la 
legislación básica estatal y de acuerdo con los principios de dignidad de la persona, respeto 
a su autonomía, intimidad e igualdad efectiva en el acceso a todos los servicios asistenciales 
previstos.

2. Las actuaciones institucionales y profesionales en el ámbito sanitario protegerán al ser 
humano en su dignidad y su identidad y garantizarán a toda persona, sin discriminación 
alguna, el respeto a su integridad y a sus demás derechos y libertades fundamentales.

3. Se potenciará el desarrollo de comités de ética para la atención sanitaria e 
investigación, como órganos de asesoramiento a los ciudadanos y profesionales, sobre 
cuestiones de carácter ético en el ámbito asistencial o investigador.

Artículo 50.  Derecho a la intimidad y a la confidencialidad.
1. Toda persona tiene derecho:
a) A recibir la asistencia sanitaria con el máximo respeto posible a su intimidad.
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b) A ser informada de la presencia de personal no sanitario, investigadores u otras 
personas que no colaboren directamente en su atención sanitaria y a que le sea solicitado 
consentimiento verbal para permitir la asistencia de aquellos.

c) A ser informada de la presencia de estudiantes y a que le sea solicitado 
consentimiento verbal para permitir la presencia de los mismos en el acto clínico.

d) A que se respete el carácter confidencial de los datos referentes a su salud en los 
términos previstos en la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la 
autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica. Este derecho se concreta en:

1.º La confidencialidad sobre su estado de salud, los datos referidos a género, creencias, 
ideología, orientación sexual, raza, y otros datos especialmente protegidos. El grado de 
confidencialidad, entendido como la identificación de la persona destinataria y el contenido 
de la información que puede suministrarse, será decidido por el paciente, excepto en los 
casos en que legalmente se contemple el deber de información a terceros.

2.º Derecho a la confidencialidad de la información de sus datos genéticos.
e) A no ser grabada mediante fotografías, vídeos y otros medios que permitan su 

identificación como destinatarios de servicios sanitarios, sin su expresa autorización para 
cuya obtención deberá recibir información clara respecto a los motivos de su realización y el 
ámbito de difusión.

2. Los datos personales a que se refiere el apartado anterior se someterán al régimen de 
protección establecido en la legislación sobre protección de datos de carácter personal.

3. Todos los centros, servicios y establecimientos sanitarios sometidos a la presente ley 
realizarán las actividades sanitarias adoptando las medidas oportunas para preservar los 
derechos a que se refiere el apartado 1, y elaborarán, cuando proceda, los protocolos que 
los garanticen.

[ . . . ]
Artículo 57.  Derecho al acompañamiento de los pacientes.

1. El paciente tiene derecho, en todos los casos, a ser acompañado, al menos, por una 
persona con la que mantenga vínculos familiares o de hecho o una persona de su confianza. 
Se tendrá especial consideración en el acompañamiento de los siguientes grupos 
poblacionales:

a) Personas menores de edad
b) Personas con deterioro cognitivo severo
c) Personas con discapacidad
d) Mujeres en momento del parto
e) Personas que padezcan enfermedades mentales graves.
f) Personas en el proceso del final de su vida
2. El derecho anteriormente citado se limitará, e incluso se exceptuará, en los casos en 

que esa presencia sea desaconsejada o incompatible con la prestación sanitaria conforme a 
criterios clínicos. En todo caso, esa circunstancia será explicada a las personas afectadas de 
manera comprensible.

[ . . . ]
Artículo 59.  Derechos específicos de grupos especiales de población.

1. El Sistema Sanitario Público del Principado de Asturias ejecutará, a través de sus 
centros, servicios y unidades, actuaciones y/o programas sanitarios específicos y preferentes 
para los grupos especialmente vulnerables y/o que deban ser objeto de especial atención: 
menores, mayores dependientes, pacientes al final de la vida, pacientes diagnosticados de 
enfermedades raras o de baja incidencia en la población y personas pertenecientes a grupos 
de riesgo.

2. Las personas con discapacidad tienen derecho a que se les garantice el acceso, en 
igualdad de condiciones con las demás, a las instalaciones y servicios sanitarios, de acuerdo 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 10  Ley de Salud [parcial]

– 113 –



con los principios de normalización, accesibilidad universal, diseño para todos y 
transversalidad.

3. Las personas con enfermedad mental tienen derecho a que:
a) En los ingresos voluntarios, si desapareciera la plenitud de facultades durante el 

internamiento, la dirección del centro solicite la correspondiente ratificación judicial para su 
continuación, en los términos establecidos en la legislación de enjuiciamiento civil.

b) En los ingresos no voluntarios, se reexamine periódicamente por los facultativos que 
les atienden la necesidad del internamiento en los términos previstos en la legislación de 
enjuiciamiento civil.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la salud pública

[ . . . ]
Artículo 71.  Actuaciones de prevención.

Para reducir la incidencia de ciertas enfermedades, lesiones y discapacidades en la 
población y atenuar o eliminar en la medida de lo posible sus consecuencias negativas se 
desarrollarán acciones de prevención primaria, secundaria y terciaria, de acuerdo con lo 
dispuesto en la legislación básica.

[ . . . ]
TÍTULO VII

De la formación, investigación e innovación

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Investigación e innovación

[ . . . ]
Artículo 109.  Requerimientos éticos de la Investigación.

Toda actividad de investigación biomédica que implique actuaciones sobre seres 
humanos o muestras biológicas humanas, deberá asegurar la protección de la dignidad, la 
confidencialidad y la intimidad, sin discriminación alguna y garantizando los derechos y 
libertades fundamentales, de acuerdo con la legislación vigente.

[ . . . ]
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§ 11

Ley 2/2023, de 15 de marzo, de Empleo Público. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 58, de 24 de marzo de 2023
«BOE» núm. 102, de 29 de abril de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-10348

[ . . . ]
TÍTULO V

Adquisición y pérdida de la condición de empleado público

CAPÍTULO I
Acceso al empleo público

Sección 1.ª Principios rectores y requisitos de acceso al empleo público

Artículo 42.  Principios rectores del acceso al empleo público.
1. El acceso al empleo público, ya sea como personal funcionario, ya como personal 

laboral, se realizará de acuerdo con los principios constitucionales de igualdad, mérito y 
capacidad, y de conformidad con lo previsto en la legislación básica, en la presente ley y en 
el resto del ordenamiento jurídico.

2. Las Administraciones públicas a las que se refiere el artículo 2.1 seleccionarán a su 
personal funcionario y laboral mediante procedimientos en los que se garanticen los 
principios constitucionales antes expresados, así como los establecidos a continuación:

a) Publicidad de las convocatorias y de sus bases.
b) Transparencia y objetividad en el desarrollo de los procesos selectivos y en el 

funcionamiento de los órganos de selección.
c) Imparcialidad, profesionalidad, independencia, confidencialidad, especialización y 

discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección.
d) Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a 

desarrollar.
e) Eficacia, eficiencia y agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de 

selección.
3. Las convocatorias y sus bases se publicarán en el «Boletín Oficial del Principado de 

Asturias».
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Artículo 43.  Requisitos generales y específicos de participación en los procesos selectivos.
1. De conformidad con la legislación básica, para poder participar en los procesos 

selectivos de personal, para el acceso a la condición de personal empleado público, será 
necesario reunir los siguientes requisitos:

a) Tener la nacionalidad española, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.
b) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas.
c) Tener cumplidos dieciséis años y no exceder, en su caso, de la edad máxima de 

jubilación forzosa, salvo que por ley se establezca otra edad máxima para el acceso al 
empleo público.

d) No haber sido sancionado con carácter firme con la separación del servicio, el despido 
disciplinario o la revocación del nombramiento por sanción, mediante expediente 
disciplinario, del servicio de cualquiera de las Administraciones públicas o de los órganos 
constitucionales o estatutarios de las comunidades autónomas, ni hallarse en inhabilitación 
absoluta o especial para empleos o cargos públicos por resolución judicial, para el acceso al 
cuerpo o escala de personal funcionario o para ejercer funciones similares a las que 
desempeñaban en el caso del personal laboral, en el que hubiese sido separado o 
inhabilitado. En el caso de ser nacional de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en situación 
equivalente ni haber sido sometido a sanción disciplinaria o equivalente que impida, en su 
Estado, en los mismos términos el acceso al empleo público.

e) Estar en posesión de la titulación exigida.
2. Asimismo, las bases de las convocatorias podrán exigir el cumplimiento de otros 

requisitos específicos que guarden relación objetiva y proporcionada con las funciones 
asumidas y las tareas a desempeñar. En todo caso, estos requisitos específicos habrán de 
establecerse de manera abstracta y general.

3. Cuando la acreditación de los requisitos generales y, en su caso, específicos a que se 
refieren los apartados anteriores no fuera exigible hasta la terminación del proceso selectivo 
o con posterioridad a la fase de admisión en el proceso, de acuerdo con las bases de la 
convocatoria, quienes no pudieran hacerla efectiva quedarán automáticamente decaídos en 
su derecho, no pudiendo, en ningún caso, ser nombrados personal funcionario ni dispuesta 
su contratación como personal laboral y quedando sin efecto la totalidad de las actuaciones 
relativas a los mismos.

4. Los aspirantes que, habiendo superado el correspondiente proceso selectivo, hubieran 
accedido a este a través de la convocatoria o del turno de personas con discapacidad 
deberán acreditar el grado de la misma exigido antes de procederse a su nombramiento 
como personal funcionario de carrera o de disponerse su contratación como personal laboral 
fijo, debiendo constatarse además la compatibilidad de la discapacidad con el desempeño de 
las tareas y funciones correspondientes. De no acreditarse ambos extremos se estará a lo 
dispuesto en el apartado anterior.

[ . . . ]
Sección 2.ª Acceso al empleo público de las personas con discapacidad

Artículo 47.  Acceso al empleo público de las personas con discapacidad.
1. El acceso de las personas con discapacidad al empleo público se inspirará en los 

principios de igualdad de trato y de oportunidades, no discriminación, accesibilidad universal 
y compensación de desventajas.

De conformidad con la legislación básica, a estos efectos, se entiende por persona con 
discapacidad la definida en el apartado 2 del artículo 4 del texto refundido de la Ley General 
de Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, o norma vigente en cada momento.

2. De conformidad con la legislación básica, sin perjuicio de las adaptaciones y ajustes 
razonables de tiempo y medios, no podrán ser alterados los requisitos de titulación exigibles, 
debiendo quedar, en todo caso, acreditada su capacidad para el desempeño de las 
funciones propias de los cuerpos, escalas, grupos o sistemas de clasificación profesional a 
los que los aspirantes pretendan acceder.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 11  Ley de Empleo Público [parcial]

– 116 –



3. Una vez superado el proceso selectivo y asignado el destino definitivo, se llevarán a 
cabo las adaptaciones en el puesto de trabajo que se requieran y, en caso de necesidad, 
formación práctica tutorizada y de seguimiento, con el fin de hacer efectivo el desempeño del 
mismo.

Artículo 48.  Reserva de plazas para personas con discapacidad.
A efectos de la reserva de plazas para personas con discapacidad en las ofertas de 

empleo público se estará a lo dispuesto en la legislación básica.

Artículo 49.  Convocatorias.
Las plazas reservadas para personas con discapacidad podrán incluirse, como turno 

específico, dentro de las convocatorias ordinarias de plazas de nuevo ingreso y de 
promoción interna o convocarse de forma independiente a estas.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Pérdida de la relación de servicio

[ . . . ]
Artículo 60.  Jubilación.

1. De conformidad con la legislación básica, la jubilación del personal funcionario de las 
Administraciones públicas regidas por esta ley podrá ser:

a) Voluntaria, a solicitud del personal funcionario.
b) Forzosa, al cumplir la edad legalmente establecida.
c) Por la declaración de incapacidad permanente para el ejercicio de las funciones 

propias de su cuerpo o escala o por el reconocimiento de una pensión de gran invalidez, 
incapacidad permanente absoluta o incapacidad permanente total para la profesión habitual 
en relación con el ejercicio de las funciones de su cuerpo o escala.

2. De conformidad con la legislación básica, la jubilación forzosa del personal funcionario 
se declarará de oficio al cumplir la persona la edad legalmente establecida. De lo dispuesto 
en este apartado quedarán excluidos los funcionarios que tengan normas estatales 
específicas de jubilación.

Artículo 61.  Prolongación de la permanencia en el servicio activo.
1. En el marco de la legislación básica, no obstante la jubilación forzosa prevista en el 

artículo anterior, el personal funcionario puede solicitar la prolongación de la permanencia en 
la situación de servicio activo hasta el cumplimiento de la edad máxima legalmente 
establecida en los términos que se regulen reglamentariamente.

2. Para poder acceder a la prolongación de la permanencia en el servicio activo se 
requiere poseer la capacidad funcional y las condiciones físicas y/o psíquicas necesarias 
para el desarrollo de las funciones o tareas propias del cuerpo, escala, especialidad o 
agrupación profesional que corresponda, acreditadas mediante informe emitido por el 
Servicio de Prevención de Riesgos Laborales, previo reconocimiento médico del solicitante. 
Si el informe fuera negativo o si el solicitante rehúsa someterse al examen de salud, se 
emitirá resolución denegatoria de la prolongación.

3. La aceptación o denegación de estas solicitudes se resolverá de forma motivada 
atendiendo a los siguientes criterios:

a) Causas organizativas, tecnológicas, de exceso o necesidad de amortización de 
plantillas o de contención del gasto público, y de asignación y utilización eficiente de los 
recursos públicos.

b) Resultados de la evaluación del desempeño.
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c) Índice de absentismo de los últimos tres años, con exclusión del proveniente de 
enfermedad o accidente profesional.

4. Sin perjuicio de los criterios referidos en el apartado anterior, procederá la concesión 
de la prolongación de la permanencia en el servicio activo:

a) Cuando, de conformidad con los requisitos y condiciones establecidos en el régimen 
de Seguridad Social aplicable a la fecha de su jubilación forzosa, quien haya solicitado la 
prolongación de la permanencia en el servicio activo no haya completado el período mínimo 
de cotización o de servicios efectivos al Estado necesarios para causar derecho a pensión 
de jubilación.

b) Cuando quien haya solicitado la prolongación de la permanencia en el servicio activo 
no haya completado los años de cotización o de servicios efectivos al Estado necesarios 
para que la cuantía de su pensión alcance el cien por cien de la base reguladora o del haber 
regulador, de conformidad con la legislación de la Seguridad Social aplicable, siempre que 
se reúna el requisito contemplado en el apartado 2 del presente artículo.

5. De lo dispuesto en este artículo quedará excluido el personal funcionario que tenga 
normas estatales específicas de jubilación.

6. Se producirá el cese del personal funcionario por declaración de incapacidad 
permanente en los supuestos y con los efectos que determine la legislación reguladora del 
régimen de la Seguridad Social aplicable.

Artículo 62.  Rehabilitación de la condición del personal funcionario.
1. De conformidad con la legislación básica, en caso de extinción de la relación de 

servicios como consecuencia de pérdida de la nacionalidad o jubilación por incapacidad 
permanente para el servicio, el interesado, una vez desaparecida la causa objetiva que la 
motivó, podrá solicitar la rehabilitación de su condición de personal funcionario, que le será 
concedida por el órgano competente en materia de empleo público.

Si la solicitud de rehabilitación se presenta antes de que transcurran dos años desde la 
extinción de la relación de servicio como consecuencia de la jubilación por incapacidad 
permanente para el servicio revisada por mejoría y permite su reincorporación al puesto de 
trabajo, el personal funcionario se reincorporará al último puesto de trabajo que haya 
ocupado con carácter definitivo, el cual le quedará reservado durante ese período de tiempo.

2. De conformidad con la legislación básica, el órgano competente en materia de empleo 
público podrá conceder, con carácter excepcional, la rehabilitación, a petición del interesado, 
de quien hubiera perdido la condición de personal funcionario por haber sido condenado a la 
pena principal o accesoria de inhabilitación, atendiendo a las circunstancias y entidad del 
delito cometido. Si transcurrido el plazo para dictar la resolución no se hubiera producido de 
forma expresa, se entenderá desestimada la solicitud.

3. Al personal funcionario rehabilitado se le adscribirá provisionalmente a un puesto de 
trabajo.

TÍTULO VI
Provisión de puestos de trabajo

CAPÍTULO I
Formas de provisión de puestos, movilidad y cobertura de necesidades de 

personal

Artículo 63.  Principios y procedimientos de provisión de puestos de trabajo del personal 
funcionario de carrera.

1. De conformidad con la legislación básica, los puestos de trabajo que deban ser 
desempeñados por personal funcionario se proveerán, con carácter ordinario y definitivo, 
mediante los procedimientos de concurso y libre designación con convocatoria pública, 
basados en los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.
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Las convocatorias para proveer puestos de trabajos por los sistemas de concurso y libre 
designación, así como las correspondientes resoluciones, deberán hacerse públicas en el 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias» o boletín oficial correspondiente por el órgano 
competente para efectuar el nombramiento.

2. Todo puesto de trabajo deberá ser convocado para su provisión definitiva en el plazo 
máximo de un año desde que se produzca la vacante.

Podrán participar en las convocatorias públicas para la provisión de puestos de trabajo 
los funcionarios de carrera, cualquiera que sea su situación administrativa, excepto quienes 
hayan sido declarados en suspensión firme mientras dure esta situación, y siempre que 
reúnan las condiciones generales exigidas y los requisitos determinados en la convocatoria.

3. En caso de urgente e inaplazable necesidad, los puestos de trabajo podrán proveerse 
temporalmente mediante el procedimiento de comisión de servicios. Los puestos de trabajo 
también se podrán proveer mediante adscripción provisional en los términos previstos en la 
presente ley.

4. Asimismo, los puestos de trabajo se podrán proveer en los supuestos de movilidad 
forzosa y provisión extraordinaria siguientes:

a) Traslado, redistribución de personal y movilidad forzosos por razones del servicio.
b) Adscripción de personal funcionario de carrera por razones de salud o de 

rehabilitación.
c) Adscripción de la funcionaria víctima de violencia de género o de violencia sexual.
d) Adscripción por razón de violencia terrorista.
e) Atribución temporal de funciones.
5. Reglamentariamente se regularán las distintas formas de provisión de puestos de 

trabajo que hayan de ser desempeñados por funcionarios públicos y los efectos derivados de 
cada una de ellas.

CAPÍTULO II
Provisión definitiva

Artículo 64.  Concurso de provisión de los puestos de trabajo del personal funcionario de 
carrera.

1. De conformidad con la legislación básica, el concurso, como procedimiento normal de 
provisión de puestos de trabajo, consistirá en la valoración de los méritos y capacidades y, 
en su caso, aptitudes de los candidatos, conforme a las bases establecidas en la 
correspondiente convocatoria, que incluirán la identificación de los puestos, los requisitos de 
participación y el baremo de méritos. Para la valoración de los méritos se constituirán 
comisiones de valoración con la composición y el régimen de funcionamiento que se 
determinen reglamentariamente, garantizándose los principios de profesionalidad, 
especialización, imparcialidad y objetividad. Su composición se adecuará al criterio de 
paridad entre hombres y mujeres.

2. Los concursos para la provisión de puestos de trabajo podrán convocarse para la 
generalidad de los puestos de trabajo vacantes, para puestos de trabajo de un determinado 
ámbito o para puestos de trabajo concretos, en atención a las necesidades del servicio.

3. En los concursos de provisión de puestos de trabajo singularizados se tendrán 
únicamente en cuenta los méritos exigidos en la correspondiente convocatoria, entre los que 
figurarán alguno o algunos de los siguientes apartados:

a) Los méritos específicos adecuados a las características de los puestos de trabajo de 
acuerdo con la clasificación de los puestos de trabajo por sectores y subsectores u otros 
sistemas de clasificación de acuerdo con su ámbito orgánico y funcional.

b) La posesión de un determinado grado personal.
c) El nivel del trabajo desarrollado, que será evaluado en función del nivel de 

complemento de destino de los puestos de trabajo desempeñados.
d) La antigüedad.
e) Los cursos de formación y perfeccionamiento superados e impartidos.
f) La progresión en la carrera horizontal.
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g) El resultado de la evaluación del desempeño.
En los concursos para proveer puestos de trabajo no singularizados podrá valorarse 

exclusivamente la antigüedad en el cuerpo, escala o agrupación profesional.
4. La puntuación de cada uno de los apartados enunciados en el punto anterior no podrá 

exceder en ningún caso del cuarenta por ciento de la puntuación máxima total ni ser inferior 
al diez por ciento de la misma.

5. Las convocatorias de concurso deberán contener las bases de las mismas, con la 
denominación, nivel y localización de los puestos de trabajo ofrecidos, el cuerpo, escala o 
categoría en que se adscribe el puesto, en el caso de los de carácter no singularizado, sus 
funciones básicas, los requisitos indispensables para su desempeño, los méritos a valorar y 
el baremo con arreglo al cual se puntuarán los mismos, así como la previsión, en su caso, de 
la puntuación mínima para la adjudicación de los puestos convocados.

6. En cada convocatoria deberán fijarse los méritos específicos adecuados a las 
características de los puestos de trabajo convocados, mediante la delimitación de alguno o 
algunos de los siguientes: los conocimientos profesionales, la experiencia mínima necesaria 
en puestos de trabajo del sector y subsector o, en su caso, de otro sistema de clasificación 
de acuerdo con su ámbito orgánico y funcional, las titulaciones y las demás condiciones que 
garanticen la adecuación para el desempeño del puesto. Los méritos específicos y el nivel 
del trabajo desarrollado se valorarán con independencia de la naturaleza fija o temporal del 
nombramiento o contrato o la forma de provisión del puesto o puestos de trabajo en los que 
se hayan adquirido, pudiendo ser valorada, asimismo, la experiencia profesional adquirida en 
el ámbito del sector público empresarial y fundacional.

La experiencia profesional adquirida en el ámbito del sector público empresarial y 
fundacional podrá ser objeto de valoración, sin que en ningún caso se pueda equiparar en 
puntuación a la experiencia adquirida como empleado público.

7. Cuando los méritos específicos consistan en conocimientos profesionales, se podrán 
acreditar, en su caso, mediante alguno o algunos de los siguientes sistemas: la presentación 
y defensa de memorias sobre el contenido, organización y funciones del puesto de trabajo a 
cubrir, la práctica de entrevistas con parámetros previamente establecidos y dejando 
constancia de la valoración realizada o la realización de pruebas específicas relacionadas 
con el desempeño de las tareas propias de los puestos de trabajo a los que la convocatoria 
se refiera.

8. El período de valoración de los méritos específicos y del nivel del trabajo desarrollado 
será como máximo de quince años previos a la publicación de la convocatoria en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias». Cuando sean valorados los cursos de formación y 
perfeccionamiento superados e impartidos se valorarán como máximo los realizados en los 
cinco años anteriores a la publicación de la convocatoria.

9. El tiempo en que los aspirantes hayan permanecido en los permisos para la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por razón de violencia de género o de 
violencia sexual y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos, así como en 
situación de excedencia voluntaria por cuidado de familiares, computará en la valoración del 
nivel de trabajo desarrollado y para los correspondientes méritos específicos. Igual 
consideración merecerán los períodos de dispensa del trabajo efectivo con motivo del 
ejercicio del derecho de libertad sindical.

10. El personal funcionario de carrera deberá permanecer en el puesto de trabajo 
obtenido por concurso un mínimo de dos años para poder participar en otros concursos de 
provisión de puestos, salvo en el ámbito de la Consejería o de las entidades de derecho 
público de las previstas en el artículo 2.1.b) o para la cobertura de puestos no 
singularizados, en cuyo caso el plazo mínimo de permanencia en dichos puestos para poder 
participar en otro concurso se reducirá a un año.

El requisito de permanencia a que se refiere este apartado no será de aplicación en los 
supuestos de cese, remoción o supresión del puesto de trabajo y de traslado forzoso, salvo 
que haya sido por sanción, ni tampoco al personal de nuevo ingreso, ni a los concursos para 
la provisión de las jefaturas de servicio, excepto si el concursante desempeña con carácter 
definitivo una jefatura de servicio, en cuyo caso se aplicará la regla general de permanencia 
de dos años en el puesto de origen.
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11. Los concursos para la provisión de puestos de trabajo deberán resolverse en el plazo 
de seis meses, salvo que se convoquen más de la mitad de los puestos de trabajo vacantes, 
en cuyo caso el plazo no podrá exceder de doce meses.

12. Se podrá convocar concurso abierto permanente en los términos que se desarrollen 
reglamentariamente.

13. La composición y el funcionamiento de los órganos técnicos encargados de la 
valoración de los méritos aportados por los participantes se ajustarán a los principios y 
reglas establecidas para los órganos de selección. No obstante lo dispuesto en este 
apartado, se designará un representante en los órganos técnicos de valoración a propuesta 
de la Junta de Personal Funcionario con voz y sin voto.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Provisión por causas extraordinarias

Artículo 72.  Adscripción de personal funcionario por razones de salud o de rehabilitación.
1. Previa solicitud basada en motivos de salud o rehabilitación del personal funcionario, 

su cónyuge o los hijos a su cargo que imposibilitaran el desempeño del puesto de trabajo o 
hicieran necesaria su adscripción a otro distinto, se podrá adscribir al personal funcionario a 
puestos de trabajo de distinta unidad administrativa, en la misma o en otra localidad. En todo 
caso, se requerirá el informe previo del servicio médico oficial legalmente establecido. Si los 
motivos de salud o de rehabilitación concurren directamente en el personal funcionario 
solicitante, será preceptivo el informe del Servicio de Prevención de Riesgos Laborales de la 
Consejería, organismo, ente público o entidad donde el funcionario preste sus servicios.

2. La adscripción estará condicionada a que exista puesto vacante, dotado 
presupuestariamente, cuyo nivel no sea superior al del puesto de origen, y que sea de 
necesaria provisión. El personal funcionario deberá cumplir los requisitos previstos en el 
instrumento de ordenación de los puestos de trabajo correspondiente.

3. La adscripción tendrá carácter definitivo cuando, siendo previsiblemente definitiva la 
causa que la motiva, el personal funcionario ocupara con tal carácter su puesto de origen y 
no haya cambio de concejo, en su caso.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Situaciones administrativas de los empleados públicos

[ . . . ]
Artículo 84.  Excedencia.

La excedencia del personal funcionario de carrera será declarada de acuerdo con lo 
previsto en la legislación básica en materia de empleo público, así como en la presente ley, 
en las siguientes modalidades:

a) Excedencia voluntaria por interés particular.
b) Excedencia voluntaria por agrupación familiar.
c) Excedencia voluntaria por prestación de servicios en el sector público.
d) Excedencia por cuidado de familiares.
e) Excedencia por razón de violencia de género o de violencia sexual.
f) Excedencia por razón de violencia terrorista.
g) Excedencia forzosa por desempeño de cargos electivos en las organizaciones 

sindicales más representativas.
h) Excedencia forzosa por expectativa de destino
i) Excedencia por prestación de servicios en el subgrupo o grupo de clasificación 

superior.
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[ . . . ]
Artículo 88.  Excedencia por cuidado de familiares.

1. Para la excedencia por cuidado de familiares se estará a la regulación contenida en la 
legislación básica en materia de empleo público, teniendo en cuenta específicamente que el 
puesto de trabajo desempeñado se reservará durante tres años.

2. Mientras permanezca en esta situación, el personal funcionario de carrera continuará 
sujeto al régimen de incompatibilidades aplicable al personal al servicio de las 
Administraciones públicas.

3. El personal funcionario en esta situación podrá participar en los cursos de formación 
que convoque la Administración.

4. Si antes de la finalización del período de excedencia por cuidado de familiares el 
funcionario declarado en esta situación no solicitara su reingreso al servicio activo, será 
declarado de oficio en la situación de excedencia voluntaria por interés particular.

[ . . . ]
Artículo 96.  Situaciones administrativas del personal funcionario interino.

1. De acuerdo con la naturaleza especial de su relación con la Administración, el 
personal funcionario interino únicamente podrá encontrarse en alguna de las siguientes 
situaciones administrativas:

a) Servicio activo.
b) Servicio especiales
c) Excedencia forzosa por desempeño de cargos electivos en las organizaciones 

sindicales más representativas.
d) Excedencia para el cuidado de familiares.
e) Excedencia por razón de violencia de género o de violencia sexual.
f) Excedencia por razón de violencia terrorista.
g) Suspensión de funciones.
2. En el supuesto de que el puesto de trabajo que viniera desempeñado fuera provisto 

reglamentariamente, suprimido o amortizado, procederá el cese o extinción del vínculo del 
funcionario interino, en todo caso.

3. En los casos en que la situación administrativa reconocida conlleve la reserva del 
puesto de trabajo para el personal funcionario interino, esta se mantendrá, únicamente, 
mientras no concurra alguna de las causas de cese previstas para esta clase de personal.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Derechos y deberes

CAPÍTULO I
Derechos de los empleados públicos

Artículo 98.  Derechos individuales y derechos individuales ejercidos colectivamente.
De conformidad con la legislación básica, el personal empleado público tiene los 

siguientes derechos:
1. De carácter individual:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y 

de acuerdo con la progresión alcanzada en su carrera profesional.
c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios 

constitucionales de igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas 
objetivos y transparentes de evaluación.
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d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus 

servicios y a ser informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.
f) A la defensa jurídica y protección de la Administración pública en los procedimientos 

que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de 
sus funciones o cargos públicos.

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y 
capacidades profesionales, preferentemente en horario laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el trabajo, 
especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.

i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u 
orientación sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social.

j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral.

k) A la intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al 
uso de dispositivos de videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en 
los términos establecidos en la legislación vigente en materia de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales, sin perjuicio de la verificación de la 
asistencia al trabajo de acuerdo con los procedimientos que se establezcan.

l) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
m) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
n) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.
ñ) A la jubilación según los términos y condiciones establecidos en las normas 

aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que le sea de 

aplicación.
p) A la libre asociación profesional.
q) A la adaptación o cambio de puesto de trabajo por motivos de salud en los términos 

que reglamentariamente se establezcan.
r) Al teletrabajo, entendido como la modalidad de prestación de servicios a distancia en 

la cual el contenido competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las 
necesidades del servicio lo permitan, fuera de las dependencias de la Administración, 
mediante el uso de tecnologías de la información y la comunicación.

s) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
2. De ejercicio colectivo:
a) A la libertad sindical.
b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones 

de trabajo.
c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales 

de la comunidad.
d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación 

aplicable en cada caso.
e) Al de reunión, en los términos establecidos en la legislación básica.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones

[ . . . ]
Artículo 136.  Prestación económica complementaria.

1. Se garantiza al personal incluido en el régimen general de la Seguridad Social un 
complemento retributivo desde el primer día de incapacidad temporal que, sumado a la 
prestación económica del régimen general de la Seguridad Social, alcance el cien por cien 
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de las retribuciones que el personal tenga acreditadas en nómina con carácter fijo en el mes 
anterior al inicio de la incapacidad temporal.

2. Se garantiza al personal funcionario incluido en el régimen de Mutualismo 
Administrativo y Judicial en situación de incapacidad temporal al que se le haya expedido la 
correspondiente licencia y durante el período previo al momento a partir del cual se tiene 
derecho a percibir el abono de subsidio de incapacidad temporal previsto en su normativa 
reguladora que sus retribuciones sean del cien por cien de las retribuciones básicas y 
complementarias correspondientes a sus retribuciones fijas del mes anterior al inicio de la 
incapacidad temporal, estándose a lo previsto en su actual normativa reguladora para el 
período de tiempo en el que ya se aplique el subsidio por incapacidad temporal contemplado 
en el régimen de mutualismo correspondiente. En la situación de incapacidad temporal 
derivada de contingencias profesionales, la prestación reconocida por la entidad 
correspondiente se complementará, durante todo el período de duración de esta 
incapacidad, hasta el cien por cien de las retribuciones fijas y periódicas que se percibían el 
mes anterior a aquel en que tuvo lugar la incapacidad.

3. Lo previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de la prevalencia de los pactos y 
acuerdos alcanzados por cada una de las Administraciones públicas incluidas en el ámbito 
de aplicación de esta ley, de conformidad con la legislación básica.

CAPÍTULO VII
Deberes de los empleados públicos. Código de conducta

[ . . . ]
Artículo 138.  Responsabilidad social corporativa.

1. El personal empleado público, en el ejercicio de sus tareas, observará las acciones y 
medidas que en materia de responsabilidad social corporativa se adopten por la 
Administración a la que presten servicios y contribuirán a la mejora de las mismas.

2. La Administración fomentará este tipo de conductas, facilitando al empleado público la 
participación en las acciones y medidas de responsabilidad social que se desarrollen en el 
ámbito de su actividad.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Régimen disciplinario

[ . . . ]
Artículo 142.  Faltas disciplinarias.

1. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leves.
2. De conformidad con la legislación básica, son faltas muy graves:
a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y al Estatuto de Autonomía 

del Principado de Asturias, en el ejercicio de la función pública.
b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, 

religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, lengua, opinión, lugar de 
nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así 
como el acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad u orientación sexual y el acoso moral, sexual y por razón de sexo.

c) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o 
funciones que tienen encomendadas.

d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la 
Administración o a los ciudadanos.

e) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan 
o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función.
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f) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por la ley o 
clasificados como tales, que sea causa de su publicación o que provoque su difusión o 
conocimiento indebido.

g) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo 
o funciones encomendadas.

h) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en 
procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.

i) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que 
constituyan infracción manifiesta del ordenamiento jurídico.

j) La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un beneficio indebido 
para sí o para otro.

k) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
l) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
m) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de 

huelga.
n) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una 

situación de incompatibilidad.
ñ) La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de las Cortes 

Generales y de la Junta General del Principado.
o) El acoso laboral.
3. Además, se tipifican como faltas muy graves:
a) La agresión grave a cualquier persona con la que se relacione en el ejercicio de sus 

funciones.
b) La comisión de delitos contra la legislación de protección sexual de los menores con 

ocasión de su puesto o durante su jornada laboral.
c) La inducción a la realización de actos o conductas constitutivos de falta disciplinaria 

muy grave.
d) La cooperación a sabiendas con actos sin cuya ejecución no hubiera sido posible la 

comisión de una falta disciplinaria muy grave.
e) El encubrimiento de actos o conductas constitutivos de falta disciplinaria muy grave 

cuando se derive daño grave para la Administración o los ciudadanos.
4. Son faltas graves del personal funcionario:
a) La falta de obediencia y respeto a las autoridades y superiores jerárquicos en el marco 

de las funciones que le son propias.
b) La falta de respeto a los iguales o subordinados jerárquicos.
c) La falta de cortesía y de consideración con los ciudadanos dentro del servicio 

encomendado al funcionario, así como iniciar o tomar parte en altercados o pendencias 
dentro del centro de trabajo.

d) La disminución grave de rendimiento en la ejecución de los trabajos encomendados.
e) Causar dolosamente daño en los locales, material o documentos de la Administración.
f) La negativa a realizar actos o tareas que sean propias de las obligaciones del cuerpo o 

escala que desempeñe o funciones distintas cuando lo ordenen por escrito sus superiores 
por imponerlo necesidades de urgente solución.

g) No guardar el debido sigilo respecto de los asuntos que se conozcan por razón del 
cargo.

h) El incumplimiento injustificado, total o parcial, de la jornada de trabajo. A estos 
efectos, se entiende por incumplimiento total de la jornada de trabajo diaria la ausencia 
injustificada del puesto de trabajo durante la duración íntegra de aquella, y por 
incumplimiento parcial un mínimo acumulado de diez horas al mes, o porcentaje equivalente.

i) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.
j) La intervención en un procedimiento administrativo cuando concurra alguna de las 

causas de abstención legalmente establecidas.
k) La emisión de informes o propuestas y la adopción de resoluciones o acuerdos 

manifiestamente ilegales, cuando causen perjuicio a la Administración pública en la que 
preste servicios o a los ciudadanos, siempre que no constituya falta muy grave.
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l) El incumplimiento de las obligaciones impuestas por la normativa de prevención de 
riesgos laborales del que puedan derivarse riesgos graves e inminentes para la seguridad y 
salud de las personas.

m) La realización dentro de la jornada de trabajo de otro tipo de actividades 
profesionales.

n) La tolerancia por los superiores jerárquicos de la comisión de faltas muy graves o 
graves del personal bajo su dependencia.

ñ) El incumplimiento de las normas en materia de incompatibilidades cuando no suponga 
el mantenimiento de una situación de incompatibilidad.

o) La inducción a la realización de actos o conductas constitutivos de falta disciplinaria 
grave.

p) La cooperación a sabiendas con actos sin cuya ejecución no hubiera sido posible la 
comisión de una falta disciplinaria grave.

q) El encubrimiento de actos o conductas constitutivos de falta disciplinaria muy grave 
cuando no se derive daño grave para la Administración o los ciudadanos.

r) El encubrimiento de actos o conductas constitutivos de falta disciplinaria grave cuando 
se derive daño grave para la Administración o los ciudadanos.

s) El empleo o la utilización de recursos y bienes públicos para usos particulares o 
facilitarlos a terceros, salvo que por su escasa entidad constituya falta leve.

t) La falta de asistencia reiterada sin causa justificada a las acciones formativas que 
tengan carácter obligatorio, siempre que se desarrollen en jornada laboral.

u) Las acciones u omisiones dirigidas a evadir los sistemas de control de horarios o a 
impedir que sean detectados los incumplimientos injustificados de la jornada de trabajo, 
tanto en la modalidad presencial como en la de teletrabajo.

v) La simulación de enfermedad o accidente cuando comporte ausencia al trabajo.
w) Las denuncias falsas de actividades irregulares imputadas a autoridades y personal, 

realizadas de mala fe o con manifiesta negligencia.
x) El consumo habitual de alcohol, de sustancias estupefacientes o psicotrópicas que 

afecten al funcionamiento del servicio.
y) En general, el incumplimiento, con negligencia grave, de los deberes y obligaciones 

derivados de la función que le sea encomendada.
5. Son faltas leves del personal funcionario:
a) El retraso, negligencia o descuido en el cumplimiento de las funciones u obligaciones 

cuando no sea falta grave o muy grave.
b) La incorrección con el público, compañeros o subordinados.
c) El incumplimiento injustificado del horario de trabajo, cuando no suponga falta grave.
d) El descuido en la conservación de los locales, material y documentos de la 

Administración.
e) El encubrimiento de actos o conductas constitutivos de falta disciplinaria grave cuando 

no se derive daño grave para la Administración o los ciudadanos.
f) En general, el incumplimiento de las obligaciones por negligencia o descuido 

excusable.
g) El incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales, 

cuando de ello no se deriven riesgos o daños para sí mismo, otro personal empleado público 
o terceras personas.

h) El empleo o la utilización de recursos y bienes públicos de escasa entidad para usos 
particulares o para facilitarlos a terceros.

i) Cualquier incumplimiento de los deberes y obligaciones del personal empleado público, 
así como de los principios de conducta, siempre que no deban ser calificados como falta 
muy grave o grave.

6. De conformidad con la legislación básica, las faltas disciplinarias del personal laboral 
quedarán tipificadas en los convenios colectivos correspondientes. En todo caso, les será de 
aplicación la tipificación de las faltas muy graves del apartado 2 del presente artículo.

[ . . . ]
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Disposición adicional decimosegunda.  Lenguaje de signos y lectura fácil.
1. Las Administraciones públicas incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley tomarán 

las medidas necesarias para que el personal empleado público sordo, con discapacidad 
auditiva y sordociego pueda hacer uso de la lengua de signos y/o de los medios de apoyo a 
la comunicación oral al objeto de facilitar el desempeño de sus funciones.

2. Se promoverá la publicación de las disposiciones y actos administrativos en el ámbito 
del empleo público a través de sistemas como la lectura fácil, que faciliten su comprensión 
por personas con discapacidad.

[ . . . ]
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§ 12

Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/1998, de 11 de junio, 
por el que se aprueba el texto refundido de las Leyes de Tasas y de 

Precios Públicos. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 147, de 26 de junio de 1998
«BOE» núm. 240, de 7 de octubre de 1998

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1998-23233

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LAS LEYES DE TASAS Y DE PRECIOS PÚBLICOS

[ . . . ]
TÍTULO II

Ordenación de las tasas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Industria y minería

[ . . . ]
Sección 1.ª Tasa por Expedición de Certificados de Profesionalidad, 

Acreditaciones Parciales Acumulables y Duplicados

Artículo 47 bis.  Hecho imponible.
Constituye el hecho imponible de la tasa, la expedición de certificados de profesionalidad 

y acreditaciones parciales acumulables, regulados en el Real Decreto 34/2008, de 18 de 
enero, por el que se regulan los certificados de profesionalidad; así como la expedición, por 
causas no imputables a la Administración, de duplicados de dichos certificados.

[ . . . ]
Artículo 47 sexto.  Exenciones y Bonificaciones.

1. Gozarán de exención por expedición de certificados de profesionalidad, acreditaciones 
parciales acumulables y duplicados, las personas desempleadas que figuren inscritas como 
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tales en sus correspondientes Oficinas de Empleo y que no perciban ninguna prestación 
económica, así como los miembros de familia numerosa de categoría especial.

2. Gozarán de una bonificación del 50% de la cuota por expedición de certificados de 
profesionalidad y duplicados, las personas desempleadas que sea preceptoras de alguna 
prestación económica y los miembros de familias numerosas de categoría general.

Las personas que puedan acreditar el derecho a la exención o bonificación de esta tasa 
lo indicarán en apartado correspondiente a la solicitud.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Educación, Cultura y Deporte.

Sección 1.ª Tasa por expedición de títulos académicos y profesionales 
correspondientes a las enseñanzas establecidas por la Ley Orgánica 1/1990, de 
3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y por la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Artículo 48.  Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible la expedición de los títulos académicos y profesionales 

acreditativos de la superación de las enseñanzas reguladas en la Ley Orgánica 1/1990, de 3 
de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y en la Ley Orgánica 2/2006, de 
3 de mayo, de Educación.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la expedición del título de Graduado 
en Educación Secundaria Obligatoria no estará sujeta al pago de la tasa regulada en la 
presente sección.

3. La expedición de duplicados de los títulos a que se refiere la presente sección sólo 
dará lugar al abono de la tasa correspondiente cuando aquella expedición se deba a causas 
atribuibles al interesado.

[ . . . ]
Artículo 52.  Exenciones y bonificaciones.

1. Los miembros de las familias numerosas de las categorías 2.ª y de honor quedan 
exentos del abono de la tasa regulada en la presente sección.

2. Los miembros de las familias numerosas de 1.ª categoría gozarán de una reducción 
del cincuenta por ciento (50 %) del importe de la tasa a que refiere el artículo anterior.

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Espectáculos y asociaciones

[ . . . ]
Sección 3.ª Tasa por servicios administrativos en materia de casinos, juegos y 

apuestas

[ . . . ]
Artículo 156 sexto.  Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible de esta tasa las actuaciones o intervenciones del 
organismo autónomo ''Servicio de Emergencias del Principado de Asturias'', en el ámbito de 
las competencias autonómicas, en los siguientes supuestos aunque el riesgo o peligro sean 
simulados:

a) Rescate de personas, en los siguientes casos:
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Cuando el afectado no haya atendido los boletines o partes de avisos de alerta o de 
predicción de meteorología adversa, de nivel rojo o equivalente, emitidos por los servicios 
meteorológicos nacionales, Protección Civil u organismos análogos, incluido el organismo 
autónomo "Servicio de Emergencias del Principado de Asturiasˮ.

Cuando el rescate tenga lugar en zonas señaladas como peligrosas o en aquellas de 
acceso prohibido o restringido, sin autorización de la autoridad competente.

Cuando las personas rescatadas no llevaran el equipamiento adecuado a la actividad.
Cuando el rescate o salvamento se realice con ocasión de la práctica de actividades 

recreativas y deportivas que entrañen riesgo o peligro para las personas.
A los efectos de la aplicación de esta tasa se considerarán actividades recreativas y 

deportivas que entrañan riesgo o peligro para las personas las siguientes: submarinismo, 
windsurfing, flysurf, esquí acuático, wakeboard, wakesurf, skurfer, motos de agua, 
bodyboard, surf, rafting, hydrospeed, descenso de cañones y barrancos, puenting, kite 
buggy, quads, escalada, espeleología deportiva o «espeleismo», bicicleta en montaña, 
motocross, vehículos de motor en montaña, raid y trec hípico, marchas y turismo ecuestre, 
esquí, snowboard, motos de nieve, paraski, snowbike, mushing, skibike, aerostación, 
paracaidismo, salto base, vuelo de ultraligeros, vuelo en aparatos con motor y sin motor, 
parapente, ala delta y parasailing, y cualquiera otra que tenga a éstas como base.

b) Rescate de bienes y semovientes.
c) Asistencia en accidentes de tráfico.
d) Asistencias técnicas y atención de emergencias en establecimientos industriales 

cuando estén presentes sustancias peligrosas para las personas, los bienes y el medio 
ambiente.

e) Asistencias técnicas, de prevención y de vigilancia y protección de incendio o 
accidente en pruebas deportivas y en actividades festivas, culturales o de tiempo libre.

f)  Asistencias por retirada de enjambres, colmenas o nidos de abejas, avispas u otros 
insectos similares, cuando éstos se encuentren en una propiedad privada y ésta no tenga la 
consideración de domicilio habitual del sujeto pasivo.

g) Asistencia en inundaciones, cuando éstas no sean consecuencia de fenómenos 
meteorológicos naturales.

h) Asistencia en apertura de puertas en fincas o edificios, siempre que no vayan 
acompañados de otras intervenciones de prevención o extinción de incendios, de 
salvamentos o, en general, de protección de personas o bienes u otros análogos.

i)  Asistencias por intervenciones en elementos interiores o exteriores de inmuebles 
(incluido el saneamiento de fachadas, cerramientos de escaparates, letreros publicitarios y 
actuaciones análogas), prevención de ruinas, construcciones y derribos, cuando la 
intervención se deba a construcción o mantenimiento deficiente.

2. No se produce el hecho imponible por actuaciones o intervenciones a consecuencia 
de causas de fuerza mayor, de grave riesgo colectivo o de calamidad pública, así como por 
razones de interés general.

[ . . . ]
Artículo 156 décimo.  Exenciones.

1. Están exentos del pago de esta tasa la Junta General, la Sindicatura de Cuentas, la 
Administración del Principado de Asturias y su sector público, el Consejo Consultivo, la 
Universidad de Oviedo, las entidades locales del Principado de Asturias, las restantes 
Administraciones autonómicas y la Administración General del Estado.

2. En los supuestos contemplados en el apartado 1.a) del artículo 156.Sexto, gozarán de 
exención de esta tasa los sujetos pasivos siguientes:

a) Quienes sufran de cualquier anomalía, deficiencia o alteración psíquica que impida 
comprender el riesgo o peligro, o actuar conforme a esa comprensión.

b) Las personas menores de 12 años de edad.
c) Quienes hubieran fallecido durante el rescate o en la fase previa, así como en una 

fase posterior siempre y cuando sea como consecuencia de las causas que originaron el 
rescate o salvamento.
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[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Modificación de las tasas.

Las Leyes de Presupuestos de cada año podrán modificar las tarifas y demás elementos 
de cuantificación aplicables a cada tasa.

Disposición adicional segunda.  Bonificación temporal aplicable a determinadas tasas.
1. Se establece una bonificación del 100 % aplicable a las siguientes tasas reguladas en 

el presente texto refundido:
a) Tasa por prestación de servicios de salud, inspecciones sanitarias de salud pública y 

expedición de libros y carnés.
La bonificación afectará únicamente al artículo 60, Tarifa 1, “Inspecciones sanitarias”, 

apartado 3, “Inspección alimentaria”, letra a), “Por inspección de locales destinados a 
manipulación, fabricación, almacenamiento o venta de productos alimentarios”.

b) Tasa de puertos.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen, con excepción de los siguientes:
– Los servicios generales regulados en el artículo 100, apartado 2, letra e), 

“Embarcaciones deportivas y de recreo (G-5)”.
– Los “servicios eventuales (E-5)” regulados en el artículo 100, apartado 4.
c) Tasa por ordenación de los transportes mecánicos por carretera, informes y otras 

actuaciones facultativas.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen.
d) Tasa por servicios administrativos en el ámbito de la ganadería.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen.
e) Tasas por servicios administrativos en el ámbito de las industrias agroalimentarias y 

forestales.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen.
f) Tasa por gestión de servicios facultativos de los servicios agronómicos.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen.
g) Tasa por prestación del servicio de depuración en la depuradora de moluscos de 

Castropol.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen.
h) Tasa por pesca marítima.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen, con excepción de la Tarifa 1, “Licencia para la práctica de la pesca deportiva”, 
regulada en el artículo 148.

i) Tasa de residuos y suelos contaminados.
La bonificación resultará de aplicación a todos los hechos imponibles objeto de 

gravamen.
2. La bonificación definida en el apartado 1 resultará de aplicación a los hechos 

imponibles devengados entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2024.
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[ . . . ]
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§ 13

Decreto Legislativo 2/2014, de 22 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de las disposiciones legales del Principado de 
Asturias en materia de tributos cedidos por el Estado. [Inclusión 

parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 251, de 29 de octubre de 2014

«BOE» núm. 29, de 3 de febrero de 2015
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2015-945

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES DEL PRINCIPADO DE 

ASTURIAS EN MATERIA DE TRIBUTOS CEDIDOS POR EL ESTADO

[ . . . ]
TÍTULO I

Disposiciones específicas aplicables a los tributos cedidos

CAPÍTULO I
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas

[ . . . ]
Sección 2.ª Deducciones sobre la cuota íntegra autonómica

[ . . . ]
Artículo 4.  Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual en el Principado de 
Asturias para contribuyentes con discapacidad.

1. Los contribuyentes que acrediten un grado de discapacidad igual o superior al 65 por 
ciento, con residencia habitual en el Principado de Asturias, podrán deducir el 3 por ciento de 
las cantidades satisfechas durante el ejercicio en la adquisición o adecuación de aquella 
vivienda que constituya o vaya a constituir su residencia habitual.

2. La presente deducción resultará igualmente aplicable cuando la discapacidad sea 
padecida por el cónyuge, ascendientes o descendientes que convivan con el contribuyente 
durante más de 183 días al año y que no tengan rentas anuales, incluidas las exentas, 
superiores a 35 000 euros.
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3. La adquisición de la nueva vivienda o, en su caso, las obras e instalaciones en que la 
adecuación consista, deberán resultar estrictamente necesarias para la accesibilidad y 
comunicación sensorial, de manera que faciliten el desenvolvimiento digno y adecuado de 
las personas con discapacidad, extremo que habrá de ser acreditado ante la administración 
tributaria mediante resolución o certificado expedido por la consejería competente en materia 
de valoración de discapacidad.

4. La base de la deducción la constituyen las cantidades satisfechas durante el ejercicio 
en la adquisición o rehabilitación de la vivienda, incluyéndose los importes destinados a la 
amortización de préstamos hipotecarios.

5. La base máxima de esta deducción será de 15 000 euros.
6. Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de esta deducción 

respecto de los mismos ascendientes o descendientes para un mismo período impositivo, la 
base máxima de la deducción se prorrateará entre ellos por partes iguales. No obstante, 
cuando los contribuyentes tengan distinto grado de parentesco con el ascendiente o 
descendiente, la aplicación de la reducción corresponderá a los de grado más cercano.

Artículo 5.  Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual para 
contribuyentes con los que convivan sus cónyuges, ascendientes o descendientes con 
discapacidad.

(Suprimido).

[ . . . ]
Artículo 11.  Deducción para familias numerosas.

1. Los contribuyentes que formen parte de una unidad familiar que, a fecha de devengo 
del impuesto, ostente el título de familia numerosa expedido por la autoridad competente en 
materia de servicios sociales, tendrán derecho a una deducción de:

a) 1000 euros para familias numerosas de categoría general.
b) 2000 euros para familias numerosas de categoría especial.
Se equiparan a familia numerosa de categoría general, a los efectos de la presente 

deducción, las familias que a fecha de devengo del impuesto estén constituidas por uno o 
dos ascendientes con dos hijos, sean o no comunes. En este supuesto solo tendrá derecho 
a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte superior a 35 000 euros en 
tributación individual ni a 45 000 euros en tributación conjunta.

2. Las condiciones necesarias para la consideración de familia numerosa y su 
clasificación por categorías se determinarán con arreglo a lo establecido en la Ley 40/2003, 
de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas.

3. La deducción únicamente resultará aplicable en los supuestos de convivencia del 
contribuyente con el resto de la unidad familiar. Cuando exista más de un contribuyente con 
derecho a la aplicación de la deducción y éstos realicen declaración individual del impuesto, 
la deducción se prorrateará por partes iguales, aplicándose el beneficio fiscal únicamente en 
la declaración de aquéllos que cumplan las condiciones establecidas para ser beneficiarios 
de la misma. Las anteriores circunstancias se entenderán referidas a la fecha de devengo 
del impuesto.

Artículo 12.  Deducción para familias monoparentales.
1. Podrá aplicar una deducción de 500 euros todo contribuyente que tenga a su cargo 

descendientes, siempre que no conviva con cualquier otra persona ajena a los citados 
descendientes, salvo que se trate de ascendientes que generen el derecho a la aplicación 
del mínimo por ascendientes establecido en el artículo 59 de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de 
las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio.

2. Se considerarán descendientes a los efectos de la presente deducción:
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a) Los hijos menores de edad, tanto por relación de paternidad como de adopción, 
siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, excluidas las 
exentas, superiores a 8.000 euros.

b) Los hijos mayores de edad con discapacidad, tanto por relación de paternidad como 
de adopción, siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas anuales, 
excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros.

c) Los descendientes a que se refieren las letras a) y b) anteriores que, sin convivir con 
el contribuyente, dependan económicamente de él y estén internados en centros 
especializados.

3. Se asimilarán a descendientes aquellas personas vinculadas al contribuyente por 
razón de tutela y acogimiento, en los términos previstos en la legislación civil aplicable.

4. En caso de convivencia con descendientes que no generen derecho a deducción, no 
se perderá el derecho a la misma siempre y cuando las rentas anuales de aquél, excluidas 
las exentas, no sean superiores a 8.000 euros.

5. Sólo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 45.000 euros. No tendrán derecho a deducir cantidad alguna por esta vía los 
contribuyentes cuya suma de renta del período y anualidades por alimentos exentas 
excedan de 45.000 euros.

6. La presente deducción no resultará aplicable a los supuestos de custodia compartida.
7. Cuando a lo largo del ejercicio se lleve a cabo una alteración de la situación familiar 

por cualquier causa, a efectos de aplicación de la deducción, se entenderá que ha existido 
convivencia cuando tal situación se haya producido durante al menos 183 días al año.

[ . . . ]
Artículo 14 duodecies.  Deducción por el cuidado de descendientes o adoptados de hasta 
25 años de edad.

1. Los contribuyentes podrán deducir las siguientes cantidades por cada descendiente 
que genere derecho a la aplicación del mínimo por descendientes regulado en el artículo 58 
de la Ley del Impuesto.

300 euros por el primer descendiente.
600 euros por el segundo descendiente y sucesivos.
La deducción será igualmente aplicable hasta que el descendiente cumpla los 26 años 

de edad, aun cuando no genere derecho a la aplicación del mínimo por descendientes, 
siempre que cumplan los restantes requisitos definidos en el citado artículo 58.

2. Sólo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 35 000 euros en tributación individual ni a 45 000 euros en tributación conjunta.

3. En el período impositivo en el que el descendiente cumpla veintiséis años el importe 
de la deducción se calculará de forma proporcional al número de meses en que se cumplan 
los requisitos previstos en el presente artículo.

4. La deducción únicamente resultará aplicable cuando los progenitores, adoptantes, o 
tutores convivan con el descendiente. Cuando exista más de un contribuyente con derecho a 
la aplicación del beneficio fiscal, el importe de la deducción se prorrateará por partes iguales 
en la declaración de cada uno de ellos, aplicándose únicamente a aquellos que cumplan las 
condiciones establecidas para ser beneficiarios de la misma.

5. La presente deducción será incompatible con la prevista en el artículo 14 bis del 
presente texto refundido.

Artículo 14 terdecies.  Deducción por emancipación de jóvenes de hasta 35 años de edad.
1. Los contribuyentes de hasta 35 años de edad que se emancipen durante el ejercicio 

impositivo podrán aplicar una deducción de hasta 1.000 euros.
2. Se entenderá que se lleva a cabo la emancipación en el ejercicio en que el 

contribuyente deja de convivir con sus ascendientes y traslada su domicilio a una nueva 
vivienda habitual situada en el Principado de Asturias que ocupará en régimen de propiedad 
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o arrendamiento. Se perderá el derecho de deducción en el supuesto en el que el 
contribuyente retorne al hogar familiar antes de que transcurran tres años.

3. La deducción podrá aplicarse una única vez en el ejercicio en que se lleve a cabo la 
primera emancipación.

4. Sólo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya base imponible no resulte 
superior a 35.000 euros en tributación individual ni a 45.000 euros en tributación conjunta.

5. En su caso, la acreditación documental de los gastos que generen derecho a 
deducción deberá realizarse mediante factura o cualquier otro medio del tráfico jurídico o 
económico admitido en Derecho.

Artículo 14 quaterdecies.  Deducción por la obtención de ayudas o subvenciones 
otorgadas por el Principado de Asturias a enfermos de Esclerosis Lateral Amiotrófica.

Cuando el contribuyente hubiese integrado en la base imponible general el importe 
correspondiente a una subvención o cualquier otra ayuda pública otorgada por el Principado 
de Asturias a enfermos de Esclerosis Lateral Amiotrófica, podrá aplicar una deducción en la 
cuota íntegra por el importe que resulte de aplicar los tipos medios de gravamen a la cuantía 
de la subvención o ayuda que se integre en la base liquidable.

CAPÍTULO II
Impuesto sobre el Patrimonio

[ . . . ]
Artículo 16.  Bonificación de los patrimonios especialmente protegidos de contribuyentes 
con discapacidad.

Si entre los bienes o derechos de contenido económico computados para la 
determinación de la base imponible se incluyen aquéllos que forman parte del patrimonio 
especialmente protegido del contribuyente constituido al amparo de la Ley 41/2003, de 18 de 
noviembre, de protección patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación del 
Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, 
podrá aplicarse una bonificación del 99 por ciento en la parte de la cuota que 
proporcionalmente corresponda a dichos bienes o derechos.

CAPÍTULO III
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

Sección 1.ª Reducciones de la base imponible

[ . . . ]
Artículo 20.  Reducción en las donaciones dinerarias de ascendientes a descendientes para 
la adquisición de la primera vivienda habitual que tenga la consideración de protegida.

1. En las donaciones dinerarias de ascendientes a descendientes para la adquisición de 
su primera vivienda habitual se aplicará una reducción del 95 por ciento del importe de la 
donación, sin perjuicio de la aplicación de las reducciones estatales que, en su caso, 
resulten procedentes.

La aplicación de la reducción estará sujeta al cumplimiento de los siguientes requisitos:
a) La donación deberá formalizarse en escritura pública debiendo constar de forma 

expresa que el dinero donado se destine íntegramente a la adquisición de la primera 
vivienda habitual del donatario.

b) La vivienda a cuya adquisición se destine el efectivo donado debe estar situada en el 
territorio del Principado de Asturias y tener la consideración de protegida, conforme a la 
normativa estatal o autonómica en la materia.
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c) El adquirente ha de ser menor de 35 años o con un grado de discapacidad igual o 
superior al 65 por ciento; en cualquiera de los supuestos, su renta no debe superar 4,5 veces 
el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM).

d) La adquisición de la vivienda deberá realizarse en un plazo de seis meses a contar 
desde el devengo del impuesto que grava la donación. En caso de llevarse a cabo sucesivas 
donaciones con el mismo fin, el plazo se computará desde la fecha de la primera. La 
reducción no se aplicará a donaciones de dinero posteriores a la compra de la vivienda.

e) El adquirente ha de conservar en su patrimonio la vivienda durante los cinco años 
siguientes a la donación, salvo que fallezca durante ese plazo.

2. La base máxima de la reducción no podrá exceder de 60.000 euros. En el caso de 
contribuyentes con un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento este límite 
será de 120.000 euros.

3. Para la aplicación de la presente reducción, se atenderá al concepto de vivienda 
habitual contenido en la normativa reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.

4. A los efectos de este artículo, será de aplicación el régimen de equiparaciones 
establecido en el artículo 24.1 letras b) y c) del presente texto refundido.

5. En caso de incumplimiento de cualquiera de los requisitos establecidos en el apartado 
1, el adquirente beneficiario de esta reducción deberá comunicar tal circunstancia a la oficina 
liquidadora competente, dentro del plazo de 30 días hábiles desde la fecha en que se 
produzca el incumplimiento, y pagar la parte del impuesto que se hubiese dejado de ingresar 
como consecuencia de la reducción practicada, así como los correspondientes intereses de 
demora.

[ . . . ]
Sección 4.ª Bonificaciones de la cuota

Artículo 23.  Bonificación para contribuyentes discapacitados aplicable en transmisiones 
mortis causa.

En las adquisiciones mortis causa por contribuyentes con discapacidad con un grado de 
minusvalía reconocido igual o superior al 65 %, de acuerdo con el baremo al que se refiere el 
artículo 148 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, se aplicará una bonificación del 100 % de la 
cuota que resulte después de aplicar las deducciones estatales y autonómicas que, en su 
caso, resulten aplicables, siempre que el patrimonio preexistente del heredero no sea 
superior a 402.678,11 euros.

[ . . . ]
Artículo 32 ter.  Deducción aplicable a las transmisiones de suelo rústico.

A las transmisiones inter vivos de suelo rústico se les aplicará una deducción del 100 por 
ciento de la cuota salvo en los supuestos en que sobre el suelo rústico exista una 
construcción que no esté afecta a una explotación agraria o ganadera en funcionamiento.

Artículo 32 quáter.  Deducción aplicable a las transmisiones de explotaciones agrarias de 
carácter prioritario.

Cuando a la base imponible de una transmisión onerosa le sea de aplicación alguna de 
las reducciones previstas en la Ley 19/1995, de 4 de julio, de modernización de las 
explotaciones agrarias, se le aplicará una deducción en la cuota por el importe necesario 
para que dicho beneficio fiscal alcance el 100 por ciento del valor del bien objeto de 
reducción.
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Artículo 32 quinquies.  Deducción aplicable a adquisiciones de maquinaria agraria por 
parte de titulares de explotaciones agrarias o ganaderas en funcionamiento.

A las transmisiones inter vivos de tractores, remolques, semirremolques y maquinaria 
agraria se les aplicará una deducción del 100 por ciento de la cuota en los supuestos en que 
el adquirente sea titular de una explotación agraria o ganadera en funcionamiento y el bien 
adquirido se afecte al desarrollo de la citada actividad.

Para la aplicación de la deducción habrá de acreditarse el alta en el Censo de 
Empresarios, Profesionales y Retenedores en el epígrafe correspondiente a la actividad a 
desarrollar así como que la citada actividad constituye su principal fuente de renta.

Artículo 32 sexies.  Deducción aplicable a las transmisiones de inmuebles para 
construcción de vivienda protegida.

1. Se aplicará una deducción del 100 por ciento de la cuota a la transmisión de terrenos 
y solares y la cesión del derecho de superficie para la construcción de edificios en régimen 
de vivienda protegida conforme a la normativa estatal y autonómica en la materia.

2. Para la aplicación de la deducción deberá consignarse en el documento que el 
contrato se otorga con la finalidad de construir viviendas de protección oficial. La calificación 
de las viviendas como de protección oficial, o la declaración provisional en el mismo sentido, 
deberá producirse en el plazo de tres años a partir de la fecha de la celebración del contrato. 
El plazo será de cuatro años si el objeto del contrato es la transmisión de terrenos.

3. La deducción se aplicará con carácter provisional y condicionada al cumplimiento que 
en cada caso exijan las disposiciones vigentes para esta clase de viviendas. En los 
supuestos de incumplimiento de los requisitos habrá de presentarse la correspondiente 
autoliquidación complementaria junto con los correspondientes intereses en el plazo de un 
mes desde la fecha de incumplimiento.

[ . . . ]
Artículo 39 bis.  Deducción aplicable a las escrituras y actas notariales que contengan actos 
o contratos relacionados con la construcción de vivienda protegida.

1. Se aplicará una deducción del 100 por ciento de la cuota en las escrituras y actas 
notariales cuando se formalicen actos o contratos relacionados con la construcción de 
edificios en régimen de vivienda protegida, conforme a la normativa estatal y autonómica en 
la materia, siempre que se hubiera solicitado dicho régimen a la administración competente 
en esa materia.

2. Para la aplicación de la deducción deberá consignarse en el documento que el 
contrato se otorga con la finalidad de construir vivienda protegida. La deducción no resultará 
de aplicación si transcurriesen tres años, a contar desde la fecha de la celebración del 
contrato, sin que obtenga la calificación o declaración provisional, o cuatro años si se trata 
de terrenos. En tal supuesto procederá presentar la correspondiente autoliquidación 
complementaria junto con los intereses de demora generados.

3. La deducción se aplicará con carácter provisional y condicionada al cumplimiento que 
en cada caso exijan las disposiciones vigentes para esta clase de viviendas. En los 
supuestos de incumplimiento de los requisitos habrá de presentarse la correspondiente 
autoliquidación complementaria junto con los correspondientes intereses en el plazo de un 
mes desde la fecha de incumplimiento.

[ . . . ]
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§ 14

Ley 6/2006, de 20 de junio, de Comunicación y Publicidad 
Institucionales. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 151, de 1 de julio de 2006

«BOE» núm. 194, de 15 de agosto de 2006
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2006-14704

[ . . . ]
Artículo 3.  Principios.

El desarrollo de la comunicación institucional deberá adecuarse a los siguientes 
principios de actuación:

a) Transparencia, lealtad institucional, eficacia, eficiencia, veracidad y racionalidad en la 
asignación de los recursos económicos, sirviendo con objetividad los intereses generales.

b) Acceso a la información de las personas con discapacidad.
c) Respeto al medio ambiente, utilizando soportes que, sin merma de la eficacia de la 

actividad desarrollada, tengan el menor impacto posible.
d) Igualdad entre hombres y mujeres y respeto de la diversidad social y cultural presente 

en la sociedad.
e) Promoción de la cultura asturiana, procurando una presencia adecuada del bable/

asturiano.
f) Estímulo de la participación ciudadana en la actividad del sujeto que promueva la 

comunicación, promoviendo el ejercicio de sus derechos y el efectivo disfrute de los servicios 
que preste.

Artículo 4.  Prohibiciones.
En el marco de la legislación básica del Estado, no se podrá promover o contratar 

comunicación institucional:
a) Que tenga como finalidad destacar los logros de gestión o los objetivos alcanzados 

por los sujetos mencionados en el artículo 1.1 de esta Ley.
b) Que no obedezca a motivos de interés público.
c) Que no se desarrolle en el ejercicio de competencias propias.
d) Que menoscabe, obstaculice o perturbe las políticas públicas o cualquier actuación 

legítimamente realizada por otro poder público en el ejercicio de sus competencias.
e) Que incluya mensajes discriminatorios, sexistas o contrarios a los principios, valores y 

derechos constitucionales.
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f) Que incite, de forma directa o indirecta, a la violencia o a comportamientos contrarios 
al ordenamiento jurídico.

g) Que no se identifique claramente como tal y no incluya la mención expresa del sujeto 
promotor o contratante así como su imagen corporativa institucional.

h) Que induzca a confusión con los símbolos, ideas, expresiones, diseños o imágenes 
empleadas por cualquier formación política u organización social.

i) Que revista carácter subliminal o engañoso.

[ . . . ]
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§ 15

Ley 5/1995, de 6 de abril, de promoción de la accesibilidad y 
supresión de barreras

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 89, de 19 de abril de 1995
«BOE» núm. 149, de 23 de junio de 1995

Última modificación: 30 de diciembre de 2020
Referencia: BOE-A-1995-15188

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo, en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía para Asturias, vengo en promulgar la siguiente

LEY DE PROMOCIÓN DE LA ACCESIBILIDAD Y SUPRESIÓN DE BARRERAS

PREÁMBULO
Los artículos 9.2, 47 y 49 de la Constitución Española encomiendan a los poderes 

públicos, en particular, el deber de facilitar la accesibilidad al medio de todos los ciudadanos; 
y, en este sentido, aquellos deberán acometer las políticas de prevención, tratamiento, 
rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que 
prestarán la atención especializada que requieran y ampararán especialmente para el 
disfrute de los derechos que dicha norma reconoce a todos los ciudadanos; deber que se 
extiende, por tanto, de la misma forma, a aquellos ciudadanos con o sin minusvalías que se 
encuentren en situación de limitación con el medio.

La mejora de la calidad de vida de toda la población, y específicamente de las personas 
con movilidad reducida o cualquier otra limitación, constituye uno de los objetivos 
fundamentales de actuación pública desarrollado en la Ley 13/1982, de 7 de abril, de 
integración social de los minusválidos, según la cual las Administraciones públicas, en el 
ámbito de sus competencias, aprobarán las normas urbanísticas y arquitectónicas básicas 
conteniendo las condiciones a que deben ajustarse los proyectos, el catálogo de edificios a 
que serán aplicables y el procedimiento de autorización, control y sanción, con el fin de que 
resulten accesibles. Asimismo adoptarán las medidas precisas para adecuar 
progresivamente los transportes públicos colectivos y facilitar el estacionamiento de 
vehículos que transporten a personas con problemas graves de movilidad.

El Principado de Asturias, en uso de las facultades establecidas en el artículo 148 del 
Texto Constitucional, asume, en virtud del artículo 10 del Estatuto de Autonomía, la 
competencia exclusiva en asistencia y bienestar social; así como en la ordenación del 
territorio, urbanismo y vivienda; obras públicas de interés del Principado de Asturias dentro 
de su propio territorio que no sean de interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad 
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Autónoma; los ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente 
en el territorio del Principado y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos 
medios o por cable; los puertos, helipuertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que 
no desarrollen actividades comerciales y el patrimonio cultural, histórico, arqueológico y 
artístico de interés para el Principado de Asturias.

En este sentido, el Principado de Asturias ha plasmado en la Ley 5/1987, de 11 de abril, 
de servicios sociales, la especial protección a estos colectivos, incluyendo entre sus áreas 
de actuación la prevención sobre las causas que originan situaciones de necesidad social, 
promoviendo el bienestar de la persona en toda su amplitud tanto en la dimensión individual 
como en la colectiva.

Todo ello se enmarca en el conjunto de objetivos propuestos en el Programa de Acción 
Mundial para las Personas con Minusvalías de Naciones Unidas, así como en diversas 
Resoluciones del Parlamento Europeo.

La trascendencia de los objetivos expuestos, y sus efectos sobre derechos 
constitucionales, justifican la presente Ley de promoción de la accesibilidad y supresión de 
barreras.

TÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto el establecimiento de normas y criterios básicos para la 

promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras y obstáculos, en el diseño y 
ejecución de las vías y espacios libres públicos, en el mobiliario urbano, en la construcción y 
reestructuración de edificios y en los medios de transporte y de comunicación sensorial, 
tanto de titularidad pública como privada.

La supresión de barreras y obstáculos comprenderá las actuaciones dirigidas a evitar su 
aparición, así como la supresión progresiva de los existentes.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
La presente Ley será de aplicación, en el ámbito territorial del Principado de Asturias, a 

los instrumentos de ordenación urbanística; a la construcción de nueva planta de edificios 
públicos y privados; al transporte y a la comunicación sensorial.

De igual manera será de aplicación a los edificios y elementos de urbanización 
existentes que se reformen de manera sustancial, a juicio de los organismos y corporaciones 
públicas que intervengan preceptivamente en la supervisión del proyecto de reforma, así 
como en la concesión de la correspondiente licencia o autorización.

TÍTULO II
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Disposiciones sobre barreras urbanísticas

Sección 1.ª Diseño de los elementos de la urbanización

Artículo 3.  Barreras urbanísticas.
1. A los efectos de esta Ley se consideran barreras urbanísticas las existentes en las 

vías públicas así como en los espacios libres de uso público.
2. Las barreras urbanísticas pueden originarse en:
a) Los elementos de la urbanización. Se considera elemento de la urbanización cualquier 

componente de las obras de urbanización, entendiendo por tales obras las referentes a 
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pavimentación, saneamiento, alcantarillado, distribución de energía eléctrica, alumbrado 
público, abastecimiento y distribución de agua, jardinería y todas aquellas otras que 
materializan las indicaciones del planeamiento urbanístico; y

b) El mobiliario urbano. Se entiende por mobiliario urbano el conjunto de elementos, 
objetos y construcciones ubicados en las vías y espacios libres, superpuestos o adosados a 
los elementos de la urbanización o de la edificación, de uso o concurrencia públicos, 
destinados a la utilización, disfrute y ornato de los mismos, o a prestar, en su caso, un 
determinado servicio al ciudadano, tales como barandillas, pasamanos y otros elementos de 
apoyo y protección, semáforos, postes de señalización, mástiles y señales verticales, 
bancos, cabinas telefónicas, fuentes públicas, papeleras, veladores, toldos, marquesinas, 
kioscos, y cualesquiera otros de naturaleza análoga.

Artículo 4.  Accesibilidad en los espacios de uso público.
1. La planificación y la urbanización de las vías públicas, de los parques y de los demás 

espacios de uso público, se efectuarán de forma que resulten accesibles y transitables para 
todas las personas.

2. Las vías públicas, los parques y los demás espacios de uso público existentes, así 
como las respectivas instalaciones de servicios y mobiliarios urbanos, serán adaptados 
gradualmente, de acuerdo con un orden de prioridades que tendrá en cuenta la mayor 
eficacia y concurrencia de personas, a las reglas y condiciones previstas en esta Ley y en su 
desarrollo reglamentario.

Artículo 5.  Itinerarios peatonales.
1. A los efectos de esta Ley se consideran itinerarios peatonales aquellos espacios 

públicos destinados al tránsito de peatones o al tránsito mixto de peatones y vehículos.
El trazado y diseño de los itinerarios peatonales se realizará de forma que resulten 

accesibles y transitables por cualquier persona, debiendo tenerse en cuenta, para ello, entre 
otros parámetros, el pavimento, la anchura mínima de paso libre de cualquier obstáculo, los 
grados de inclinación de los desniveles y las características de los bordillos.

2. Las especificaciones técnicas concretas del diseño y trazado serán las siguientes:
a) El ancho libre mínimo será de 1,20 metros.
b) Las pendientes longitudinales serán como máximo de un 8 por 100 y las transversales 

no mayores a un 2 por 100.
c) El bordillo de separación de las áreas destinadas al tráfico peatonal y al de vehículos 

tendrá una altura máxima de 0,15 metros, debiendo rebajarse a nivel del pavimento en los 
pasos de peatones.

d) Los desniveles constituidos por un único peldaño deberán ser sustituidos por una 
rampa que cumpla los requisitos señalados en el artículo 10.

e) Los hitos o mojones que se coloquen en los itinerarios peatonales para impedir el 
paso de vehículos tendrá una luz libre mínima de 1,00 metros para permitir, de este modo, el 
paso de una silla de ruedas, quedando prohibido el uso de cadenas entre mojones.

3. Los planes y normas de ordenación urbana y, en su caso, las ordenanzas de 
edificación y uso de suelo, contendrán, entre otras, las siguientes determinaciones:

a) Identificación de itinerarios viarios peatonales en los que hayan sido suprimidas las 
barreras arquitectónicas y urbanísticas, con delimitación del área accesible desde la red 
viaria peatonal.

b) Determinación de aquellos elementos que hayan de ser objeto, con carácter 
preferente, de posterior desarrollo, de acuerdo con las determinaciones que se fijen.

c) Señalamiento de las actuaciones a llevar a cabo en el suelo consolidado por la 
edificación o urbanización, al objeto de crear itinerarios alternativos a los ya existentes.
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Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 6.  Pavimentos.
El pavimento de los itinerarios especificados en el artículo anterior será compacto, duro, 

regular, antideslizante y sin resaltes distintos a los propios del grabado de las piezas, que 
serán los mínimos que resulten necesarios, variando la textura y color del mismo, con franjas 
de 1 metro de ancho, en las esquinas, vados, paradas de autobús y otros lugares de interés 
u obstáculos que se encuentren en su recorrido. Las rejas y registros situados en dichos 
itinerarios estarán enrasados con el pavimento circundante. Las rejas tendrán una abertura 
máxima de malla y una disposición del enrejado que impida el tropiezo de las personas que 
utilicen bastones o sillas de ruedas. Los árboles que se sitúen en los itinerarios tendrán 
cubiertos los alcorques con rejas u otros elementos enrasados con el pavimento circundante.

Artículo 7.  Vados.
1. A los efectos de esta Ley se consideran vados las superficies inclinadas destinadas a 

facilitar la comunicación entre dos planos horizontales de distinto nivel.
El diseño y trazado de los vados tendrá en cuenta la inclinación de las pendientes, el 

enlace de las mismas, la anchura y el pavimento empleado.
Los vados tendrán en todo caso una señalización específica que prohíba el 

aparcamiento de vehículos automóviles ante ellos.
2. Las especificaciones técnicas concretas de diseño serán:
a) Los vados destinados a la entrada y salida de vehículos se diseñarán de forma que 

los itinerarios peatonales que atraviesan no queden afectados por pendientes longitudinales 
superiores al 12 por 100 o transversales superiores al 2 por 100.

b) Los destinados a la eliminación de barreras, además de cumplir con el apartado 
anterior, se diseñarán de forma que los dos niveles a comunicar se enlacen por un plano 
inclinado cuyas pendientes longitudinal y transversal sean como máximo del 8 por 100 y del 
2 por 100, respectivamente. Su anchura será como mínimo de 1,80 metros y el pavimento 
cumplirá las especificaciones reseñadas respecto al mismo en el artículo 6 de esta Ley.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 8.  Pasos de peatones.
1. A los efectos de esta Ley se consideran pasos de peatones sobre viales tanto los 

regulados por semáforos como los pasos de cebra.
En los pasos de peatones se tendrán en cuenta, entre otros, los parámetros que se 

refieran al desnivel, longitud del recorrido, isletas y tipo de paso de que se trate.
2. Las especificaciones técnicas concretas de diseño y trazado serán:
a) Se salvará el desnivel entre la acera y la calzada con un vado de las características 

indicadas en el artículo 7.
b) Los vados se situarán siempre enfrentados; en el caso de que no sea posible, se 

instalará una franja de guía táctil de 5 centímetros de ancho por 6 milímetros de altura, de un 
vado al otro, por la mediana del paso de peatones.
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c) Si en el recorrido del paso de peatones es preciso atravesar una isleta intermedia a 
las calzadas rodadas, ésta se recortará rebajándola al mismo nivel de las calzadas, en un 
ancho igual al del paso de peatones.

d) Si el paso, por su longitud, se realiza en dos tiempos con parada intermedia, la isleta 
tendrá unas dimensiones mínimas que permitan la inscripción de un círculo de 1,50 metros 
de diámetro.

e) Los pasos de peatones elevados y subterráneos se construirán complementándose 
obligatoriamente las escaleras con rampas, ascensores, plataformas mecánicas o tapices 
rodantes.

Artículo 9.  Escaleras.
1. El diseño y trazado de las escaleras deberá tener en cuenta, entre otros, los 

parámetros que se relacionan para permitir su uso sin dificultades al mayor número posible 
de personas: Directriz, recorrido, dimensiones de huella, tabica y anchura libre, mesetas, 
pavimento y pasamanos. Asimismo, cumplirá con lo dispuesto en la legislación vigente en 
materia de protección contra incendios, debiendo señalarse con pavimento de textura y color 
diferentes el inicio y el final de las escaleras,

2. Las especificaciones concretas de diseño y trazado serán:
a) Las escaleras serán de directriz recta, permitiéndose las de directriz ligeramente 

curva.
b) Ser realizarán de forma que tengan una dimensión de huella no inferior a 30 

centímetros y de tabica no superior a 17 centímetros.
c) No se permitirán las mesetas en ángulo, las mesetas partidas y las escaleras 

compensadas.
d) Su anchura libre será como mínimo de 1,20 metros.
e) Se dotarán de doble pasamanos a ambos lados, en alturas de 70 y 90 centímetros, 

cuidando que el grosor y la distancia a la pared de adosamiento, en caso de que exista, 
permita un fácil y seguro asimiento también a personas con dificultades de manipulación. El 
pasamanos se prolongará 0,45 metros a partir del último escalón, bien adosado a la pared si 
existiera o, en caso contrario, mediante solución en ángulo recto o similar, de forma tal que 
facilite la aproximación al mismo y no se convierta en un obstáculo para posibles itinerarios 
transversales, debiendo ser rematados hacia dentro y hacia abajo para eliminar riesgos.

f) La huella se construirá en material antideslizante, sin resaltes significativos en la arista 
de intersección, ni discontinuidad sobre la tabica.

g) Las escaleras de largo recorrido deberán partirse, introduciendo descansillos 
intermedios con un fondo mínimo de 1,20 metros.

h) Los rellanos que den acceso a puertas deberán permitir el giro completo de una silla 
de ruedas por lo que sus dimensiones mínimas serán de 1,50 por 1,50 metros.

i) Deberá señalarse con pavimento, de textura y color diferentes, el inicio y final de la 
escalera.

j) En escalinatas de más de 5 metros de anchura se dotará de pasamanos central de 
acuerdo con las prescripciones anteriormente indicadas.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 10.  Rampas.
1. El diseño y trazado de las rampas como elementos que dentro de un itinerario 

peatonal permiten salvar desniveles bruscos, escaleras o pendientes superiores a las del 
propio itinerario, tendrán en cuenta la directriz, las pendientes longitudinal y transversal, la 
anchura libre mínima y el pavimento.

2. Las especificaciones técnicas concretas del diseño y trazado serán:
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a) Las rampas serán de directriz recta o ligeramente curvas.
b) Su pendiente longitudinal máxima será del 12 por 100 en recorridos iguales o 

inferiores a 3 metros y del 8 por 100 en recorridos superiores hasta un límite de 10 metros. 
Las rampas de largo recorrido deberán partirse introduciendo descansillos intermedios o 
distintos tramos en zig zag hasta alcanzar la longitud total; la pendiente máxima transversal 
será del 2 por 100.

c) Deberán dotarse de pasamanos, barandillas y antepechos en las condiciones 
descritas en el apartado 2.e) del artículo 9; además de contar con bordillos resaltados a todo 
lo largo de sus laterales, estén o no exentos de paramentos verticales, que sirvan de guía y 
eviten el deslizamiento lateral, las dimensiones mínimas del bordillo serán 10 por 10 
centímetros (alto por ancho) medidas desde la rasante de la rampa y desde el límite 
horizontal del paso libre normalizado.

d) Su anchura libre mínima será de 1,20 metros,
e) El pavimento será compacto, regular, antideslizante, duro y sin resaltes distintos a los 

propios del grabado de las piezas, que serán los mínimos que resulten necesarios, variando 
su textura y color en el inicio, descansos o cambios de dirección, y final de las mismas.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 11.  Parques, jardines, plazas y espacios libres públicos.
1. Los itinerarios peatonales en parques, jardines, plazas y espacios libres públicos en 

general se ajustarán a los criterios señalados en artículos precedentes para itinerarios 
peatonales.

2. Los aseos públicos que se dispongan en dichos espacios deberán ser accesibles y 
dispondrán al menos de un inodoro y lavabo de las características reseñadas en el artículo 
21 de la presente Ley.

Artículo 12.  Aparcamientos.
1. En todas las zonas de estacionamiento de vehículos ligeros, sean en superficie o 

subterráneos, en vías o espacios públicos, se reservarán permanentemente, y tan cerca 
como sea posible de los accesos peatonales, plazas debidamente señalizadas para 
vehículos que transporten personas en situación de movilidad reducida. Los accesos 
peatonales a dichas plazas cumplirán las especificaciones requeridas para ser accesibles, 
así como contarán con ascensor adaptado o practicable, según los casos, todos los 
aparcamientos subterráneos.

El número de plazas reservadas será, al menos, de una por cada 40 o fracción en 
aparcamientos de hasta 280 vehículos, reservándose una nueva plaza por cada 100 o 
fracción en que se rebase esta previsión.

2. Las especificaciones técnicas de diseño y trazado serán las siguientes:
a) Estarán señalizadas con el símbolo internacional de accesibilidad y la prohibición de 

aparcar en ellas a vehículos de personas que no se encuentren en situación de movilidad 
reducida.

b) Las dimensiones mínimas de las plazas organizadas en batería serán 6 metros por 
3,60 metros. Las plazas organizadas en paralelo serán de las mismas dimensiones que las 
anteriores y su disposición evitará riesgos innecesarios para sus usuarios.

Asimismo, podrán establecerse plazas en paralelo a ambos lados de la calzada siempre 
que dichas plazas cuenten con una dimensión de 6,40 metros por 3,60 metros y no invadan 
la alineación exterior de la línea de aparcamientos donde se sitúen.

c) Las plazas dispondrán de vados de acceso a las mismas de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 7 de la presente Ley.
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3. Los Ayuntamientos adoptarán las medidas adecuadas para facilitar el estacionamiento 
de vehículos y automóviles pertenecientes a personas en situación de movilidad reducida 
cerca de su centro de trabajo o estudio y domicilio particular, y con carácter general las 
plazas que se consideren necesarias, en las cercanías de centros docentes, asistenciales, 
recreativos, deportivos, culturales, religiosos, administrativos, comerciales, sanitarios, 
hoteleros y de ocio y esparcimiento.

A tal fin los Ayuntamientos deberán aprobar normativas que faciliten esas actuaciones, 
así como especificaciones concretas relativas a:

a) Permitir a dichas personas aparcar sus vehículos más tiempo que el autorizado en los 
lugares de tiempo limitado.

b) Permitir a los vehículos ocupados por dichas personas parar en cualquier lugar de la 
vía pública durante el tiempo imprescindible y siempre que no se entorpezca la circulación 
de vehículos o peatones.

c) Proveer a las personas que puedan beneficiarse de las facilidades expuestas en los 
apartados anteriores de una tarjeta, cuyas características se determinarán 
reglamentariamente y que sea utilizable en cualquier Concejo de la Comunidad Autónoma 
del Principado de Asturias.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Sección 2.ª Diseño y ubicación del mobiliario urbano

Artículo 13.  Señales verticales.
1. Las señales de tráfico, semáforos, postes de iluminación o cualesquiera otros 

elementos verticales de señalización que deban colocarse en un itinerario o espacio de 
acceso peatonal se dispondrán y diseñarán de forma que no entorpezcan la circulación y 
puedan ser usados con comodidad.

2. Las especificaciones técnicas de colocación y diseño serán las siguientes:
a) Se dispondrán en el tercio exterior de la acera siempre que la anchura libre restante 

sea igual o superior a 120 centímetros.
Si esta dimensión fuera menor se colocarán junto al encuentro de la alineación con la 

fachada. Se procurará el agrupamiento de varias de ellas en un único soporte.
b) Las plazas y demás elementos volados de señalización tendrán su borde inferior a 

una altura superior a 2,10 metros; en el caso de no ser posible, su borde inferior se 
prolongará hasta el suelo para que pueda ser detectado.

c) No se dispondrán obstáculos verticales en ningún punto de la superficie destinada a 
paso de peatones.

d) Todos aquellos mecanismos que se instalen en las señales verticales con el fin de 
facilitar su uso por personas con movilidad reducida deberán instalarse a una altura máxima 
de 0,90 metros.

e) Los semáforos peatonales instalados en vías públicas deberán estar equipados de 
mecanismos homologados que emitan una señal sonora suave, intermitente y sin 
estridencias o de mecanismo alternativo, que sirva de guía a los invidentes cuando se abra 
el paso a los viandantes.

Artículo 14.  Elementos urbanos varios.
1. Los elementos urbanos de uso público, tales como cabinas telefónicas, fuentes, 

papeleras, soportes publicitarios, bancos y otros análogos, se diseñarán y ubicarán de forma 
que puedan ser usados por todos los ciudadanos y que no se constituyan en obstáculos para 
el tránsito peatonal.
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Asimismo, la construcción de elementos salientes sobre las alineaciones de fachadas 
que interfieran un espacio o itinerario peatonal, tales como vitrinas, marquesinas, toldos y 
otros análogos, se realizará posibilitando que sean detectados y evitando que se constituyan 
en obstáculos.

2. Las especificaciones técnicas concretas que deben cumplirse serán:
a) No estará permitida la construcción de los salientes sobre las alineaciones de 

fachadas, recogidos en el apartado anterior, a alturas inferiores a 2,10 metros o que no sean 
prolongados hasta el suelo.

b) Las cabinas telefónicas, de información, cajeros automáticos y otros análogos 
deberán diseñarse de forma tal que los elementos a utilizar estén a una altura entre 90 
centímetros y 1,20 metros.

Asimismo cumplirán las condiciones mínimas de accesibilidad establecidas en la 
presente Ley y cuidarán que su piso esté a nivel del suelo colindante con una tolerancia 
máxima de 2 centímetros.

c) Las bocas de contenedores, buzones, papeleras y otros elementos de uso público 
análogos estarán situados a una altura máxima de 90 centímetros.

d) Los caños o grifos de las fuentes para suministro de agua potable estarán situados a 
una altura de 70 centímetros sin obstáculos o bordes para acceso y serán fácilmente 
accionables.

e) Se señalizarán mediante franjas de pavimento de textura y color diferentes y de 1 
metro de ancho todos los elementos del mobiliario urbano a que se refiere el presente 
artículo que interfieran u ocupen un espacio o itinerario peatonal.

Artículo 15.  Protección y señalización de las obras en la vía pública.
1. Los andamiajes, zanjas o cualquier otro tipo de obras en la vía pública deberán 

señalizarse y protegerse de manera que garanticen la seguridad física de los viandantes.
2. Las especificaciones técnicas concretas de señalización serán:
a) La protección se realizará mediante vallas estables y continuas, disponiéndose las 

mismas de manera que ocupen todo el perímetro de los acopios de materiales, zanjas, 
calicatas u obras análogas y separadas de ellas al menos 50 centímetros, En su caso se 
permitirá la sustitución de las vallas por cintas de plástico o entramados de cintas que 
garanticen adecuadamente la seguridad de los viandantes.

b) Las protecciones estarán dotadas de luces rojas que permanecerán encendidas toda 
la noche.

c) Cuando las obras afecten a las condiciones de accesibilidad de un itinerario peatonal, 
deberán adoptarse las medidas necesarias con el fin de que, en tanto no se acaben, éste 
pueda ser utilizado por personas con movilidad reducida.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

CAPÍTULO II
Disposiciones sobre barreras en edificios

Sección 1.ª Accesibilidad en los edificios de uso público

Artículo 16.  Accesibilidad en los edificios de uso público.
1. La construcción y reforma de los edificios de titularidad pública o privada de uso 

público se efectuará de modo que puedan ser utilizados, de forma autónoma, por personas 
en situación de limitación o con movilidad reducida.
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2. Los edificios de uso público comprendidos en este apartado así como otros de 
análoga naturaleza tienen la obligación de observar las prescripciones de esta Ley, conforme 
a los mínimos que reglamentariamente se determinen:

Edificios públicos y de servicios de las Administraciones públicas.
Centros sanitarios y asistenciales.
Estaciones ferroviarias, de metro y autobuses.
Puertos, aeropuertos y helipuertos de uso no comercial.
Centros de enseñanza.
Garajes y aparcamientos.
Museos y salas de exposiciones.
Teatros, salas de cine y espectáculos.
Instalaciones deportivas.
Establecimientos comerciales, a partir de los metros cuadrados de superficie que 

reglamentariamente se determine.
Centros religiosos.
Instalaciones hoteleras, a partir del número de plazas que reglamentariamente se 

determine.
Centros de trabajo.

Artículo 17.  Aparcamientos de edificios de uso público.
1. En las zonas exteriores o interiores destinadas a garajes y aparcamientos de uso 

público será preciso reservar permanentemente tan cerca como sea posible de los accesos 
peatonales, plazas debidamente señalizadas para vehículos que transporten personas en 
situación de movilidad reducida.

El número de plazas reservadas será, al menos, de una por cada 50 o fracción.
2. Las especificaciones técnicas concretas de los accesos y dimensiones de las plazas 

se ajustarán a lo indicado en el artículo 12 de la presente Ley.

Artículo 18.  Accesos al interior de edificios de uso público.
1. Al menos uno de los accesos al interior de la edificación deberá estar desprovisto de 

barreras arquitectónicas y obstáculos que impidan o dificulten la accesibilidad. En los 
edificios de nueva planta deberá estar desprovisto de barreras y obstáculos, al menos, uno 
de los accesos principales del edificio.

2. En el caso de un conjunto de edificios e instalaciones, uno, al menos, de los itinerarios 
peatonales que los unan entre sí y con la vía pública deberá cumplir las condiciones 
establecidas para dichos itinerarios y deberá estar debidamente señalizado.

Artículo 19.  Comunicación horizontal.
1. Al menos uno de los itinerarios que comuniquen horizontalmente todas las 

dependencias y servicios del edificio, entre si y con el exterior, deberá ser accesible.
2. Las especificaciones técnicas de diseño y trazado serán:
a) Los desniveles deberán ser salvados mediante rampas de las características 

indicadas en el artículo 10, o mediante medios mecánicos.
b) Las dimensiones de los vestíbulos y pasillos afectados por puertas serán tales que 

permitan inscribir una circunferencia de 1,50 metros de diámetro libre del barrido de 
cualquier puerta, con estrechamientos puntuales de 1,20 metros. En el caso de pasillos no 
afectados por puertas, el ancho libre será de 1,20 metros, con estrechamientos de 0,90 
metros.

c) La anchura mínima de todos los huecos de paso será de 80 centímetros. A ambos 
lados de las puertas existirá un espacio libre horizontal de 1,20 metros de profundidad no 
barrido por las hojas de puerta. Cuando en los accesos existan torniquetes, barreras u otros 
elementos de control de entrada que obstaculicen el paso, se dispondrán huecos de paso 
alternativos que cumplan los requisitos señalados.
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d) Las puertas de cristal deberán ser de vidrio de seguridad con zócalo protector de 40 
centímetros de altura y con banda señalizadora horizontal de color a una altura de entre 60 
centímetros y 1,20 metros.

e) Las puertas automáticas deberán contar con mecanismos de ralentización de la 
velocidad y de seguridad en caso de aprisionamiento.

f) Las salidas de emergencia tendrán un paso libre de anchura mínimo adecuado, 
conforme a la legislación específica aplicable.

g) Las manillas de las puertas serán de tipo manivela, evitándose las redondas, de 
pomo, para facilitar la apertura a personas con dificultades de movilidad o invalidez en las 
manos.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 20.  Comunicación vertical.
1. Al menos uno de los itinerarios que una las dependencias y servicios en sentido 

vertical deberá ser accesible, teniendo en cuenta para ello y como mínimo el diseño y 
trazado de escaleras, ascensores, tapices rodantes y espacios de acceso.

2. Las especificaciones técnicas concretas serán las siguientes:
a) Las escaleras se ajustarán a los criterios especificados en el artículo 9.
b) Las escaleras mecánicas contarán con un ralentizador de velocidad de entrada y 

salida para su detención suave durante unos segundos; su velocidad no será superior a 50 
centímetros por segundo; su luz libre mínima será de 1 metro y el número mínimo de 
peldaños enrasados a la entrada y a la salida tendrá una longitud de 1,80 metros.

c) Los tapices rodantes tendrán una luz libre mínima de 1 metro, cumplirán las 
condiciones establecidas para las rampas en el artículo 10 y desarrollarán un acuerdo con la 
horizontal de, al menos, 3 metros.

d) Al menos uno de los ascensores tendrá un fondo mínimo de cabina, en el sentido de 
acceso, de 1,20 metros, con un ancho mínimo de cabina de 90 centímetros y una superficie 
mínima de 1,20 metros cuadrados.

Las puertas en el recinto y la cabina serán telescópicas y automáticas, tendrán una luz 
libre mínima de 80 centímetros.

Los botones de mando en los espacios de acceso e interior de la cabina se colocarán 
horizontalmente a una altura interior a 90 centímetros y contarán con sistemas de 
información alternativos a la numeración arábiga, además de ésta, indicando la llegada a 
cada piso y, en su caso, la apertura automática de puertas mediante una señal acústica.

Los botones de alarma deberán poder ser identificados visual y táctilmente.
En las paredes de las cabinas se contará con pasamanos a una altura de 70 

centímetros.
El pavimento de la cabina será compacto, duro, liso, antideslizante y fijo.
En los espacios de acceso a ascensores y en las mesetas de escaleras situadas en 

planta, en la que existan ascensores, existirá un espacio libre de obstáculos donde pueda 
inscribirse una circunferencia de 1,50 metros de diámetro; se contará, igualmente, con 
sistemas de información alternativos a los visuales en la señalización de las plantas.
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Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 21.  Aseos.
1. Al menos uno de los aseos que existan en los edificios de uso público deberá ser 

accesible, disponiéndose sus elementos de manera que puedan ser usados por cualquier 
persona.

2. Las especificaciones técnicas concretas serán:
a) Los huecos y espacios de acceso, así como los pasos o distribuciones interiores, 

tendrán las dimensiones señaladas en los artículos precedentes.
b) Dispondrá de un espacio libre donde pueda inscribirse una circunferencia de 1,50 

metros de diámetro.
c) Los aparatos sanitarios, que estarán dotados de elementos auxiliares de sujeción y 

soportes abatibles a una altura de 75 centímetros y con una longitud de 50 centímetros, 
tendrán a su alrededor e inferiormente el espacio necesario libre de todo obstáculo, que 
permita, en todo caso, aproximación frontal y su uso, contando los lavabos con grifería 
monomando o de infrarrojos.

d) El inodoro tendrá una altura máxima de 0,50 metros y dispondrá de un espacio libre 
mínimo de 0,80 metros, a ambos lados para permitir la aproximación lateral al mismo.

e) Los accesorios del aseo y sus mecanismos eléctricos, cuando los tengan, deberán 
estar a altura de 90 centímetros, así como permitir una fácil manipulación.

f) El borde inferior del espejo no deberá situarse a una altura superior a 80 centímetros y 
su borde superior deberá estar ligeramente inclinado.

g) Los lavabos deberán carecer de pedestal o cualquier elemento de sostenimiento 
vertical que impida la aproximación al mismo en silla de ruedas. La altura máxima desde la 
parte superior al suelo no excederá de 0,80 metros y el hueco libre o altura desde la parte 
inferior será de 0,65 ó 0,70 metros, a no ser que cuente con un mecanismo de sujeción a la 
pared que permita fácilmente variar su altura.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 22.  Servicios e instalaciones.
1. En todos aquellos elementos de la construcción de los servicios e instalaciones de 

general utilización se tendrán en cuenta los parámetros fijados en los artículos precedentes 
para asegurar el acceso y uso de los mismos, así como parámetros específicos de diseño en 
el mobiliario.

2. Las especificaciones técnicas referidas a algunos de los servicios más frecuentes 
serán las siguientes:

a) Mostradores y ventanillas: Estarán a una altura máxima de 1,10 metros y contarán con 
un tramo de, al menos, 80 centímetros de longitud que carezca de obstáculos en su parte 
inferior y a una altura de 80 centímetros.

b) Teléfonos: Al menos uno de ellos deberá tener las características reseñadas en el 
apartado 2.b) del artículo 14.

c) Vestuarios y duchas: Al menos un vestuario y una ducha tendrán unas dimensiones 
mínimas tales que pueda inscribirse una circunferencia de 1,50 metros de diámetro: Irán 
provistos de un asiento adecuado, preferentemente sin patas, adosado a la pared, cuyas 
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dimensiones sean 40 centímetros de ancho por 45 centímetros de fondo y situado a 55 
centímetros de altura, dotado de barras pasamanos y soportes, fijos o abatibles, a una altura 
de 70 centímetros para facilitar la transferencia; las repisas, perchas, taquillas y otros 
elementos estarán situados a una altura máxima de 1,20 metros.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Artículo 23.  Espacios reservados.
1. Los locales de espectáculos, salas de conferencias, aulas y otros análogos dispondrán 

de un acceso debidamente señalizado y de espacios reservados a personas que utilicen 
sillas de ruedas. Se destinarán zonas específicas para personas con deficiencias auditivas o 
visuales donde las dificultades disminuyan.

2. La proporción de espacios reservados, que se determinará reglamentariamente, 
dependerá del aforo.

3. Los espacios reservados estarán debidamente señalizados y, siempre que sea 
técnicamente posible, contarán a su lado, cuando menos, de un asiento normal para el 
acompañante de la persona que utilice silla de ruedas.

Sección 2.ª Accesibilidad en los edificios de uso privado

Artículo 24.  Accesibilidad en los edificios de uso privado.
1. Los edificios de uso privado de nueva construcción en los que sea obligatoria la 

instalación de ascensor deberán cumplir los siguientes requisitos mínimos de accesibilidad:
a) Dispondrán de un itinerario practicable que una las dependencias o viviendas con el 

exterior y con las dependencias de uso comunitario que están a su servicio, así como con las 
edificaciones o servicios anexos o próximos de uso comunitario.

b) La cabina del ascensor, así como sus puertas de entrada, serán practicables para 
personas con movilidad reducida o cualquier otra limitación, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 20.2.d) de esta Ley.

2. Cuando estos edificios de nueva construcción tengan una altura superior a la planta 
baja y piso, agrupen, al menos, nueve viviendas en cada núcleo de comunicación vertical, y 
no estén obligados a la instalación de ascensor, se dispondrán las especificaciones técnicas 
y de diseño que faciliten la posible instalación de un ascensor practicable. El resto de los 
accesos y elementos comunes de estos edificios deberá reunir los requisitos de 
accesibilidad.

3. La reforma de edificios se regirá por lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley.

Téngase en cuenta la modificación de las especificaciones técnicas contenidas en este 
artículo hechas por el Reglamento aprobado por Decreto autónomico 37/2003, de 22 de mayo 
(BOPA de 11 de junio de 2003)

Sección 3.ª Reserva de viviendas para personas con movilidad reducida 
permanente

Artículo 25.  Viviendas para personas con movilidad reducida permanente.
1. Con el fin de garantizar el acceso a la vivienda de las personas con movilidad reducida 

permanente, en los programas de promoción de viviendas del Principado de Asturias u otras 
Administraciones públicas se señalará, a principios de cada año, el número de viviendas 
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que, en cada Concejo donde se realicen los citados programas de protección, deban 
reservarse para las personas con dicha discapacidad.

A tal fin, tanto los Ayuntamientos como la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales 
dispondrán de un registro de demandas de vivienda para personas con movilidad reducida 
permanente. Tal registro se cerrará a finales de cada año y deberá ponerse a disposición de 
otras Administraciones, cuando así lo soliciten para elaborar sus planes de vivienda.

2. En las promociones de viviendas de protección oficial, los promotores deberán 
reservar, en los proyectos que presenten para su aprobación, la proporción mínima de 
viviendas que se establezca reglamentariamente con destino a personas con movilidad 
reducida.

Lo establecido en el punto anterior no será de aplicación en los supuestos de promoción 
para uso propio, cuando la persona física, comuneros o cooperativistas no sean personas 
con movilidad reducida.

3. La Dirección Regional de Vivienda y Arquitectura del Principado de Asturias podrá 
eximir de la necesidad de construir las viviendas para personas con movilidad reducida 
cuando los promotores, una vez obtenida la calificación provisional y no antes de la cubierta 
de aguas, acrediten fehacientemente la falta de demanda.

A efectos de acreditar la falta de demanda se deberá acompañar, a la petición de 
exención, documentación que acredite haber realizado una adecuada campaña de difusión 
consistente en anuncios en, al menos, dos periódicos escritos de la Comunidad Autónoma 
del Principado de Asturias durante tres días distintos, y la comunicación a la Consejería de 
Sanidad y Servicios Sociales del Principado de Asturias para que por su parte dé publicidad 
a la oferta por un plazo no inferior a treinta días.

Artículo 26.  Características técnicas del interior de las viviendas de protección oficial 
reservadas a personas con movilidad reducida permanente.

Para facilitar la movilidad de los minusválidos en el interior de la vivienda se cumplirán 
las siguientes exigencias:

a) Las puertas podrán abrirse y maniobrarse con una sola mano. La anchura libre 
mínima de cualquier hueco de paso será de 80 centímetros.

En los cuartos de aseo las puertas abrirán hacia afuera o serán correderas.
b) Los pasillos tendrán una anchura mínima de 1,10 metros. En los recorridos interiores 

de la vivienda, para asegurar la maniobrabilidad de una silla de ruedas y poder realizar giros 
parciales, se deberá considerar que el diámetro mínimo necesario para su giro completo es 
de 1,50 metros.

c) Todas las áreas de estas viviendas dispondrán de un espacio libre de obstáculos que 
permita inscribir un círculo de 1,50 metros de diámetro.

El equipamiento de ambos locales estará previsto para poderse adaptar a las 
necesidades del usuario minusválido respecto a la altura de uso de los aparatos y la 
instalación de barras asideros y otros elementos de ayuda para su movilidad.

CAPÍTULO III
Disposiciones sobre barreras en los transportes públicos

Sección 1.ª Accesibilidad en los transportes públicos

Artículo 27.  Accesibilidad en los transportes públicos.
1. Los transportes públicos de viajeros de titularidad pública o privada, o en los que 

alguna Administración pública participe de manera consorciada, observarán lo dispuesto en 
la presente Ley, en los términos contemplados en los apartados siguientes.

2. Las Administraciones públicas competentes en el ámbito del transporte público 
elaborarán y mantendrán anualmente actualizado un plan de supresión de barreras de 
utilización y adaptación progresiva de los transportes públicos colectivos, especificando tipo 
y número de vehículos afectados por la presente Ley, dotaciones técnicas mínimas y 
régimen de utilización.
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3. En las poblaciones en que reglamentariamente se determine, existirá un vehículo 
especial o taxi accesible, que cubra las necesidades de desplazamiento de personas con 
movilidad reducida.

4. En todo caso, el material de nueva adquisición deberá estar adaptado a las medidas 
técnicas que se establecen en la presente Ley.

Artículo 28.  Proyectos de nueva construcción, reestructuración o adaptación.
1. Los proyectos de nueva construcción, reestructuración o adaptación de los 

aeropuertos, terminales marítimas, estaciones de ferrocarril y autobuses deberán ajustarse a 
lo dispuesto en la presente Ley en todas aquellas cuestiones referidas a construcción, 
itinerarios, servicios y mobiliarios que sean comunes con otros edificios o servicios públicos, 
debiendo contemplar adaptaciones específicas en lo no señalado con anterioridad, como 
señalización, sistemas de información y andenes, entre otros.

2. Las especificaciones técnicas concretas serán, al menos, las siguientes:
a) Las zonas del borde de los andenes de las estaciones se señalizarán con una franja 

de pavimento antideslizante de textura y color distinta, al objeto de que pueda ser detectado 
a tiempo el cambio de nivel existente entre el andén y las vías.

b) En los espacios de recorrido interno en que hayan de sortearse torniquetes u otros 
mecanismos, se dispondrá de un paso alternativo que cumpla los requisitos señalados en el 
artículo 19.

c) En accesos, andenes e interior de coches se suprimirá el efecto cortina evitando, 
además, reflejos y deslumbramientos mediante una adecuada iluminación.

d) En las estaciones de autobuses y ferrocarril de las ciudades que reglamentariamente 
se determinen, se dispondrá de personal al efecto para facilitar la entrada y salida del 
autobús o tren de las personas en situación de movilidad reducida.

e) Contarán con equipos de megafonía, además de con sistemas de información visual, 
mediante los que pueda informarse a los viajeros de las llegadas, salidas, así como de 
cualesquiera otras incidencias o noticias.

Artículo 29.  Proyectos de adquisición de material móvil.
1. Los proyectos de adquisición de material móvil deberán tener en cuenta aquellos 

modelos que por altura de la plataforma del vehículo, sistemas de acceso y descenso, de 
información, de iluminación, de seguridad, etcétera, sean los más apropiados para su uso 
por cualquier persona,

2. Las especificaciones técnicas que, al menos, deberán ser tenidas en cuenta son las 
siguientes:

a) Se facilitará el acceso mediante material móvil de piso bajo, sistema de arrodillamiento 
lateral, escaleras convertibles en rampas, rampas automáticas escamoteables, plataformas 
telescópicas o electrohidráulicas abatibles, o bien mediante equipos elevadores ligeros, 
plataformas hidráulicas o rampas móviles en los andenes de tren y paradas de autobús.

b) Deberán reservarse a personas con movilidad reducida, al menos, dos plazas por 
coche.

c) Los asientos reservados serán abatibles en la misma dirección de la marcha del 
vehículo, irán provistos de asideros y cinturón de seguridad, se situarán próximos a las 
puertas de entrada y estarán adecuadamente señalizados. Se dispondrá, al menos, de un 
timbre de aviso, e información visual, gráfica, luminosa y acústica de paradas, en lugar 
fácilmente accesible, visible y audible.

d) En caso de vehículos suburbanos, cada uno de los coches contará con un equipo de 
megafonía, además de la información visual, que permita a los viajeros conocer, con 
suficiente antelación, la llegada a la parada o estación.

e) El piso de todos los vehículos de transportes será antideslizante.
f) En autobuses urbanos e interurbanos, y con el fin de evitar que las personas en 

situación de movilidad reducida atraviesen todo el vehículo, éstas podrán desembarcar por 
puerta de entrada si se encuentra más próxima a la taquilla de control.

g) Las puertas de los vehículos contarán con mecanismos automáticos de seguridad 
para caso de aprisionamiento durante el cierre.
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h) Contarán con espacios reservados, señalizados y dotados de anclajes y cinturones de 
seguridad, para viajeros usuarios de silla de ruedas.

i) El cambio de velocidades deberá reunir los mecanismos técnicos necesarios para la 
eliminación de las variaciones bruscas de velocidad que pueda comportar su manejo.

CAPÍTULO IV
Disposiciones sobre barreras en la comunicación sensorial

Artículo 30.  Accesibilidad en los sistemas de comunicación sensorial y señalización.
1. El Principado de Asturias promoverá la supresión de las barreras sensoriales en la 

comunicación y el establecimiento de los mecanismos y alternativas técnicas que hagan 
accesibles los sistemas de comunicación y señalización a toda la población, garantizando de 
esta forma el derecho a la información, la comunicación, la cultura, la enseñanza, el ocio y el 
trabajo.

2. La Administración del Principado de Asturias impulsará la formación de profesionales 
intérpretes de la lengua de signos y de las guías de sordociegos, a fin de facilitar cualquier 
tipo de comunicación directa a las personas en situación de limitación que lo precisen, 
instando a las distintas Administraciones públicas a prestar este servicio por personal 
especializado.

Artículo 31.  Acceso al entorno de las personas con disminución visual acompañadas de 
perros guía.

(Derogado).

Artículo 32.  Concepto e identificación de los perros guía.
(Derogado).

CAPÍTULO V
Disposiciones sobre ayudas técnicas

Artículo 33.  Ayudas técnicas.
El Principado de Asturias fomentará el uso de las ayudas técnicas y potenciará su 

investigación, por ser elementos que aportan soluciones a situaciones no resueltas mediante 
otras fórmulas, tales como el acceso a edificios de valor histórico-artístico o en reformas muy 
costosas no previstas en esta Ley o en sus normas de desarrollo.

TÍTULO III
Medidas de fomento

Artículo 34.  Fondo para la supresión de barreras.
1. El Principado de Asturias destinará partidas presupuestarias finalistas en cada 

ejercicio para financiar la eliminación de barreras arquitectónicas, urbanísticas y de la 
comunicación sensorial, así como para la dotación de ayudas técnicas.

2. Anualmente se destinará un porcentaje de esta partida presupuestaria para 
subvencionar los programas específicos de los entes locales para la supresión de barreras 
en el espacio urbano, los edificios de uso público y el transporte de su término municipal.

Estos programas específicos de actuación contendrán, como mínimo, un inventario de 
los espacios, edificios, locales y medios de transporte que deban ser objeto de adaptación, el 
orden de prioridades en que se ejecutarán y los plazos de ejecución del proyecto.

Para acceder a la citada financiación los entes locales deberán asignar una partida 
presupuestaria similar o igual en porcentaje a la del Principado de Asturias para la 
eliminación de barreras.
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3. La Comunidad Autónoma destinará una parte de esta partida presupuestaria al 
concierto o subvención de entidades privadas y a particulares para la supresión de barreras 
y adquisición de ayudas técnicas, siempre que no sea para establecimientos con ánimo de 
lucro.

El régimen jurídico de dichos conciertos, subvenciones y ayudas, se establecerá 
reglamentariamente.

TÍTULO IV
Medidas de control

Artículo 35.  Licencias y autorizaciones municipales.
El cumplimiento de los preceptos de la presente Ley será exigible para la aprobación de 

los instrumentos de planeamiento y de su ejecución, así como para la concesión de las 
preceptivas licencias y autorizaciones municipales.

Artículo 36.  Contratos administrativos.
Los pliegos de condiciones de los contratos administrativos contendrán cláusulas de 

adecuación a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 37.  Control de las condiciones de accesibilidad.
Si las obras realizadas no se ajustasen al proyecto autorizado y se comprobara que no 

se han cumplido las condiciones de accesibilidad, se instruirá el procedimiento sancionador 
establecido por la presente Ley.

TÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 38.  Infracciones.
1. Las acciones u omisiones que contravengan las normas sobre supresión de barreras 

constituyen infracción y serán tipificadas y sancionadas con arreglo a lo dispuesto en la 
presente Ley.

2. Las infracciones a que se refiere el párrafo anterior tendrán la consideración de muy 
graves, graves y leves.

3. Tienen carácter de muy grave las infracciones que impidan el libre acceso y uso de 
cualquier medio o espacio infringiendo lo establecido en la presente Ley, y en especial, las 
siguientes, siempre que determinen dicho resultado:

a) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras urbanísticas, en las 
obras de urbanización y su mobiliario de nueva construcción, ampliación y reforma de 
espacios destinados al uso público.

b) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras arquitectónicas en la 
edificación, construcción, ampliación o reforma de edificios de propiedad pública o privada 
destinados a servicios públicos o a un uso que implique la concurrencia de público.

c) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los edificios de nueva 
construcción o rehabilitados totalmente que deban ser destinados a vivienda.

d) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los medios de 
transporte público de viajeros.

e) El incumplimiento de las condiciones de adaptación en los sistemas de comunicación 
y señalización.

f) El incumplimiento de la reserva de viviendas establecida en el artículo 25 de la 
presente Ley.

g) El incumplimiento de las normas sobre acceso de las personas con disminución 
sensorial, en relación a los lugares, alojamientos, establecimientos, locales y transportes 
públicos.
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4. Tienen carácter de grave las infracciones normativas que, no impidiendo el libre 
acceso a cualquier medio o espacio, lo obstaculicen o entorpezcan gravemente infringiendo 
lo establecido en la presente Ley, y, en especial, las siguientes, siempre que determinen 
dicho resultado:

a) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras urbanísticas, en las 
obras de urbanización y su mobiliario de nueva construcción y reforma de espacios 
destinados a uso público.

b) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras arquitectónicas en la 
edificación, construcción, o reforma de edificios de propiedad pública o privada destinados a 
servicios públicos o a un uso que implique la concurrencia de público.

c) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los edificios de nueva 
construcción o reformados sustancialmente que deban ser destinados a vivienda,

d) El incumplimiento de las normas sobre supresión de barreras en los medios de 
transporte público de viajeros.

e) El incumplimiento de las condiciones de adaptación en los sistemas de comunicación 
y señalización.

f) El incumplimiento de las normas sobre acceso a las personas con discapacidad 
sensorial, en relación a los lugares, alojamientos, establecimientos, locales y transportes 
públicos.

5. Son infracciones leves el mantenimiento de los elementos de accesibilidad y el resto 
de infracciones no calificadas como graves o muy graves.

Artículo 39.  Sanciones.
1. Las sanciones que podrán imponerse en función de la calificación de la infracción 

serán las siguientes:
a) Por faltas muy graves, multa de 5.000.001 a 10.000.000 de pesetas.
b) Por faltas graves, multa de 500.001 a 5.000.000 de pesetas.
c) Por faltas leves, multa de 25.000 a 500.000 pesetas.
Dichas cuantías podrán ser objeto de actualización mediante Decreto del Consejo de 

Gobierno del Principado de Asturias.
2. Para graduar el importe de las multas se tendrá en cuenta la gravedad de la 

infracción, el coste económico derivado de las actuaciones necesarias para corregir los 
defectos de accesibilidad, el perjuicio directa o indirectamente causado, la reiteración del 
responsable y el grado de culpa de cada uno de los infractores.

3. En las obras y demás actuaciones que se ejecutasen sin licencia de obras, o con 
inobservancia de lo previsto en la presente Ley, serán sancionados con multa, en las 
cuantías determinadas en la misma, el promotor, el autor del proyecto, el empresario 
constructor de las obras y los técnicos directores de las mismas.

Artículo 40.  Procedimiento sancionador.
1. Las infracciones de las normas reguladoras de la supresión de barreras serán 

sancionadas de acuerdo con la normativa vigente sobre el procedimiento sancionador.
2. Las personas protegidas por la presente Ley, o las asociaciones y federaciones en las 

que se integren, tendrán siempre la consideración de interesadas en estos procedimientos 
en los términos previstos en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

3. Contra el acuerdo de archivo de las actuaciones o resolución desestimativa, expresa o 
tácita, de la denuncia o puesta en conocimiento de la Administración de posibles infracciones 
sobre barreras, las personas, asociaciones y federaciones antes referidas quedarán 
legitimadas para interponer los recursos, o en su caso, las acciones judiciales que 
consideren procedentes.

Artículo 41.  Órganos competentes.
Las autoridades competentes para imponer sanciones son las siguientes:
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a) Los Directores Regionales de las Consejerías competentes por razón de la materia, 
para las infracciones leves.

b) Los Consejeros competentes por razón de la materia, para las infracciones graves.
c) El Consejo de Gobierno, para las infracciones muy graves.

Artículo 42.  Prescripción.
Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años.
Las infracciones graves prescribirán a los dos años.
Las infracciones leves prescribirán al año.
El plazo de prescripción empezará a computarse desde el día en que la infracción se 

hubiese cometido.

TÍTULO VI
Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras

Artículo 43.  Creación y composición del Consejo.
1. Se crea, como órgano de asesoramiento y apoyo de la Administración del Principado 

de Asturias, el Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras, 
adscrito a la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, cuyas funciones estarán orientadas 
a la consecución del objeto y la finalidad de la presente Ley.

2. El Consejo estará integrado, conforme a lo establecido en este apartado, por 
representantes de las distintas Consejerías y organismos de la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias competentes por razón de la materia, así como por expertos, 
entidades y asociaciones, de acuerdo con los siguientes criterios:

A) El Consejo de Gobierno procederá a la designación de la mitad de los componentes 
del Consejo, nombrando, a estos efectos, a los representantes de los siguientes órganos:

a) Tres de la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales.
b) Tres de la Consejería de Infraestructuras y Vivienda.
c) Dos de la Consejería de Medio Ambiente y Urbanismo.
d) Dos de la Consejería de Educación, Cultura, Deportes y Juventud.
e) Dos de la Consejería de Industria, Turismo y Empleo.
B) La composición del Consejo se complementará con la designación de la mitad de sus 

miembros, que se efectuará conforme al siguiente detalle:
a) Un representante de Ayuntamientos que según su padrón municipal tengan una 

población inferior a 20.000 habitantes.
Un representante de Ayuntamientos que según su padrón municipal tengan una 

población entre 20.000 y 100.000 habitantes.
Dos representantes de Ayuntamiento que según su padrón municipal tenga una 

población superior a 100.000 habitantes.
La designación de los representantes de los grupos de Ayuntamientos se efectuará por 

la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, una vez oídos los citados Ayuntamientos.
b) Tres representantes de las entidades que agrupen a los distintos colectivos de 

personas con disminuciones físicas, psíquicas y sensoriales.
c) Dos representantes sindicales elegidos por los sindicatos que, conforme a lo dispuesto 

en la Ley Orgánica de Libertad Sindical, tengan la consideración de sindicatos más 
representativos a nivel del Principado de Asturias.

d) Un representante de las organizaciones de empresarios del Principado de Asturias.
e) Un representante del Colegio Oficial de Arquitectos de Asturias.
f) Un representante del Colegio Oficial de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos.
g) Un representante de cada Grupo Parlamentario, designado por el Pleno de la Junta 

General.
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El Consejo será presidido por el titular de la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales 
y se nombrará un Secretario, con la categoría administrativa que se determine y con los 
recursos humanos y materiales que se le asignen, que asistirá al Consejo con voz y sin voto.

Artículo 44.  Funciones del Consejo.
1. El Consejo para la promoción de la accesibilidad y la supresión de barreras tiene 

funciones, con carácter general, de asesoramiento, información, propuestas de criterios de 
actuación y fomento de lo dispuesto en la presente Ley, así como de aquellas otras que 
reglamentariamente se le atribuyan.

2. En concreto, le corresponde:
a) Recibir información de las distintas Consejerías, Ayuntamientos y colectivos de 

disminuidos y discapacitados, con el fin de actuar como coordinador en la materia de los 
distintos programas a la hora de proponer actuaciones concretas relacionadas con el objeto 
de esta Ley.

b) Conocer las consignaciones presupuestarias de las Administración públicas 
implicadas, destinadas al cumplimiento de los objetivos contenidos en la presente Ley.

c) Emitir informe sobre los proyectos de disposiciones reglamentarías de desarrollo de la 
presente Ley, así como de aquellas disposiciones que se dicten al amparo de la habilitación 
contemplada en la disposición adicional primera de la presente Ley.

d) Recibir información anual sobre las realizaciones y grado de cumplimiento de las 
previsiones contenidas en la presente Ley, para la evaluación de los resultados de todas las 
actuaciones, tanto de la Comunidad Autónoma como de los Ayuntamientos.

Disposición adicional primera.  
Las correspondientes Administraciones públicas, en el plazo de dos años a contar desde 

la entrada en vigor de la presente Ley, elaborarán los planes de adaptación y supresión de 
barreras. Estos planes serán revisados cada cinco años y su planificación formulará 
previsiones a un plazo máximo de quince años para la total virtualidad de los objetivos de la 
presente Ley.

Disposición adicional segunda.  
La Administración del Principado de Asturias promoverá campañas informativas y 

educativas dirigidas a la población en general, y a la población infantil y juvenil en particular, 
con el fin de sensibilizar en el problema de la accesibilidad y de la integración social de las 
personas con limitación y de fomentar su integración plena en nuestra sociedad.

Disposición adicional tercera.  
1. El símbolo internacional de accesibilidad indicador de la no existencia de barreras será 

de obligada instalación en todos los edificios de uso público y transportes públicos, de 
conformidad con lo establecido en la Sección 1.ª del Capítulo II y en la Sección 1.ªdel 
Capítulo III de la presente Ley.

2. En los edificios en que dispongan de intérpretes o teléfonos para sordos, será de 
obligada instalación el símbolo internacional de la sordera indicador de la no existencia de 
barreras de comunicación.

Disposición adicional cuarta.  
Lo dispuesto en esta Ley no será de aplicación en los edificios o inmuebles declarados 

bienes de interés cultural o edificios de valor histórico-artístico o catalogados, cuando las 
modificaciones necesarias se opongan a la normativa específica que les resulte aplicable.

Disposición adicional quinta.  
1. Los planes generales de ordenación urbana, las normas subsidiarias y demás 

instrumentos de planeamiento y ejecución que los desarrollen, así como los proyectos de 
urbanización y de obras ordinarias, garantizarán la accesibilidad y la utilización con carácter 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 15  Ley de promoción de la accesibilidad y supresión de barreras

– 159 –



general de los espacios de uso público, y no serán aprobados si no observan las 
determinaciones y criterios básicos establecidos en la presente Ley y en los reglamentos 
correspondientes.

2. Las ordenanzas vigentes se adaptarán a las previsiones de esta Ley y demás 
disposiciones que la desarrollen.

Disposición transitoria primera.  
Lo dispuesto en la presente Ley no será de aplicación a los siguientes supuestos:
1. Los proyectos de edificación y urbanización que hayan sido presentados para su 

visado ante los Colegios Profesionales competentes en la materia respectiva antes de su 
entrada en vigor.

2. Los proyectos de edificación y urbanización complementaria que tengan solicitada 
licencia de obra en la fecha de su entrada en vigor.

Disposición transitoria segunda.  
Los planes generales de ordenación urbana, las normas subsidiarias y demás 

instrumentos de planeamiento que los desarrollen, que dispongan de aprobación definitiva a 
la entrada en vigor de la presente Ley, se adaptarán a las determinaciones y criterios básicos 
en ellas establecidos en la primera revisión de los mismos, no superando, en todo caso, el 
plazo de cinco años.

Disposición final primera.  
1. Se faculta al Consejo de Gobierno a que, por Decreto, pueda modificar cualquiera de 

las especificaciones técnicas contenidas en la presente Ley, cuando razones objetivas y la 
propia realidad y finalidad social así lo aconsejen.

2. El alcance de la facultad a que se refiere el apartado anterior se extiende a las 
prescripciones técnicas contenidas en el Título II de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones que resulten precisas 

para el desarrollo y ejecución de lo previsto en esta Ley.
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§ 16

Ley 1/2023, de 15 de marzo, de Calidad Ambiental. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 58, de 24 de marzo de 2023
«BOE» núm. 102, de 29 de abril de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-10347

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta ley tiene por objeto establecer un marco procedimental y normativo a través del que 

se pueda garantizar una adecuada calidad ambiental en el Principado de Asturias. Para ello, 
las actividades susceptibles de producir molestias, alterar la calidad del medio ambiente u 
ocasionar riesgos o daños a la salud de las personas o al medio ambiente son sometidas a 
un régimen de intervención administrativa con el fin de evitar o, cuando ello no sea posible, 
reducir y controlar la contaminación de la atmósfera, del agua y del suelo, así como 
potenciar la implementación de medidas en materia de prevención, mitigación y adaptación 
al cambio climático y de desarrollo de la economía circular.

[ . . . ]
Artículo 4.  Principios.

Los principios que inspiran esta ley, de conformidad con lo establecido en los artículos 11 
y 191 a 193 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, son los siguientes:

a) Cautela y acción preventiva, corrección de la contaminación en su fuente y el principio 
de «quien contamina paga».

b) Acceso a la información, la transparencia y la participación de la ciudadanía en el 
diseño y ejecución de las políticas públicas.

c) Impulso a un uso eficiente de los recursos, facilitando la transición ecológica hacia una 
economía limpia, descarbonizada y circular.

d) Integración de los aspectos ambientales en la toma de decisiones.
e) Adaptación de las instalaciones y actividades a la innovación y al progreso técnico 

para la protección del medio ambiente.
f) Agilidad, simplificación procedimental y reducción de cargas administrativas.

[ . . . ]
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TÍTULO I
Información y participación pública en materia ambiental

CAPÍTULO I
Acceso a la información ambiental

[ . . . ]
Artículo 8.  Principio general de la información ambiental.

1. La Administración del Principado de Asturias garantizará el correcto ejercicio del 
derecho de acceso a la información ambiental que obre en su poder o en el de otros sujetos 
que la posean en su nombre y facilitará su difusión y puesta a disposición del público de la 
manera más amplia, sistemática y tecnológicamente avanzada, garantizando la igualdad de 
acceso, la accesibilidad universal y la reutilización de los datos públicos.

2. La difusión de la información ambiental por parte de las autoridades públicas se 
realizará según lo establecido en la legislación europea vigente en materia de acceso al 
público a la información medioambiental y en su normativa de transposición al ordenamiento 
jurídico estatal y autonómico.

[ . . . ]
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§ 17

Ley 2/2020, de 23 de diciembre, reguladora del derecho de acceso al 
entorno de las personas usuarias de perros de asistencia

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 250, de 30 de diciembre de 2020

«BOE» núm. 10, de 12 de enero de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-430

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias reguladora del derecho de acceso al entorno de las personas usuarias de perros 
de asistencia.

PREÁMBULO

I
1. La Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, firmada en Nueva York el 13 de diciembre de 2006 y ratificada 
por el Estado español, refiere en su artículo 1 «el propósito de promover, proteger y asegurar 
el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales para todas las personas con discapacidad y promover el respeto de su 
dignidad inherente». En su artículo 9 contempla la accesibilidad de las instalaciones y 
servicios abiertos al público o de uso público «a fin de que las personas con discapacidad 
puedan vivir de forma independiente». Para ello, la Convención dispone que los Estados 
«adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, 
en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y 
las comunicaciones», y «a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso 
público». Se insta en su artículo 20 a que los Estados parte adopten «medidas efectivas para 
asegurar que las personas con discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor 
independencia posible», y entre ellas, la medida de «facilitar el acceso de las personas con 
discapacidad a formas de asistencia humana o animal e intermediarios, tecnologías de 
apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la movilidad de calidad».

2. La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, firmada en 
Estrasburgo el 12 de diciembre de 2007, proclama en su artículo 1 el derecho a la dignidad 
humana y su inviolabilidad; en su artículo 3 el derecho de toda persona a su integridad física 
y psíquica, y en su artículo 6 el derecho a la libertad de las personas. Establece en su 
artículo 20 el derecho de todas las personas a la igualdad ante la ley, prohibiendo en su 
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artículo 21 «toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, color, 
orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, 
opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, 
nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual». En su artículo 26, consagra el 
derecho a la integración de las personas discapacitadas, reconociendo y respetando el 
derecho a beneficiarse de medidas que garanticen su autonomía, su integración social y 
profesional y su participación en la vida de la comunidad».

3. La Constitución Española, partiendo de la proclamación, en su artículo 10.1, de la 
dignidad de la persona como fundamento del orden político y de la paz social, reconoce en 
su artículo 14 el derecho de igualdad de todos los españoles ante ley, sin que pueda 
prevalecer ninguna discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social». El artículo 9.2 refuerza este 
principio al establecer que «corresponde a los poderes públicos promover las condiciones 
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en los que se integra sean 
reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la 
participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social». El 
artículo 49 contiene el mandamiento para que los poderes públicos realicen «una política de 
previsión, tratamiento, rehabilitación e integración» de las personas con discapacidad física, 
sensorial e intelectual, a las que prestarán la atención especializada que requieran y que las 
ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que el título I de la Constitución 
española otorga a toda la ciudadanía.

4. El Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión 
social, da cumplimiento al mandato contenido en la disposición final segunda de la Ley 
26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los 
derechos de las personas con discapacidad, dado que supone la consagración de estos 
derechos y la obligación de los poderes públicos de garantizar que el ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad sea pleno y efectivo, en consonancia con lo 
previsto en el artículo 9.2 de la Constitución.

II
5. El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias establece como competencia 

exclusiva de la Comunidad Autónoma en su artículo 10.1.24 y 10.1.25 la asistencia y 
bienestar social, desarrollo comunitario y actuaciones de reinserción social; y la protección y 
tutela de menores, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación estatal penal, procesal y 
civil. Dichas competencias permitieron la aprobación de la Ley del Principado de Asturias 
1/2003, de 24 de febrero, de Servicios Sociales.

6. Al amparo de dicha norma se fue desarrollando un conjunto de medidas de protección 
social pública dirigidas a facilitar el desarrollo de los individuos y de los grupos sociales, a 
satisfacer carencias y a prevenir y paliar los factores y circunstancias que producen 
aislamiento y exclusión social. Asimismo, las líneas de actuación para las personas con 
discapacidad han avanzado hacia la integración social y requieren medidas y actuaciones 
que favorezcan la convivencia, la participación social y el fortalecimiento personal.

7. El Principado de Asturias ya definía a través de la Ley del Principado de Asturias 
5/1995, de 6 de abril, de Promoción de la Accesibilidad y Supresión de Barreras, la 
regulación, el acceso al entorno de las personas con disminución visual acompañadas de 
perros guía y el concepto e identificación de los perros guía, a través de sus artículos 31 y 
32. Esta ley tenía como objeto reconocer el derecho de las personas con disminución visual 
total o parcial que vayan acompañadas con perros guía a acceder a todos los lugares, 
alojamientos, establecimientos, locales y demás espacios de uso público y transportes 
públicos o de uso público en el ámbito del Principado de Asturias. Dicha ley recogía también 
las disposiciones relativas al uso del perro guía, definiendo la consideración de perros guía 
para aquellos perros que han sido adiestrados en escuelas especializadas, oficialmente 
reconocidas, para el acompañamiento, la conducción y ayuda a las personas con 
disminución visual.

8. En los últimos años se ha ido extendiendo progresivamente la ayuda con perros de 
asistencia a las personas afectadas no sólo por discapacidad visual, sino también por 
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discapacidades físicas, intelectuales o sensoriales de otro tipo, ya que suponen un 
importante apoyo para mejorar su autonomía personal y su calidad de vida. Al no estar 
contemplada esta situación por la normativa vigente en el ámbito del Principado de Asturias, 
las personas usuarias de perros de asistencia ven cómo, en ocasiones, se les deniega la 
entrada a lugares y transportes públicos, lo que supone una limitación al desarrollo de su 
autonomía y su participación social real y efectiva.

9. En estos momentos, por tanto, es evidente la necesidad de crear un marco normativo 
que atendiendo a estas necesidades se adapte a la realidad actual y que ampare el derecho 
de las personas con discapacidad que necesitan del apoyo de un perro de asistencia a 
acceder al entorno y, por ende, a una participación social efectiva. En este sentido se amplía 
el ámbito subjetivo del derecho de acceso a todas las personas usuarias de alguna de las 
modalidades de perros de asistencia aceptadas y se amplía también el ámbito objetivo del 
derecho, garantizando su ejercicio en entornos que no son propiamente lugares de acceso 
público, en los que su reconocimiento era difuso o no existía.

10. El pilar básico sobre el que se construye esta ley es la figura jurídica de la unidad de 
vinculación formada por la persona usuaria y su perro de asistencia, sin olvidar la relevancia 
jurídica que adquieren también otras personas, como propietarios, responsables y 
adiestradores del perro de asistencia.

11. Se reconoce así el papel relevante de estos animales en la sociedad y la obligación 
que tienen tanto adiestradores como propietarios y personas usuarias de prestarles los 
cuidados necesarios para su bienestar y para que puedan adquirir la madurez física y 
emocional adecuadas para prestar un servicio indispensable. Destaca también la regulación 
de los perros de asistencia en formación, junto a la importante función que desempeñan las 
personas adiestradoras y los agentes de socialización en su proceso de educación y 
adaptación para el cumplimiento futuro de sus tareas de asistencia.

III
12. La presente disposición se adecua a los principios de necesidad y eficacia. La ley 

está justificada por una razón de interés general, con la finalidad de promover la efectiva 
igualdad de las personas con discapacidad a través del reconocimiento del derecho de 
acceso al entorno junto a sus perros asistencia, para seguir avanzando en la plena y real 
igualdad de oportunidades. De acuerdo con el principio de proporcionalidad, la ley contiene 
la regulación imprescindible para atender la necesidad descrita, ejerciéndose de manera 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico, en cumplimiento del principio de seguridad 
jurídica. En su tramitación se dio cumplimiento al principio de transparencia, sometiéndose a 
la debida publicación en los términos previstos en el artículo 7 de la Ley del Principado de 
Asturias 8/2018, de 14 de septiembre, de Transparencia, Buen Gobierno y Grupos de Interés 
Y, por último, en aplicación del principio de eficiencia, la norma evita cargas administrativas 
innecesarias o accesorias, racionalizando en su aplicación la gestión de los recursos 
públicos.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente ley tiene por objeto regular, en el ámbito del Principado de Asturias:
a) El derecho de acceso al entorno de las personas usuarias de perros de asistencia 

para promover su autonomía personal, cuando vayan acompañadas de sus perros de 
asistencia, y la prescripción de las prohibiciones y límites a este derecho, así como las 
obligaciones de las personas responsables de estos perros con ocasión del ejercicio del 
derecho de acceso y, en especial, la responsabilidad por los daños causados por estos 
animales.

b) El reconocimiento, registro, acreditación, suspensión y pérdida de la condición de 
unidad de vinculación formada por la persona usuaria y su perro de asistencia, y la 
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acreditación de la condición de perro de asistencia en formación en tanto y cuanto aún no 
constituye una unidad de vinculación formalmente reconocida.

c) Los requisitos de las entidades de adiestramiento de perros de asistencia y la 
capacitación profesional de la persona adiestradora.

d) El régimen sancionador aplicable a las acciones u omisiones que supongan un 
incumplimiento de lo dispuesto en esta ley.

2. Lo dispuesto en esta ley prevalecerá, con carácter general, sobre cualquier 
prescripción relativa al derecho de admisión o prohibición de entrada de animales en general 
en lugares de uso público, tanto de titularidad privada como pública.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de lo dispuesto por la presente ley, se entiende por:
a) Persona usuaria del perro de asistencia: la persona afectada por cualquier tipo de 

discapacidad, reconocida oficialmente por el órgano competente, que precisa y cuenta con el 
apoyo, auxilio o servicio de un perro de asistencia, junto al cual constituye una unidad de 
vinculación legalmente reconocida para desarrollar actividades de la vida cotidiana que 
garantizan el ejercicio de sus derechos de autonomía personal y de accesibilidad universal. 
Excepcionalmente, podrá ser usuaria de los perros de asistencia la persona que, aun no 
teniendo reconocida la discapacidad, sufra una situación de salud limitante para su 
autonomía que motive la necesidad de contar con el perro de asistencia.

b) Persona propietaria del perro de asistencia: la persona física o jurídica con capacidad 
de obrar a quien pertenece legalmente el perro de asistencia y que ha de responder de las 
condiciones de identificación y registro.

c) Persona responsable del perro de asistencia: la persona que responde del 
cumplimiento de las condiciones higiénicas y sanitarias del perro de asistencia y de las 
demás obligaciones previstas en esta ley en relación con los perros de asistencia. Tendrá la 
consideración de persona responsable:

1.º La persona física o jurídica propietaria del perro, mientras no esté vigente ningún 
contrato de cesión del perro de asistencia a un usuario, o bien quien ejerza la patria potestad 
o la tutela si aquella es menor de edad o tiene modificada su capacidad.

2.º La persona usuaria del perro de asistencia o bien la persona que ejerza la patria 
potestad o tutela sobre la misma, si aquella es menor de edad o tiene modificada su 
capacidad, a partir del momento en que reciban legalmente la cesión del animal y mientras 
esta perdure.

d) Perro de asistencia: el perro que, tras superar un proceso de selección, ha finalizado 
su periodo de adiestramiento, con la adquisición de las aptitudes necesarias para dar 
servicio y asistencia a personas con discapacidad o con diagnóstico médico contemplado en 
las situaciones descritas en el artículo 3. Tendrán igual consideración los perros que han 
obtenido dicho reconocimiento oficial en otras Comunidades Autónomas.

e) Perro de asistencia en formación: el perro que está en proceso de educación, 
socialización y adiestramiento para dar asistencia a personas con discapacidad o con alguna 
enfermedad reconocida a los efectos de esta ley, en conformidad con lo establecido en el 
artículo 17.

f) Entorno: todos los lugares, locales, establecimientos, alojamientos, transportes y 
espacios públicos o de uso público, privados de uso colectivo y del entorno laboral previstos 
en los artículos 6 a 8.

g) Persona adiestradora de perros de asistencia: la persona con la capacitación 
profesional necesaria para llevar a cabo las funciones de educación, sociabilización, 
adiestramiento, valoración y adaptación del perro de asistencia para el cumplimiento de las 
distintas tareas que deberá llevar a cabo para prestar el servicio y asistencia adecuada a la 
persona usuaria. Su capacitación es la descrita en el artículo 19.

h) Agente de socialización: la persona que puede colaborar, bajo supervisión de la 
persona o entidad adiestradora de perros de asistencia, en el proceso de educación y 
sociabilización del futuro perro de asistencia.
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i) Entidad de adiestramiento de perros de asistencia: la entidad con personalidad jurídica, 
oficialmente reconocida, que dispone de profesionales, condiciones técnicas, servicios e 
instalaciones para el adiestramiento de los perros y, en su caso, para la cría y alojamiento de 
perros, para llevar a cabo el proceso de entrenamiento, educación y socialización de los 
perros de asistencia, y el de su vinculación y adaptación final a la persona usuaria o su 
reeducación.

j) Unidad de vinculación: la unidad funcional, legalmente reconocida, formada por la 
persona usuaria y su perro de asistencia.

k) Carnet de identificación de la unidad de vinculación: el carnet que recoge de forma 
conjunta los datos de la unidad de vinculación constituida por la persona usuaria y el perro 
de asistencia.

l) Distintivo oficial del perro de asistencia: el elemento visible externo que acredita 
oficialmente a un perro como perro de asistencia que forma parte de una unidad de 
vinculación de acuerdo a lo previsto en esta ley.

m) Contrato de cesión del perro de asistencia: el contrato suscrito entre la persona 
propietaria y la persona usuaria del perro de asistencia o su representante legal, por el que 
se cede el uso del animal.

Artículo 3.  Clasificación de los perros de asistencia.
A efectos de esta ley y en atención a las aptitudes y habilidades adquiridas en su 

adiestramiento, los perros de asistencia se clasifican en los siguientes tipos:
a) Perro guía: perro adiestrado para guiar a una persona con discapacidad visual, ya sea 

parcial o total, o con una discapacidad auditiva añadida.
b) Perro señal de alerta de sonidos: perro adiestrado para avisar a las personas con 

discapacidad auditiva de la emisión de sonidos y su procedencia.
c) Perro de servicio: perro adiestrado para ofrecer apoyo en actividades de la vida diaria 

a una persona con discapacidad, tanto en su entorno privado y familiar como en su entorno 
social.

d) Perro de aviso de alerta médica: perro adiestrado para avisar de una alerta médica a 
personas que padecen discapacidad y crisis recurrentes con desconexión sensorial 
derivadas de un diagnóstico de enfermedad específico, diabetes, epilepsia u otra 
enfermedad.

e) Perro para persona con trastorno del espectro autista: perro adiestrado para promover 
la autonomía personal de estas personas usuarias mediante la ayuda y asistencia en las 
actividades de la vida diaria.

f) Cualquier otra clase de perro que se pueda reconocer reglamentariamente por el 
Consejo de Gobierno cuando tenga constancia de que el adiestramiento en nuevas variantes 
de asistencia ha logrado resultados positivos.

Artículo 4.  Órganos competentes.
1. Corresponde al titular de la Dirección General competente en materia de discapacidad 

otorgar el reconocimiento de la condición de unidad de vinculación la determinación de la 
suspensión y la pérdida de dicha condición de unidad de vinculación, así como el registro de 
las unidades de vinculación reconocidas, y la concesión y retirada del carnet de identificación 
de la unidad de vinculación y del distintivo oficial del perro de asistencia.

2. Corresponderá al titular de la Consejería o al titular de la Dirección General 
competente en materia de discapacidad la incoación y resolución de los procedimientos 
sancionadores por las infracciones administrativas tipificadas en esta ley de acuerdo con el 
artículo 26.

3. El ejercicio de las competencias otorgadas en los apartados 1 y 2 lo será sin perjuicio 
de las competencias legalmente atribuidas a otros órganos del Principado de Asturias, en 
particular, de las competencias en materia de autorizaciones ambientales y de 
autorizaciones de núcleos zoológicos, en materia de ganadería y sanidad animal y de 
tenencia de animales y de las competencias sancionadoras locales en materia de 
actividades clasificadas.
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CAPÍTULO II
Derechos y obligaciones de acceso al entorno de las personas usuarias con 

sus perros de asistencia

Artículo 5.  Derecho de acceso al entorno.
1. La persona usuaria que constituye con su perro de asistencia una unidad de 

vinculación tiene reconocido el derecho de acceso al entorno acompañada del animal en los 
términos establecidos en esta ley. Este derecho no podrá ser limitado por el ejercicio del 
derecho de admisión.

2. El ejercicio del derecho de acceso al entorno quedará limitado exclusivamente por las 
prohibiciones y límites establecidos en el artículo 10.

3. El derecho de acceso al entorno faculta a la persona usuaria de un perro de asistencia 
para acceder a todos los lugares, locales, establecimientos, alojamientos, transportes y 
espacios públicos o de uso público que determina el artículo 6 en compañía del perro de 
asistencia y en condiciones de igualdad con el resto de la ciudadanía. Asimismo, este 
derecho comprende el acceso a los lugares y espacios privados de uso colectivo y al entorno 
laboral, en los términos previstos en los artículos 7 y 8.

4. El derecho de acceso al entorno implica la circulación, la permanencia de la persona 
usuaria en los referidos lugares, espacios y transportes, o ambas, así como la constante 
permanencia del perro a su lado, sin obstáculos o interrupciones que puedan impedir o 
dificultar su correcta asistencia.

5. El ejercicio del derecho de acceso al entorno que se establece en la presente ley y, en 
general, el ejercicio de los derechos reconocidos en la misma no podrán condicionarse al 
otorgamiento de ningún tipo de garantía por parte de la persona usuaria del perro de 
asistencia, ni obligación de realizar ninguna gestión suplementaria, así como tampoco 
podrán suponer gasto adicional alguno por este concepto, salvo los gastos en concepto de 
contraprestación de un servicio específico económicamente evaluable y aplicable al público 
en general.

6. Las personas adiestradoras, así como los agentes de socialización que colaboran con 
las mismas, podrán ejercer el derecho de acceso al entorno en compañía de los perros de 
asistencia en formación en los términos previstos en esta ley durante las fases de 
socialización, adiestramiento, preparación, adaptación final y reeducación de los animales. 
Para ejercer el derecho de acceso deberán poder acreditar en todo momento su condición 
mediante la documentación expedida al efecto en conformidad con lo señalado en el artículo 
17.

7. Las personas adiestradoras o figuras asimiladas procedentes de otra Comunidad 
Autónoma o de otro país tienen el mismo derecho de acceso regulado en el apartado 
anterior, siempre que quede acreditada dicha condición mediante la documentación 
debidamente emitida por el órgano competente en la materia en el ámbito territorial donde 
radique su domicilio o sede social.

Artículo 6.  Derecho de acceso a lugares públicos o de uso público.
El derecho de acceso al entorno reconocido en el artículo 5 de esta ley podrá ejercitarse 

en los siguientes espacios y lugares públicos o de uso público:
1. Los definidos por la normativa aplicable en cada momento como paso de peatones, 

peatonales o de disfrute peatonal exclusivo.
2. Los locales y establecimientos comprendidos en el ámbito de aplicación de la 

normativa autonómica vigente en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas.
3. Los siguientes lugares públicos o de uso público, ya sean de titularidad pública o 

privada:
a) Lugares de esparcimiento al aire libre, incluidos los parques y jardines.
b) Centros oficiales y dependencias oficiales, incluidas las oficinas administrativas de 

toda índole, las judiciales y de participación en el ámbito político y electoral cuyo acceso no 
se halle vedado al público en general.

c) Centros de enseñanza en todos sus grados, niveles y materias.
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d) Centros sanitarios, asistenciales, sociosanitarios y de servicios sociales, cualquiera 
que sea su tipología.

e) Residencias, hogares y clubes para la atención a personas.
f) Los centros dedicados al culto religioso.
g) Almacenes, establecimientos mercantiles y centros comerciales de cualquier tipo.
h) Oficinas y despachos de profesionales liberales.
i) Establecimientos de restauración y alojamientos turísticos.
j) Establecimientos de venta de alimentos.
k) Las instalaciones deportivas, incluidas las piscinas hasta el margen de la zona de 

agua.
l) Cualquier tipo de transporte colectivo de uso público, sea de titularidad pública o 

privada, tenga carácter reglado o discrecional, incluidos los servicios urbanos e interurbanos 
de transporte de vehículos ligeros y taxis, así como los espacios de uso general y público de 
las estaciones de transporte: estaciones de autobuses, ferrocarril, paradas de vehículos 
ligeros, aeropuertos, puertos y cualquier otra de análoga naturaleza.

m) Espacios naturales, incluidos los de especial protección, aun cuando esté prohibido 
expresamente el acceso a perros.

n) Las playas, en cualquier periodo del año.
ñ) Museos, archivos, bibliotecas, teatros, auditorios, salas de cine, de exposiciones y de 

conferencias, o cualquier otro tipo de centro cultural.
o) Parques zoológicos.
p) En general, cualquier otro lugar, local o establecimiento de uso público o de atención 

al público, con la salvedad de las zonas y áreas previstas en el artículo 10.1.

Artículo 7.  Derecho de acceso a lugares y espacios privados de uso colectivo.
1. El derecho de acceso al entorno reconocido en esta ley se extiende a aquellos 

lugares, espacios e instalaciones de titularidad privada, pero de uso colectivo, a los que la 
persona usuaria del perro de asistencia tenga acceso en virtud de su condición de 
propietaria, arrendataria, socia, participe o por cualquier otro título que le habilite para la 
utilización del mismo.

Quedan incluidos en este derecho de acceso, en todo caso:
a) Las zonas e instalaciones comunes de los edificios, las fincas o urbanizaciones en 

régimen de propiedad horizontal, copropiedad o aprovechamiento por turno, así como las de 
los inmuebles destinados a alojamiento turístico.

b) Las dependencias e instalaciones de clubes, sociedades recreativas y cualesquiera 
entidades titulares de actividades deportivas, culturales, turísticas, de ocio y tiempo libre, o 
análogas, abiertas al uso de sus socios, asociados o miembros.

c) Los espacios de titularidad privada en los que se desarrollen actividades culturales, 
educativas, de ocio y tiempo libre o análogas, organizadas por entidades privadas, cuando la 
participación en las mismas quede abierta al público en general o a un colectivo genérico de 
personas.

d) Los transportes cuando sean por cuenta ajena y mediante retribución económica 
contratados por cualquier entidad, grupo o colectivo al que pertenezca la persona usuaria 
para efectuar desplazamientos propios de sus fines.

2. Las condiciones generales de acceso de la persona usuaria del perro de asistencia a 
este tipo de espacios se regirán por los estatutos, reglamentos o normas reguladoras de su 
uso, sin que le sea de aplicación cualquier prohibición o restricción sobre acceso con 
animales contenida en las mismas, a fin de garantizar la utilización del espacio en 
condiciones de con el resto de las personas usuarias del mismo.

Artículo 8.  Derecho de acceso en el entorno laboral.
1. En su puesto de trabajo, la persona usuaria de perro de asistencia tiene derecho a 

mantener al perro a su lado en todo momento.
2. El empleador deberá adoptar, si lo solicita la persona usuaria, aquellas medidas que 

faciliten la adaptación de su entorno laboral a la presencia del perro de asistencia y que 
tengan el carácter de ajustes razonables según lo previsto en el artículo 66 del Texto 
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Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y su inclusión 
social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre.

3. La persona usuaria tiene derecho a acceder con el animal a todos los espacios de la 
empresa, organización o administración en que lleva a cabo su trabajo, en las mismas 
condiciones que el resto del personal y con las únicas restricciones que establece esta ley.

Artículo 9.  Derecho de acceso en los medios de transporte.
1. En los transportes colectivos públicos o de uso público, la persona usuaria del perro 

de asistencia tendrá preferencia en el uso de los espacios reservados para personas con 
discapacidad, que son asientos adyacentes al pasillo o con más espacio libre alrededor. El 
perro de asistencia irá tendido en el suelo, a los pies o al lado de la persona usuaria, en 
función del espacio disponible.

2. En los servicios de transporte prestados con vehículos de hasta nueve plazas, incluida 
la del conductor, el perro de asistencia irá preferentemente en la parte trasera del vehículo, a 
los pies de la persona usuaria. La persona usuaria, a su elección, podrá ocupar el asiento 
delantero, con el perro a sus pies, en los siguientes supuestos:

a) En los trayectos de largo recorrido.
b) Cuando dos personas usuarias de perros de asistencia y acompañadas de los mismos 

viajen juntas.
3. El perro de asistencia no cuenta como plaza en los transportes públicos colectivos a 

los efectos del máximo autorizado para el vehículo. No obstante, la empresa titular del 
servicio, en función de la capacidad de cada vehículo, podrá limitar el número de perros de 
asistencia que pueden acceder simultáneamente. En todo caso, deben permitirse al menos 
dos perros de asistencia en medios de transporte de hasta nueve plazas autorizadas y un 
perro de asistencia por cada cuatro plazas autorizadas en los de capacidad superior a 
nueve, con un máximo de nueve perros de asistencia por vehículo.

4. En ningún caso se podrá exigir a la persona usuaria el abono de un billete o cantidad 
adicional por el acceso a un medio de transporte público o de uso público con su perro de 
asistencia.

5. En los transportes discrecionales de viajeros contratados en el Principado de Asturias 
por la persona usuaria, o por un tercero en favor de la misma, con una empresa que ejerza 
dicha actividad, la persona usuaria tendrá derecho de acceso al vehículo en los mismos 
términos previstos en los números anteriores, siempre que se trate de autobuses, turismos o 
cualquier otra modalidad de transporte en la que las condiciones del vehículo no impidan el 
acceso en compañía del perro de asistencia.

6. El ejercicio de los anteriores derechos se entenderá aplicable dentro del ámbito de 
competencias del Principado de Asturias, y se entenderán incluidos los transportes de 
viajeros sujetos a régimen de concesión o de autorización de cualquier Administración 
pública del Principado de Asturias.

Artículo 10.  Prohibiciones y límites al derecho de acceso.
1. El derecho de acceso al entorno de las personas usuarias acompañadas de sus 

perros de asistencia queda prohibido en las siguientes zonas y áreas:
a) Las zonas de los establecimientos alimentarios, restaurantes, bares, cafeterías y otros 

lugares destinados a la restauración donde se preparen o manipulen alimentos y de aquellos 
de uso exclusivo del personal.

b) Los quirófanos, los espacios donde se llevan a cabo los cuidados y tratamientos de 
los servicios de urgencias, las zonas de cuidados intensivos o cualquier otra zona de un 
centro sanitario que, por su función, deba estar en condiciones higiénicas especiales.

c) El agua de las piscinas y parques acuáticos, incluida la zona de pediluvio, saunas y 
baños turcos.

d) El interior de las atracciones en los parques de atracciones.
2. La persona usuaria acompañada por su perro de asistencia no puede ejercer el 

derecho de acceso al entorno si concurre alguna de las siguientes circunstancias:
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a) El perro de asistencia muestra signos evidentes de enfermedad, como deposiciones 
diarreicas, parásitos externos, secreciones anormales o heridas abiertas.

b) El perro de asistencia muestra signos evidentes de falta de higiene.
c) La existencia de una situación de riesgo inminente y grave para la integridad física de 

la persona usuaria del perro de asistencia, para el propio perro o para terceras personas.
d) Cuando se haya dictado acuerdo de suspensión o de pérdida de la condición de 

unidad de vinculación que formaban la persona usuaria y su perro de asistencia.
3. La denegación del derecho de acceso en los supuestos previstos en este artículo 

debe ser realizada por la persona responsable del establecimiento o espacio, la cual debe 
indicar a la persona usuaria del perro de asistencia la causa de la denegación y, si esta lo 
requiere, hacerla constar por escrito, pudiendo recabar la persona usuaria del perro de 
asistencia la presencia de la autoridad competente a los efectos de levantar la 
correspondiente acta.

Artículo 11.  Obligaciones.
1. La persona responsable de un perro de asistencia, en conformidad con lo establecido 

en el artículo 2.c), tendrá las siguientes obligaciones:
a) Garantizar que el perro cumple las condiciones higiénico-sanitarias, de bienestar 

animal y seguridad del perro de asistencia, con arreglo a lo previsto en la presente y demás 
normativa aplicable.

b) Cumplir y respetar las normas de higiene y seguridad en vías y lugares públicos o de 
uso público y en los privados de uso colectivo, dentro de las posibilidades de la persona 
usuaria.

c) Utilizar el perro de asistencia exclusivamente para aquellas funciones específicas para 
las que fue adiestrado.

d) Mantener el perro de asistencia a su lado, con la sujeción que en su caso sea precisa, 
en los lugares, establecimientos y transportes a que se refiere esta ley.

e) Garantizar el buen trato y cuidado del perro, según la normativa vigente en materia de 
protección animal.

f) Mantener suscrita y en vigor una póliza de responsabilidad civil para indemnizar 
eventuales daños a terceros causados por el perro de asistencia, con una cobertura mínima 
de 120.000 euros, cantidad que podrá ser actualizada por el titular de la Consejería 
competente en materia de discapacidad.

g) Llevar consigo y exhibir, cuando le sea requerido, el carné de identificación de la 
unidad de vinculación.

h) Mantener colocado en un lugar visible del arnés o collar del perro su distintivo de 
identificación.

i) Comunicar la desaparición del perro de asistencia, en plazo no superior a cuarenta y 
ocho horas, a la Policía local o a cualquier otro órgano que tenga competencias en el 
municipio.

2. Las obligaciones establecidas en el apartado 1 también serán exigibles a las personas 
adiestradoras de perros de asistencia en formación, en tanto estén en posesión de los 
mismos durante la fase de socialización, adiestramiento, preparación, adaptación final y 
reeducación a los animales. También deberán cumplir dichas obligaciones los agentes de 
socialización, en aquellos aspectos concretos que se deriven del proceso de adiestramiento 
y educación de los animales.

Artículo 12.  Responsabilidad por daños causados por el perro de asistencia.
1. La persona responsable del perro de asistencia o de un perro de asistencia en 

formación es responsable de los daños, perjuicios y molestias que ocasione a personas, 
otros animales, bienes, vías y espacios públicos y al medio natural en general, de acuerdo 
con lo establecido por la legislación aplicable.

2. La póliza del seguro de responsabilidad civil del perro de asistencia que regula esta 
ley en el artículo 11.1.f), cubrirá necesariamente los riesgos señalados en el apartado 
anterior.
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CAPÍTULO III
Del reconocimiento, registro, acreditación, suspensión y pérdida de la 

condición de unidad de vinculación

Artículo 13.  Reconocimiento de la condición de unidad de vinculación.
1. El reconocimiento de la condición de unidad de vinculación formada por la persona 

usuaria y su perro de asistencia se tramitará por la Consejería competente en materia de 
discapacidad, previa solicitud a través de modelo normalizado, formulada por la persona 
propietaria, responsable o usuaria del perro de asistencia o por la entidad de adiestramiento.

2. Dicho reconocimiento se otorgará por la Dirección General competente en materia de 
discapacidad, previa tramitación del correspondiente procedimiento administrativo y previa 
acreditación del cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Que la persona responsable del perro, ya sea la persona propietaria o quien tiene la 
cesión del uso del animal, sea una persona física o jurídica con capacidad de obrar.

b) Que la persona usuaria que forma parte de la unidad de vinculación y que precisa del 
apoyo del perro de asistencia se encuentra en alguna de las situaciones que se definen en el 
artículo 2.a) de esta ley.

c) Que el perro ha sido adiestrado por una persona Instructora de Perros de Asistencia 
en los términos previstos en el artículo 19.

d) Que el perro cumple la normativa sanitaria del Principado de Asturias y de protección 
y tenencia de animales que viven en el entorno humano, lo que se acreditará con el 
pasaporte europeo o documento oficial equivalente en los términos establecidos 
reglamentariamente.

e) Que el perro es adecuado para la persona usuaria con la que va a formar la unidad de 
vinculación para la cual se solicita el reconocimiento y que, sin perjuicio de las condiciones 
que debe cumplir también como animal doméstico de compañía, cumple las siguientes 
condiciones higiénicas y sanitarias reflejadas en documento sanitario oficial:

1.º Pasar los controles obligatorios que las autoridades sanitarias competentes 
determinen en materia de sanidad animal.

2.º Estar desparasitado interna y externamente.
3.º Estar esterilizado para evitar los efectos de los cambios hormonales.
4.º Todas aquellas condiciones adicionales que se determinen por la legislación vigente 

en materia de sanidad animal y tenencia de animales.
f) Que la persona responsable del perro de asistencia tiene suscrita una póliza de 

responsabilidad civil que cubre los eventuales daños a terceros, en conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 11.1.f).

3. Los perros catalogados como potencialmente peligrosos por su raza o que hayan sido 
determinados como tales por la autoridad competente en tenencia de animales, de acuerdo 
con la normativa reguladora, no podrán formar parte de una unidad de vinculación 
reconocida al amparo de esta ley.

4. La resolución que ponga fin al procedimiento administrativo tramitado por la que se 
reconozca la condición de unidad de vinculación se dictará en el plazo máximo de tres 
meses, y determinará la expedición del carnet de identificación de dicha unidad de 
vinculación y del distintivo oficial para colocar en el arnés o collar del perro de asistencia, así 
como la inscripción en el registro al que se refiere el artículo 14. El transcurso del plazo 
máximo sin haberse notificado resolución expresa determinará la desestimación de la 
solicitud.

5. El reconocimiento de la condición de unidad de vinculación mantendrá su eficacia 
durante toda la vida del animal en tanto se mantengan las condiciones requeridas para el 
reconocimiento inicial de tal condición y siempre que la póliza del seguro de responsabilidad 
civil cumpla los requisitos previstos en el artículo 11.1.f)
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Artículo 14.  Registro de las unidades de vinculación reconocidas.
1. El registro de las unidades de vinculación reconocidas y formadas por cada una de las 

personas usuarias y su correspondiente perro de asistencia dependerá de la Dirección 
General competente en materia de discapacidad, que será la responsable de su gestión y 
control.

2. El registro, de carácter declarativo, estará dotado de la correspondiente aplicación 
informática que garantice las medidas de seguridad de los datos conforme a la normativa 
vigente en materia de protección de datos de carácter personal.

3. Se inscribirán en este registro:
a) El reconocimiento de la condición de unidad de vinculación entre la persona usuaria y 

el perro de asistencia, junto con la identificación de la persona usuaria, de la persona 
propietaria del perro, de la persona responsable, de la persona adiestradora o entidad que 
realizó el adiestramiento y del perro.

b) La suspensión del reconocimiento de la condición de unidad de vinculación y la 
finalización de dicha suspensión.

c) La pérdida de condición de la unidad de vinculación.

Artículo 15.  Acreditación de la unidad de vinculación.
1. Al otorgarse el reconocimiento de la condición de unidad de vinculación, se hará 

entrega del carnet de identificación de la unidad de vinculación y del distintivo de 
identificación oficial acordes ambos al modelo normalizado.

2. El perro de asistencia deberá estar identificado de forma permanente mediante la 
colocación en el arnés o collar del distintivo oficial. La persona usuaria del perro de 
asistencia, o la persona responsable que acompañe a esta en el caso de menores de edad o 
personas que tengan modificada su capacidad, deberá portar consigo el carnet de 
identificación de la unidad de vinculación.

3. El carnet de identificación de la unidad de vinculación solo se le podrá exigir a la 
persona usuaria del mismo, o a la persona responsable que acompañe a la persona usuaria 
si esta es menor de edad o tiene modificada su capacidad, a requerimiento de la autoridad 
competente, del responsable o del empleado del servicio que esté utilizando la persona 
usuaria en cada caso.

4. La exhibición o aportación de documentación acreditativa del cumplimiento de las 
condiciones higiénico-sanitarias o de la póliza de seguro de responsabilidad civil solo podrá 
ser exigida a la persona usuaria por los agentes de la autoridad de la Administración del 
Estado, autonómica o local.

Artículo 16.  Suspensión y pérdida de la condición de unidad de vinculación.
1. La suspensión del reconocimiento de la condición de unidad de vinculación de la 

persona usuaria y su perro de asistencia se producirá en los siguientes casos:
a) El animal no cumple las condiciones higiénicas y sanitarias establecidas en esta ley.
b) La persona responsable no dispone de la póliza de responsabilidad civil en los 

términos previstos en el artículo 11.1.f).
c) Existe un peligro grave e inminente para la persona usuaria, para una tercera persona 

o para el propio perro.
2. La pérdida de la condición de la unidad de vinculación se producirá en los siguientes 

casos:
a) Declaración por sentencia firme de ser el perro causante de una agresión que haya 

derivado en daños a personas o animales.
b) Muerte del animal certificada por veterinario en ejercicio.
c) Incapacidad definitiva del perro para el desempeño de las funciones para las que fue 

adiestrado, acreditada por la entidad de adiestramiento o por la persona adiestradora.
d) Incumplimiento de las medidas solicitadas por el órgano competente relativas a la 

subsanación de la situación que ha llevado a la suspensión de la condición de unidad de 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 17  Ley reguladora del derecho de acceso al entorno de personas usuarias de perros de asistencia

– 173 –



vinculación en los casos recogidos en el apartado 1 de este artículo, en el plazo máximo de 
seis meses.

e) Renuncia escrita de la persona usuaria del perro o de los representantes legales de 
esta, presentada ante la entidad de adiestramiento y ante la Consejería competente en 
materia de discapacidad del Principado de Asturias.

f) Fallecimiento de la persona usuaria.
3. La suspensión y la pérdida de la condición de unidad de vinculación serán acordadas 

por la Dirección General competente que otorgó el reconocimiento, previa instrucción, en su 
caso, del correspondiente procedimiento administrativo contradictorio, en el que se dará 
audiencia a la persona usuaria y, en su caso, a la entidad de adiestramiento, a la persona 
propietaria del perro y a la persona responsable del mismo.

4. El acuerdo de suspensión de la condición de unidad de vinculación comportará la baja 
temporal como unidad de vinculación en el registro correspondiente y, por tanto, la 
devolución temporal del carnet de identificación de la unidad de vinculación y del distintivo 
oficial del perro hasta que, en su caso, la situación sea subsanada. Ello implica que la 
persona usuaria del perro de asistencia no podrá ejercer el derecho de acceso al entorno 
junto con el perro en los términos establecidos en esta ley.

5. El acuerdo de pérdida de la condición de unidad de vinculación conllevará la 
devolución definitiva a la Consejería competente en materia de discapacidad del carnet y del 
distintivo correspondiente, e imposibilitará el ejercicio del derecho de acceso al entorno por 
la persona usuaria junto con su perro en los términos previstos en esta ley.

Artículo 17.  Acreditación de la condición de perro de asistencia en formación.
La condición de perro de asistencia en formación se acreditará mediante la expedición 

de un distintivo oficial, en su caso, a solicitud de cualesquiera de las personas mencionadas 
en el artículo 13.1 o de la entidad de adiestramiento, por la Dirección General competente en 
materia de discapacidad, siempre que se acredite que el perro ha iniciado o va a iniciar la 
fase de socialización bajo la supervisión de una entidad de adiestramiento que cumple los 
requisitos del artículo 18 y se justifique el cumplimiento de los restantes requisitos 
establecidos en el artículo 13.2, a excepción de la acreditación del adiestramiento prevista 
en la letra c), y ello, con el fin de posibilitar el ejercicio del derecho de acceso al entorno por 
las personas adiestradoras o los agentes de socialización acompañados por estos perros 
durante su adiestramiento.

CAPÍTULO IV
Entidades de adiestramiento de perros de asistencia y capacitación profesional 

de la persona adiestradora

Artículo 18.  Requisitos de las entidades de adiestramiento de perros de asistencia.
1. Las entidades de adiestramiento de perros de asistencia definidas en el artículo 2.h) 

de esta ley, cuando tengan su domicilio social en el Principado de Asturias, deben recoger 
entre sus fines el adiestramiento de perros de asistencia. Además, las instalaciones para 
tenencia de animales con las que cuenten deben estar inscritas en el Registro de Núcleos 
Zoológicos del Principado de Asturias.

2. Las entidades de adiestramiento de perros de asistencia que estén ubicadas fuera del 
Principado de Asturias deben disponer de los requisitos o de la autorización administrativa 
de la Comunidad Autónoma que corresponda, en función de su domicilio social.

Artículo 19.  Capacitación profesional de la persona adiestradora.
1. Se entiende que cuentan con la capacitación profesional adecuada para el 

adiestramiento de un perro de asistencia aquellas personas que estén en posesión del 
Certificado de Profesionalidad SSCCI0112 sobre Instructor de perros de asistencia (nivel 3) o 
el certificado o la titulación equivalente que pudiera sustituirlo. También se reconoce como 
Instructor de Perros de Asistencia a aquellas personas que se encuentren en posesión del 
Certificado de Capacitación de Adiestrador de perros de trabajo y utilidad del Principado de 
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Asturias y a las que estén en posesión del Certificado de Profesionalidad nivel 2, 
«Adiestramiento base y Educación canina», siempre que reúnan los requisitos previstos en 
esta ley y que se puedan acreditar las capacitaciones establecidas en el Real Decreto 
990/2013, de 13 de diciembre, por el que se establecen seis certificados de profesionalidad 
de la familia profesional Servicios Socioculturales y a la Comunidad, que se incluyen en el 
Repertorio Nacional de Certificados de Profesionalidad y se actualiza un certificado de 
profesionalidad de la familia profesional de Industrias Alimentarias establecido en el Real 
Decreto 646/2011, de 9 de mayo.

2. El certificado de profesionalidad puede obtenerse superando el curso del certificado 
de profesionalidad oficial en un centro homologado por el Servicio Público de Empleo estatal 
u autonómico. El certificado de profesionalidad también puede obtenerse al superar los 
procedimientos de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por 
experiencia laboral o de vías no formales de formación convocadas por las diferentes 
comunidades autónomas a los que hace referencia el Real Decreto 1224/2009, de 17 de 
julio, de reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia 
laboral. Tendrán la misma consideración aquellas personas que dispongan del certificado de 
capacitación de adiestrador de perros de trabajo y utilidad que incluya la especialidad de 
«Perros de asistencia», expedido con base en la Resolución de 31 de marzo de 2011, de la 
Consejería de Medio Rural y Pesca, por la que se regulan la acreditación de entidades de 
formación y la expedición de los certificados oficiales de capacitación de adiestradores 
caninos y cuidadores de animales de compañía.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 20.  Sujetos responsables.
1. Son sujetos responsables a título de dolo o culpa, las personas físicas o jurídicas que 

realicen, directamente o a través de otro, las conductas tipificadas como infracción por esta 
ley.

2. Son también responsables de las infracciones:
a) Las personas que cooperen en su ejecución mediante una acción sin la cual la 

infracción no se podría haber producido.
b) Las personas físicas o jurídicas que organicen o exploten realmente las actividades o 

los establecimientos, las personas titulares de la correspondiente licencia o, en su caso, las 
responsables de la entidad pública o privada titular del servicio.

c) Las personas físicas o jurídicas sobre las que recaiga el deber de prevenir la comisión 
por otra persona de las infracciones tipificadas en esta ley.

Artículo 21.  Clasificación de las infracciones.
1. Las infracciones establecidas en la presente ley se clasifican en leves, graves y muy 

graves.
2. Constituyen infracciones leves:
a) La exigencia de forma arbitraria o irrazonada de la presentación de la documentación 

acreditativa del reconocimiento de la condición de unidad de vinculación formada por la 
persona usuaria y su perro de asistencia, así como la exigencia de condiciones adicionales a 
las señaladas en la presente ley.

b) El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones establecidas el artículo 11, a 
excepción de las recogidas los párrafos b) y f) del apartado 1 del citado precepto.

c) Cualquier otra conducta contraria a lo establecido en la presente ley que no esté 
tipificada como falta grave o muy grave.

3. Constituyen infracciones graves:
a) Impedir el acceso, deambulación o permanencia de las personas usuarias de un perro 

de asistencia que vayan acompañadas por el mismo en cualquiera de los lugares, 
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establecimientos o transportes, cuando sean de titularidad privada y uso público previstos en 
el artículo 6.

b) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los párrafos b) y f) del artículo 
11.1.

c) Cobrar gastos adicionales derivados del acceso de los perros de asistencia, 
contraviniendo lo dispuesto en el artículo 5.5.

d) Utilizar de forma fraudulenta el distintivo oficial de perro de asistencia para un perro 
que no tenga este reconocimiento.

e) Utilizar de forma fraudulenta un perro de asistencia sin ser la persona usuaria que 
forma la unidad de vinculación con el perro, ni su responsable o su adiestrador.

f) Utilizar de forma fraudulenta un perro de asistencia en formación sin ser la persona 
usuaria que va a conformar la unidad de vinculación con el perro, ni su responsable, ni su 
adiestrador, ni su agente de socialización.

g) La comisión de más de dos faltas leves, en el periodo de un año, cuando así hayan 
sido declaradas por resolución firme.

4. Constituyen infracciones muy graves:
a) Impedir el acceso, deambulación o permanencia de las personas usuarias de un perro 

de asistencia que vayan acompañadas por el mismo en cualquiera de los lugares, 
establecimientos o transportes, cuando sean de titularidad pública.

b) Impedir el derecho de acceso de la persona usuaria del perro de asistencia a 
cualesquiera lugares o espacios de titularidad privada y uso colectivo previstos en el artículo 
7.

c) Privar a una persona usuaria de su perro, cuando este hecho no constituya infracción 
penal.

d) La comisión de más de dos faltas graves, en el periodo de un año, cuando así haya 
sido declarado por resolución firme.

Artículo 22.  Sanciones.
1. Las infracciones previstas en esta ley tendrán las siguientes sanciones:
a) Las infracciones leves se sancionarán con multa de 50 a 400 euros.
b) Las infracciones graves se sancionarán con multa de 400,01 a 2000 euros.
c) Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 2000,01 a 10.000 euros.
2. La imposición de cualquier sanción prevista en esta ley no excluye la exigencia de 

cualquier otra responsabilidad, incluida la responsabilidad civil y penal, ni la eventual 
indemnización de daños y perjuicios que pueda corresponder al sancionado, de conformidad 
con la normativa vigente.

3. La retirada o suspensión de la unidad de vinculación no tiene carácter sancionador y 
es compatible con las sanciones reguladas en el apartado 1.

Téngase en cuenta que el Consejo de Gobierno podrá actualizar los importes de las 
sanciones pecuniarias establecidas mediante disposición publicada únicamente en el "Boletín 
Oficial del Principado de Asturias", según se establece en disposición final 3 de la presente 
norma.

Artículo 23.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones se impondrán teniendo en cuenta el principio de proporcionalidad, 

especialmente los siguientes criterios para su graduación:
a) La existencia de intencionalidad o negligencia del sujeto infractor.
b) La importancia o magnitud de los perjuicios causados.
c) La reincidencia.
d) La trascendencia social de la infracción.
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e) El riesgo producido.
f) El grado de conocimiento que de la actuación infractora tenga el sujeto responsable de 

la misma según su experiencia y actividad profesional.
g) El hecho de que se haya efectuado un requerimiento previo para evitar la realización o 

la continuidad en la comisión de la actuación infractora.
2. A los efectos de la presente ley, se entenderá que existe reincidencia cuando se dicten 

dos resoluciones sancionadoras firmes en el período de dos años por infracciones de la 
misma naturaleza.

Artículo 24.  Procedimiento.
El procedimiento aplicable para el ejercicio de la potestad sancionadora regulada en la 

presente ley será el dispuesto en la normativa que regula el procedimiento sancionador 
general.

Artículo 25.  Competencia.
1. El órgano competente para el inicio de los expedientes sancionadores será el titular de 

la Dirección General competente en materia de discapacidad.
2. El órgano competente para resolver será:
a) En el caso de sanciones por infracciones leves y graves, el titular de la Dirección 

General competente en materia de discapacidad.
b) En el caso de sanciones por infracciones muy graves, el titular de la Consejería 

competente en materia de discapacidad.

Artículo 26.  Prescripción de infracciones y sanciones.
Las infracciones y las sanciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los 

dos años y las leves al año.

Disposición adicional primera.  Campañas informativas.
El Principado de Asturias podrá promover, en su caso, en colaboración con los agentes 

implicados en el desarrollo de esta ley, campañas informativas a fin de lograr una mayor 
difusión social de la actividad y beneficios de los perros de asistencia, así como para 
generalizar el conocimiento y concienciación ciudadanas para el cumplimiento y respeto de 
los derechos y obligaciones dimanantes de esta norma.

Disposición adicional segunda.  Estancias temporales y personas usuarias residentes que 
tengan acreditados los perros de asistencia o los hayan adquirido fuera de la región.

En los supuestos de estancia temporal en el Principado de Asturias de personas 
usuarias de perros de asistencia:

a) Las personas usuarias de perro de asistencia no residentes en el Principado de 
Asturias, pero que dispongan de un reconocimiento otorgado por otra Administración 
autonómica con competencia en la materia o por países con legislación específica, tendrán 
los mismos derechos y obligaciones previstos en esta ley.

b) Dispondrán igualmente de los mismos derechos y obligaciones previstos en esta ley 
las personas usuarias de perros de asistencia procedentes de otras Comunidades 
Autónomas o países sin legislación en la materia, siempre que dispongan, no obstante, de 
acreditaciones expedidas por entidades de adiestramiento de perros de asistencia que 
pertenezcan a la Federación Internacional de Perros Guía o Federación Internacional de 
Perros de Asistencia.

c) Las personas usuarias de perros de asistencia que tienen acreditada tal condición por 
la Administración de otras Comunidades Autónomas u otros países y que permanezcan 
temporalmente en el Principado de Asturias por cualquier circunstancia tendrán los derechos 
y les serán de aplicación las obligaciones que establecen la presente ley y su normativa de 
desarrollo. Si deciden establecer su residencia legal en el Principado de Asturias, deberán 
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tramitar el procedimiento de reconocimiento de su condición de unidad de vinculación para 
su homologación.

d) Las personas usuarias de perros de asistencia que tienen acreditados los perros en 
otra Administración autonómica u otro país, de conformidad con las normas que rigen en su 
lugar de procedencia, y las personas residentes en el Principado de Asturias que adquieran 
el perro de asistencia en otra Comunidad Autónoma o país deberán tramitar el procedimiento 
de reconocimiento de su condición de unidad de vinculación para su homologación.

Disposición transitoria primera.  Reconocimiento del derecho de acceso a los perros guía.
Las personas que ya sean usuarias de perros guía a la entrada en vigor de esta ley 

podrán obtener el reconocimiento de la condición de unidad de vinculación que formen junto 
a su perro de asistencia, previa solicitud a la Dirección General competente en materia de 
discapacidad, y previa acreditación del cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 
13.2, a excepción de requisito exigido en el apartado c).

Disposición transitoria segunda.  Profesionales del adiestramiento sin cualificación 
profesional oficialmente reconocida.

Hasta que finalice el proceso de adaptación a la normativa que regula las titulaciones 
oficiales a que se hace referencia en el artículo 19, se considerará que son profesionales del 
adiestramiento, a los efectos contemplados en esta ley, los que acrediten que cuentan con 
una experiencia laboral de cinco años en tareas de adiestramiento de alguno de los tipos de 
perros de asistencia indicados en el artículo 3.

Tendrán la misma consideración aquellas personas que dispongan del Certificado de 
Capacitación de Adiestrador de perros de trabajo y utilidad que incluya la especialidad de 
«Perros de asistencia» expedido con base en la Resolución de 31 de marzo de 2011, de la 
Consejería de Medio Rural y Pesca, por la que se regula la acreditación de entidades de 
formación y expedición de los certificados oficiales de capacitación de adiestradores caninos 
y cuidadores de animales de compañía.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogados los artículos 31 y 32 de la Ley del Principado de Asturias 5/1995, de 6 

de abril, de promoción de la accesibilidad y supresión de barreras, así como cuantas 
disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta ley.

Disposición final primera.  Adaptación de las ordenanzas municipales.
Las entidades locales, en el ámbito de sus respectivas competencias, adaptarán sus 

ordenanzas municipales sobre la materia a las normas contenidas en esta ley, en el plazo de 
un año desde su entrada en vigor.

Disposición final segunda.  Diagnósticos de enfermedad y tipos de perros de asistencia.
A los efectos de lo establecido en la presente ley, corresponde al Consejo de Gobierno 

del Principado de Asturias reconocer la nueva relación de diagnósticos de enfermedad que 
justifiquen la posibilidad de optar al uso de un perro de asistencia, así como ampliar los tipos 
de perros de asistencia que se establecen en el artículo 3, cuando tenga constancia de que 
el adiestramiento en nuevas variantes de asistencia ha logrado resultados positivos.

Disposición final tercera.  Actualización de las sanciones pecuniarias.
Corresponde al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias actualizar los importes 

de las sanciones pecuniarias establecidas en esta ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Principado de Asturias».

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 17  Ley reguladora del derecho de acceso al entorno de personas usuarias de perros de asistencia

– 178 –



§ 18

Ley 12/2018, de 23 de noviembre, de Transportes y Movilidad 
Sostenible. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 281, de 4 de diciembre de 2018

«BOE» núm. 14, de 16 de enero de 2019
Última modificación: 3 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2019-465

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación de la ley

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente Ley tiene por objeto regular los transportes y las actividades auxiliares y 

complementarias de estos de competencia del Principado de Asturias y de sus concejos, así 
como promover una movilidad universalmente accesible, segura, asequible y que utilice, 
preferentemente, modos de transporte sostenibles.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Definiciones, principios básicos y objetivos

Artículo 3.  Definiciones.
Al objeto de lo previsto en la presente Ley, se entenderá por:
a) Movilidad: conjunto de desplazamientos que hacen las personas por cualquier motivo 

(laborales, formativos, sanitarios, sociales, culturales, lúdicos u otros), y en cualquier modo.
b) Sostenibilidad: cualidad de un sistema que le permite satisfacer las necesidades del 

presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras de satisfacer las suyas.
c) Movilidad sostenible: la que se satisface en un tiempo y coste razonables, 

minimizando el impacto negativo sobre el entorno y mejorando la calidad de vida de las 
personas.

d) Transporte Sostenible: actividad que tiene por objeto el traslado de personas y/o 
bienes, sujeta o no a autorización administrativa, la cual debe garantizar la accesibilidad 
universal mediante la utilización equilibrada de los diferentes modos de transporte en 
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condiciones de seguridad, calidad y eficiencia, que debe garantizar, también, la capacidad de 
las generaciones futuras en la resolución de sus necesidades.

e) Costes externos o externalidades negativas del transporte: efectos externos o 
conjunto de costes que el sistema de transporte no integra en sus precios de 
funcionamiento, compuestos por los costes de la congestión y de la contaminación 
atmosférica y acústica, y por los derivados de los siniestros y sus consecuencias, del uso y 
ocupación del espacio público y las infraestructuras, del uso de la energía, de los recursos 
consumidos para la fabricación y disposición de un modo mecanizado de transporte, y del 
impacto indirecto sobre el territorio y la biodiversidad.

f) Accesibilidad: la capacidad de llegar en condiciones adecuadas de seguridad y tiempo 
al realizar un desplazamiento de un lugar a otro en cualquier modo de transporte, haciendo 
posible el acceso y utilización universal de manera autónoma, normalizada, comprensible, 
segura y eficiente.

g) Bulto de Mano: todo objeto que un viajero lleve consigo durante el viaje a bordo del 
habitáculo del vehículo que, plegado o no, no tenga unas dimensiones superiores 
a 85x70x35, siempre que exista plaza disponible para el viajero, sentada o de pie.

h) Encargo: cualquier objeto que la empresa transportista se obliga a transportar por 
cuenta ajena a bordo del vehículo que realice el transporte, cuando dicho objeto no guarde 
relación directa con ninguno de los viajeros que ocupan plaza en el mismo vehículo, 
aplicándoseles, en los transportes públicos regulares de viajeros de uso general, las tarifas 
que estuvieran aprobadas en el contrato de gestión de servicio público.

i) Indicador de movilidad: índices que permiten la evaluación del estado de la movilidad y 
que podrán medir, en particular, el grado de sostenibilidad de los diversos modos de 
transporte y vehículos, políticas, actuaciones e inversiones en materia de transportes e 
infraestructuras de transporte.

j) Accesibilidad universal: condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, 
productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para 
ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas en condiciones de 
seguridad, comodidad y de la forma más autónoma y natural posible.

k) Barreras de comunicación: dificultades en materia comunicativa que entorpecen o 
impiden el normal desenvolvimiento y la autonomía de las Personas para el uso de los 
bienes y servicios.

l) Personas con movilidad reducida: personas que tienen permanente o temporalmente 
limitada la capacidad de moverse sin ayuda externa, bien por su condición de personas con 
discapacidad, incluidas aquellas con deficiencias psíquicas y sensoriales, bien por ser 
personas mayores, bien porque se trate de personas de baja estatura o personas que porten 
un equipaje pesado o mujeres embarazadas o personas que portan niños pequeños o 
personas que empujan carritos o cochecitos.

m) Trabajo del cuidado: aquél no remunerado, realizado por personas adultas para los 
niños, niñas u otras personas dependientes, incluido el trabajo para asegurar el 
funcionamiento general del hogar.

n) Movilidad del cuidado: desplazamientos realizados por personas adultas para el 
cuidado de otras y el funcionamiento y mantenimiento del hogar.

ñ) Doble carga de trabajo: combinación de trabajo remunerado y del cuidado.
o) Vehículo sostenible: el individual o colectivo que permite a las personas desplazarse 

de forma eficiente, saludable y no contaminante capaz de satisfacer la necesidad de 
desplazamiento, acceso, comunicación, comercialización o establecimiento de relaciones sin 
sacrificar otros valores humanos o ecológicos básicos.

Artículo 4.  Principios básicos.
Son principios básicos de la movilidad del Principado de Asturias los siguientes:
a) Seguridad.
b) Minimización del impacto ambiental.
c) Minimización de los costes sociales.
d) Intermodalidad.
e) Sostenibilidad y uso racional del territorio.
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f) Valoración de costes y gestión.
g) Prioridad de la accesibilidad universal en la asignación de recursos públicos.
h) Coordinación entre administraciones públicas.
i) Participación ciudadana.
j) Incorporación de la perspectiva de género a la planificación y gestión del transporte.

Artículo 5.  Objetivos.
1. La política de transporte y movilidad del Principado de Asturias, en el marco de los 

principios generales establecidos en la normativa básica y en la presente Ley, deberá 
orientarse a la consecución de los siguientes objetivos:

a) Garantizar el derecho del ciudadano a la accesibilidad universal, con atención 
específica a las necesidades de las mujeres, las personas con discapacidad, las personas 
mayores, la infancia y especialmente quienes habitan en el medio rural, de modo que 
garantice la intercomunicación sostenible de éstos con las zonas urbanas.

b) Mejorar la calidad ambiental y la salud de la población reduciendo la contaminación 
ambiental, incluyendo la acústica, asociada al transporte.

c) Desarrollar y poner en práctica políticas en materia de educación ambiental desde el 
punto de vista de la movilidad sostenible y de la eficiencia.

d) Mitigar el cambio climático por medio de la disminución del volumen de gases de 
efecto invernadero emitidos por vehículos motorizados.

e) Contribuir a la viabilidad del sistema territorial en su conjunto reduciendo la huella 
ecológica del transporte con una visión integrada basada en la cooperación entre 
administraciones.

f) Integrar las políticas de desarrollo urbano y económico y las políticas de movilidad, de 
modo que se minimicen los desplazamientos habituales y se garantice la accesibilidad a los 
centros de trabajo, residencias y puntos interés cultural, social, sanitario, formativo o lúdico, 
o que tengan como origen o destino los centros de las ciudades u otros grandes polos de 
movilidad, con el mínimo impacto ambiental y la mayor seguridad posible.

g) Promover y adoptar medidas de protección de los medios de transporte más 
ecológicos y de racionalización del uso del vehículo privado, como el coche compartido o el 
coche multiusuario.

h) Incrementar el uso del transporte público de viajeros mediante la promoción e impulso 
de la intermodalidad tanto en el transporte de pasajeros como de mercancías, y el mejor 
aprovechamiento de los medios de transportes públicos disponibles, con independencia de 
la Administración pública competente de los mismos, a través de la adecuada coordinación 
de modos y sistemas tarifarios integrados. De igual modo potenciar la mejora de las 
condiciones de prestación del servicio y la introducción de nuevas tecnologías, que lo haga 
atractivo y competitivo respecto al vehículo privado.

i) Fortalecer la cohesión social mediante un acceso equitativo de los medios de 
transporte.

j) Derribar las barreras en los medios de transporte aplicando el principio de diseño 
universal.

k) Disminuir la siniestralidad y el riesgo de accidentes y daños a las personas y los 
bienes vinculados al sistema de transporte.

l) Mejorar la eficiencia del sistema de transporte de mercancías y en especial la 
distribución urbana o «última milla».

m) Asunción de propuestas y actuaciones que contribuyan a la mejora de la seguridad y 
al descenso de la siniestralidad, tanto en las infraestructuras y espacios públicos como la 
prestación de los servicios de transporte, y en general en todo tipo de desplazamientos.

n) Promover la movilidad del cuidado, asegurando que los desplazamientos se puedan 
llevar a cabo en condiciones de eficiencia, en las franjas horarias adecuadas y con costes 
asumibles, planificando la movilidad sobre la base de la prioridad de los sistemas de 
transporte público y colectivo, y demás sistemas de bajo impacto, como los desplazamientos 
a pie, en bicicleta y otros medios que no consuman combustibles fósiles.
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ñ) Desarrollar políticas legislativas de coordinación, tramitación en paralelo, e 
interrelación de los instrumentos de planificación urbanística y/o territorial, con los 
instrumentos de movilidad.

o) Impulsar el cambio hacia una economía basada en el conocimiento mediante el 
desarrollo y aplicación de avances tecnológicos a la prestación y gestión del transporte y 
favorecer la creación de actividad económica y empleo a través del fomento del transporte 
público, tanto de pasajeros como de mercancías

p) Introducir los medios tecnológicos en la gestión del transporte y la movilidad, en lo 
relativo a la gestión e información, con especial relevancia en materia de acceso a la 
accesibilidad universal.

q) Integrar el sistema asturiano de transporte en las redes europeas y en particular en la 
Red Transeuropea del Transportes.

2. El transporte y la movilidad en el ámbito del Principado de Asturias han de satisfacer 
los siguientes objetivos en el ámbito del planeamiento urbanístico, la ordenación del 
territorio, la sostenibilidad ambiental y la mitigación del cambio climático:

a) Incorporar el transporte público de viajeros y las necesidades para el desplazamiento 
seguro a pie o en bicicleta en la planificación del uso del suelo, garantizando su integración 
en el planeamiento territorial y urbanístico.

b) Disminuir la congestión de vehículos introduciendo en el planeamiento urbanístico 
unas condiciones mínimas de accesibilidad a los núcleos urbanos y al centro de las ciudades 
que disuadan del uso poco racional del vehículo privado motorizado, de tal forma que los 
transportes sostenibles dispongan de infraestructuras viarias, peatonales y equipamientos 
adaptados a sus necesidades.

c) Disponer de aparcamientos disuasorios para vehículos privados motorizados en los 
accesos a las ciudades y en la proximidad de estaciones de transporte, a fin de evitar su uso 
indiscriminado hasta el centro.

d) Impulsar el uso de aquellos combustibles alternativos que resulten más eficientes para 
reducir emisiones de gases de efecto invernadero y sean más seguros para la salud de las 
personas.

e) Promover la intermodalidad del transporte de mercancías, dotando a los ejes 
económicos básicos de las infraestructuras necesarias a tal fin.

f) Desarrollar y poner en práctica de políticas en materia de educación ambiental desde 
el punto de vista de la movilidad sostenible.

g) Desarrollar políticas legislativas de coordinación, tramitación en paralelo e 
interrelación de los instrumentos de ordenación urbanística y/o territorial con los 
instrumentos de movilidad, conducente a una total interdependencia entre unos y otros 
cuerpos normativos.

3. El transporte y la movilidad en el ámbito del Principado de Asturias han de satisfacer 
los siguientes objetivos en el ámbito de la innovación, la seguridad y la educación:

a) Introducir los medios informáticos, telemáticos, y las nuevas tecnologías en general, 
en la gestión del transporte y de la movilidad, tanto en lo relativo al pago como a la 
información a los viajeros.

b) Fomentar propuestas y actuaciones que contribuyan a la mejora de la seguridad vial y 
al descenso de la siniestralidad, tanto en las infraestructuras como en la prestación de 
servicios de transporte y, en general, en todo tipo de desplazamientos.

c) Integrar en los nuevos vehículos que vayan a estar adscritos a los servicios de 
transporte público de viajeros todas las medidas de seguridad pasiva posibles, conforme 
vayan estando técnicamente disponibles.

d) Diseñar y aplicar, en el marco de la educación ambiental, programas formativos en 
todos los niveles educativos, acerca del uso del transporte público, la movilidad peatonal y 
para la conducción autónoma y segura de la bicicleta y sus ventajas comparativas con el 
transporte privado motorizado.

e) Promover un uso más racional del vehículo privado motorizado, con medidas tales 
como el coche compartido.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 18  Ley de Transportes y Movilidad Sostenible [parcial]

– 182 –



f) Aplicar políticas que fomenten el desarrollo armónico y sostenible del transporte de 
mercancías, especialmente mediante el fomento de la intermodalidad con otros modos, 
como el ferroviario y el marítimo.

g) Definir políticas, inspiradas en los principios determinados en esta Ley, que permitan 
un desarrollo del transporte de mercancías que minimice su impacto y favorezca su 
desarrollo, especialmente mediante el fomento de la intermodalidad.

h) Impulsar la formación en todos los niveles educativos para promover el uso de 
aquellos vehículos que resulten más eficientes.

4. Los medios de transporte deberán cumplir las condiciones de accesibilidad que se 
establezcan reglamentariamente; entre ellas las que regulen las condiciones de suelos, 
sistemas de fijación, disponibilidad de plazas reservadas, accesos, megafonía, señalización, 
pulsadores, ayudas técnicas, anclajes, páginas electrónicas y aplicaciones móviles.

[ . . . ]
TÍTULO I

Régimen competencial y de organización

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Instrumentos de planificación del transporte y la movilidad

[ . . . ]
Artículo 18.  Objeto de los Planes de Movilidad.

1. El Plan de Movilidad Sostenible del Área Metropolitana de Asturias y los Planes de 
Movilidad Urbana Sostenible han de abarcar todos los modos de transporte de viajeros, y los 
de mercancías en lo que puedan afectar a la movilidad, y deben plantear como objetivo 
modificar su cuota a favor de los sostenibles, concienciando especialmente a los ciudadanos 
de la necesidad de un uso más eficiente del vehículo privado motorizado. Sus objetivos han 
de ser, al menos, los siguientes:

a) Plantear la planificación urbanística con criterios de accesibilidad, y teniendo en 
cuenta la movilidad generada por los distintos centros y áreas de actividad, estableciendo 
una relación entre el proceso de planificación del suelo, tanto en los nuevos desarrollos 
urbanísticos como en los ámbitos consolidados, y la oferta de transporte público y de otros 
modos de transporte sostenibles.

b) Reducir el número de vehículos privados en carretera, disminuyendo los atascos y los 
efectos derivados de la congestión, tales como la ineficiencia energética, el ruido, la 
contaminación atmosférica y los accidentes.

c) Disminuir el consumo de energías no renovables, promoviendo el recurso a las 
energías más limpias y un aumento de la utilización de la bicicleta y de la marcha a pie.

d) Mejorar los transportes públicos de viajeros y, muy especialmente, racionalizar los 
servicios y reducir los tiempos de viaje mediante actuaciones de preferencia en el uso de las 
vías o la creación de plataformas reservadas.

e) Favorecer las condiciones de accesibilidad de las personas con movilidad reducida a 
los modos de transporte, sus infraestructuras y equipamientos adicionales, bajo los principios 
de accesibilidad universal y diseño para todos.

f) Mejorar las condiciones del medio ambiente urbano y la calidad de vida de los 
ciudadanos.

g) Facilitar la movilidad de las mujeres teniendo en cuenta sus patrones de 
desplazamiento desde una perspectiva de género y en tanto diferenciada de los masculinos, 
atendiendo a su rol de cuidadoras, a las características del entorno, especialmente en el 
medio rural, y a su seguridad.

h) Asegurar la aplicación de los principios de Diseño Universal en los itinerarios, 
infraestructuras y medios de transporte.
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2. Sin carácter exhaustivo, entre las medidas que deben ser incluidas en los Planes de 
Movilidad Sostenible se encuentran las siguientes:

a) Incremento de la oferta de transporte público en todos sus modos, así como su 
calidad y confort.

b) Puesta en servicio de nuevas plataformas reservadas u optimizar las existentes, bien 
sea a través de carril bus o infraestructuras ferroviarias o de otros modos de transporte 
público.

c) Establecimiento de una red semafórica que conceda prioridad a los transportes 
públicos sobre los vehículos privados motorizados.

d) Mejora de la accesibilidad a los vehículos de transporte público, a sus paradas o 
estaciones, y la accesibilidad general a todas las infraestructuras del transporte, incluyendo 
los accesos a las mismas mediante itinerarios accesibles.

e) Regulación y control del acceso, circulación y estacionamiento de los vehículos 
privados motorizados en los centros urbanos y otras zonas especialmente sensibles desde el 
punto de vista de la movilidad o el medio ambiente, utilizando herramientas disuasorias para 
estimular la movilidad sostenible.

f) Garantía de la intermodalidad entre los diferentes modos mediante la creación de 
estaciones o paradas intermodales y la aplicación de sistemas tarifarios integrados.

g) Uso de pavimentos sonoro-reductores y pinturas antideslizantes, reducción de tramos 
o cruces de mayor riesgo peatonal, establecimiento de caminos escolares o adopción de 
medidas de pacificación del tráfico.

h) Potenciación de los desplazamientos a pie o en bicicleta con o sin motor y similares o 
sillas de ruedas, mediante la construcción o reserva de espacios en un entorno seguro, a 
modo de redes específicas o compartidas, e instalación de espacios reservados para el 
aparcamiento de bicicletas, preferentemente en las inmediaciones de puntos de generación 
de viajes como estaciones, paradas de transportes públicos o instalaciones de empresas con 
gran afluencia de trabajadores o asistentes.

i) Puesta en marcha aparcamientos disuasorios para vehículos privados motorizados en 
los accesos a las ciudades y en la proximidad de estaciones o paradas de transporte.

j) Ordenación y regulación de la carga y descarga y el reparto de las mercancías en la 
ciudad.

k) Análisis de la bicicleta como un modo de transporte más o complementario con el 
resto.

l) Provisión de servicios de transporte público adaptados a las necesidades de quienes 
desempeñan trabajos de cuidado o soportan doble carga de trabajo, principalmente las 
mujeres.

m) La planificación de una adecuada red de carriles mixtos y para tráfico segregado de 
vehículos como bicicletas, bicicletas eléctricas, patines a motor, segway y similares.

n) Facilitación de la movilidad autónoma y segura del alumnado hacia los centros 
educativos y los lugares de ocio y recreo, mediante zonas de calmado de tráfico, aceras más 
amplias o proyectos como los Caminos Escolares Seguros, contando con la implicación de la 
Comunidad Educativa.

ñ) Reducción de la superficie destinada a aparcamiento para destinarla a dotaciones 
públicas.

o) Dotación de mobiliario público para los itinerarios peatonales.
p) Cualquier otra medida que pueda contribuir a garantizar la sostenibilidad de la 

movilidad en su conjunto.
3. Los planes de movilidad sostenible deberán incluir necesariamente dotaciones 

mínimas de la estructura para la recarga del vehículo eléctrico en edificios o 
estacionamientos de nueva construcción y en vías públicas.

4. En edificios o estacionamientos de nueva construcción deberá incluirse la instalación 
eléctrica específica para la recarga de los vehículos eléctricos, ejecutada de acuerdo con lo 
establecido en la normativa técnica que fuere de aplicación, con las siguientes dotaciones 
mínimas:

a) En aparcamientos o estacionamientos colectivos en edificios de régimen de propiedad 
horizontal, se deberá ejecutar una conducción principal por zonas comunitarias (mediante, 
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tubos, canales, bandejas, etc.), de modo que se posibilite la realización de derivaciones 
hasta las estaciones de recarga ubicada en las plazas de aparcamiento.

b) En aparcamientos o estacionamientos de flotas privadas, cooperativas o de empresa, 
o los de oficinas, para su propio personal o asociados, o depósitos municipales de vehículos, 
las instalaciones necesarias para suministrar a una estación de recarga por cada 40 plazas, 
y

c) En aparcamientos o estacionamientos públicos permanentes, las instalaciones 
necesarias para suministrar a una estación de recarga por cada 40 plazas.

5. En la vía pública, deberán incluirse las instalaciones necesarias para dar suministro a 
las estaciones de recarga ubicadas en las plazas destinadas a vehículos eléctricos en la 
forma que se determine reglamentariamente atendiendo al número de habitantes de cada 
concejo.

[ . . . ]
Artículo 20.  Planes de movilidad sostenible a los centros de trabajo o de gran afluencia de 
usuarios.

1. Se fomentará que los centros que cuenten con 200 o más trabajadores, o 2.000 o más 
asistentes diarios habituales a sus instalaciones, presenten un plan de movilidad sostenible 
ante el Consorcio de Transportes de Asturias.

2. A estos efectos, se entiende por centro de trabajo o de gran afluencia de usuarios 
cualquier instalación de empresa u organismo, público o privado, en la que se desarrolle una 
actividad que genere una movilidad significativa y presente características comunes idóneas 
para la implantación de un plan de movilidad, tales como proximidad en el destino de los 
viajes, horarios similares de entrada y salida, y posibilidad de oferta común de transporte 
público o de aplicación de medidas de coche compartido.

Se incluyen en este concepto aquellas instalaciones que acojan conjuntamente a varias 
empresas que, en conjunto, presenten características análogas a las descritas en el párrafo 
anterior.

3. En la elaboración del plan deben involucrarse tanto el empresario o empresarios como 
los trabajadores, especialmente aquellos que presenten algún tipo de discapacidad, los 
miembros del comité de empresa y los sindicatos. El Consorcio de Transportes de Asturias 
asesorará a los redactores del plan en todo aquello que estos le requieran y resulte de 
relevancia para su elaboración.

4. Para supervisar el desarrollo e implantación del plan se creará la figura de la Gestoría 
de Movilidad, cuyo titular será la persona encargada de su promoción y seguimiento, siendo 
el interlocutor válido para relacionarse con el Consorcio de Transportes de Asturias.

5. El contenido mínimo de estos Planes será:
a) Un diagnóstico de la movilidad y sus necesidades logísticas, atendiendo 

especialmente a los servicios públicos disponibles para realizar el desplazamiento hasta las 
instalaciones.

b) Los objetivos establecidos y las medidas para que la movilidad del colectivo sea 
sostenible, entre las que se contemplarán medidas de teletrabajo, bonificación del tiempo de 
trabajo para aquellas personas que opten por desplazarse a pie o en bicicleta, compartición 
de vehículos, y transportes colectivos de empresa.

c) Cualesquiera otros contenidos que los instrumentos de planificación enumerados en el 
artículo 13 de esta Ley establezcan como mínimos.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Los transportes públicos regulares de viajeros por carretera

CAPÍTULO I
Los transportes públicos regulares de viajeros de uso general

[ . . . ]
Artículo 52.  Vehículos.

1. En el contrato se determinará el número mínimo y la capacidad de los vehículos que 
deben estar adscritos a la prestación del servicio, su titularidad, condiciones técnicas y de 
seguridad que han de reunir, así como la antigüedad u otras características exigibles.

Salvo supuestos excepcionales debidamente acreditados, a juicio del Consorcio de 
Transportes de Asturias o del concejo, según se trate de servicios interurbanos o urbanos, 
todos los nuevos vehículos que se adscriban a la prestación del servicio, han de cumplir los 
requisitos de accesibilidad previstos en la normativa estatal por la que se regulan las 
concisiones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los 
modos de transporte para personas con discapacidad y los necesarios para el transporte de 
bicicletas y otros elementos de transporte activo señalados en esta Ley.

Se fomentará la intermodalidad por medio de la habilitación de un espacio mínimo en los 
autobuses destinado a albergar bicicletas, cuyos parámetros mínimos se regularán por vía 
reglamentaria.

El incumplimiento de estos requisitos, en casos leves, si tras el aviso correspondiente no 
se procede a la subsanación de las deficiencias detectadas en el plazo fijado en función de 
la inversión necesaria por parte del contratista, será objeto de la correspondiente apertura de 
procedimiento sancionador, en términos señalados reglamentariamente.

La relación de vehículos adscritos, identificados por sus matrículas, se incluirá en el plan 
de explotación anexo al contrato, y el contratista deberá comunicar cualquier cambio que 
pretenda realizar antes de hacerlo efectivo, pudiendo el órgano de contratación prohibirlo 
cuando los vehículos propuestos no cumplan las condiciones exigidas en el contrato.

2. El órgano de contratación podrá acordar la modificación del número de vehículos 
establecido en el contrato o de su categoría, número de plazas o condiciones técnicas o de 
seguridad, siendo de aplicación al efecto lo previsto en el punto 2 del artículo 48 de esta Ley.

3. En los contratos zonales, además de los vehículos propios del contratista adscritos 
para la prestación de servicios regulares de uso general, se podrán adscribir otros vehículos, 
también propios del contratista o ajenos, para la prestación de los servicios regulares de uso 
especial incorporados al contrato, siempre que exista un contrato de colaboración estable 
autorizado por el Consorcio de Transportes de Asturias.

4. Un mismo vehículo podrá ser utilizado en diversos contratos, figurando adscrito 
simultáneamente en todos ellos, cuando dicha adscripción conjunta sea expresamente 
autorizada por el órgano de contratación por resultar compatible la prestación de todos o 
parte de los servicios con arreglo a sus respectivos calendarios, horarios y expediciones.

5. También podrá autorizar el uso indistinto de cualquiera de los vehículos de que sea 
titular el contratista, siempre que cumplan los requisitos exigidos en el contrato, aunque no 
estén adscritos. Este uso indistinto podrá hacerse extensivo a la flota de vehículos de otras 
empresas, cuando se cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) Que tales empresas sean titulares de más del 50 % del capital social de la empresa 
contratista.

b) Que la empresa contratista sea titular de más del 50 % del capital social de tales 
empresas.

c) Que tanto el capital social de tales empresas como el de la empresa contratista sean 
de titularidad de una misma persona, física o jurídica, en más de un 50 %.

6. El órgano de contratación podrá autorizar que un mismo vehículo sea utilizado para 
cubrir la red de itinerarios de varios contratos, siempre que presenten puntos de contacto, el 
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servicio se preste sin solución de continuidad en el recorrido y quede acreditado el acuerdo 
entre los respectivos contratistas.

También podrá autorizar que las expediciones correspondientes a un contrato atiendan 
tráficos de otro, recogiendo y dejando viajeros en las paradas que tenga en común con éste 
en aquellos tramos en que los itinerarios de ambos sean coincidentes, siempre que resulte 
conveniente para el interés público y quede acreditado el acuerdo entre los respectivos 
contratistas.

7. En todo caso, los vehículos que presten servicios de un contrato deberán estar 
señalizados, conforme a lo que a tal efecto determine el Consorcio de Transportes de 
Asturias o el concejo competente, según se trate de transportes interurbanos o urbanos, con 
el fin de facilitar la inmediata identificación de aquel.

[ . . . ]
TÍTULO V

Los transportes urbanos

[ . . . ]
Artículo 74.  Servicios públicos de transporte regular de viajeros de uso general.

1. Se aplicarán a la creación, adjudicación y gestión de los servicios públicos de 
transporte regular de viajeros de uso general urbanos las normas previstas en el capítulo I 
del título III de esta Ley, sin perjuicio de la competencia municipal en los términos del artículo 
anterior.

2. Los vehículos adscritos a los contratos de gestión de servicio público urbanos, así 
como sus paradas, deberán cumplir las condiciones de accesibilidad previstas en la 
normativa estatal por la que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no 
discriminación para el acceso y utilización de los modos de transporte para personas con 
discapacidad, o en las normas específicas aprobadas por el Principado de Asturias.

Artículo 75.  Transportes públicos discrecionales de viajeros por carretera en turismos.
1. Para la realización de transportes públicos discrecionales urbanos de viajeros en 

turismos será necesario disponer de licencia municipal de taxi otorgada por el órgano 
competente del concejo en que esté residenciado el vehículo.

2. El régimen de otorgamiento, utilización, modificación, suspensión, transmisión y 
extinción de las licencias de taxi, así como el de prestación del servicio, será establecido 
reglamentariamente en un plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la presente 
Ley.

En el desarrollo reglamentario se preverá que el otorgamiento de licencias se sujetará a 
limitaciones cuantitativas al objeto de garantizar la proporcionalidad del sistema de 
transporte de viajeros por carretera en turismos, que facilite su desarrollo equilibrado y 
armónico. A tal fin, se regularán reglamentariamente las siguientes materias:

a) Predeterminación del número máximo de licencias de taxis en cada uno de los 
distintos concejos, en función de su volumen de población u otros parámetros objetivos, 
teniendo en cuenta los estudios técnicos municipales que valoren la necesidad y 
conveniencia de ampliar o reducir el número de licencias.

b) Posibilidad de establecimiento de:
1.º Un régimen de incompatibilidades de los titulares de las licencias.
2.º Límites en el número de licencias atribuibles a un solo titular o en el número de 

conductores adscritos a cada vehículo, siempre que no quepa aplicar otras medidas menos 
restrictivas.

c) Cualquier otra materia que afecte al otorgamiento, modificación o extinción de las 
licencias, así como al régimen de prestación de los servicios.

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 18  Ley de Transportes y Movilidad Sostenible [parcial]

– 187 –



3. En tanto no sea aprobado el pertinente reglamento serán directamente de aplicación 
las ordenanzas municipales, en todo lo que no se opongan o contradigan lo dispuesto en la 
presente Ley.

4. En relación con los taxis, los concejos deberán exigir el cumplimiento de las 
condiciones de accesibilidad previstas en la normativa estatal por la que se regulan las 
condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los 
modos de transporte para personas con discapacidad, o en las normas específicas 
aprobadas por el Principado de Asturias.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Estaciones de transporte y aparcamientos disuasorios

CAPÍTULO I
Estaciones de transporte por carretera o ferrocarril

[ . . . ]
Artículo 81.  Condiciones de las estaciones de viajeros.

1. Las estaciones de transporte de viajeros deberán contar como mínimo con:
a) Accesos para entradas y salidas de los vehículos configurados de modo que no 

produzcan interferencias entre los mismos ni alteraciones sensibles en la capacidad de 
circulación normal por las vías colindantes.

b) Accesos para entradas y salidas de los viajeros independientes de las de los 
vehículos.

c) Dársenas cubiertas en número suficiente para los aparcamientos simultáneos que se 
precisen.

d) Andenes o espacios cubiertos para subida y bajada de viajeros.
e) Zonas de espera independientes de los andenes, protegidas del tráfico.
f) Instalaciones de servicios sanitarios en sus propias instalaciones, con baños públicos 

adaptados con personas con discapacidad e instalaciones para la atención de bebés, 
independientes de los servicios para mujeres.

g) Panel único con información de los horarios de los servicios que la utilicen.
h) En concejos cuya población sea superior a 20.000 habitantes, siempre que las 

condiciones de la infraestructura lo permitan, deberán contar con consignas cerradas o 
espacios reservados para el aparcamiento gratuito y en modalidad de pago/alquiler de 
vehículos de movilidad activa que presenten las condiciones necesarias para garantizar la 
seguridad contra el robo y el vandalismo.

i) Los elementos inherentes a la movilidad vertical de las estaciones de transporte 
habrán de tener unas características que garanticen el acceso a la accesibilidad universal de 
las personas, y garantizarán el acceso de los usuarios de hasta dos bicicletas de forma 
simultánea.

2. Además de éstas, determinadas estaciones, podrán disponer de:
a) Cafetería.
b) Dependencias, de uso común, individualizado, para la facturación, consigna y venta 

de billetes.
c) Oficina de información, que bien a través de medios personales o telemáticos, 

garantice la prestación del servicio al ciudadano.
Estos servicios podrán ser explotados por medios propios de la estación o a través de 

terceros.
3. A efectos de facilitar la planificación en relación con el establecimiento de esta clase 

de infraestructuras y la información a sus usuarios, las estaciones de transporte de viajeros, 
en función de la dotación y servicios con que cuenten, serán de las siguientes categorías:
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a) Estaciones centrales, que dispondrán en sus propios locales de todos los servicios e 
instalaciones previstos en los apartados 1 y 2 de este artículo.

b) Estaciones de tránsito, que dispondrán, como mínimo, de todos los servicios e 
instalaciones previstos en el apartado 1, si bien se ejecutarán preferentemente sobre la 
propia vía pública, por lo que las dársenas normalmente no estarán cubiertas, las zonas de 
espera podrían no ser independientes de los andenes, y los servicios sanitarios podrían no 
estar ubicados en sus propias instalaciones.

c) Apeaderos, a los que únicamente se les exigirá contar con andenes o espacios 
cubiertos para la subida y bajada de viajeros, paneles informativos unificados, y 
aparcamiento para vehículos de movilidad activa.

4. Todas las estaciones de viajeros de nueva creación, así como las actuaciones de 
remodelación, ampliación y otras que se lleven a cabo en las ya existentes, estarán sujetas, 
en todos sus elementos y parámetros a la normativa sectorial vigente en materia de 
accesibilidad universal y no discriminación para el acceso y utilización de los modos de 
transporte para personas con discapacidad, o en las normas específicas aprobadas por el 
Principado de Asturias.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Aparcamientos disuasorios

Artículo 85.  Definición y ubicación.
1. Se consideran aparcamientos disuasorios aquellas instalaciones dedicadas 

preferentemente al aparcamiento de vehículos privados con la finalidad de facilitar el 
intercambio modal de sus usuarios hacia el transporte público y hacia los modos de 
transporte activo, a través de su interconexión mediante carriles de tráfico mixto o 
segregado.

2. Se procurará su construcción en las zonas periféricas de aquellas localidades que 
soporten una elevada intensidad de tráfico en sus accesos, y deberán ubicarse, en todo 
caso, en las inmediaciones de paradas de servicios de transporte público de viajeros por 
carretera o de estaciones de transporte de viajeros por carretera o ferrocarril, debiendo estar 
conectados con éstos mediante itinerarios peatonales adaptados.

3. En todos los aparcamientos disuasorios se reservará un espacio cubierto destinado al 
aparcamiento de bicicletas, se reservarán plazas de aparcamiento para personas con 
movilidad reducida y contarán con itinerarios peatonales accesibles para facilitar el 
intercambio modal de las personas con discapacidad. Además, deberán contar con una 
estación de intercambio de bicicleta pública en las poblaciones en que opere este sistema.

4. Las plazas de aparcamiento reservadas para personas con discapacidad deberán 
respetar el número mínimo marcado por la normativa aplicable. Podrán ser utilizadas por 
personas autorizadas, previa colocación de su identificación en lugar visible. Deberán 
disponer de las características dimensiones y la señalización horizontal y vertical recogidas 
en la normativa vigente. Se situarán lo más cerca posible de la entrada accesible y se 
comunicará con la misma a través de un itinerario asimismo accesible.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

El sistema asturiano de ferrocarril

CAPÍTULO I
Principios generales

[ . . . ]
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Artículo 88.  Concepto y finalidad.
1. El sistema asturiano de ferrocarril viene configurado por las infraestructuras 

ferroviarias de interés del Principado de Asturias y por los servicios ferroviarios de interés del 
Principado de Asturias a los que se refiere el presente título.

2. Constituye un principio esencial del sistema asturiano de ferrocarril la separación entre 
la administración de las infraestructuras ferroviarias del Principado de Asturias y la 
prestación de servicios ferroviarios de interés del Principado de Asturias sobre dicha 
infraestructura, excepto en el caso de los tranvías y metros ligeros, en cuyo caso se podrá 
admitir, excepcional y fundadamente, la inexistencia de dicha separación.

3. Todas las actuaciones que se lleven a cabo en el marco del sistema asturiano de 
ferrocarril tendrán por finalidades la promoción de la satisfacción de las necesidades de 
transporte ferroviario en condiciones de rapidez, frecuencia, calidad, comodidad; la 
intermodalidad; la sostenibilidad; la seguridad ferroviaria; la vertebración del territorio 
autonómico; el respeto al medio ambiente y la protección de los derechos de las personas, 
en particular, de aquellas con movilidad reducida.

Tales finalidades se recogerán en los programas o planes de movilidad y transporte e 
infraestructuras que elabore el Principado de Asturias.

[ . . . ]
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§ 19

Ley 9/1996, de 27 de diciembre, reguladora del Consejo Escolar del 
Principado de Asturias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 302, de 31 de diciembre de 1996

«BOE» núm. 33, de 7 de febrero de 1997
Última modificación: 30 de abril de 2018

Referencia: BOE-A-1997-2523

Téngase en cuenta que las referencias hechas en masculino en esta ley se entenderán efectuadas también en 
femenino, según establece la disposición adicional 2 de la Ley 3/2018, de 20 de marzo. Ref. BOE-A-2018-6585

Artículo 1.  Naturaleza y funciones.
El Consejo Escolar del Principado de Asturias es el órgano consultivo y de participación 

social en la programación general de la enseñanza en los niveles no universitarios de la 
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

Artículo 2.  Composición.
El Consejo Escolar del Principado de Asturias estará integrado por el Presidente, 

Vicepresidente, Secretario y Consejeros.

[ . . . ]
Artículo 6.  Consejeros.

1. Serán consejeros del Consejo Escolar del Principado de Asturias:
a) Ocho profesores del sistema educativo no universitario, que se nombrarán a 

propuesta de las organizaciones sindicales del sector de personal docente del ámbito de la 
Comunidad Autónoma, en proporción a su representatividad en el ámbito correspondiente, 
de acuerdo con la legislación vigente. En las designaciones se procurará respetar la 
proporcionalidad entre los distintos niveles educativos.

b) Ocho padres o madres de alumnos escolarizados en el sistema educativo no 
universitario, que se nombrarán a propuesta de las federaciones o confederaciones de 
asociaciones de padres y madres de alumnos del ámbito de la Comunidad Autónoma en 
proporción a su representatividad.

c) Cinco alumnos, que se nombrarán a propuesta de las federaciones o confederaciones 
de asociaciones de alumnos del ámbito de la Comunidad Autónoma en proporción a su 
representatividad.
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d) Dos representantes del personal de administración y servicios de los centros 
educativos de la Comunidad Autónoma, que se nombrarán a propuesta de las 
organizaciones sindicales del sector, en proporción a su representatividad, de acuerdo con la 
legislación vigente.

e) Dos representantes de las entidades titulares de centros docentes privados de la 
Comunidad Autónoma, siendo al menos uno de los centros sostenido con fondos públicos, 
que se nombrarán a propuesta de las organizaciones empresariales o patronales de la 
enseñanza en proporción a su representatividad.

f) Cuatro representantes de la Administración educativa autonómica, designados por el 
Consejero competente en materia de educación.

g) Un profesor de cuerpos docentes universitarios en representación de la Universidad 
de Oviedo, que se nombrará a propuesta de los órganos de gobierno correspondientes.

h) Tres representantes de los ayuntamientos del Principado de Asturias, que se 
nombrarán a propuesta de la Federación Asturiana de Concejos. De ellos, uno perteneciente 
a concejos de menos de 5.000 habitantes, otro a concejos de entre 5.000 y 20.000 
habitantes y otro a concejos de más de 20.000 habitantes.

i) Seis expertos de reconocido prestigio en el campo de la educación, en los ámbitos de 
la renovación pedagógica, de la investigación y la innovación, de la Administración educativa 
o en aspectos socioculturales del contexto educativo asturiano, designados por el Consejero 
competente en materia de educación. De ellos, al menos dos deberán presidir consejos 
escolares de centros educativos.

j) Tres personas en representación de sectores afectados por políticas sociales 
prioritarias: igualdad, juventud y discapacidad, que serán nombradas, respectivamente, a 
propuesta de los órganos competentes en materia de igualdad, juventud, oídos los órganos 
de participación, y de la organización más representativa de las personas con discapacidad 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

2. Los Consejeros del Consejo Escolar del Principado de Asturias serán nombrados por 
el Consejero competente en materia de educación, de conformidad con la propuesta 
formulada por los grupos correspondientes, en el plazo, que a tal efecto, señale el 
reglamento que desarrolle la presente Ley.

[ . . . ]
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§ 20

Ley 5/2022, de 29 de junio, de Actividad Física y Deporte. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 131, de 8 de julio de 2022
«BOE» núm. 172, de 19 de julio de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-11961

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente ley tiene por objeto regular la extensión, promoción y ordenación de la 

actividad física y el deporte como actividad de interés general y esencial en el ámbito del 
Principado de Asturias.

2. Quedan fuera del ámbito de aplicación de la presente ley los juegos electrónicos, e-
games o e-sports, así como cualquier otra actividad de naturaleza análoga.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de la presente ley, se entiende por:
a) Actividad física: conjunto de movimientos corporales producidos por una acción 

psicofísica que aumenta el gasto de energía, con el fin de mejorar la condición física, 
psíquica o emocional, o la ocupación activa del tiempo de ocio.

b) Ejercicio físico: actividad física que se realiza de una forma planificada, estructurada y 
repetitiva con un objetivo relacionado con la mejora de uno o más componentes de la 
condición física de la persona.

c) Deporte: actividad o conjunto de actividades físicas o motrices reglamentadas que, de 
manera organizada o libre, se realiza con intención de mejora de las condiciones físicas, 
psíquicas y sociales, para la consecución o no de un resultado o logro deportivo y con el 
objetivo final de adquirir hábitos de práctica saludable o para la ocupación activa del tiempo 
de ocio.

d) Competición deportiva: aquella en la que existe un cronometraje o un listado de 
resultados o identificación de participantes o uso de dorsales o intervienen jueces o juezas o 
árbitros o árbitras de control o se rige por las normas de un deporte y cuya consecución sea 
el rendimiento en la competición.

e) Modalidad deportiva: toda práctica deportiva que cuenta con el reconocimiento oficial 
de una Administración deportiva competente de ámbito estatal o autonómico.
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f) Especialidad deportiva: aquella práctica deportiva cuyas características mantienen una 
relación directa y subordinada con una modalidad deportiva reconocida por la 
Administración.

g) Deporte escolar: la práctica deportiva, organizada por las Administraciones y 
entidades definidas en la presente ley, realizada por deportistas en edad escolar.

h) Deporte federado: la práctica deportiva al amparo de una federación deportiva, 
encaminada al rendimiento deportivo y/o competitivo, incluida la actividad de entrenamiento.

i) Deporte universitario: la práctica deportiva voluntaria y organizada, realizada 
exclusivamente por miembros de la comunidad universitaria en el seno de las actividades 
deportivas de las Universidades o promovidas por las Administraciones públicas.

j) Deporte tradicional: toda actividad deportiva autóctona y/o que tradicionalmente se 
desarrolla dentro del Principado de Asturias y que es un elemento de identidad cultural y 
etnográfico.

k) Deporte popular: la práctica deportiva que engloba las actividades dirigidas a que la 
mayoría de la población se integre en el deporte organizado, fortaleciendo la convivencia 
social, el núcleo familiar y una mejor calidad de vida.

l) Instalación deportiva: cualquier espacio abierto o cerrado, infraestructura, inmueble, 
equipamiento o entorno natural de uso deportivo y dotado de las condiciones suficientes 
para la práctica de alguna actividad física y deportiva, con independencia de su titularidad 
pública o privada.

m) Entidades deportivas: las asociaciones y/o sociedades de carácter privado que 
tengan por objeto exclusivo o principal el fomento, el desarrollo y la práctica por parte de las 
personas asociadas de una o varias modalidades o especialidades deportivas.

n) Tecnificación: proceso de perfeccionamiento y desarrollo en el ámbito deportivo que 
comprende distintas fases en la vida de un deportista hasta la incorporación, en su caso, al 
alto rendimiento y alto nivel.

ñ) Voluntariado deportivo: la participación ciudadana organizada en el ejercicio de las 
acciones de voluntariado en el área de actuación del deporte en el Principado de Asturias, 
en particular mediante el establecimiento de programas de acción voluntaria, desarrolladas 
por las entidades sin ánimo de lucro, de conformidad y en el marco de la Ley del Principado 
de Asturias 10/2001, de 12 de noviembre, del Voluntariado.

Artículo 3.  Objetivos generales.
La presente ley sirve para desarrollar y fomentar la práctica de la actividad y ejercicio 

físico, el deporte y la competición en la población asturiana en condiciones de igualdad de 
acceso, sostenibilidad y viabilidad, seguridad y efectiva coordinación y colaboración con las 
entidades asociativas de carácter privado que permita la consolidación del tejido asturiano 
de las actividades físico-deportivas.

Artículo 4.  Principios rectores.
La Administración del Principado de Asturias, con respeto a los principios de 

transparencia, participación efectiva, respeto mutuo y responsabilidad, planificación, 
coherencia y subsidiariedad, considerará el deporte como actividad de interés general, de 
acuerdo con los siguientes principios rectores:

a) Promoción de la práctica del deporte para toda la población, facilitando los medios que 
permitan dicha práctica, con el fin de obtener una mejor calidad de vida y un mayor bienestar 
personal y social que redunde en la salud de las personas y del conjunto de la sociedad.

b) Promoción del deporte en edad escolar en coordinación con los concejos, los centros 
escolares y los agentes sociales deportivos en cuantas acciones correspondan para 
favorecer la enseñanza deportiva y las prácticas de actividad física y deportiva.

c) Promoción e implementación de programas específicos a favor del envejecimiento 
activo, dirigidos al fomento de la práctica deportiva de las personas mayores.

d) Promoción y fomento de la práctica de la actividad física y el deporte de las personas 
con discapacidad, eliminando cuantos obstáculos se opongan a su plena integración e 
inclusión.
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e) Promoción de la actividad física y deportiva en el medio natural como espacio 
deportivo, haciendo la práctica deportiva compatible y sostenible con la protección del medio 
ambiente, velando por la existencia de información actualizada de la regulación, condiciones 
y lugares donde se puede realizar la práctica deportiva en el medio natural.

f) Establecimiento de medidas de colaboración y coordinación con la Universidad de 
Oviedo para el desarrollo del deporte universitario de carácter recreativo o competitivo.

g) Reconocimiento, estímulo, fomento y regulación del asociacionismo deportivo como 
base fundamental de participación e integración de carácter social y deportivo, velando 
especialmente por su funcionamiento democrático e impulsando y tutelando a las 
federaciones deportivas asturianas como entidades con funciones delegadas por la 
Administración.

h) Fomento del deporte de competición y el establecimiento de mecanismos de apoyo al 
deporte de alto nivel y alto rendimiento que se desarrolla en el Principado de Asturias, así 
como medidas de fomento y apoyo para los que tengan reconocida la condición de 
deportista de alto rendimiento del Principado de Asturias para la mejora de sus resultados 
deportivos, facilitando la compatibilidad con su actividad académica y apoyando su 
integración laboral.

i) Fomento de los deportes tradicionales como medio de apoyar y mantener las 
tradiciones deportivas autóctonas del Principado de Asturias.

j) Planificación de la infraestructura deportiva básica buscando un equilibrio territorial que 
atienda racionalmente en su diseño las necesidades de uso, procure la sostenibilidad 
económica de su gestión, prevea su integración en el medio urbano y natural y garantice su 
accesibilidad eliminando barreras. Asimismo, se procurará la máxima y mejor utilización de 
las instalaciones deportivas de los centros docentes, priorizando una utilización deportiva 
polivalente y un uso compatible con el resto de la población.

k) Impulso de las medidas de control médico y sanitario de los y las deportistas, 
reprimiendo el uso y distribución de sustancias dopantes o elementos tecnológicos 
prohibidos en la actividad física y el deporte que alteren la pureza de la competición o 
pongan en peligro la salud de sus practicantes, así como en las instalaciones, como forma 
de prevención de riesgos, estableciendo las medidas necesarias para garantizar la 
participación y la práctica deportiva con las debidas condiciones de salud y seguridad, y 
garantizando la cobertura de riesgo de deportistas, personas organizadoras o titulares de las 
instalaciones.

l) Impulso de la innovación, investigación en tecnología, ciencias y organización, 
aplicadas al deporte y la actividad física, fomentando la investigación con perspectiva de 
género en las distintas especialidades del área deportiva, especialmente a través de 
programas desarrollados con la Universidad de Oviedo.

m) Colaboración con otras Administraciones públicas y entidades afectadas para evitar la 
violencia, la intolerancia y la discriminación por razón de sexo, orientación e identidad sexual 
y la expresión de género en la actividad física y el deporte, tanto en los acontecimientos 
deportivos de alto nivel para participantes y público asistente como en las actividades y 
eventos deportivos de base y carácter popular, poniendo especial atención en la etapa 
escolar.

n) Impulso de la coordinación para la optimización y complementariedad de las 
actividades que en materia deportiva desarrollen las instituciones públicas y privadas del 
Principado de Asturias, para garantizar la más amplia oferta deportiva, especialmente, 
implementando una política deportiva que suponga un estímulo para la participación de 
instituciones y entidades con competencias en la materia, así como de la iniciativa privada, 
fomentando el patrocinio deportivo e impulsando el desarrollo de medidas y beneficios, 
fundamentalmente de carácter tributario, que favorezcan la participación del sector privado 
en el desarrollo de la actividad física y el deporte.

ñ) Coordinación y planificación de las actuaciones de las distintas Administraciones 
públicas, especialmente de las Administraciones locales, en la promoción y difusión de la 
actividad deportiva, procurando la coordinación entre las entidades públicas afectadas, para 
evitar la duplicidad de competencias y el solapamiento de actuaciones en el fomento, 
promoción, protección y organización de la actividad física y el deporte.
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o) Implementación de políticas públicas transversales con otros sectores afectados, tales 
como la salud, la educación, la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, la 
ordenación del territorio, el medio ambiente o el turismo, dado el interés público inherente a 
la actividad física y el deporte, en orden a conseguir una gestión de la actividad física y el 
deporte eficaz y eficiente, sostenible y transparente.

p) Establecimiento de medidas para garantizar que las actividades físicas y deportivas 
estén dirigidas por personal con la cualificación técnica y deportiva adecuada.

q) Colaboración entre Administraciones públicas, federaciones deportivas y entidades 
deportivas para fomentar la deportividad y otros valores del deporte, tales como la amistad, 
el compañerismo, la solidaridad, la tolerancia, el respeto al adversario o el espíritu deportivo.

r) Fomento de la actividad física y el deporte como factor de integración y cohesión 
social, prestando especial importancia a la infancia, a la adolescencia y a la juventud, así 
como a aquellos colectivos más vulnerables o en riesgo de exclusión social. Potenciación de 
la participación de los deportistas extranjeros o pertenecientes a minorías menores de edad 
residentes en el Principado de Asturias con el objeto de posibilitar en todo momento su 
integración social a través de la actividad física y el deporte.

s) Promoción de la creación de servicios de orientación de la actividad física y el deporte 
para los pacientes que los servicios de Atención Primaria hayan identificado como personas 
inactivas o con necesidades especiales por razón de la salud. Dichos servicios podrán 
adoptar medidas conjuntas para la promoción de la salud a través de la actividad física y el 
deporte e impulsarán programas dirigidos a la prevención y tratamiento de determinadas 
patologías.

t) Implementación de las medidas necesarias para realizar una oferta pública de 
equipamientos deportivos integrada, coordinada y adaptada a las necesidades y situaciones 
de las personas, desarrollándose la creación y puesta en funcionamiento de una tarjeta 
única deportiva que facilite a los ciudadanos el uso de instalaciones de titularidad de las 
distintas Administraciones públicas y entidades deportivas.

u) Desarrollo de medidas para fomentar el deporte y la actividad deportiva mediante un 
régimen de ayudas, convenios, patrocinios y subvenciones públicas, dentro de las 
disponibilidades presupuestarias y de acuerdo con los principios rectores establecidos en la 
legislación básica en materia de subvenciones, con un carácter reglado y objetivo y 
estableciéndose un marco de planificación con base en criterios objetivos y de carácter 
plurianual. Fomento, en el marco de las disponibilidades presupuestarias, de sistemas de 
apoyo y patrocinio para la organización de competiciones y acontecimientos deportivos y la 
participación de las entidades deportivas en competiciones de ámbito nacional e 
internacional; todo ello, con el objetivo de promover las marcas y sellos de calidad del 
Principado de Asturias, fomentar su prestigio y crear una relación más estrecha con los 
potenciales clientes de los servicios y productos asturianos.

v) Potenciación y desarrollo de la industria de la actividad física y el deporte, 
especialmente en el ámbito de la innovación tecnológica.

Artículo 5.  Principio de igualdad en la actividad física y el deporte.
1. La Administración del Principado de Asturias velará para que la participación en la 

actividad física y práctica deportiva se realice en términos de igualdad real, de conformidad 
con el artículo 14 de la Constitución Española y sin que pueda haber ninguna discriminación 
por razón de género, sexo, identidad y/o expresión de género.

2. Las políticas relativas a la actividad física y el deporte se planificarán incorporando la 
efectiva consideración del principio de igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres en 
su diseño, ejecución y evaluación.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los dos apartados anteriores, la Administración del 
Principado de Asturias desarrollará políticas activas dirigidas a la incorporación de la mujer 
en la práctica física y deportiva, impulsando su participación en todas las etapas de la vida y 
en los diferentes ámbitos de la actividad física y deportiva.

4. En la política deportiva del Principado de Asturias se tendrán en cuenta, en particular, 
las siguientes consideraciones:
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a) Se fomentará e integrará la perspectiva de género en las políticas públicas en materia 
de deporte, de conformidad con la legislación estatal y autonómica.

b) Se promoverá el deporte femenino mediante el acceso de las mujeres a la práctica 
deportiva, a través del desarrollo de programas específicos dirigidos a todas las etapas de la 
vida y en todos los niveles, incluidos los de responsabilidad y decisión.

c) Se procurará la participación equilibrada de mujeres y hombres en la toma de 
decisiones, respetando este principio en la composición de los órganos colegiados regulados 
en esta ley.

d) Se incluirá sistemáticamente la variable sexo en la recogida de datos, encuestas, 
estadísticas e investigaciones. Se incluirán, además, indicadores que faciliten un 
conocimiento real de la situación de las mujeres y los hombres en todos los ámbitos del 
deporte.

e) Se evitará cualquier forma de discriminación entre mujeres y hombre en los medios de 
comunicación, debiendo transmitir una imagen igualitaria y alejada de estereotipos.

f) Se velará por el uso del lenguaje inclusivo, tanto verbal como visual, en todos los 
ámbitos.

g) Se atenderá a que el reparto de los recursos económicos públicos sea justo en 
términos de igualdad entre mujeres y hombres, sin favorecer ni a los deportes 
masculinizados ni a los deportistas de uno u otro sexo de manera individual.

Artículo 6.  Interés general de la actividad física y el deporte.
Se reconoce el interés general de la actividad física y el deporte como medio para lograr 

el mantenimiento y, en su caso, la mejora de la salud individual y, por extensión, el bienestar 
de la población, por su contribución al desarrollo de la educación, la formación y la cultura, el 
fomento de la cohesión social, la eliminación de toda discriminación y el respeto al medio 
natural en el que se desarrolle, y por su relevancia a los efectos del desarrollo económico y 
turístico, la creación de bienes colectivos y la generación de empleo.

Artículo 7.  Derechos y deberes en la práctica de la actividad física y el deporte.
Se reconocen los siguientes derechos y deberes en la práctica de la actividad física y el 

deporte:
a) Derecho a practicar el deporte de su elección dentro de la oferta existente en el 

Principado de Asturias de acuerdo con su capacidad individual y las normas establecidas en 
el reglamento deportivo correspondiente.

b) Derecho a usar las instalaciones destinadas para la práctica del deporte en buenas 
condiciones, con respeto a sus normas de uso.

c) Derecho a recibir atención y servicios sanitarios por circunstancias derivadas de la 
práctica de un deporte.

d) Derecho a participar en competiciones oficiales de su categoría y estamento, 
cumpliendo los requisitos de la correspondiente convocatoria.

e) Derecho de participación en la definición de programas y políticas públicas de 
actividad física y deporte de carácter transversal.

f) Derecho a obtener información acerca del conjunto del tejido deportivo asturiano.
g) Deber de realizar la actividad física y practicar el deporte responsablemente, evitando 

poner en riesgo su salud e integridad ni la de terceras personas, practicando el deporte de 
forma saludable y segura.

h) Deber de respetar la normativa de utilización del medio físico donde realice la práctica 
deportiva.

i) Deber de conocer y cumplir con la normativa que regule las disciplinas deportivas que 
practique y aplicarlas en cada uno de los eventos y competiciones deportivas en los que 
participe.

j) Deber de mantener un comportamiento acorde a la ética deportiva en las relaciones 
con las personas organizadoras, árbitros o árbitras y demás deportistas, evitando cualquier 
acto de discriminación y apostando por el juego limpio en lo relativo a la erradicación del 
dopaje, violencia, racismo, xenofobia, discriminación por discapacidad, por razón de sexo, 
orientación e identidad sexual, la expresión de género y la intolerancia en el deporte.
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TÍTULO I
Competencias y organización

[ . . . ]
CAPÍTULO II

La Administración deportiva local

Artículo 15.  Competencias de los concejos.
1. Los concejos, en los términos que disponen la presente ley, la legislación de régimen 

local y la legislación sectorial del Estado, ejercen las labores de promoción, planificación y 
gestión deportiva en el ámbito de sus competencias, propiciando la participación, la 
integración y la cohesión social.

2. Corresponde a los concejos, en su respectivo término municipal y dentro del marco de 
la política deportiva del Principado de Asturias, el ejercicio de las siguientes competencias:

a) El fomento de la actividad física y el deporte para toda la ciudadanía mediante la 
elaboración y ejecución de los correspondientes planes de promoción, dirigidos a los 
diferentes sectores de su población, elaborando un programa de actividades y oferta 
deportiva para todos y todas, que promueva las medidas necesarias para impulsar la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres en la práctica deportiva, evitando todo acto de 
discriminación de cualquier naturaleza.

b) La construcción, ampliación y mejora de instalaciones y equipamientos deportivos, 
con la transversalidad de la perspectiva de género, de acuerdo con los criterios generales 
que determinen las normas vigentes y con especial atención a la supresión de barreras de 
accesibilidad u obstáculos que dificulten el uso por cualquier persona.

c) La gestión y mantenimiento de las instalaciones deportivas de titularidad pública local 
de su demarcación territorial, aprobando la normativa reguladora del uso de las instalaciones 
y equipamientos deportivos municipales y promoviendo la plena utilización de las mismas.

d) El cumplimiento de las obligaciones de reserva de espacio para el desarrollo de la 
actividad física y el deporte en los instrumentos de ordenación urbanística.

e) El control e inspección de utilización y aprovechamiento de las instalaciones 
deportivas.

f) La promoción del asociacionismo deportivo local.
g) La organización y patrocinio, con perspectiva de género, en el ámbito local, de la 

actividad física y el deporte, en colaboración con las asociaciones y entidades deportivas.
h) La ejecución de los programas locales de desarrollo de actividad física y deporte en 

edad escolar, teniendo presente la perspectiva de género.
i) Cooperar en la elaboración del Plan Director de instalaciones deportivas en lo referente 

a las instalaciones deportivas a construir en su término municipal.
j) La recuperación, fomento y divulgación, con perspectiva de género, de los deportes 

populares en su ámbito territorial.
k) La cooperación con entidades públicas y privadas para el cumplimiento de las 

finalidades previstas en esta ley.
l) La elaboración y mantenimiento actualizado del censo de instalaciones deportivas.
m) La elaboración y ejecución de políticas públicas activas que contribuyan a la defensa, 

promoción, fomento y difusión de la deportividad y el juego limpio por cuantos intervienen 
directa o indirectamente en el mundo del deporte.

n) Cualquier otra atribuida por norma con rango de ley que contribuya a la realización de 
los fines y objetivos señalados en la presente ley.

TÍTULO II
Organización de la actividad física y el deporte

[ . . . ]
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TÍTULO III
El deporte en edad escolar

CAPÍTULO I
Principios del deporte en edad escolar

[ . . . ]
Artículo 48.  Principios del deporte en edad escolar.

El deporte en edad escolar se sujetará a los siguientes principios, que serán 
garantizados por las Administraciones públicas, dentro de sus respectivas competencias:

a) Voluntariedad: los titulares de la patria potestad o representantes legales del menor de 
edad habrán de tener en cuenta el parecer de este si tuviera madurez suficiente y, en todo 
caso, a partir de los catorce años. La decisión sobre la práctica deportiva deberá atender 
siempre al interés superior del menor de edad.

b) La preservación de la salud, integridad física y psíquica del menor de edad, 
desarrollándose en unas condiciones tanto materiales como personales adecuados a ese fin. 
Con tal objeto, las Administraciones públicas, federaciones deportivas y entidades deportivas 
deberán tener en cuenta las recomendaciones de las autoridades sanitarias y las medidas 
de seguridad e higiene por ellas indicadas.

c) La orientación de la actividad deportiva hacia el libre desarrollo de la personalidad del 
menor de edad.

d) El respeto al honor e intimidad del menor de edad, debiendo ser tratadas con respeto 
a su integridad y dignidad personal, sin ser objeto de ningún tipo de vejación.

e) La preferencia por la práctica polideportiva y no orientada exclusivamente a la 
competición, con la garantía de que conozcan diversas modalidades deportivas de acuerdo 
con su aptitud física y edad.

f) La consideración de la práctica deportiva como actividad principalmente lúdica, dirigida 
a la mejora física y cognitiva y a la educación en valores de igualdad, solidaridad y respeto 
que sirva a su formación cívica. El aspecto competitivo del deporte queda subordinado a 
estos valores.

g) El desarrollo de las competiciones en un ambiente adecuado, protegiendo a los 
menores respecto de conductas del público, de entrenadores y de jueces o árbitros que 
puedan resultar en un menoscabo de su integridad física, moral y bienestar psicológico.

h) La protección de los menores frente a su posible utilización con fines económicos, 
políticos o que respondan a intereses ajenos o contrarios a los de los menores.

i) La promoción de la paz y la concordia en el deporte, preservando el juego limpio, la 
convivencia y la integración en una sociedad democrática y pluralista, así como los valores 
humanos que se identifican con el deporte, y se implicarán activamente en la erradicación de 
la violencia, el racismo, la intolerancia, la homofobia y la xenofobia en el deporte.

j) El reconocimiento del derecho al ocio de las personas con discapacidad, promoviendo 
la práctica del deporte adaptado y su inclusión en la práctica regular del deporte 
extraescolar, desarrollado bajo la tutela de personal con cualificación adecuada, y 
contribuyendo a la mejora de su autoestima y de su autonomía personal.

Artículo 49.  Igualdad en la actividad física y el deporte en edad escolar.
1. Las Administraciones públicas fomentarán e integrarán el principio de igualdad entre 

mujeres y hombres en las políticas públicas en materia de actividad física y deporte en edad 
escolar, de conformidad con la legislación estatal y autonómica vigente y los contenidos de la 
presente ley, de forma que la igualdad sea efectiva y se corrijan las discriminaciones.

2. Las Administraciones públicas promoverán y velarán para que la participación en la 
práctica de la actividad física y el deporte en edad escolar se realice en términos de 
igualdad, sin ningún tipo de discriminación y evitando cualquier acto de prejuicio, 
hostigamiento o violencia.
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CAPÍTULO II
Actividad deportiva

Artículo 50.  Protección del deportista menor de edad.
1. Corresponde a la Administración del Principado de Asturias la protección de la salud 

de los deportistas menores de edad mediante la aprobación de cuantas normas garanticen la 
salud de los deportistas y la prevención de accidentes y lesiones en las competiciones, 
según la naturaleza y características de cada modalidad deportiva.

En todos los centros escolares y en todas las instalaciones deportivas existirán 
materiales específicos para las primeras atenciones, que sirvan para minimizar las lesiones 
de manera inmediata, y se atenderá a las indicaciones y recomendaciones procedentes de 
las autoridades sanitarias.

2. Para la efectiva protección de la integridad psicológica de los menores y el libre 
desarrollo de su personalidad, la actividad deportiva extraescolar debe desarrollarse 
conforme a los siguientes principios:

a) El respeto del derecho a la intimidad de los menores y a su derecho a la propia 
imagen.

b) El respeto al derecho al honor de los menores, quedando prohibidos tratos 
degradantes, tanto físicos como psicológicos, por parte de cualesquiera agentes implicados 
en el deporte extraescolar.

c) La adopción de medidas por parte de la Administración pública, en coordinación con 
las federaciones deportivas, destinadas a erradicar durante las competiciones cualesquiera 
conductas violentas y agresiones físicas o verbales por parte del público y de los 
entrenadores y jueces o árbitros.

d) La obligatoriedad de federaciones deportivas y entidades deportivas de contar con un 
protocolo de prevención del acoso.

3. Los concejos colaborarán, en particular mediante la cesión de uso de los 
equipamientos deportivos municipales adecuados, a la satisfactoria ejecución de la actividad 
deportiva y de las competiciones oficiales extraescolares. El uso de instalaciones deportivas 
de titularidad municipal se realizará de acuerdo con lo establecido en la presente ley.

Artículo 51.  Deporte extraescolar y valores cívicos.
Las Administraciones competentes en materia educativa y de actividad física y deporte 

fomentarán los valores que se identifican con el deporte extraescolar, adoptando, entre otras, 
las siguientes medidas:

a) La aprobación y ejecución de planes y medidas dirigidas a prevenir, en el ámbito de la 
actividad física y el deporte, la violencia, la homofobia, la xenofobia y cualquier otra forma de 
discriminación por condición o circunstancia personal o social, contemplando actuaciones 
adaptadas a la realidad social y educativa.

b) La convocatoria de premios que estimulen el juego limpio, estructurados en categorías 
que incluyan a los deportistas, técnicos y entrenadores, jueces y árbitros, personal directivo, 
entidades deportivas, aficiones, entidades patrocinadoras y medios de comunicación.

c) El fomento por parte de las federaciones deportivas de la inclusión en sus programas 
de formación, en los cursos de entrenadores y árbitros, de contenidos directamente 
relacionados con la formación en valores y la lucha contra la violencia, la homofobia, la 
xenofobia y cualquier otra forma de discriminación por condición o circunstancia personal, 
social, de género o identidad sexual.

d) La eliminación de obstáculos y barreras que impidan la igualdad de trato y la 
incorporación sin discriminación de ningún tipo de los menores que realicen actividades 
físicas y deportivas.

e) La consideración, como criterio para otorgar ayudas públicas a las entidades 
deportivas y federaciones, de la implantación y desarrollo de campañas y medidas de lucha 
contra la violencia, la homofobia, la xenofobia y cualquier otra forma de discriminación por 
condición o circunstancia personal, social, de género o identidad sexual.
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f) El desarrollo de programas específicos que promuevan los valores cívicos en la 
práctica deportiva extraescolar.

g) El derecho de todos los menores que forman parte de una entidad deportiva a 
participar de forma real y efectiva en las competiciones, disputando un tiempo mínimo en 
ellas.

[ . . . ]
Artículo 54.  Deporte para menores con discapacidad.

1. Las Administraciones públicas del Principado de Asturias, en sus respectivos ámbitos, 
promoverán y fomentarán la práctica de la actividad física y el deporte de las personas 
menores con discapacidad, procurando eliminar cuantos obstáculos se opongan a su plena 
integración.

2. Se impulsarán las medidas adecuadas para favorecer la capacitación específica de las 
personas encargadas de la preparación deportiva de los menores con discapacidad, tanto en 
prácticas deportivas de competición como de ocio, teniendo en cuenta a los efectos 
potenciales del deporte en su salud y calidad de vida.

3. La presencia en entidades deportivas y federaciones deportivas de programas 
específicos deportivos de personas menores con discapacidad, y de competiciones 
adaptadas, deberá ser tenida en cuenta en todas las subvenciones destinadas a financiar el 
deporte extraescolar.

CAPÍTULO III
Plan de Deporte en Edad Escolar

[ . . . ]
Artículo 56.  Objetivos.

Las actividades y programas incorporados al plan deberán orientarse a:
a) La educación integral de la infancia y el desarrollo armónico de su personalidad.
b) La creación y consolidación de hábitos de práctica deportiva que deriven en la 

adopción y estabilización de conductas saludables.
c) La socialización de los menores de edad y la estimulación de conductas tendentes al 

respeto a las normas y a las demás personas.
d) La adquisición de competencias cognitivas, afectivas y motrices, a través del 

movimiento, que permitan a los menores una mayor autonomía para el ejercicio de una 
ciudadanía responsable.

e) La transmisión a todos los agentes intervinientes de los valores del compañerismo, 
juego limpio, rechazo al dopaje, a la violencia, al racismo, a la homofobia, a la xenofobia o a 
la intolerancia en la actividad física y el deporte.

f) La eliminación de roles, estereotipos y prejuicios en función del sexo o identidad sexual 
y la enseñanza de modelos de convivencia y respeto.

g) La práctica y familiarización de una o varias modalidades y/o especialidades 
deportivas dentro del ámbito extraescolar.

h) La puesta en valor de la práctica del deporte como hábito de vida asociado a la mejora 
de la salud y del bienestar, así como de la sociabilidad.

i) La garantía de que todos los menores que forman parte de un equipo participen de 
forma real y efectiva en las competiciones oficiales, disfrutando a lo largo de la temporada, o 
en cada uno de los encuentros, un tiempo mínimo.

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
Competiciones y campeonatos deportivos extraescolares

Artículo 59.  Campeonatos y competiciones oficiales.
1. La Consejería competente en materia de actividad física y deporte, en colaboración 

con las autoridades educativas, organizará las competiciones oficiales deportivas en edad 
extraescolar. Las fases previas a la fase final podrán ser organizadas, de acuerdo con el 
desarrollo reglamentario que se establezca, por otras Administraciones públicas del 
Principado de Asturias.

2. La Dirección General competente en materia de actividad física y deporte, en 
colaboración con los concejos y las federaciones deportivas, podrá adaptar las normas de 
las competiciones de cada disciplina deportiva con base en criterios pedagógicos adecuados 
a la edad de los participantes, primando el carácter participativo y educativo sobre criterios 
meramente competitivos.

3. Las Administraciones públicas promoverán la integración de los menores con 
discapacidad y el establecimiento de actividades específicas para ellos.

4. En los campeonatos y competiciones oficiales todos los deportistas menores de edad 
inscritos deberán disputar un tiempo mínimo de juego.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Políticas públicas de promoción y ayuda

Artículo 63.  Distintivo de calidad.
1. A las entidades públicas o privadas del sector de la actividad física y el deporte que 

desarrollen sus actividades con el máximo respeto a los valores y principios regulados en 
esta ley se les podrá conceder un distintivo de calidad.

2. La Consejería competente en materia de actividad física y deporte desarrollará 
reglamentariamente el distintivo de calidad y los requisitos y el procedimiento de concesión y 
retirada del distintivo.

3. Para la concesión del distintivo de calidad se tendrán en cuenta los siguientes 
factores:

a) Cualificación técnica del personal técnico de las entidades deportivas.
b) Premios obtenidos por deportividad y lugar destacado en las listas de clubes con 

menor número de sanciones en competiciones deportivas.
c) Políticas de igualdad.
d) Políticas de integración de deportistas con discapacidad.
e) Participación u organización de ligas experimentales.
f) Paridad en las competiciones deportivas.
g) Igualdad de todos los equipos de las mismas categorías, sin que se discrimine a los 

equipos exclusivamente por su nivel deportivo.
4. La participación en competiciones deportivas durante el calendario lectivo que se 

celebren fuera del Principado de Asturias, cuando participen deportistas en edad de 
escolarización obligatoria, comportará una valoración negativa a efectos de la concesión del 
distintivo de calidad.

5. El distintivo de calidad se tendrá en cuenta en las políticas de subvención al deporte 
extraescolar.

[ . . . ]
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TÍTULO VI
Las actividades deportivas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Competiciones y actividades deportivas

[ . . . ]
Artículo 78.  Competiciones oficiales.

1. La denominación de competición deportiva de carácter oficial, en el ámbito del 
Principado de Asturias, se reserva exclusivamente a las calificadas como tales en esta ley, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.

2. La organización y gestión de las actividades o competiciones deportivas oficiales, en 
el ámbito federado, se realizará por las propias federaciones deportivas asturianas o por su 
encomienda o autorización a los clubes deportivos, instituciones públicas y otras entidades 
privadas de carácter social, cultural o comercial. Las federaciones deportivas deberán 
diferenciar en sus calendarios aquellas competiciones que sean oficiales de las que no 
revistan tal carácter.

3. En toda competición oficial, la persona promotora de la misma deberá garantizar:
a) La adopción de medidas de seguridad para prevenir cualquier tipo de manifestación 

violenta por parte de quienes participen activamente y el público.
b) La promoción de medidas, igualmente dirigidas al público y a quienes participen 

activamente, destinadas a evitar cualquier tipo de discriminación por razón de sexo, 
orientación, expresión de género e identidad sexual y/o discapacidad.

c) El control y la asistencia sanitaria y el aseguramiento de la responsabilidad civil con 
arreglo a lo previsto en la ley.

d) La promoción de medidas, igualmente dirigidas al público y a quienes participen 
activamente, destinadas a la reducción de su huella ecológica y a la protección del medio 
ambiente, en particular mediante la adecuada gestión de los residuos y la promoción del 
consumo responsable.

e) El control y la represión de prácticas ilegales para aumentar el rendimiento de sus 
deportistas. Cada deportista con licencia tendrá la obligación de someterse a los controles 
que se establezcan con este objeto.

f) El cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para la apertura y 
funcionamiento de las instalaciones deportivas.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Las licencias deportivas

Artículo 81.  Licencias deportivas y títulos habilitantes.
1. La licencia deportiva es el título expedido para participar en las competiciones 

deportivas oficiales, sin que se puedan expedir o exigir otros documentos con esa 
denominación que permitan participar en otro tipo de competiciones no oficiales. La 
expedición de las licencias deportivas se ajustará a lo establecido en la presente ley y en sus 
disposiciones de desarrollo, y en todo caso conllevará, para el responsable de su expedición, 
la obligación de suscribir un seguro deportivo obligatorio. El alcance de la cobertura podrá 
ser distinto en función del tipo de licencia; no obstante, habrá de cubrir al menos:

a) La indemnización para supuestos de pérdidas anatómicas y/o funcionales y de 
fallecimiento.

b) La asistencia sanitaria, salvo para los titulares de las licencias deportivas escolares, 
que corresponderá al Servicio de Salud del Principado de Asturias, en los términos previstos 
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en la normativa que sea de aplicación. La asistencia sanitaria que precisen los titulares de 
licencias deportivas escolares sometidos a algún régimen de aseguramiento especial y/o 
privado se prestará con los medios de los que disponga el sistema de asistencia sanitaria del 
que sean beneficiarios, en los términos previstos en la normativa que sea de aplicación.

c) La responsabilidad civil frente a terceros derivada del ejercicio o con ocasión de la 
práctica deportiva.

2. La expedición y renovación de las licencias federativas tendrá carácter reglado y se 
otorgarán en el plazo y con el contenido que se establezca en la normativa de desarrollo de 
la presente ley. Una vez transcurrido el plazo señalado sin que haya sido resuelta la 
solicitud, se entenderá concedida. La denegación de las licencias deberá ser motivada en 
todo caso. La concesión o denegación de las licencias deportivas federativas será recurrible 
ante el Comité Asturiano de Justicia Deportiva.

3. Las federaciones deportivas podrán expedir otras habilitaciones administrativas de 
temporada o de día que permitan participar en competiciones y actividades deportivas 
ordinarias que tengan o no la calificación de oficiales, así:

a) Cuando se trate de competiciones no oficiales, su único objeto es habilitar a la 
persona deportista para participar en una competición o en otra actividad deportiva popular o 
de ocio. La cobertura de los riesgos se extenderá a la responsabilidad civil y al accidente 
deportivo con el alcance que determinen las federaciones deportivas y que, en todo caso, 
serán menores que los previstos para la licencia deportiva.

b) Cuando se trate de competiciones oficiales, los poseedores de las mismas no podrán 
optar a medallas, podios o clasificaciones para formar parte de la selección autonómica 
cuando dicha competición oficial sea campeonato autonómico, nacional o internacional.

TÍTULO VII
Protección de la salud y garantías en el deporte

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Medidas de prevención, control y represión de la violencia, el racismo, la 
xenofobia, la discriminación por razón de sexo y la intolerancia en el deporte

Artículo 86.  Medidas de prevención, control y represión.
Todas las Administraciones públicas y entidades deportivas se implicarán activamente en 

la erradicación de la violencia, el racismo, la xenofobia, la discriminación por razón de sexo y 
la intolerancia en el deporte, en los términos de la legislación estatal en la materia, 
preservando el juego limpio y la convivencia, a través de las siguientes medidas, en el marco 
de las disponibilidades presupuestarias:

a) La aprobación y ejecución de planes y medidas dirigidos a prevenir la violencia, el 
racismo, la xenofobia, la discriminación por razón de sexo, orientación e identidad sexual, 
expresión de género y/o discapacidad, y la intolerancia en el deporte, contemplando 
determinaciones adecuadas en los aspectos social y educativo.

b) El desarrollo de campañas publicitarias que promuevan la deportividad, el juego limpio 
y la integración, especialmente entre la juventud, para favorecer el respeto mutuo entre el 
público y los deportistas y estimulando su participación activa en el deporte.

c) La dotación y convocatoria de premios que estimulen el juego limpio, estructurados en 
categorías que incluyan a deportistas, personal técnico, equipos, aficiones, entidades 
patrocinadoras y medios de comunicación.

d) El estímulo de acciones de convivencia y hermanamiento entre deportistas o aficiones 
rivales a fin de establecer un clima positivo antes del encuentro, ya sea mediante la 
celebración de actividades compartidas, ya sea mediante gestos simbólicos.

e) Las federaciones deportivas incluirán en sus programas de formación contenidos 
directamente relacionados con la formación en valores, en igualdad de oportunidades entre 

CÓDIGO DEL DERECHO DE LA DISCAPACIDAD. LEGISLACIÓN DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ 20  Ley de Actividad Física y Deporte [parcial]

– 204 –



mujeres y hombres y la lucha contra la violencia, el racismo, la xenofobia, la discriminación 
de personas con discapacidad, la discriminación por razón de sexo, orientación e identidad 
sexual, expresión de género y la intolerancia en los cursos de entrenadores o entrenadoras y 
árbitros o árbitras.

f) La consideración como criterio de otorgamiento de ayudas públicas a las entidades 
deportivas la implantación y desarrollo de campañas y medidas de lucha contra la violencia, 
el racismo, la xenofobia, la discriminación por razón de sexo, orientación e identidad sexual, 
expresión de género y/o discapacidad y la intolerancia en el deporte.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Instalaciones deportivas

CAPÍTULO I
Del Plan Director de Instalaciones Deportivas del Principado de Asturias

[ . . . ]
Artículo 89.  Contenido.

1. El Plan Director de instalaciones deportivas acomodará sus previsiones a las 
contenidas en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística.

2. El plan incluirá:
a) El Censo de Instalaciones Deportivas, como definición de las instalaciones deportivas, 

públicas y privadas, de uso público existentes, incluyendo su localización, tipología y 
régimen de gestión, utilización y funcionamiento, y base para la especificación de la 
ubicación geográfica y características técnicas de las instalaciones y equipamientos.

b) La organización territorial en concejos.
c) Los objetivos a conseguir en cuanto a la dotación de instalaciones deportivas y 

previsión de nuevas instalaciones en función de módulos de población, número de personas 
usuarias, situación, clima e instalaciones existentes, procurando la sostenibilidad de las 
infraestructuras, fomentando su polivalencia de uso, no solo deportivo. En este sentido, tanto 
en las instalaciones existentes como en las de nueva creación, se velará por que no se 
produzcan discriminaciones por razón de género.

d) Una memoria explicativa, con perspectiva de género, del plan en la que se definan las 
actuaciones territoriales prioritarias de conformidad con los objetivos perseguidos y a la vista 
de las necesidades y déficit territoriales constatados, de manera que se asegure la 
racionalidad de las inversiones, evitando solapamiento o duplicidad de infraestructuras de 
uso público de características equivalentes en el mismo ámbito territorial.

e) Un programa de financiación de acuerdo con las diferentes etapas previstas para su 
ejecución. Las determinaciones del programa de financiación se corresponderán con las 
establecidas a través de las diversas líneas de ayudas y subvenciones convocadas al efecto.

f) Las directrices generales y normativa básica sobre niveles de planeamiento, tipología 
de instalaciones deportivas y estándares constructivos en las instalaciones, tales como el 
uso de energías renovables y la eficiencia energética para reducir su huella de carbono, 
accesibilidad y seguridad en instalaciones y equipamientos.

g) Las previsiones para el cumplimiento de la normativa vigente en materia de 
prevención de la violencia en los espacios deportivos, así como de salud, seguridad laboral, 
incluyendo las previsiones sobre supresión de barreras arquitectónicas de las instalaciones 
deportivas en atención a las personas con discapacidad, reserva de espacios necesarios 
para las personas con discapacidad atendiendo a los medios que utilicen para su 
desplazamiento, además de las medidas que garanticen el respeto al medio ambiente y que 
favorezcan la igualdad real entre mujeres y hombres.

h) El señalamiento de las características y especificaciones técnicas del equipamiento de 
las instalaciones deportivas de titularidad pública, excepto de las docentes no universitarias.
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i) El programa elaborado por la Consejería competente en materia de educación con las 
determinaciones y condiciones relativas a las instalaciones deportivas de los centros 
docentes públicos no universitarios.

j) Aquellos otros pronunciamientos y determinaciones que se considere necesario incluir 
para la consecución de los objetivos del plan.

3. A través del Plan Director se fomentará y promoverá, en colaboración con los 
concejos del Principado de Asturias, la creación en parques urbanos de infraestructuras, 
libres de estereotipos de género, que hagan compatible su uso recreativo con la práctica 
deportiva de ocio y con los deportes tradicionales.

[ . . . ]
Artículo 91.  Normativa básica de las instalaciones deportivas.

1. La Consejería competente en materia de actividad física y deporte elaborará la 
«Normativa básica de instalaciones deportivas» en materia de construcción, uso y 
mantenimiento de instalaciones y equipamientos deportivos, que regulará al menos lo 
referente a:

a) Tipología de instalaciones.
b) Características técnico-deportivas.
c) Criterios de uso y mantenimiento.
d) Criterios de diseño, rentabilidad social y económica de la explotación y previsión de su 

impacto por razón de género. Viabilidad.
e) Condiciones de higiene y sanidad.
f) Requisitos para su ubicación.
g) Normas de seguridad, prevención de acciones violentas, prevención de abuso infantil 

y no discriminación por razón de género.
h) Normas que faciliten el acceso y circulación a las personas con algún tipo de 

discapacidad y movilidad reducida, de edad avanzada o menores.
i) Criterios de rentabilidad en la explotación.
j) Condiciones de prevención y protección.
k) Normalización de instalaciones.
l) Calidad mínima de instalaciones.
m) Plan de emergencias o, en su caso, plan de autoprotección.
2. Las previsiones del apartado anterior deberán elaborarse teniendo en cuenta las 

normas técnico-deportivas, federativas, sanitarias, de protección civil y espectáculos 
públicos.

3. En la elaboración de la normativa a la que se refiere este artículo, deberán emitir 
informe previo las Consejerías que, en virtud de sus competencias, resulten afectadas por la 
misma.

CAPÍTULO II
Ordenación de las instalaciones deportivas

[ . . . ]
Artículo 96.  Accesibilidad y seguridad.

1. Todas las instalaciones y equipamientos deportivos del Principado de Asturias 
deberán proyectarse y construirse garantizando la accesibilidad universal.

2. Estas instalaciones, especialmente las que puedan acoger a un número elevado de 
público, deberán tener en cuenta en su proyección y construcción las recomendaciones y 
especificaciones técnicas vigentes para prevenir y evitar las acciones violentas en el deporte.

3. Todas las entidades e instituciones de carácter público o privado deberán construir sus 
instalaciones y equipamientos deportivos de acuerdo con las normas técnicas que fije la 
Consejería con competencia en materia deportiva del Principado de Asturias. Las 
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modificaciones o reformas de dichas instalaciones se llevarán a cabo, igualmente, de 
acuerdo con tales especificaciones.

Artículo 97.  Información sobre datos técnicos de la instalación.
Las instalaciones, equipamientos o establecimientos destinados permanentemente o de 

forma ocasional a la prestación de servicios de carácter deportivo deberán ofrecer 
información, en lugar visible y accesible a todas las personas usuarias, sobre los datos 
técnicos de la instalación, así como sobre su equipamiento y sobre el nombre y titulación o 
formación acreditada concreta de las personas que presten en ella servicios profesionales, 
tanto en la dirección y gestión de las instalaciones como en los servicios de enseñanza, 
ayuda o animación.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Poderes administrativos en materia de actividad física y deporte

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen sancionador

[ . . . ]
Artículo 103.  Clases de infracciones.

1. Las infracciones administrativas en materia deportiva se clasifican en leves, graves y 
muy graves.

2. Son infracciones leves:
a) El incumplimiento de las normas reglamentarias sobre protección a las personas 

usuarias de instalaciones deportivas y cuya vulneración tenga la calificación de infracción 
leve.

b) La celebración de competiciones oficiales en instalaciones deportivas de uso público 
no inscritas en el censo de instalaciones deportivas.

c) La negativa a facilitar por las entidades o sujetos titulares de instalaciones deportivas 
de uso público los datos necesarios para la elaboración o actualización del censo de 
instalaciones.

d) La realización culposa de daños en instalaciones deportivas y en mobiliario o 
equipamientos deportivos.

e) El incumplimiento de cualquier otro deber u obligación establecidos por la presente ley 
o sus normas de desarrollo cuando no tengan la calificación de infracción grave o muy grave.

3. Son infracciones graves:
a) El incumplimiento de la normativa de instalaciones y equipamientos deportivos.
b) La realización dolosa de daños en instalaciones deportivas y en mobiliario o 

equipamientos deportivos.
c) El incumplimiento de alguna de las obligaciones o condiciones establecidas en materia 

de seguridad y de control médico y sanitario.
d) La colaboración en la obtención de lucro a través de entidades deportivas sin ánimo 

de lucro.
e) La publicidad que pueda conducir a engaño o confusión sobre las prestaciones o 

servicios deportivos ofertados.
f) La negativa o resistencia a facilitar la labor inspectora.
g) La tercera infracción leve cometida en un período de dos años, siempre que las 

resoluciones que acuerden las dos primeras sean firmes.
h) La utilización de símbolos y denominaciones de las entidades deportivas sin la debida 

autorización.
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i) La realización de actividades propias de las federaciones deportivas, careciendo de tal 
naturaleza.

4. Son infracciones muy graves:
a) El incumplimiento de los requerimientos de las autoridades y órganos administrativos 

competentes en materia deportiva.
b) El incumplimiento de los requerimientos de los directores o responsables de las 

instalaciones deportivas dependientes de la Dirección competente en materia de actividad 
física y deporte, planteados en relación con el uso, funcionamiento o normas de utilización 
de las mismas.

c) El incumplimiento de la obligación de disolver una federación deportiva cuando haya 
sido revocado su reconocimiento por parte de la Administración autonómica.

d) La realización de actividades y la prestación de servicios relacionados con el deporte 
en condiciones que puedan afectar gravemente a la salud y la seguridad de las personas.

e) El incumplimiento de las normas sobre protección a las personas usuarias de 
instalaciones deportivas que causen grave riesgo para la salud y la seguridad de las 
personas.

f) La falta de suscripción del seguro de responsabilidad civil o garantía financiera 
equivalente, referido en la ley.

g) La realización con ánimo de lucro de actividades empresariales y profesionales a 
través de entidades deportivas sin ánimo de lucro.

h) La tercera infracción grave cometida en un período de dos años, siempre que las 
resoluciones que acuerden las dos primeras sean firmes.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Conflictos en materia deportiva y procedimientos de resolución

[ . . . ]
Sección 2.ª Infracciones y sanciones disciplinarias

Artículo 110.  Infracciones.
Son infracciones a las reglas del juego, prueba, actividad o competición deportiva y a la 

conducta deportiva las acciones u omisiones que, durante el curso de tales eventos, impidan 
o perturben el normal desarrollo de los mismos y las que contradigan directa o 
indirectamente las normas generales de carácter deportivo, entre las que se entienden 
comprendidos cualesquiera de los conflictos señalados en el artículo 109, de forma que 
perjudiquen el desarrollo normal de las relaciones deportivas. Las infracciones se clasifican 
en muy graves, graves o leves.

[ . . . ]
Artículo 113.  Infracciones graves.

1. Se consideran, en todo caso, como infracciones graves:
a) El quebrantamiento de sanciones impuestas por infracciones leves.
b) Los insultos y ofensas a jueces, árbitros, personal técnico, otros deportistas, cargos 

directivos y autoridades deportivas, o contra el público asistente a un evento o actividad 
deportiva.

c) La protesta colectiva o tumultuaria, o la irrupción en el terreno de juego que altere el 
normal desarrollo de un evento o actividad deportiva.

d) El incumplimiento reiterado de las órdenes e instrucciones emanadas de los órganos 
deportivos competentes en cada caso, cuando no revista el carácter de falta muy grave.

e) La organización de actividades, pruebas o competiciones deportivas con la 
denominación de oficiales sin la autorización correspondiente.
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f) Las que con dicho carácter establezcan las diferentes asociaciones deportivas en sus 
estatutos o reglamentos.

g) El incumplimiento, por parte de quienes no sean cargos directivos de entidades 
deportivas, de los reglamentos electorales y, en general, de los acuerdos de la asamblea 
general y demás disposiciones estatutarias o reglamentarias.

h) El ejercicio de actividades públicas o privadas declaradas incompatibles con la 
actividad o función deportiva desempeñada.

i) El incumplimiento de las instrucciones y normas particulares establecidas por quienes 
hayan realizado la organización para el desarrollo de eventos y actividades deportivas 
ordinarias, cuando el mismo genere riesgos para el resto de participantes y para terceras 
personas.

j) El incumplimiento de las instrucciones y normas particulares establecidas por quienes 
tengan la titularidad de instalaciones deportivas de uso público que generen riesgos para el 
resto de personas usuarias.

k) La participación de deportistas en eventos o actividades deportivas ordinarias del 
ámbito no federado sin la autorización de su club, agrupación, grupo o sociedad anónima 
deportiva correspondiente, cuando dicha autorización sea preceptiva conforme a sus 
estatutos o reglamentos internos.

l) La participación en calidad de jueces en eventos o actividades deportivas ordinarias 
del ámbito no federado cuando, por estar en posesión de una licencia federada de dicho 
estamento, dicha autorización sea preceptiva.

m) La vulneración grave de los derechos fundamentales de los menores de edad sujetos 
a la práctica deportiva

n) El ejercicio de derechos de representación, retención y formación respecto de 
menores en edad escolar y en los términos fijados en la presente ley.

ñ) La atribución de la preparación técnica de los menores en edad escolar a personas sin 
la capacitación exigida.

2. Son infracciones graves del deporte en edad escolar:
a) La falta de respeto al equipo arbitral, expresada ante los menores de edad durante 

cualquier evento deportivo.
b) La utilización por parte del personal de las entidades deportivas o federaciones de 

expresiones xenófobas, racistas o que atenten contra la igualdad de género o contra grupos 
vulnerables, siempre que se profieran delante de los menores de edad durante cualquier 
práctica, evento deportivo, o durante las instrucciones previas a dichas actividades.

c) La ausencia en entidades deportivas y federaciones de un protocolo de prevención de 
acoso.

d) La negociación, por parte de entidades deportivas o federaciones, con personas 
distintas a los representantes legales del menor, con el fin de obtener los servicios deportivos 
de este.

e) La promesa de dádivas, remuneración directa o indirecta, o cualesquiera otras 
compensaciones materiales para obtener los servicios deportivos de menores de edad.

f) El encomendar a menores de edad actividades de entrenamiento, dirección o 
cualquiera otra propia del personal técnico.

g) Actuar clara, notoria y públicamente de forma atentatoria contra la dignidad o decoro 
que exige el desarrollo de las actividades físico-deportivas cuando dichas conductas sean 
realizadas por personas que no estén sujetas al régimen disciplinario deportivo.

Artículo 114.  Infracciones muy graves.
1. Se consideran, en todo caso, como infracciones muy graves a las reglas de disciplina 

deportiva:
a) El abuso de autoridad y la usurpación de atribuciones o competencias.
b) El quebrantamiento de sanciones impuestas por faltas graves o muy graves.
c) Los actos dirigidos a predeterminar mediante precio, intimidación, indemnización o 

ventaja o cualquier otra circunstancia el resultado de los eventos o actividades deportivas.
d) La promoción, incitación, consumo o utilización de sustancias o métodos prohibidos 

por las normas legales o reglamentarias en la práctica deportiva destinados a aumentar 
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artificialmente la capacidad física de deportistas, la negativa a someterse a los controles 
establecidos reglamentariamente, así como las conductas que inciten, toleren o promuevan 
la utilización de tales sustancias y métodos o las que impidan o dificulten la correcta 
realización de los controles.

e) La agresión, incitación a la violencia, coacción o utilización directa de la violencia en 
los acontecimientos deportivos o mediante declaraciones públicas.

f) Los actos racistas, xenófobos o discriminatorios por razón de sexo, orientación e 
identidad sexual, expresión de género y/o discapacidad.

g) La falta de asistencia no justificada a las convocatorias de las selecciones deportivas 
asturianas.

h) La protesta o actuación individual airada y ofensiva o el incumplimiento manifiesto de 
las órdenes e instrucciones emanadas de jueces, árbitros, personal técnico, entrenadores, 
cargos directivos y demás autoridades deportivas, con menosprecio de su autoridad.

2. Asimismo, se considerarán específicamente infracciones muy graves de los 
presidentes y demás miembros directivos de los órganos de las federaciones y restantes 
entidades deportivas:

a) El reiterado y manifiesto incumplimiento de los acuerdos de los órganos supremos de 
gobierno y representación, normas electorales y demás disposiciones estatutarias o 
reglamentarias.

b) La no convocatoria, en los plazos o condiciones legales y de forma sistemática y 
reiterada, de los órganos colegiados de las asociaciones deportivas por quienes tengan la 
obligación reglamentariamente a ello.

c) La inejecución de las resoluciones del Comité Asturiano de Justicia Deportiva.
d) La utilización incorrecta de fondos privados o públicos asignados al desarrollo de la 

actividad deportiva.
e) La adquisición de compromisos de gastos de carácter plurianual con cargo al 

presupuesto de las federaciones deportivas asturianas sin la correspondiente autorización.
f) El incumplimiento de los deberes o compromisos adquiridos formalmente con el 

Principado de Asturias.
g) El ejercicio de actividades públicas o privadas declaradas formalmente incompatibles 

con la actividad o función desempeñada en el ámbito deportivo.
h) Las que con dicho carácter establezcan las diferentes asociaciones deportivas en sus 

estatutos o reglamentos.
i) La vulneración grave y reiterada de los derechos fundamentales de los menores de 

edad sujetos a la práctica deportiva.
2. Tienen la consideración de infracciones muy graves del deporte en edad escolar:
a) No adoptar medidas necesarias para asegurar la integridad física, salud e higiene del 

menor deportista.
b) El trato humillante, físico o psicológico, por parte del personal de la entidad deportiva o 

federación en la que el menor practique la actividad deportiva.
c) Los comportamientos que impliquen discriminación por cualquier tipo de condición o 

circunstancia personal, social, de género o identidad sexual, impidiendo la práctica o 
participación en las actividades deportivas o el acceso a instalaciones deportivas de uso 
público.

d) Las instrucciones a los menores para que realicen prácticas antideportivas, violentas o 
que atenten contra los derechos y libertades de otros deportistas.

e) La no programación de los reconocimientos médicos preceptivos para los menores 
deportistas.

f) La falta de respeto hacia la intimidad del menor, su orientación sexual o género.

[ . . . ]
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§ 21

Ley 7/2001, de 22 de junio, de Turismo. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 156, de 6 de julio de 2001

«BOE» núm. 203, de 24 de agosto de 2001
Última modificación: 24 de diciembre de 2010

Referencia: BOE-A-2001-16538

[ . . . ]
TÍTULO III

Derechos y deberes en materia turística

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Empresas turísticas

[ . . . ]
Artículo 23.  Obligaciones de las empresas turísticas.

Las empresas turísticas estarán sujetas al cumplimiento de las obligaciones impuestas 
por la presente ley y demás normas turísticas, así como por la normativa en materia de 
derechos de los consumidores y usuarios, y concretamente a lo siguiente:

a) Prestar los servicios a los que están obligadas según su clasificación, en las 
condiciones pactadas con el usuario, de acuerdo con la presente ley y las normas dictadas 
en su desarrollo.

b) Cuidar del buen funcionamiento y mantenimiento de las instalaciones y servicios del 
establecimiento, así como dar un adecuado trato a los clientes.

c) Informar previamente a los usuarios sobre el régimen de los servicios que se ofertan 
en el establecimiento, condiciones de prestación de los mismos y su precio.

d) Exhibir en lugar visible el precio de los servicios ofertados y el distintivo 
correspondiente a su clasificación.

e) Tener a disposición de los usuarios las hojas de reclamaciones, haciendo entrega de 
un ejemplar cuando así se solicite.

f) Facturar los servicios de acuerdo con los precios establecidos y la normativa vigente 
en la materia.

g) Disponer de los libros y demás documentación que sean exigidos por la 
reglamentación vigente.

h) Facilitar, en los términos establecidos por el ordenamiento jurídico, la accesibilidad a 
los establecimientos de las personas que sufran discapacidades.
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i) Comunicar al órgano competente de la Administración competente en materia de 
turismo del Principado de Asturias el cese de su actividad.

j) Proporcionar a la Administración competente en materia de turismo del Principado de 
Asturias la información y documentación preceptiva para facilitarle el ejercicio de las 
atribuciones que legalmente tiene reconocidas.

k) Poner a disposición de los consumidores y usuarios información sobre la dirección 
postal, número de teléfono y número de fax o dirección de correo electrónico en la que el 
consumidor o usuario, cualquiera que sea su lugar de residencia, pueda interponer sus 
reclamaciones o solicitar información sobre el servicio ofertado o contratado.

TÍTULO IV
Ordenación de la oferta turística

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 27.  Requisitos de los establecimientos turísticos.

1. Los establecimientos turísticos, en función de su tipo, grupo, modalidad y categoría, 
quedan sujetos al cumplimiento de los requisitos mínimos de infraestructura, seguridad y 
calidad de los servicios prestados que reglamentariamente se determinen desde el punto de 
vista turístico, sin perjuicio del resto de normativa que les sea de aplicación.

2. En todo caso, los establecimientos turísticos deberán cumplir las normas sobre 
accesibilidad a los mismos de personas que sufran discapacidades en los términos previstos 
en la legislación del Principado de Asturias sobre la materia.

3. Con la finalidad de preservar y recuperar el patrimonio arquitectónico asturiano como 
seña de identidad del turismo del Principado de Asturias, la rehabilitación de inmuebles para 
uso turístico podrá, excepcionalmente y previo informe técnico, ser objeto de la dispensa de 
alguno de los requisitos mínimos exigidos reglamentariamente en materia turística.

4. Las instalaciones de los establecimientos turísticos se deberán conservar en 
adecuado estado de calidad, pudiendo, a estos efectos, la Administración turística del 
Principado de Asturias requerir a los titulares de los mismos la ejecución de las obras de 
conservación y mejora que resulten necesarias.

[ . . . ]
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§ 22

Ley 11/2002, de 2 de diciembre, de los Consumidores y Usuarios. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 287, de 13 de diciembre de 2002

«BOE» núm. 13, de 15 de enero de 2003
Última modificación: 30 de diciembre de 2006

Referencia: BOE-A-2003-912

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 5.  Colectivos de especial protección.

1. Los colectivos de consumidores y usuarios que, por circunstancias especiales, se 
encuentren en una situación de inferioridad, subordinación, indefensión o desprotección más 
acusada, serán objeto de atención prioritaria en las actuaciones que se desarrollen en 
ejecución de esta Ley.

2. Dicha atención prioritaria se dirigirá preferentemente a:
a) La infancia y adolescencia.
b) Enfermos.
c) Personas con discapacidad.
d) Personas mayores.
e) Mujeres gestantes.
f) Inmigrantes y,
g) Los sectores económicos y sociales más débiles.

CAPÍTULO II
Derechos de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
Sección 3.ª Derecho a la educación y formación en materia de consumo

[ . . . ]
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Artículo 14.  Actuaciones y programas.
1. El Principado de Asturias organizará, promoverá y desarrollará programas de 

educación y formación de consumidores, en los cuales podrán colaborar las asociaciones de 
consumidores.

Estos programas tendrán por objeto:
a) Difundir el conocimiento de los derechos, deberes e instrumentos de protección del 

consumidor, con especial atención a los colectivos contemplados en el artículo 5.
b) Potenciar la formación del personal al servicio de las Administraciones Públicas con 

funciones en materia de protección al consumidor, especialmente quienes desarrollen 
funciones de control de mercado e información y orientación a los consumidores, así como al 
personal de las asociaciones de consumidores.

c) Colaborar con el personal docente en el desarrollo de la educación en materia de 
consumo, en los diferentes niveles educativos.

d) Potenciar y desarrollar, en colaboración con las organizaciones empresariales, la 
formación en materia de consumo en los distintos sectores empresariales.

2. Asimismo, el Principado de Asturias, desarrollará las siguientes actuaciones en 
materia de educación y formación al consumidor:

a) Impulsará la publicación de material didáctico de apoyo a la educación y formación al 
consumidor, dirigido especialmente a la infancia, así como a otros colectivos de especial 
protección.

b) Colaborará en el fomento y la programación de campañas informativas y formativas 
sobre consumo responsable.

c) Impulsará la difusión de la información y el acceso a la educación de los ciudadanos 
como consumidores, concertando con las asociaciones de consumidores y usuarios de la 
región fórmulas de participación activa en las campañas informativas y educativas 
institucionales.

d) Promoverá el empleo de las nuevas tecnologías de la información en las actuaciones 
de formación y educación en materia de consumo y la existencia de espacios y programas 
divulgativos sobre consumo en los medios de comunicación de titularidad pública y privada.

e) Incentivará y colaborará, dentro de sus disponibilidades presupuestarias, en el 
mantenimiento de una red de centros de formación a los consumidores.

[ . . . ]
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§ 23

Ley 4/2010, de 29 de junio, de Cooperativas. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 160, de 12 de julio de 2010

«BOE» núm. 232, de 24 de septiembre de 2010
Última modificación: 30 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2010-14628

[ . . . ]
TÍTULO V

Clases de cooperativas

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Cooperativas de trabajo asociado

[ . . . ]
Artículo 139.  Socios. Disposiciones generales.

1. Podrán ser socios trabajadores quienes tengan capacidad para contratar la prestación 
de su trabajo de acuerdo con la normativa laboral y, en su caso, la legislación específica en 
materia de extranjería. No obstante, los menores de edad o incapaces necesitarán el 
complemento de capacidad legalmente exigible.

Los socios trabajadores menores de dieciocho años no podrán realizar trabajos 
nocturnos ni aquellos que la normativa estatal haya declarado insalubres, penosos, nocivos 
o peligrosos, tanto para la salud del trabajador menor de edad como para su formación 
profesional o humana.

2. Se entenderá a todos los efectos que el socio inicia la actividad cooperativizada 
cuando comience efectivamente la prestación de trabajo.

3. A los efectos de la Seguridad Social, los socios trabajadores estarán asimilados a 
trabajadores por cuenta ajena o a trabajadores autónomos. Los estatutos deberán 
necesariamente contener la opción entre el régimen general y cualquiera de los regímenes 
especiales según lo previsto en las normas relativas a Seguridad Social.

4. La pérdida de la condición de socio trabajador provocará el cese definitivo de la 
prestación de trabajo en la cooperativa, sin que se posean otros derechos frente a la misma 
distintos a los propios de la condición de socio.

[ . . . ]
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Artículo 151.  Trabajadores asalariados de la cooperativa.
1. El número de horas realizadas por trabajadores asalariados no podrá ser superior, en 

cómputo anual, al 30 por ciento del total de horas realizadas por los socios trabajadores. No 
se computarán en este porcentaje las realizadas por:

a) Los integrados en la cooperativa mediante subrogación legal.
b) Los que presten servicios en centros de trabajo de carácter subordinado o accesorio. 

Se entenderá como trabajo prestado en centro subordinado o accesorio el realizado 
directamente para una Administración Pública o entidad que coadyuve al interés general 
cuando sea realizado en locales o espacios de titularidad pública.

c) Los que sustituyan a socios trabajadores en situación de incapacidad temporal, riesgo 
durante el embarazo, maternidad o paternidad, adopción o acogimiento, así como a los que 
estén ejercitando un cargo público o en excedencia.

d) Los que sustituyan a trabajadores asalariados que hayan interrumpido la prestación 
de servicios con derecho a la reserva del puesto de trabajo.

e) Los que formalicen un contrato en prácticas o para la formación.
f) Los contratados conforme a disposiciones de fomento del empleo.
g) Los trabajadores contratados para ser puestos a disposición de empresas usuarias 

cuando la cooperativa actúa como empresa de trabajo temporal.
h) Los que reuniendo los requisitos establecidos al efecto se negaren explícitamente a 

ser socios trabajadores.
2. Los estatutos podrán determinar el procedimiento por el que los trabajadores 

asalariados puedan acceder a la condición de socios. En todo caso, cuando la cooperativa 
de trabajo asociado rebase el límite establecido en el apartado anterior, los trabajadores con 
contrato indefinido y dos años de antigüedad deberán ser admitidos como socios 
trabajadores si así lo solicitan dentro de un plazo de seis meses, siempre que reúnan los 
demás requisitos y condiciones estatutarias. No procederá establecer un período de prueba 
a los que accedan a la condición de socio trabajador conforme a lo establecido en este 
precepto.

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Cooperativas sanitarias

Artículo 177.  Objeto.
Son cooperativas sanitarias las que desarrollan su actividad en el área de la salud, 

pudiendo estar constituidas por los prestadores de la asistencia sanitaria, por los 
destinatarios de la misma o por unos y otros. Podrán realizar también actividades 
complementarias y conexas incluso de tipo preventivo, general o para grupos o colectivos 
determinados.

[ . . . ]
CAPÍTULO XII

Cooperativas sin ánimo de lucro

[ . . . ]
Artículo 183.  Cooperativas de iniciativa social.

1. Serán calificadas como de iniciativa social aquellas cooperativas sin ánimo de lucro 
que, con independencia de su clase, tengan por objeto la prestación de servicios 
asistenciales mediante la realización de actividades sanitarias, educativas, culturales u otras 
de naturaleza social.

En la denominación de estas cooperativas figurará, además, la indicación «Iniciativa 
Social».
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2. Las entidades y organismos públicos podrán participar en calidad de socios en la 
forma que estatutariamente se establezca.

3. Resultará de aplicación a estas cooperativas lo previsto en la presente ley para la 
clase de cooperativa de que, según su objeto, se trate.

Artículo 184.  Cooperativas de integración social.
1. Serán calificadas como de integración social aquellas cooperativas sin ánimo de lucro 

que tengan por finalidad la integración de colectivos con problemas de inserción social o 
laboral, constituidas mayoritariamente por personas pertenecientes a dichos colectivos y, en 
su caso, los tutores y el personal de atención.

El objeto de estas cooperativas será promover la integración a través del empleo de las 
personas pertenecientes a los colectivos con dificultades de inserción, organizando, 
promoviendo y comercializando los bienes o servicios producto del trabajo de los socios, o 
bien proveer a dichas personas de bienes y servicios de consumo general o específico.

2. Podrán ser socios de estas cooperativas las administraciones, entidades públicas y 
privadas cuya normativa o estatutos prevean o permitan la financiación u otra forma de 
colaboración en el desarrollo de las actividades de tales cooperativas. Estos socios 
institucionales, además de ejercitar los derechos y obligaciones previstos en el estatuto de la 
cooperativa, designarán un representante técnico que será miembro del órgano de 
administración.

3. A estas cooperativas les serán de aplicación las normas relativas a la clase de 
cooperativa a la que pertenezcan. No obstante lo anterior, la prestación del trabajo personal 
se regirá por las normas establecidas en la presente ley para las cooperativas de trabajo 
asociado.

4. No se aplicará a este tipo de cooperativas el límite de socios temporales cuando estos 
pertenezcan a cualquiera de los colectivos con problemas de integración.

[ . . . ]
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§ 24

Ley 8/2015, de 20 de marzo, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 80, de 8 de abril de 2015

«BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-5798

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 3.  Finalidad.

1. Las Cámaras tienen como finalidad la representación, promoción y defensa de los 
intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación, así como la 
prestación de los servicios a las empresas que ejerzan estas actividades.

2. Las Cámaras ejercerán las funciones de carácter público que les atribuyen esta ley y 
la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, y las que les puedan ser asignadas por las Administraciones 
Públicas en su respectivo ámbito de competencia.

3. Las actividades que puedan llevar a cabo las Cámaras en el cumplimiento de su 
finalidad se realizarán sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las 
facultades de representación de los intereses de los empresarios que asuman este tipo de 
asociaciones y de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se 
constituyan.

[ . . . ]
Artículo 6.  Funciones.

1. Las Cámaras tendrán las funciones de carácter público-administrativo contempladas 
en el apartado 1 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

2. Corresponderá a las Cámaras desarrollar las funciones que seguidamente se 
enumeran, en la forma y extensión que se determina a continuación:

a) Proponer a la Administración del Principado de Asturias cuantas reformas o medidas 
consideren necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación.
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b) Colaborar en la elaboración y, en su caso, en el desarrollo, ejecución y seguimiento de 
los planes que se diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria, 
los servicios y la navegación.

c) Colaborar con la Administración del Principado de Asturias como órganos de apoyo y 
asesoramiento para la creación de empresas.

d) Colaborar con la Administración del Principado de Asturias mediante la realización de 
actuaciones materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y 
verificación de establecimientos mercantiles e industriales cumpliendo con lo establecido en 
la normativa general y sectorial vigente.

e) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que considere 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.

f) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
g) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes.
h) Informar los anteproyectos de ley y proyectos de disposiciones de la Administración 

del Principado de Asturias que afecten directamente a los intereses generales del comercio, 
la industria, los servicios o la navegación, en los términos previstos por la normativa vigente.

i) Tramitar, en su caso, previo encargo de la Administración del Principado de Asturias, 
los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se establezca en la 
correspondiente convocatoria, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración autonómica y ésta así lo 
determine.

j) Colaborar con la Administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

k) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración 
con las Administraciones Públicas competentes.

l) Colaborar con la Administración del Principado de Asturias para facilitar información y 
orientación sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de 
las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación 
de instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando 
así se establezca.

m)   Colaborar con la Administración del Principado de Asturias en el impulso y desarrollo 
de los programas y planes de internacionalización que esta desarrolle en el ámbito de sus 
competencias en materia de información, formación y especialmente promoción del comercio 
exterior, así como en el desarrollo de las actuaciones de interés específico ejecutadas en 
virtud de Plan Cameral de Internacionalización previsto en el artículo 22 de la Ley 4/2014, de 
1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

n) Colaborar en la elaboración y, en su caso, en el desarrollo, ejecución y seguimiento de 
los planes que se diseñen para la mejora de la competitividad del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, y especialmente en la ejecución de los programas derivados del 
Plan Cameral de Competitividad previsto en el artículo 23 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

3. Las Cámaras podrán llevar a cabo las actividades de carácter privado y de mediación 
a que se refiere el apartado 3 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, así como cualquier otra 
función que la Administración del Principado de Asturias, en el ejercicio de sus 
competencias, considere necesarias.

4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las Cámaras podrán hacer uso de los 
instrumentos previstos en los apartados 4 a 6 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

5. En el desarrollo de las funciones público administrativas, las Cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

6. En el desarrollo de todas las actividades, las Cámaras respetarán las condiciones de 
accesibilidad de las personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa 
de aplicación. La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los 
servicios de atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las 
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personas con discapacidad, para lo cual, se tendrá en cuenta las necesidades de los 
distintos tipos de discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando 
los ajustes razonables que sean precisos.

[ . . . ]
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§ 25

Ley 6/2014, de 13 de junio, de Juego y Apuestas. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 148, de 27 de junio de 2014

«BOE» núm. 221, de 11 de septiembre de 2014
Última modificación: 8 de julio de 2022

Referencia: BOE-A-2014-9265

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 4.  Principios rectores de la actividad.

1. Las actuaciones en materia de juego y apuestas atenderán a los principios de:
a) Protección de los menores de edad y de quienes tengan reducidas sus capacidades 

intelectuales y volitivas, o se encuentren incapacitados legal o judicialmente, impidiendo su 
acceso a la práctica y establecimientos de juegos y apuestas.

b) Transparencia en el desarrollo de los juegos y apuestas.
c) Garantía de que no se produzcan fraudes y del pago de los premios.
d) Prevención de los perjuicios a terceros, en particular con relación a menores de edad, 

ludópata e e incapacitados legal o judicialmente.
e) Posibilidad de intervención y control por parte de la Administración.
f) Respeto a las reglas básicas de una política de juego responsable.
g) Colaboración en el cumplimiento de la legislación de prevención de blanqueo de 

capitales.
h) Seguridad jurídica de las empresas operadoras y de quienes participen en juegos y 

apuestas.
i) Fomento de empleo estable y de calidad en el sector.
2. En todo caso, se tendrán en cuenta la realidad e incidencia social y sus repercusiones 

económicas y tributarias, la diversificación empresarial del juego y las apuestas, 
favoreciendo la concurrencia en condiciones de igualdad, no fomentando el hábito del juego 
y reduciendo sus efectos negativos.

Artículo 5.  Políticas de juego responsable.
1. Las políticas de juego responsable suponen que el ejercicio de las actividades de 

juego se abordará desde una política integral de responsabilidad social corporativa que 
contemple el juego como un fenómeno complejo donde se han de combinar acciones 
preventivas, de sensibilización, de intervención y de control, así como de reparación de los 
efectos negativos producidos.
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Las acciones preventivas se dirigirán a la sensibilización, información y difusión de las 
buenas prácticas del juego, así como a los posibles efectos que una práctica no adecuada 
del juego puede producir.

2. La Administración del Principado de Asturias promoverá políticas de juego 
responsable dirigidas a la sensibilización y concienciación sobre las consecuencias de una 
practica inadecuada del juego, especialmente las relacionadas con los riesgos de la 
ludopatía, promocionando actitudes de juego moderado, no compulsivo y responsable, 
prestando especial atención a aquellos grupos sociales más vulnerables.

3. A instancias de la Administración, los operadores de juego deberán elaborar un plan 
de medidas que tenga por objetivo atenuar los posibles efectos perjudiciales que pueda 
producir el juego en los términos que reglamentariamente se determine, e incorporarán las 
reglas básicas de política de juego responsable.

En todo caso, y por lo que se refiere a la protección de los consumidores, esas medidas 
incluirán las siguientes:

a) Prestar la debida atención a los grupos en riesgo.
b) Proporcionar al público la información necesaria para que pueda hacer una selección 

consciente de sus actividades de juego, promocionando actitudes de juego moderado, no 
compulsivo y responsable.

c) Informar, de acuerdo con la naturaleza y medios utilizados en cada juego, de la 
prohibición de participar a los menores de edad o a las personas incluidas en el Registro 
personal de interdicciones de acceso al juego o Registro de prohibidos, o en el Registro de 
personas vinculadas a operadores de juego.

4. Los operadores no podrán conceder préstamos ni cualquier otra modalidad de crédito 
o asistencia financiera a los participantes.

[ . . . ]
Artículo 10.  Material para la práctica de juego y apuestas.

1. Los juegos y apuestas se practicarán con el material que haya sido homologado con 
carácter previo por el Director General competente en materia de casinos, juegos y 
apuestas. Las homologaciones del material para la práctica de juego y apuestas realizadas 
por otras Administraciones Públicas podrán ser convalidadas en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

Con carácter previo a la homologación e inscripción del material para la práctica de juego 
y apuestas, la empresa fabricante o importadora podrá solicitar autorización para probar el 
funcionamiento de prototipos de modelos mediante su instalación y explotación en 
establecimientos autorizados, en los términos que reglamentariamente se determinen.

2. El material no homologado que sea usado en la práctica de juego y apuestas tendrá la 
consideración de material clandestino.

3. La comercialización, distribución, mantenimiento y almacenamiento del material de 
juego y apuestas requerirán autorización previa, con las condiciones que se determinen 
reglamentariamente.

4. No se podrá homologar ningún material de juego que utilice imágenes, mensajes u 
objetos que puedan perjudicar la formación de la infancia y la juventud, que puedan vulnerar, 
directa o indirectamente, la dignidad de la persona y los derechos y libertades 
fundamentales, o que inciten a la violencia, al racismo o a la xenofobia, a actividades 
delictivas o a cualquier forma de discriminación prohibida por la Constitución y las leyes.

Artículo 11.  Registros del juego y apuestas del Principado de Asturias.
1. Dependerán de la Consejería competente en materia de casinos, juegos y apuestas:
a) El Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias.
b) El Registro personal de interdicciones de acceso al juego del Principado de Asturias.
2. El ejercicio empresarial de toda actividad relacionada con la organización y 

explotación de juegos y apuestas, así como con la fabricación, reparación, intermediación en 
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el comercio o explotación de material de juego, está sujeto a previa inscripción en el Registro 
del Juego y Apuestas del Principado de Asturias.

Queda prohibido el ejercicio empresarial de actividades relacionadas con juegos y 
apuestas que no cuente con inscripción previa en el Registro del Juego o que se desarrolle 
sin autorización administrativa previa o al margen de los requisitos y condiciones 
establecidos reglamentariamente, con las excepciones previstas en la presente ley.

3. El Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias, que constará de 
cuatro secciones, es el instrumento oficial de publicidad y control de las actividades 
relacionadas con la organización y explotación de los juegos y apuestas en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma.

En cada sección se anotarán cuantas circunstancias se refieran a la inscripción, 
modificación y cancelación de los datos referidos a:

a) Las personas físicas o jurídicas dedicadas a la fabricación, organización, gestión y 
explotación económica del juego o de las apuestas.

b) Los establecimientos autorizados para la práctica del juego y las apuestas.
c) Las máquinas de juego, sus modelos, sus datos de identificación e instalación y los 

permisos de explotación.
d) Otros elementos de juego.
La inscripción en el Registro general del juego y apuestas del Principado de Asturias 

será requisito indispensable para el desarrollo de la actividad de juegos o apuestas en el 
Principado de Asturias.

4. En el Registro personal de interdicciones de acceso al juego del Principado de 
Asturias, se inscribirá la información necesaria para hacer efectivo el derecho a que a los 
inscritos en dicho Registro les sea prohibida la participación en las actividades de juego en 
los casos en que sea necesaria su identificación. Asimismo, se inscribirá la información 
relativa a aquellas otras personas que, por resolución administrativa o judicial, tengan 
prohibido el acceso al juego o se hallen incapacitadas legalmente.

5. Reglamentariamente se establecerán el contenido, organización y funcionamiento de 
los Registros general del juego y apuestas del Principado de Asturias y personal de 
interdicciones de acceso al juego del Principado de Asturias, que no incluirán más datos que 
los estrictamente necesarios para el cumplimiento de las finalidades previstas en esta ley. La 
difusión de los datos incluidos en éstos servirá al cumplimiento de las finalidades legalmente 
previstas.

6. La Administración del Principado de Asturias podrá establecer con las restantes 
Administraciones los mecanismos de colaboración y, en su caso, de coordinación para la 
agilización de los procesos de comunicación de datos, la interconexión de sus registros de 
interdicción de acceso al juego y el intercambio de información, con pleno respeto a la 
normativa reguladora de la protección de datos de carácter personal.

Artículo 12.  Publicidad, patrocinio y promoción.
1. La publicidad, patrocinio y promoción de actividades de juegos y apuestas, con 

excepción de las combinaciones aleatorias, estará sujeta a previa autorización, con las 
condiciones que se fijen reglamentariamente, debiendo ser socialmente responsable, 
prestando la debida atención a la protección de menores y otros colectivos vulnerables, y 
garantizando el adecuado conocimiento de las reglas y condiciones en que se desarrolle el 
juego. En todo caso, cualquier publicidad sobre el juego deberá explicitar la promoción de 
actitudes de juego moderado, no compulsivo y responsable.

2. Se permite la publicidad de los juegos y apuestas de carácter meramente informativo. 
A efectos de lo previsto en este artículo, se entenderá por carácter meramente informativo la 
publicidad que incluya:

a) Nombre comercial y domicilio.
b) Categoría de establecimiento, y juegos y apuestas que se practican en él.
c) Servicios que se prestan.
d) Carteles informativos de situación.
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3. Será libre la publicidad realizada en el interior de los locales de juego y apuestas de 
acceso reservado y la realizada en publicaciones específicas del sector.

4. En todos los locales con máquinas de juego habrá en lugar visible un cartel con las 
prohibiciones del uso de las mismas con las características y en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

5. Queda prohibida la publicidad, patrocinio y promoción de juegos y apuestas en 
instalaciones deportivas de titularidad pública y en las equipaciones deportivas de todas las 
categorías deportivas.

TÍTULO I
Órganos y competencias

[ . . . ]
Artículo 15.  Consejo del Juego del Principado de Asturias.

1. El Consejo del Juego del Principado de Asturias se configura como órgano consultivo 
de estudio y asesoramiento en materia de casinos, juegos y apuestas. Estará presidido por 
el Consejero competente en materia de casinos, juegos y apuestas.

2. El Consejo de Gobierno determinará reglamentariamente su composición, 
organización y funcionamiento, y en él estarán representadas la Administración del 
Principado de Asturias, las organizaciones sindicales que tengan la condición de más 
representativas en el ámbito de la Comunidad Autónoma y las organizaciones empresariales 
más representativas del sector, la Federación Asturiana de Concejos, las asociaciones de 
personas con ludopatía más representativas del Principado de Asturias, las asociaciones de 
consumidores y usuarios y de atención a la infancia y a la juventud y sanitarias.

3. Corresponden al Consejo del Juego del Principado de Asturias las siguientes 
funciones:

a) Informar las disposiciones de carácter general en la materia cuya aprobación 
corresponda al Consejo de Gobierno.

b) Emitir informes y dictámenes, atender consultas y ejercitar actividades de 
asesoramiento sobre cuestiones que le sean planteadas por los distintos órganos de la 
Administración.

c) Elevar a la Administración las propuestas que estime pertinentes.
d) Promover, por conducto de la Consejería competente en materia de casinos, juegos y 

apuestas, la elaboración de estudios y propuestas que se entiendan adecuados para la 
realización de los fines establecidos en esta ley.

e) Elaborar, en colaboración con la inspección del juego, un informe anual sobre la 
situación y el desarrollo del sector del juego en el ámbito del Principado de Asturias.

f) Aprobar la memoria anual en materia de juego.
g) Cualquier otra función que se le atribuya reglamentariamente.
4. El Consejo del Juego del Principado de Asturias podrá, en el ejercicio de sus 

funciones, recabar la colaboración y asesoramiento de cuantos expertos considere 
necesarios.

5. Los miembros del Consejo del Juego del Principado de Asturias no percibirán 
retribución, dieta o complemento alguno como consecuencia de su participación en este 
órgano o de su asistencia a las reuniones del mismo. En el caso de los empleados públicos, 
la pertenencia al Consejo del Juego del Principado de Asturias es compatible con su 
condición de tales.
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TÍTULO II
De los establecimientos y los juegos y apuestas que en ellos se practican

CAPÍTULO I
Establecimientos de juego y apuestas

Artículo 16.  Establecimientos de juego.
1. Tendrán la consideración de establecimientos de juego y apuestas aquellos locales 

que, reuniendo los requisitos exigidos en esta ley y en las disposiciones reglamentarias que 
la desarrollen, sean expresamente autorizados para la práctica de juegos y apuestas 
permitidos.

2. Las modalidades de establecimientos y locales donde se puede autorizar la práctica 
de los juegos y apuestas son las siguientes:

a) Casinos de juego.
b) Salas de bingo.
c) Salones de juegos.
d) Hipódromos, pistas hípicas, canódromos y otras instalaciones, establecimientos o 

lugares análogos donde se desarrollen actividades susceptibles de ser objeto de apuestas.
e) Locales de apuestas, en los términos que reglamentariamente se determinen.
f) Los establecimientos de hostelería y demás locales análogos, en los términos 

previstos en el artículo 23.
3. El aforo y superficie de los establecimientos, así como las condiciones de 

funcionamiento, se determinarán reglamentariamente.
4. Los establecimientos autorizados para la práctica de juegos y apuestas deberán 

disponer de las correspondientes hojas de reclamaciones, de conformidad con las 
previsiones establecidas en la normativa de desarrollo de la presente ley. Dichas hojas de 
reclamaciones estarán a disposición de los jugadores o apostantes, quienes podrán reflejar 
en ellas sus quejas y reclamaciones.

5. Se prohibirá la entrada a los establecimientos en los que específicamente se 
desarrollen juegos y apuestas a menores de edad y a quienes se encuentren incapacitados 
legal o judicialmente, que no podrán practicar juegos, participar en apuestas, ni usar 
máquinas de juego con premio.

En los términos que reglamentariamente se determinen, se prohibirá a quienes 
voluntariamente hubieren solicitado que les sea prohibido el acceso a los juegos y apuestas 
o que lo tengan prohibido por resolución administrativa o judicial firme.

Asimismo, se prohibirá la entrada o, en su caso, podrán ser obligados a abandonar los 
establecimientos quienes produzcan perturbaciones en el orden de las salas o cometan 
irregularidades en la práctica de los juegos.

6. Los organizadores de juegos deberán impedir la entrada a los locales o salas de 
juego, además de a las personas previstas en el artículo anterior:

a) A los que pretendan entrar en los mismos portando armas u objetos que puedan 
utilizarse como tales o a quienes, una vez dentro de los establecimientos de juego y 
apuestas, alteren de cualquier forma el orden público.

b) A cualquier persona que presente síntomas de embriaguez, intoxicación por drogas o 
enajenación mental.

7. Reglamentariamente, se podrá determinar una zona de influencia en la que no podrán 
ubicarse nuevos establecimientos para la práctica de juegos y apuestas por la proximidad de 
un centro de enseñanza o de atención a menores o a quienes se encuentren incapacitados 
legal o judicialmente.

[ . . . ]
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TÍTULO IV
Del personal de las empresas de juego y apuestas y de los jugadores y las 

jugadoras

[ . . . ]
Artículo 35.  Derechos y obligaciones de las personas participantes.

1. Los participantes en los juegos y apuestas tienen los siguientes derechos:
a) A obtener información sobre las reglas que han de regir el juego o apuesta.
b) Al tiempo de uso correspondiente al precio de la partida de que se trate.
c) Al cobro de los premios que les pudiera corresponder de conformidad con la normativa 

específica de cada juego.
d) A recibir información en los establecimientos de juego sobre la práctica de juego 

responsable.
d) A formular las quejas y reclamaciones que estimen oportunas.
e) A identificarse de manera segura mediante la exhibición del documento nacional de 

identidad, pasaporte o documento equivalente, con sujeción a las disposiciones relativas a la 
protección de datos de carácter personal previstas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de protección de datos de carácter personal, y en su normativa de desarrollo.

2. Los usuarios o participantes en los juegos tienen las siguientes obligaciones:
a) Identificarse ante las empresas de gestión y explotación de juegos y apuestas a 

efectos de acceso y participación en los mismos.
b) Cumplir las normas y reglas de los juegos y apuestas en los que participen.
c) No alterar el normal desarrollo de los juegos.

Artículo 36.  Prohibiciones de práctica.
Además de la prohibición de acceso a establecimientos de juego y apuestas que se 

establece en el artículo 16.5, se prohíbe la participación en los juegos y apuestas objeto de 
esta ley a:

a) Menores de edad e incapacitados legal o judicialmente, de acuerdo con lo que 
establezca la legislación civil.

b) Quienes voluntariamente hubieren solicitado que les sea prohibido el acceso a los 
juegos y apuestas o que lo tengan prohibido por resolución administrativa o judicial firme.

c) Los accionistas, propietarios, partícipes o titulares de las empresas operadoras de 
juegos y apuestas, su personal directivo y empleados directamente involucrados en el 
desarrollo de los juegos y apuestas, así como sus cónyuges o personas con las que 
convivan, ascendientes y descendientes en primer grado, en los juegos y apuestas que 
gestionen o exploten aquéllos, con independencia de que la participación en los juegos y 
apuestas, por parte de cualquiera de los anteriores, se produzca de manera directa o 
indirecta, a través de terceras personas físicas o jurídicas.

d) Quienes practiquen el deporte, entrenen a éstas y participen directamente en el 
acontecimiento o actividad deportiva sobre la que se realiza la apuesta, así como sus 
cónyuges o personas con las que convivan, ascendientes y descendientes en primer grado.

e) Quienes tengan cargos de dirección de entidades deportivas participantes u 
organizadoras respecto del acontecimiento o actividad deportiva sobre la que se realiza la 
apuesta, así como sus cónyuges o personas con las que convivan, ascendientes y 
descendientes en primer grado.

f) Quienes ejerzan sus funciones de arbitraje o equivalentes en el acontecimiento o 
actividad deportiva sobre la que se realiza la apuesta, así como las personas que resuelvan 
los recursos contra las decisiones de aquellos así como sus cónyuges o personas con las 
que convivan, ascendientes y descendientes en primer grado.

g) El personal de la Administración del Principado de Asturias destinado en los órganos 
administrativos que directamente gestionen la materia de juego y los altos cargos de la 
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Consejería competente en materia de casinos, juegos y apuestas, así como el personal de la 
inspección del juego, salvo para el ejercicio de sus funciones.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Del régimen sancionador

[ . . . ]
Artículo 48.  Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:
a) La organización, celebración o explotación de juegos o apuestas no catalogados, o sin 

poseer la correspondiente inscripción o autorización o incumpliendo sus condiciones, así 
como la celebración o práctica de los mismos fuera de los locales o recintos permitidos o por 
personas no autorizadas.

b) La reducción del capital de las sociedades de las empresas de juego por debajo de los 
límites establecidos en la normativa en materia de juego.

c) La fabricación, comercialización, distribución o explotación de máquinas o elementos 
de juego distintos de los autorizados u oficiales, así como la utilización de material de juego 
o máquinas no homologadas o con elementos, mensajes o contenidos expresamente 
prohibidos y la sustitución o manipulación fraudulenta del material de juego y apuestas.

d) El permiso o consentimiento para la práctica de juegos o apuestas en locales no 
autorizados, por personas no autorizadas, así como la instalación o explotación de máquinas 
u otros elementos de juego carentes de la correspondiente autorización.

e) La utilización de datos o documentos falsos o falseados para obtener permisos, 
autorizaciones o inscripciones.

f) La modificación unilateral de cualquiera de las condiciones en virtud de las cuales se 
concedieron las preceptivas autorizaciones.

g) El incumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para la cesión de 
autorizaciones.

h) La admisión de apuestas o la concesión de premios que excedan de los máximos 
permitidos para cada actividad de juego.

i) El impago a los jugadores o apostantes de los premios.
j) La venta a precio distinto del autorizado de cartones, boletos, billetes, fichas, 

resguardos o cualquier otro soporte acreditativo de la participación en el juego, apuestas, 
rifas o tómbolas.

k) La concesión de préstamos a los jugadores o apostantes por parte de quienes sean 
titulares o personal al servicio de la empresa organizadora o explotadora de juegos o 
apuestas, o permitir que terceras personas realicen préstamos en los establecimientos de 
juego.

l) La instalación, explotación o permiso para la instalación y funcionamiento de cajeros 
automáticos de entidades financieras en el interior del establecimiento de juego.

m)   El permiso de acceso a los establecimientos de juego o la participación en los juegos 
o apuestas a las personas que lo tengan prohibido.

n) La negativa u obstrucción a la actuación de la inspección del juego.
ñ) La fabricación, comercialización de géneros estancados o prohibidos, relacionados 

con el material de juego.
o) La manipulación de máquinas o elementos de juego.
p) El incumplimiento o violación las medidas cautelares adoptadas por la Administración.
q) La comisión de una tercera falta grave tras haber sido sancionado mediante 

resolución firme en vía administrativa por la comisión de otras dos graves en el periodo de 
un año.

r) La realización de actividades de publicidad, patrocinio o promoción de juegos y 
apuestas en instalaciones deportivas de titularidad pública y/o en equipaciones deportivas de 
todas las categorías deportivas.
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[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Medidas de prevención de la ludopatía.

1. El Consejo de Gobierno desarrollará actividades de prevención de la ludopatía 
dirigidas a la población en general y adoptará medidas para desincentivar los hábitos y 
conductas patológicas relacionadas con el juego, con especial atención a los sectores 
sociales más vulnerables.

2. Al objeto de dar tratamiento unitario y coordinado a las distintas medidas a aplicar, el 
Consejo de Gobierno elaborará un programa para la prevención de la ludopatía en el plazo 
de dieciocho meses desde la entrada en vigor de la presente ley, contando para ello con la 
participación y colaboración de las asociaciones más representativas del colectivo afectado.

3. Entre las medidas a adoptar figurarán:
a) La elaboración de campañas informativas y preventivas dirigidas a la población en 

general para desincentivar hábitos o conductas patológicos.
b) La incorporación en los contenidos curriculares de todos los niveles educativos de los 

riesgos de una práctica irresponsable del juego y de la ludopatía.
c) La inclusión en los materiales utilizados para el juego de mensajes que adviertan de 

los peligros de su práctica.
d) La limitación de la publicidad del juego, en atención a los riesgos que puedan 

derivarse de su práctica abusiva.
e) La especial atención por parte de la Inspección del Juego al cumplimiento de las 

normas sobre limitación de acceso a los locales de juego.
f) La previsión de una dotación económica adecuada, en los presupuestos de cada 

ejercicio, para el desarrollo de las funciones de inspección y las actividades preventivas e 
informativas frente a la ludopatía y para el tratamiento y rehabilitación de los trastornos 
causados por quienes la padecen.

4. El Consejo de Gobierno colaborará con las asociaciones de afectados en el desarrollo 
y ejecución de las actividades de prevención e información.

[ . . . ]
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§ 26

Ley 8/2018, de 14 de septiembre, de Transparencia, Buen Gobierno y 
Grupos de Interés. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 222, de 24 de septiembre de 2018

«BOE» núm. 253, de 19 de octubre de 2018
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2018-14293

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto regular, en el ámbito del Principado de Asturias, la 

transparencia en la actividad pública a través de la publicidad activa y el derecho de acceso 
a la información pública, el buen gobierno y los grupos de interés.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Publicidad activa

Artículo 5.  Obligaciones en materia de publicidad activa.
1. La información pública se deberá suministrar por propia iniciativa y se habilitarán los 

medios pertinentes, prioritariamente electrónicos. Será actualizada, veraz, coherente, 
estructurada, concisa, completa, segura, de fácil acceso, multicanal, comparable, 
multiformato, interoperable, reutilizable, entendible y clara con resúmenes, textos 
introductorios, glosarios terminológicos, fichas, cuadros sinópticos y elementos análogos que 
ayuden a la comprensión de la información por el ciudadano medio. Asimismo, incorporará, 
cuando proceda, la perspectiva de género.

2. Se removerán los obstáculos que impidan el acceso a personas discapacitadas o 
colectivos en situaciones de desigualdad, poniendo los medios para garantizar el acceso 
universal y la no discriminación tecnológica.

3. La información se publicará, con carácter general, cada tres meses, salvo que la 
presente Ley o la normativa específica establezcan otros plazos.

[ . . . ]
Artículo 8.  Información económica, presupuestaria y estadística.

A) Información sobre contratos, convenios y subvenciones.
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1. Además de la información sobre contratos, convenios y subvenciones prevista en el 
artículo 8.1.a), b) y c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, los sujetos del artículo 2.1 de la presente Ley 
publicarán:

a) Los órganos de contratación, el teléfono y las direcciones postales y electrónicas, la 
composición, en su caso, de las mesas de contratación, las actas y resoluciones.

b) Los pliegos rectores de la contratación.
c) El porcentaje de baja, si la hubiera, de la oferta adjudicataria.
d) Las fechas de formalización y de inicio de ejecución del contrato.
e) Las subcontrataciones, con indicación de la identidad del subcontratista.
f) Las cesiones y las resoluciones de contrato, y cualesquiera otros actos y resoluciones 

que afecten a la validez o vigencia de los contratos.
g) Los encargos de ejecución a medios propios, con indicación de su objeto, 

presupuesto, duración, obligaciones económicas, incluyendo las tarifas o precios fijados.
h) En las encomiendas de gestión, la justificación legalmente requerida para acudir a 

ellas, así como los medios personales y materiales incluidos en cada encomienda y el 
importe total destinado a gastos de personal.

i) Los contratos-programa.
j) Los Planes Estratégicos de Subvenciones y sus modificaciones.
k) Las bases reguladoras de las subvenciones o el instrumento mediante el que se 

articulen las mismas y el órgano concedente.
2. Los sujetos del artículo 2.2 publicarán la citada información cuando se trate de 

contratos, convenios o subvenciones celebrados o concedidas con o por alguno de los 
sujetos del artículo 2.1.

B) Información presupuestaria y financiera.
1. Además de la información prevista en el artículo 8.1.d) y e) de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, los sujetos del 
artículo 2.1.a) de la presente Ley publicarán:

a) Los estados mensuales de ejecución presupuestaria, con desglose por secciones y a 
nivel de subconcepto.

b) Los datos actualizados y su evolución a lo largo de los cinco ejercicios anteriores de:
Los gastos de personal y su porcentaje sobre el gasto total, especificándose los relativos 

al personal directivo y eventual, además de los correspondientes a las personas que gozan 
de dispensa total o parcial de asistencia al trabajo, expresando en todos los casos su 
porcentaje sobre el gasto de personal y sobre el gasto total.

Gastos e ingresos en concepto de arrendamientos de bienes inmuebles.
Los gastos realizados en campañas de publicidad, promoción y comunicación 

institucional, desglosando los distintos conceptos de la campaña, contratos celebrados e 
importe contratado con cada medio.

2. La Administración del Principado de Asturias publicará, además:
a) El proyecto de Ley de Presupuestos Generales, así como la documentación 

complementaria que se relaciona en la normativa presupuestaria vigente en la Comunidad 
Autónoma.

b) El estado de ejecución mensual consolidado, informando sobre los entes que 
configuran el perímetro de consolidación del Principado de Asturias, así como los 
subconceptos afectados e importe que forma parte de dicha consolidación.

c) Los Planes anuales de control financiero permanente y de auditorías.
d) Los Planes anuales de disposición de fondos.
e) La información básica sobre la financiación de la Comunidad Autónoma.
f) Información sobre endeudamiento de la Comunidad Autónoma:
El importe de la deuda pública actual de la Comunidad Autónoma y su evolución a lo 

largo de los cinco ejercicios anteriores, recogiendo el endeudamiento público por habitante y 
el endeudamiento relativo.
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Las operaciones de préstamo, crédito y emisiones de deuda pública en todas sus 
modalidades realizadas por los sujetos del artículo 2.1.a).

Los avales y garantías prestadas en cualquier clase de crédito por los sujetos del 
artículo 2.1.a).

Las operaciones de arrendamiento financiero formalizadas por los sujetos del 
artículo 2.1.a).

g) Los datos actualizados y su evolución a lo largo de los cinco ejercicios anteriores:
El gasto total efectuado en concepto de ayudas o subvenciones para actividades 

económicas y para familias y personas especialmente vulnerables. En particular, se 
incorporará información relativa al gasto destinado a atención a la dependencia, acción 
social y cooperación, mayores, menores y personas con discapacidad.

La inversión realizada por habitante en la Comunidad Autónoma.
La proporción que representa el déficit/superávit público de la Comunidad Autónoma 

sobre el PIB regional.
Los ingresos fiscales por habitante.
Los gastos en las distintas políticas y su porcentaje sobre el gasto total.
El gasto por habitante en la Comunidad Autónoma.
h) Las tasas y precios públicos.
C) Cuentas abiertas. Los sujetos del artículo 2.1.a) publicarán cada dos meses la 

siguiente información de cada una de sus cuentas bancarias:
Clase de cuenta o de caja.
Denominación.
Titularidad.
Radicación e identificación.
Entidad bancaria, financiera o de crédito y sucursal, en su caso, y número de la cuenta e 

identificación fiscal.
Saldo global.
D) Pago a proveedores. Los sujetos del artículo 2.1, a excepción de los de la letra e), 

publicarán el plazo medio de pago a proveedores.
E) Información patrimonial. Además de la información prevista en el artículo 8.3 de la 

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, la Administración del Principado de Asturias publicará:

a) El Inventario General de bienes y derechos de la Comunidad Autónoma.
b) El número de vehículos integrantes de su parque móvil, la indicación del título jurídico 

habilitante para su uso y disfrute, el modelo y el año de matriculación.
c) Las participaciones que tenga en sociedades, fundaciones o en otro tipo de entes.
F) Información estadística y de calidad del servicio público. Además de la información 

prevista en el artículo 8.1.i) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a 
la información pública y buen gobierno, para valorar el grado de cumplimiento y calidad de 
los servicios públicos, los sujetos del artículo 2.1 de la presente Ley publicarán las cartas de 
servicio elaboradas con la información sobre los servicios públicos, los informes sobre el 
grado de cumplimiento y calidad de los mismos, así como la información disponible que 
permita su valoración. En particular, serán objeto de publicidad los resultados de las 
auditorías, internas o externas, de evaluación de la calidad, eficiencia y eficacia de los 
servicios públicos.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Grupos de interés

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 51.  Ámbito de aplicación.
1. A los efectos de este título, se consideran grupos de interés las personas físicas o 

jurídicas y las organizaciones, cualquiera que sea su forma o estatuto legal, que se dedican 
profesionalmente, como todo o parte de su actividad, a influir directa o indirectamente en los 
procesos de elaboración de las políticas o disposiciones normativas, en la aplicación de las 
mismas o en la toma de decisiones de la Administración del Principado de Asturias, sus 
organismos y entes públicos y las sociedades mercantiles y fundaciones en las que directa o 
indirectamente tengan participación mayoritaria o dominio efectivo.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de este título las actividades relativas a la 
prestación de asesoramiento jurídico vinculadas a defender los intereses afectados por el 
procedimiento administrativo, en actividades de conciliación o mediación, o para el ejercicio 
de derechos o iniciativas establecidos por el ordenamiento jurídico.

[ . . . ]
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§ 27

Ley 4/2006, de 5 de mayo, de Cooperación al Desarrollo. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 114, de 19 de mayo de 2006

«BOE» núm. 162, de 8 de julio de 2006
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2006-12316

CAPÍTULO I
La cooperación al desarrollo en Asturias

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación de la Ley.
1. El objeto de esta Ley es la regulación de las iniciativas, actuaciones, actividades y 

recursos que la Administración del Principado de Asturias así como los organismos y demás 
entidades que de ella dependan ponen al servicio de la cooperación al desarrollo y la 
solidaridad internacional. Se incluyen las acciones dirigidas a sensibilizar a la población 
asturiana con el objeto de incentivar y promover la solidaridad hacia otros pueblos.

2. Dichas actuaciones se enmarcan en el compromiso de promover a escala local y 
global el desarrollo humano y sostenible de los pueblos, el cumplimiento efectivo de los 
derechos humanos y unas relaciones internacionales basadas en la justicia.

Artículo 2.  Principios orientadores de la política de cooperación al desarrollo.
La actividad de la Administración del Principado de Asturias en materia de cooperación 

al desarrollo se fundamenta en la consideración y el reconocimiento del ser humano, en su 
dimensión individual y colectiva, como protagonista y destinatario de la política de 
cooperación internacional al desarrollo y se rige por los siguientes principios orientadores:

a) El respeto y promoción de la cultura, idiosincrasia, estructuras de organización social y 
administrativa, así como también los procesos propios de decisión de las comunidades 
locales, minorías y pueblos, siempre que no atenten contra los derechos humanos, el medio 
ambiente y los compromisos adquiridos en convenios internacionales, considerándose 
fundamental la concertación entre las partes y la responsabilidad compartida en la definición, 
ejecución y determinación de las actividades de cooperación, promocionándose un 
desarrollo humano integral, participativo, sostenible y respetuoso con la protección del medio 
ambiente.

b) La consideración del concepto de acompañamiento, en cuanto expresión de un talante 
exento de cualquier pretensión de imposición de modelos culturales, económicos o 
ideológicos y que, fundamentándose en el reconocimiento de la libertad y dignidad del ser 
humano tanto en su referente personal como comunitario, lo considera protagonista y 
destinatario último de toda actuación de cooperación al desarrollo.
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c) Los principios de indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos, 
reconocidos en sus diversas declaraciones y acuerdos internacionales, que determinan el 
compromiso de la cooperación asturiana por promover el cumplimiento efectivo tanto de los 
derechos civiles y políticos como de los derechos económicos, sociales y culturales, siendo 
el cumplimiento efectivo de los derechos humanos el fundamento de todo esfuerzo a favor 
del desarrollo humano sostenible.

d) El fomento de la justicia, la libertad y la igualdad en las relaciones entre personas, 
comunidades, pueblos y estados, así como la prevención y solución pacífica de los conflictos 
y tensiones sociales, que son la base para el fortalecimiento y arraigo de la paz y la 
convivencia.

e) El principio de la igualdad de mujeres y hombres que, además de ser un derecho 
humano indiscutible, es una necesidad estratégica para la profundización de la democracia y 
para la construcción de un mundo más justo, cohesionado y desarrollado social y 
económicamente, motivo por el cual en todas las políticas y acciones, se deberán considerar 
sistemáticamente las diferentes situaciones, condiciones y necesidades de las mujeres y 
hombres, a todos los niveles y en todas las fases de planificación, ejecución y evaluación e 
implementar, en caso necesario, acciones positivas.

f) El principio general de no discriminación de sus destinatarios por razones de sexo, 
raza, color, orígenes étnicos o sociales, lengua, cultura, religión, ideología, opiniones 
políticas, pertenencia a una minoría o a un pueblo indígena, discapacidad e identidad u 
orientación sexual, así como la defensa y promoción de las personas y colectivos más 
desfavorecidos y, en concreto, la de los que sufren discriminaciones políticas o económicas, 
en atención a dicho principio.

g) La garantía, en la medida de lo posible, de la consolidación futura de los logros 
pretendidos en sus objetivos de desarrollo.

h) El principio de coherencia, en virtud del cual la Administración del Principado de 
Asturias velará porque los principios y objetivos señalados en esta Ley inspiren las 
actuaciones relacionadas con la cooperación al desarrollo, para lo cual se articularán los 
mecanismos de coordinación necesarios.

i) La garantía de una gestión eficiente de los recursos públicos destinados a la 
cooperación al desarrollo, estableciéndose criterios de evaluación e indicadores que hagan 
posible la medición de objetivos.

j) La colaboración entre administraciones públicas en cuanto al acceso a la información, 
participación y máximo aprovechamiento de los recursos públicos.

k) La atención o prevención de las situaciones de emergencia o vulnerabilidad, la 
contribución mediante la colaboración y coordinación entre administraciones y para la 
obtención del máximo rendimiento de los recursos públicos aplicados en beneficio de los 
países destinatarios.

Artículo 3.  Objetivos de la cooperación al desarrollo.
Serán objetivos de la política de cooperación al desarrollo los siguientes:
a) Contribuir a la erradicación del empobrecimiento, de las desigualdades referidas al 

acceso a condiciones de vida dignas a través de la promoción del desarrollo humano 
sostenible, a la consolidación de los procesos encaminados a asegurar un desarrollo 
humano sostenible, y a la transformación de las estructuras que generan empobrecimiento.

b) Fomentar el fortalecimiento de la sociedad civil y la participación democrática 
contribuyendo a la consolidación de la democracia, el Estado de Derecho, el fortalecimiento 
institucional y político-administrativo y la organización de la sociedad civil en los países 
destinatarios de la ayuda como instrumento para la resolución de las necesidades de la 
población favoreciendo la redistribución de la riqueza, la justicia social y la paz, así como la 
extensión de la educación y la cultura a toda la población.

c) Contribuir a la superación de las situaciones de aquellas poblaciones que se 
encuentren en estado de vulnerabilidad extrema o de subsistencia precaria con el fin de 
establecer las condiciones que permitan su desarrollo sostenido fomentando la acción 
humanitaria y reforzando los vínculos entre ayuda de emergencia, reconstrucción y 
desarrollo.
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d) Colaborar en el esfuerzo de la comunidad internacional que trabaja en la consecución 
de la justicia social, en la erradicación de las causas estructurales de la pobreza y la defensa 
de los derechos humanos, y en el empeño de construcción de un mundo más justo y en paz.

e) Dar respuesta a la demanda de la sociedad asturiana de participar activamente en la 
realización de los valores de solidaridad y de respeto a la dignidad de todos los seres 
humanos, sensibilizando e informando a la sociedad asturiana sobre la situación de injusticia 
y empobrecimiento que padecen otros pueblos y grupos sociales e impulsar y dar cauces a 
la participación y solidaridad social en las acciones de cooperación.

f) Impulsar la cultura de la solidaridad internacional y la conciencia de ciudadanía global.

[ . . . ]
Artículo 5.  Prioridades sectoriales.

1. Se considerarán prioritarias, en cuanto a su tipo o sector de actuación, las siguientes 
acciones:

a) La erradicación de la pobreza, a través de la realización de acciones que atiendan a 
procurar la cobertura de las necesidades sociales básicas y la prestación de servicios 
sociales básicos como salud y saneamientos, obtención de la seguridad alimentaria, 
educación y capacitación de recursos humanos, así como propiciando la dotación, mejora o 
ampliación de infraestructuras básicas y el desarrollo del tejido social asociativo y productivo, 
con especial atención a la mejora de las condiciones laborales de los trabajadores y 
trabajadoras.

b) La promoción del conocimiento y reconocimiento de los derechos humanos, su 
respeto y la denuncia de sus violaciones.

c) El fortalecimiento de las capacidades humanas e institucionales de la sociedad civil, 
necesarias para el desarrollo humano y la participación democrática en la toma de 
decisiones, fortaleciendo las estructuras democráticas, de la sociedad civil y de sus 
organizaciones sociales, apoyando las instituciones mediante programas de desarrollo 
institucional, gestión descentralizada y participación ciudadana.

d) La protección del medio ambiente, su conservación, y la mejora de su calidad, así 
como la utilización racional, renovable y sostenible, de la biodiversidad.

e) La igualdad entre mujeres y hombres y el impulso del empoderamiento de las 
mujeres, mediante un enfoque de género que preste especial atención a la condición y 
posición diferenciada de varones y mujeres, a las relaciones que se establecen entre ambos 
grupos y a los papeles económicos y sociales que juegan unos y otras, promoviendo la 
participación equitativa e igualitaria en los procesos de desarrollo.

f) La defensa de la identidad y patrimonio cultural, con especial atención a las culturas 
indígenas, a sus recursos y sus saberes tradicionales.

g) La prevención de los conflictos y el fomento de la paz.
h) La acción humanitaria y de emergencia.
i) La especial atención a la infancia y la erradicación de la explotación laboral infantil.
j) La promoción del acceso democrático de todos los pueblos a las transferencias 

tecnológicas.
2. Las iniciativas de cooperación al desarrollo atenderán a grupos estructuralmente 

desfavorecidos, en los que se considerarán sistemáticamente las diferentes situaciones, 
condiciones y necesidades de mujeres y hombres, y en particular:

a) Los pueblos indígenas.
b) Las personas refugiadas y desplazadas.
c) Las mujeres.
d) La infancia.
e) Otros grupos de personas que se encuentren en situación de grave precariedad por 

motivo de su exclusión social.
3. Merecerán especial atención y adecuado apoyo aquellas iniciativas de carácter 

educativo y sensibilizador que promuevan en nuestra sociedad un mayor y mejor 
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conocimiento de la realidad Norte-Sur, así como unas relaciones más justas entre los 
pueblos y países del Norte y del Sur.

4. En los planes directores de cooperación se concretarán los tipos o sectores de 
actuación y los grupos estructuralmente desfavorecidos establecidos, respectivamente, en 
los apartados 1 y 2 del presente artículo para el periodo de vigencia del plan 
correspondiente.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Planificación, coordinación e instrumentos de la cooperación al desarrollo

[ . . . ]
Sección 3.ª De los instrumentos de la cooperación al desarrollo

[ . . . ]
Artículo 14.  Acción humanitaria.

1. La acción humanitaria irá dirigida a programas orientados a la asistencia a 
poblaciones en situación de emergencia, vulnerabilidad o de grave e inminente riesgo.

2. La cooperación asturiana promoverá el respeto al derecho humanitario y asimismo 
apoyará en este ámbito medidas para la prevención y resolución de conflictos.

3. La acción humanitaria se entenderá como el conjunto de acciones dirigidas:
a) A la ayuda a las víctimas de desastres, o a poblaciones en situación de emergencia, 

de vulnerabilidad extrema o conflictos crónicos, orientadas a garantizar su subsistencia, 
proteger sus derechos, defender su dignidad y sentar las bases de su posterior desarrollo.

b) A la rehabilitación y reconstrucción de las infraestructuras físicas, económicas y 
sociales, y a la prevención y reducción de la situación de vulnerabilidad de comunidades y 
poblaciones víctimas de desastres del tipo que fuere.

c) A la ayuda alimentaria y sanitaria.
d) A la asistencia a refugiados y desplazados internos por motivo de conflictos armados 

o de guerras y también de catástrofes naturales cuando su situación se prolongue en el 
tiempo, a la prevención de desastres, a la denuncia de violaciones de los derechos humanos 
asociada habitualmente a estos colectivos, y a proyectos de defensa de los mismos.

[ . . . ]
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